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PRESENTACIÓN


 TODO Cierre Fiscal y Contable es la mejor guía práctica que indica paso a paso los procesos que debe seguir el profesional, tanto del sector de la asesoría fiscal como los integrantes de los departamentos contable y fiscal de la propia empresa, al objeto de ofrecer seguridad respecto de los asientos contables y ajustes extracontables que se deben practicar y determinar, a partir de ellos, la base imponible del Impuesto sobre Sociedades, contando en todo momento con el apoyo de una obra escrita bajo tres parámetros fundamentales: rigor jurídico, independencia en las opiniones y enfoque eminentemente práctico.


	
•  Se profundiza en las ventajas fiscales que puedes obtener con la aplicación de la normativa, a través de numerosos ejemplos y casos prácticos, todo ello apoyado en la jurisprudencia y consultas de la Dirección General de Tributos y del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas más interesantes.

	
•  Se incluye al final de cada capítulo, un listado de tareas y acciones para comprobar al cierre del ejercicio. Te permitirá revisar con total garantía y seguridad, si has realizado adecuadamente los asientos, ajustes, descuentos, deducciones, amortizaciones, y demás aspectos que si olvidaras o aplicaras incorrectamente podrían derivar en la imposición de sanciones tributarias o mercantiles.

	
•  Cuenta con una práctica plantilla de comprobación o "chek-list", denominado “Proceso de cierre contable y fiscal”. Se trata de una herramienta de gran utilidad para comprobar que todas las operaciones generales estén contabilizadas, y que sirve de ayuda para confeccionar los asientos contables y los ajustes, saldar las cuentas de ingresos y gastos y obtener el resultado final de la cuenta de pérdidas y ganancias.



En TODO Cierre Fiscal y Contable – Ejercicio 2023 se han incorporado todas las modificaciones normativas fiscales y contables, que se han producido desde final del año 2022 hasta septiembre de 2023.

Dentro de las novedades introducidas por la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023 (en adelante LPGE 2023) destacamos el nuevo tipo de gravamen del 23% aplicable a las entidades cuyo importe neto de la cifra de negocios en el período impositivo anterior hubiera sido inferior a 1 millón de euros.

La propia LPGE 2023 ha incorporado también otro incentivo fiscal de gran interés y que se concreta en la aplicación de un incentivo fiscal de amortización acelerada para determinados vehículos eléctricos multiplicando por 2 el coeficiente máximo de amortización previsto en las tablas. Posteriormente, el Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio extendió la aplicación del mismo incentivo fiscal a las instalaciones de recarga de vehículos eléctricos.

Si bien no es objeto de análisis en esta obra por su especificidad, consideramos conveniente destacar que la LPGE 2023 introdujo un régimen fiscal especial para las Illes Balears que presenta grandes similitudes con algunos de los incentivos fiscal reconocidos en el régimen fiscal especial de las Islas Canarias.

Como en años anteriores, la Ley de Presupuestos para 2023 incorpora un elevado número de acontecimientos de excepcional interés público como beneficiados por los incentivos fiscales previstos en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, del Mecenazgo, habiéndose producido posteriormente la incorporación de algún acontecimiento más como, por ejemplo, el de Bienal Manifesta 15 Barcelona, a través de la Real Decreto-ley 1/2023, de 10 de enero.

El Real Decreto-ley 18/2022, de 18 de octubre introdujo un incentivo de libertad de amortización para las inversiones que utilicen energía procedente de fuentes renovables cuya entrada en funcionamiento se haya producido en 2023.

En cuanto a la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de empresas emergentes, se introducen importantes incentivos fiscales para los contribuyentes que tengan tal consideración:


	
-  Tributación al tipo reducido del 15% en el primer período impositivo en el que la base imponible sea positiva y en los tres siguientes.

	
-  Aplazamiento del pago de la deuda por Impuesto sobre Sociedades durante los dos primeros períodos impositivos en los que la base imponible sea positiva.

	
-  Se les exime de la obligación de efectuar pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades a cuenta del período impositivo inmediato posterior a aquel en el que se haya obtenido por primera vez una base imponible positiva y en el posterior.



También introduce modificaciones en el Impuesto sobre Sociedades la Ley 38/2022, de 27 de diciembre. En primer lugar, limita de forma considerable la posibilidad de integrar en la base imponible consolidada del ejercicio 2023 las bases negativas individuales de las entidades del grupo permitiendo tan solo la integración del 50%. La parte de base negativa individual no integrada por la aplicación del citado límite por compensarse en los períodos impositivos siguientes.

La misma Ley 38/2022, de 27 de diciembre, vuelve a modificar la deducción por inversiones en producciones cinematográficas y series audiovisuales españolas y extranjeras al objeto de incrementar los límites de deducción y de permitir la aplicación de la deducción por el conocido como inversor financiero cuando las inversiones se realicen en cualquier fase de la producción.

La última novedad normativa para el ejercicio 2023 la encontramos en el Real Decreto-ley 4/2023, de 11 de mayo que establece la exención de las rentas positivas que deriven de la percepción de ayudas a los regímenes en favor del clima y del medio ambiente (ecoregímenes).

La UE ha dado un paso importante para la unificación de la normativa de las operaciones vinculadas mediante la elaboración por la Comisión Europea, el pasado 12 de septiembre de 2023, de una propuesta de Directiva del Consejo para armonizar las normas sobre precios de transferencia en la UE y que se pretende que entre en vigor no más tarde del 1 de enero de 2026.

En materia reglamentaria, no se ha producido ninguna modificación que merezca ser resaltada.

Varias son las Sentencias del Tribunal Supremo que merecen ser destacadas. Queremos referirnos en primer lugar a la primera de una serie que se producirán en los próximos meses respecto de la deducción fiscal de la retribución de los administradores. En concreto a la Sentencia TS de 27 de junio de 2023 (rec. 6442/2021) que, si bien analiza un supuesto muy concreto como es el de la exigencia o no de que exista acuerdo de la Junta General en el caso de sociedades unipersonales, sienta las bases de una doctrina más genérica que puede flexibilizar de manera importante las exigencias para que este gasto sea deducible fiscalmente, separándose de la rigidez con que por parte de la Administración se viene exigiendo el cumplimiento de ciertos requisitos mercantiles.

Como decíamos, esta es la primera de una serie de Sentencias que, a la vista de los recursos de casación admitidos a trámite, deben formar la más que necesaria jurisprudencia que, por fin, ponga término a uno de los aspectos en los que el principio de seguridad jurídica se ha visto más atacado. A los distintos Autos que admiten los distintos recursos y los aspectos que resolverán nos referimos detalladamente en el apartado 6.6 del Capítulo XIII de la obra. 

Otro pronunciamiento del Tribunal Supremo que se encontraba pendiente de resolución y que generó cierta inquietud por cuanto se trataba de una cuestión sobre la que el propio Tribunal Supremo ya se había pronunciado en varias ocasiones formando jurisprudencia, era el relativo a la imputación temporal de los pasivos ficticios en aquellos casos en los que la propia contabilidad es la que acredita el registro del pasivo ficticio en un ejercicio prescrito. El hecho de que se admitiera en casación la resolución del asunto planteo la posibilidad de un cambio de criterio en el Tribunal Supremo. Sin embargo, la Sentencia TS de 25 de julio de 2023 (rec. 6934/2020) lo que ha venido a ratificar es lo que ya había manifestado con anterioridad: que la propia contabilización del pasivo ficticio en un ejercicio prescrito acredita su generación en un ejercicio que ya no puede ser objeto de regularización y que, en consecuencia, no procede su integración en la base imponible del último ejercicio no prescrito. Resulta de interés en el caso analizado por la Sentencia citada que el contribuyente no pudo aportar el Libro Diario legalizado por un error en el archivo que lo conservaba, pudiendo aportar únicamente las cuentas anuales depositadas en el Registro Mercantil y varios informes periciales.

Hasta tanto en cuanto se resuelva por el Tribunal Supremo alguna de las dudas relacionadas con la deducción fiscal de la retribución de los administradores, nos parece interesante destacar la Sentencia de la Audiencia Nacional de 21 de septiembre de 2022 (rec. 904/2019) en la que afirma que, estando fijado el sistema de retribución en los estatutos de la sociedad, no cabe pretender amparar la no deducción del gasto en otros incumplimientos de la normativa mercantil.

También resulta de interés la Sentencia de la Audiencia Nacional de 19 de noviembre de 2022 (rec. 103/2019) en la que, en relación con la aplicación de la mediana para la determinación del valor de mercado en operaciones vinculadas en las que del análisis de comparabilidad resulta un rango de valores, fija el criterio de que no procede la aplicación automática de la mediana por parte de la Administración sin previamente acreditar la existencia de defectos de comparabilidad.

Igualmente, de la Audiencia Nacional incorporamos las Sentencias AN de 23 de noviembre de 2022 (rec. 637/2019 y rec. 431/2020) en las que, modificando el criterio anterior de la propia Audiencia Nacional, se niega el derecho a la aplicación de la deducción por innovación tecnológica para las aplicaciones informáticas.

En lo que respecta a sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia, debemos citar la del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (sede de Sevilla) de 30 de mayo de 2022 (rec. 375/2020), en la que traslada al ámbito del Impuesto sobre Sociedades la presunción de afectación en un 50% de los vehículos turismo.

Especialmente relevante nos parece la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de 10 de junio de 2022 (rec. 396/2020) que, a efectos de determinar si la contabilización de un gasto en un ejercicio posterior a su devengo provoca o no menor tributación, prescinde de la institución de la prescripción de forma que, en contra del criterio de la DGT, del TEAC y de la Audiencia Nacional, para el TSJ de Andalucía, con independencia de que el ejercicio en que se devengó el gasto esté o no prescrito, se debe realizar el análisis de tributación. Será finalmente el Tribunal Supremo quien fije jurisprudencia en este punto ya que mediante Auto TS de 14 de junio de 2023 (rec. 7261/2022), ha admitido el recurso de casación presentado contra la anterior sentencia del TSJ de Andalucía.

Siguiendo con las Resoluciones del TEAC, hemos querido destacar la de 22 de septiembre de 2022 (rec. 751/2022) en la que se aclara que el puerto seguro establecido en el actual artículo 18.6 LIS 2014 para la valoración de los servicios prestados por los socios profesionales a sus sociedades profesionales, no puede ser aplicada por la Administración si previamente el contribuyente no ha optado voluntariamente por aplicar esa norma de valoración.

De las consultas de la DGT merece especial mención la consulta vinculante V2099-22 de 30 de septiembre de 2022 y en relación con la aplicación de la reserva de capitalización, la DGT interpreta que la distribución de beneficios obtenidos con anterioridad a la aplicación del incentivo fiscal se tiene en consideración a efectos de determinar si se incumple el requisito de mantenimiento de los fondos propios.

Por lo que se refiere al ámbito contable, en la presente edición se han incluido todas las novedades en aquellos aspectos que deben ser tenidos en cuenta a efectos del cierre del ejercicio 2023.

Concretamente, se han incorporado las últimas consultas del BOICAC, de los boletines nº 131 de septiembre de 2022, nº 132 de diciembre de 2022, nº 133 de marzo de 2023 y nº 134 de junio de 2023. Destacando aquellas relacionadas con la información a suministrar en la memoria del periodo medio de pago a proveedores según el tipo de entidad ante la que nos encontremos, la información sobre el titular real, la información relativa al informe de información no financiera, junto con el contenido del mismo la contabilización del impuesto especial de los envases de plástico o la contabilización de los gastos derivados del trabajo a distancia entre otras. Junto a las consultas se incorporan nuevos ejemplos relativos a las mismas para facilitar su comprensión.

Finalmente se han incluido las modificaciones introducidas por la Resolución de 18 de mayo de 2023, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, referida a los modelos para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales de los sujetos obligados a su publicación, en la Orden JUS/616/2022, de 30 de junio, por la que se aprueban los nuevos modelos para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales de los sujetos obligados a su publicación, comentando las principales novedades.






ABREVIATURAS


 






	AEAT
	Agencia Estatal de Administración Tributaria



	AECA
	Asociación Española de Contabilidad y Administración de Empresas



	AEDAF
	Asociación Española de Asesores Fiscales



	AFN
	Activo fijo nuevo



	AIE
	Agrupación de interés económico



	AN
	Audiencia Nacional



	AP
	Audiencia Provincial



	BAI
	Beneficio antes de Impuestos



	BI
	Base Imponible



	BICCIS
	Base imponible consolidada común del Impuesto sobre Sociedades



	BICIS
	Base imponible común del Impuesto sobre Sociedades



	BOCG
	Boletín Oficial Cortes Generales



	BOE
	Boletín Oficial del Estado



	BOICAC
	Boletín Oficial del de Cuentas



	BORM
	Boletín Oficial del Registro Mercantil



	CC
	Código Civil



	CCAA
	Comunidades Autónomas



	C de C
	Código de Comercio



	CDTI
	Centro para el Desarrollo Tecnológico Industrial



	CE
	Constitución Española



	CEE
	Comunidad Económica Europea



	CIM
	Contrato de transporte Internacional de Mercancías por ferrocarril



	CMR
	Contrato de Transporte Internacional de Mercancías por Carretera



	CNAE
	Clasificación Nacional de Actividades Económicas



	CNMV
	Comisión Nacional del Mercado de Valores



	CP
	Corto plazo



	CV
	Consulta Vinculante



	DGT
	Dirección General de Tributos



	DTA
	Deferred Tax Assets



	DRAE
	Diccionario de la Real Academia Española



	DUA
	Documento Único Administrativo



	EBITDA
	Earning, before, interest, taxes, depreciation and amortization



	ECPN
	Estado de cambios en el patrimonio neto



	EDI
	Electronic Data Interchange



	EFE
	Estado de flujos de efectivo



	ENAC
	Entidad Nacional de Acreditación



	ENISA
	Empresa Nacional de Innovación, S.A.



	ETVE
	Entidad de tenencia de valores extranjeros



	ESFL
	Entidades sin Fines Lucrativos



	FASB
	Financial Accounting Standards Board



	FCR
	Fondos de capital-riesgo



	FEOGA
	Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agrícola



	FIAMM
	Fondo de Inversión en Activos del Mercado Monetario



	FIFO
	First in, first out



	FIM
	Fondo de Inversión Mobiliaria



	FPI
	Fondo de Previsión para Inversiones



	FRO
	Fondo de Reserva Obligatorio



	GMA
	Empresas del grupo, multigrupo y asociada



	GMP
	Good Manufacturing Practice



	HIFO
	High in, first out



	HP
	Hacienda Pública



	IAE
	Impuesto sobre Actividades Económicas



	IASC
	International Accounting Standards Comittee



	IBI
	Impuesto sobre Bienes Inmuebles



	ICAC
	Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuen­tas



	I+D
	Investigación y Desarrollo



	I+D+IT
	Investigación, Desarrollo e Innovación Tecnológica



	IDAE
	Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía



	IIC
	Instituciones de inversión colectiva



	INSALUD
	Instituto Nacional de la Salud



	IRPF
	Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	IRNR
	Impuesto sobre la Renta de no Residentes



	IS
	Impuesto sobre Sociedades



	ISO
	International Organization for Standardization



	IT
	Innovación Tecnológica



	ITP y AJD
	Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados



	IVA
	Impuesto sobre el Valor Añadido



	IVTM
	Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica



	LAU
	
Ley de Arrendamientos Urbanos



	LDGT
	Ley de Derechos y Garantías del Contribuyente



	LGT
	
Ley General Tributaria



	LIS
	Ley del Impuesto sobre Sociedades



	LIFO
	Last in, first out



	LIRPF
	Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	LIVA
	
Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido



	LP
	Largo plazo



	LPGE
	Ley de Presupuestos Generales del Estado



	LSA
	
Ley de Sociedades Anónimas



	LSRL
	
Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada



	MCDI
	Modelo Convenio Doble Imposición



	MEH
	Ministerio de Economía y Hacienda



	MH
	Ministerio de Hacienda



	MINECO
	Ministerio de Economía y Competitividad



	MM
	Millones (de euros)



	NECA
	Normas Elaboración Cuentas Anuales



	NIC
	Norma Internacional de Contabilidad



	NIC/NIIF
	Normas Internacionales de Contabilidad y de Información Financiera



	NIF
	Número de Identificación fiscal



	NIIF
	Norma Internacional de Información Financiera



	NOFCAC
	Normas para la Formulación de las Cuentas Anuales Consolidadas



	NPGC
	Nuevo Plan General de Contabilidad



	NRV
	Norma de registro y valoración



	OCDE
	Organización para la Cooperación y el Desarrollo de Europa



	OEPM
	Oficina Española de Patentes y Marcas



	OM
	Orden Ministerial



	ONI
	Oficina Nacional de Inspección



	PGC
	Plan General de Contabilidad (de 2007)



	PGCPYMES
	Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas



	PPGGCC
	Planes Generales Contables



	PGCESFL
	Plan General de Contabilidad a las Entidades sin Fines Lucrativos



	P y G
	Pérdidas y Ganancias



	PYME
	Pequeña y mediana empresa



	RAE
	Real Academia Española



	RD
	Real Decreto



	RDL
	Real Decreto-ley



	REDEME
	Registro de Devolución Mensual



	RGGI
	Reglamento General de Gestión e Inspección Tributaria



	RIRPF
	Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	RIS
	Reglamento del Impuesto sobre Sociedades



	RRDD
	Reales Decretos



	SA
	Sociedad Anónima



	SCR
	Sociedades de capital–riesgo



	SE
	Sociedades Anónimas Europeas



	SEC
	Securities Exchange Comisión



	SEPBLAC
	Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias



	SG
	Subdirección General



	SGIIC
	Sociedad Gestora de Instituciones de Inversión Colectiva



	SICAV
	Sociedades de Inversión Mobiliaria de Capital Variable



	SIM
	Sociedades de Inversión Mobiliaria



	SL
	Sociedad Limitada



	SLFS
	Sociedades Limitadas en Régimen de Formación Sucesiva



	SLNE
	Sociedad Limitada Nueva Empresa



	SOCIMI
	Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión Inmobiliaria



	SODI
	Sociedades de desarrollo industrial regional



	SRL
	Sociedad de Responsabilidad Limitada



	SS
	Sentencias



	TAI
	Territorio de aplicación del Impuesto



	TC
	Tribunal Constitucional



	TCE
	Tratado constitutivo de la Comunidad Europea



	TEAC
	Tribunal Económico-Administrativo Central



	TEAR
	Tribunal Económico-Administrativo Regional



	TGSS
	Tesorería General de la Seguridad Social



	TIR
	Tasa interna de rendimiento



	TJCE
	Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas



	TRLRHL
	
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales



	TRLIRNR
	
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes



	TRLIRPF
	Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	TRLIS
	Texto refundido Ley Impuesto sobre Sociedades



	TRLITPAJD
	
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados



	TRLSA
	Texto Refundido Ley de Sociedades Anónimas



	TRLSC
	
Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital



	TS
	Tribunal Supremo



	TSJ
	Tribunal Superior de Justicia



	UE
	Unión Europea



	UTE
	Unión Temporal de Empresas



	um
	Unidad monetaria



	VNC
	Valor neto contable



	VNM
	Valor normal mercado



	ZEC
	Zona Especial Canaria










Check-list Proceso de cierre contable y fiscal




 El proceso de cierre contable del ejercicio es un punto crítico para la empresa, ya que va a determinar tanto su resultado económico como el impacto fiscal en el IS. Es necesario revisar los registros contables para la detección y corrección de posibles errores, ya que en caso contrario no podremos estar en disposición de proceder a la determinación del resultado contable antes de imputar el Impuesto de Sociedades.

Con este Check-list podrás comprobar que todas las operaciones generales estén contabilizadas, te ayudará a confeccionar los asientos de ajuste, saldar las cuentas de ingresos y gastos y obtener el resultado final y la cuenta de pérdidas y ganancias.





	Información relacionada
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 Export PopupENTIDAD:  EJERCICIO 

1.  Arrendamiento financiero (art. 106 LIS)









	Bien
	- Pas. dif. temp. imp.
	+ Pas. dif. temp. imp.



	Aumento BI
	Disminución BI




	
	
	




2.  Limite deducción gastos financieros (art. 16 LIS)

a.  Gastos financieros pendientes de deducir









	EJERCICIO GENERACIÓN
	PENDIENTE APLICACIÓN A PRINCIPIO PERÍODO
	APLICADO EN 2023
	PENDIENTE DE APLICACIÓN PERÍODOS FUTUROS




	
	
	
	



	
	
	
	



	
	
	
	



	
	
	
	



	TOTAL
	
	
	





b.  Pendiente de adición por límite beneficio operativo no aplicado









	EJERCICIO GENERACIÓN
	IMPORTE GENERADO. PENDIENTE APLICACIÓN A PRINCIPIO PERÍODO
	APLICADO EN 2023
	PENDIENTE DE APLICACIÓN PERÍODOS FUTUROS




	
	
	
	



	
	
	
	



	
	
	
	



	
	
	
	



	TOTAL
	
	
	





3.  Corrección deterioro de valor financiero (art. 13 LIS)












	Ejercicio
	Aumento BI
	Disminución BI (no contable)
	Saldo
	
Asiento contable

Efecto impositivo





	 
	 
	 
	 
	Aumento
	Disminución





	Ant. a 2013
	 
	 
	
	 
	 



	2013
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2014
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2015
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2016
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2017
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2018
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2019
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2020
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2021
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2022
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2023
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740





4.  Corrección inmovilizado material, intangible e inv. inmobiliarias (art. 13 LIS y DT 15ª LIS)












	Ejercicio
	Aumento BI
	
Disminución BI

(no contable)


	Saldo
	
Asiento contable

Efecto impositivo





	 
	 
	 
	 
	Aumento
	Disminución





	Ant. a 2017
	 
	 
	
	 
	 



	2017
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2018
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2019
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2020
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2021
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2022
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740



	2023
	
	
	
	4740 a 6301
	6301 a 4740





5.  Media personal 2023 (art. 10 LIS)








	Fijos
	



	No fijos
	



	Total
	





6.  Amortización intangible vida útil no fiable (art. 12 LIS)










	Ejercicio
	Amortización “Fiscal”
	Amortización Contable
	
Aumento

BI


	
Disminución

BI






	Anterior a 2023
	
	
	 
	 



	2023
	
	
	
	





7.  Amortización fondo de comercio (art. 12 LIS)










	Ejercicio
	Amortización “Fiscal”
	Amortización Contable
	
Aumento

BI


	
Disminución

BI






	Anterior a 2023
	
	
	 
	 



	2023
	
	
	
	





8.  Compensación bases imponibles negativas (art. 10 LIS)









	Ejercicio generación BIN
	Pendiente aplicación inicio período/generación período
	Aplicado 2023
	Pendiente aplicar períodos futuros




	
	
	
	



	
	
	
	



	
	
	
	



	
	
	
	



	
	
	
	



	
	
	
	



	2023
	
	
	



	TOTAL
	
	
	





9.  Reserva de capitalización (art. 25 LIS)









	Ejercicio
	Pendiente aplicación inicio período/generación período
	Reducción BI aplicada
	Reducción BI pendiente períodos futuros




	2021
	
	
	



	2022
	
	
	



	2023
	
	
	



	TOTAL
	
	
	



	Reserva de Capitalización dotada ejercicio
	
	





10.  Reserva de nivelación (ERD) (art. 105 LIS)










	POR CADA AÑO DE DOTACIÓN DE LA RESERVA DE NIVELACIÓN. EMPRESAS ERD


	Ejercicio Generación
	Importe minoración BI período/pendiente adicionar al inicio período
	Importe aplicado a base imponible en período
	Importe pendiente adicionar períodos futuros
	Asiento contable efecto impositivo





	2018
	
	
	
	
6301 a 479

479 a 6301





	2019
	
	
	
	
6301 a 479

479 a 6301





	2020
	
	
	
	
6301 a 479

479 a 6301





	2021
	
	
	
	
6301 a 479

479 a 6301





	2022
	
	
	
	
6301 a 479

479 a 6301





	2023
	
	
	
	
6301 a 479

479 a 6301







11.  Límite deducción amortización (art. 29 LIS)










	Ejercicio
	Aumento BI
	Disminución BI
	
Asiento contable

Efecto impositivo


	
Deducción en la cuota

Compensación diferencia tipos gravamen






	2013
	
	 
	4740 a 6301
	



	2014
	
	 
	4740 a 6301
	



	2015
	 
	
	
6301 a 4740 y 633 a 4740

(por dif. tipo gravamen)


	2 puntos



	2016
	 
	
	
6301 a 4740 y 633 a 4740

(por dif. tipo gravamen)


	5 puntos



	2017
	 
	
	6301 a 4740
	5 puntos



	2018
	 
	
	6301 a 4740
	5 puntos



	2019
	 
	
	6301 a 4740
	5 puntos



	2020
	 
	
	6301 a 4740
	5 puntos



	2021
	 
	
	6301 a 4740
	5 puntos



	2022
	 
	
	6301 a 4740
	5 puntos



	2023
	 
	
	6301 a 4740
	5 puntos





12.  Deducciones con límite (Capítulo IV, Título VI LIS)















	CONCEPTO
	BASE DE DEDUCCIÓN
	TIPO DEDUCCIÓN
	DEDUCCIÓN ADICIONAL
	DEDUCCIÓN TOTAL
	COEFICIENTE LÍMITE




	GASTOS INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO (I+D)
	Los gastos
	25% Base 2023
	Personal investigación exclusivo
	
	
25% cuota para las deducciones no aplicadas ejercicios anteriores y para las del año 2023

 

 

 

 

 

El límite será del 50% de la cuota, si la deducción I+D+IT 2023 supera 10% cuota íntegra minorada





	(incluida la amortización)
	+
	+ 17% exceso media
	Sueldos
	
	



	– 100% subvención
	-
	2 años anteriores
	Seg. Social
	
	



	Base deducción
	
	2021
	
	 
	



	 
	2022
	
	Deducción 17%
	



	 
	: 2=
	 
	



	INVERSIÓN I+D
	Inmovilizado Material
	+
	Deducción 8%
	 
	



	Inmovilizado intangible
	+



	– 100% subvención
	-



	Base deducción
	



	INNOVACIÓN TECNOLÓGICA
	Diagnóstico tecnológico
	+
	12%
	 
	



	Diseño industrial e ingeniería de procesos de producción
	+
	12%



	
Patentes, licencias, “know-how”,

Diseños


	+
	12%



	ISO 9000, GMP o similares
	+
	12%



	– 100% subvención
	-
	 



	Base de la deducción
	
	 



	 
	 
	 



	PRODUCCIONES CINEMATOGRÁFICAS
	Inversiones españolas
	+
	25% y 30%
	 
	



	Inversión financiada
	+
	 



	– 100% subvención
	-
	 



	
Artes escénicas

Producc. Extranjeras territorio español


	
	
20%

25% y 30%





	Base de la deducción
	
	 



	INCREMENTO PROMEDIO DISCAPACITADOS
	Promedio discapacitados 2023
	+
	9.000 € por incremento promedio discapacitado > 33% < 65%
	 
	



	Promedio discapacitados 2022
	-



	Base deducción
	
	12.000 € por incremento promedio discapacitado > 65%



	REVERSIÓN AMORTIZACIÓN NO DEDUCIBLE 2014-2015
	
	5%
	 
	
	



	REVERSIÓN AMORTIZAC. INCREMEN. VALOR ACTUALIZADO
	
	5%
	 
	



	CONTRIBUCIONES EMPRESARIALES A SISTEMAS DE PREVISIÓN SOCIAL
	
	10%
	 
	



	 
	TOTAL DEDUCCIONES CON LÍMITE CAPÍTULO IV, TÍTULO VI DE LA LIS EN EL EJERCICIO


	TOTAL DEDUCCIONES SIN LÍMITE I+D+IT




13.  Liquidación por Impuesto Sociedades (LIS)








	DETALLE DE LAS CORRECCIONES AL RESULTADO DE LA CUENTA DE PÉRDIDAS Y GANANCIAS (EXCLUIDA LA CORRECCIÓN POR IS)


	
RESULTADO CONTABLE (Antes de impuestos)

AJUSTES AL RESULTADO CONTABLE


	AUMENTOS
	DISMINUCIONES





	Cambio de criterios contables (art. 11.3.2º LIS)
	
	



	Operaciones a plazos (art. 11.4 LIS)
	
	



	Reversión del deterioro del valor de los elementos patrimoniales (art. 11.6 LIS)
	 
	



	Rentas negativas (arts. 11.9 y 11.10 LIS)
	
	



	Ajustes por rentas derivadas de operaciones con quita o espera (art. 11.13 LIS)
	
	



	Otras diferencias de imputación temporal de ingresos y gastos (art. 11 LIS)
	
	



	Diferencias entre amortización contable y ﬁscal (arts. 12.1 LIS)
	
	



	Deducción del 30% importe gastos de amortiz. contable (excluidas emp. reducida dimensión) (art. 7 Ley 16/2012, de 27 de diciembre)
	 
	



	Amortización del inmovilizado intangible con vida útil deﬁnida (art. 12.2 LIS) y amortización de la DT 13ª.1 LIS
	
	



	Amortización de inmovilizado afecto a actividades de investigación y desarrollo (art. 12.3 b) LIS)
	
	



	Libertad de amortización de gastos de investigación y desarrollo (art. 12.3 c) LIS)
	
	



	Libertad de amortización inmovilizado material nuevo (arts. 12.3 e) LIS)
	
	



	Otros supuestos de libertad de amortización (arts. 12.3 a) y d) LIS)
	
	



	Libertad de amortización con mantenimiento de empleo (RDL 6/2010, de 9 de abril y DT 13ª.2 LIS)
	
	



	Libertad de amortización sin mantenimiento de empleo (RDL 13/2010, de 3 de diciembre y DT 13ª.2 LIS)
	
	



	Libertad de amortización para inversiones que utilicen energías procedentes de fuentes renovables  (DA 17ª LIS)
	
	



	Amortización acelerada determinados vehículos eléctricos (DA 18ª LIS)
	
	



	Amortización acelerada de infraestructuras de recarga de vehículos eléctricos (DA 18ª LIS)
	
	



	Pérdidas por deterioro del art. 13.1 LIS no afectada por el art. 11.12 LIS
	
	



	Pérdidas por deterioro del art. 13.1 LIS y provisiones y gastos (arts. 14.1 y 14.2 LIS) a los que se reﬁere el art. 11.12 y DT 33ª.1 LIS
	
	



	Pérdidas por deterioro de IM, inversiones inmobiliarias e II, incluido el fondo de comercio (art. 13.2 a) y DT 15ª LIS)
	
	



	Ajustes por deterioro de valores repr. de partic. en el capital o fondos propios (art. 13.2 b) LIS)
	
	



	Ajustes por deterioro de valores repr. de partic. en el capital o fondos propios (DT 16ª.1 y 2 LIS)
	
	



	Ajustes por deterioro de valores repr. de partic. en el capital o fondos propios (DT 16ª.3 LIS)
	
	



	Pérdidas por deterioro de valores representativos de deuda (art. 13.2 c) LIS y DT 15ª LIS)
	
	



	Aplicación del límite del art. 11.12 LIS a las pérdidas por deterioro del art. 13.1 LIS y provisiones y gastos (arts. 14.1 y 14.2 LIS)
	
	



	Gastos y provisiones por pensiones no afectados por el art. 11.12 LIS (arts. 14.1, 14.6 y 14.8 LIS)
	
	



	Otras provisiones no deducibles ﬁscalmente (art. 14 LIS) no afectadas por el art. 11.12 LIS
	
	



	Subvenciones públicas incluidas en el resultado del ejercicio, no integrables en la base imponible (art. 14.8 LIS)
	
	



	Gastos no deducibles por considerarse retribución de fondos propios (art. 15 a) LIS)
	
	 



	Gastos por donativos y liberalidades (art. 15 e) LIS)
	
	 



	Operaciones realizadas con paraísos ﬁscales (art. 15 g) LIS)
	
	 



	Gastos ﬁnancieros derivados de deudas con entidades del grupo (art. 15 h) LIS)
	
	 



	Gastos correspondientes a operaciones realizadas con personas o entidades vinculadas (art. 15 j) LIS)
	
	 



	Pérdidas por deterioro de valores repr.de partic. en el capital o fondos propios (art. 15 k) LIS)
	
	 



	Disminución de valor originada por criterio de valor razonable (art. 15 l) LIS)
	
	 



	Otros gastos no deducibles (arts. 15 a), c), d), f) e i) LIS)
	
	 



	Ajustes por la limitación en la deducibilidad en gastos ﬁnancieros (art. 16 LIS)
	
	



	Revalorizaciones contables (art. 17.1 LIS)
	
	



	SICAV: Reducciones de capital y distribución de la prima de emisión (art. 17.6 LIS)
	
	



	Transmisiones lucrativas y societarias: aplicación del valor de mercado (art. 17.4 LIS)
	
	



	Operaciones vinculadas: aplicación del valor de mercado (art. 18 LIS)
	
	



	Cambios de residencia y otras operaciones del art. 19 LIS
	
	



	Efectos de la valoración contable diferente a la ﬁscal (art. 20 LIS)
	
	



	Exención sobre dividendos y rentas derivadas de transmisión de valores ent. resid. y no resid. (art. 21 LIS)
	 
	



	Exención de rentas en el extranjero (art. 22 LIS)
	 
	



	Reducción de rentas procedentes de determinados activos intangibles (art. 23 y DT 20ª LIS)
	 
	



	Obra benéﬁco-social de las cajas de ahorro y fundaciones bancarias (art. 24 LIS)
	 
	



	Impuesto extranjero soportado por el contribuyente, no deducible por afectar a rentas con deducción por doble imposición (art. 31.2 LIS)
	
	 



	Impuesto extranjero sobre los beneficios con cargo a los cuales se pagan los dividendos objeto de deducción por doble imposición internacional (art. 32.1 LIS)
	
	 



	Agrupación de interés económico (Cap. II, Tít. VII LIS)
	
	



	Unión temporal de empresas, ajustes del art. 45.1 LIS
	
	



	Unión temporal de empresas, ajustes por rentas exentas de UTE que opera en el extranjero (art. 45.2 LIS)
	
	



	Unión temporal de empresas, ajustes por participar en el extranjero en fórmulas de colaboración análogas a las UTE (art. 45.2 LIS)
	
	



	Unión temporal de empresas, ajustes por criterios de imputación temporal (art. 46.2 LIS)
	
	



	Bases imp. negativas generadas dentro del grupo ﬁscal por la ent. transmitida y que hayan sido compensadas (art. 62.2 LIS)
	
	



	Sociedades y fondos de capital-riesgo y sociedades de desarrollo industrial regional (capítulo IV, título VII LIS)
	
	



	Valoración de bienes y derechos. Régimen especial operaciones reestructuración (capítulo VII, título VII LIS)
	
	



	Minería e hidrocarburos: factor agotamiento (arts. 91 y 95 LIS)
	
	



	Hidrocarburos: Amortización de inversiones intangibles y gastos de investigación (art. 99 LIS)
	
	



	Transparencia ﬁscal internacional (art. 100 LIS)
	
	



	Empresas de reducida dimensión: libertad de amortización (art. 102 LIS)
	
	



	Empresas de reducida dimensión: amortización acelerada (art. 103 LIS)
	
	



	Empresas de reducida dimensión: pérdidas por deterioro créditos insolvencias (art. 104 LIS)
	
	



	Arrendamiento ﬁnanciero: régimen especial (art. 106 LIS)
	
	



	Régimen ﬁscal entidades de tenencia de valores extranjeros (capítulo XIII, título VII LIS)
	
	



	Régimen de entidades parcialmente exentas (capítulo XIV, título VII LIS)
	
	



	Montes vecinales en mano común (capítulo XV del título VII LIS)
	
	



	Régimen de entidades navieras en función del tonelaje (capítulo XVI del título VII LIS)
	
	



	Aportaciones y colaboración a favor de entidades sin ﬁnes lucrativos
	
	



	Régimen ﬁscal entidades sin ﬁnes lucrativos (Ley 49/2002, de 23 de diciembre)
	
	



	Cooperativas: Fondo de reserva obligatorio (Ley 20/1990, de 19 de diciembre)
	
	



	Reserva para inversiones en Canarias (Ley 19/1994, de 6 de julio)
	
	



	Reserva para inversiones en las Illes Balears (DA 70ª LPGE 2023)
	
	



	Exención transmisión bienes inmuebles (DA 6ª LIS)
	
	



	Operaciones a plazos (DT 1ª LIS)
	
	



	Adquisición de participaciones en entidades no residentes (DT 14ª LIS)
	
	



	Entidades en rég. de atribución de rentas const. en el extranj. con presencia en territ. español (art. 38 TRLIRNR)
	
	



	Correcciones especíﬁcas de entidades sometidas a la normativa foral
	
	



	Eliminaciones pendientes de incorporar de sociedades que dejen de pertenecer a un grupo
	
	



	Otras correcciones al resultado de la cuenta de pérdidas y ganancias
	
	



	Total correcciones al resultado de la cuenta de pérdidas y ganancias (excluida la corrección por IS)
	
	



	 
	 
	 



	BASE IMPONIBLE PREVIA (B.I.P.)
	
	



	Reserva de capitalización (art. 25 LIS)
	
	



	Compensación BI negativas ejercicios anteriores (art. 26 LIS) (sin orden de prelación entre ellas)
	 
	



	NUEVA BASE IMPONIBLE PREVIA
	
	



	Reserva de nivelación de bases imponibles (art. 105 LIS)
	
	



	BASE IMPONIBLE (B.I.) = resultado fiscal (art. 10 LIS)
	



	
Tipo Gravamen = 25% CUOTA INTEGRA (art. 29 LIS) (23% para entidades con INCN inferior a 1 millón euros en el período impositivo anterior y 15% para empresas de nueva creación)
	



	Bonificaciones (arts. 33 y 34 LIS)
	



	Deducciones pendientes de ejercicios anteriores
	



	Deducciones doble imposición internacional (arts. 31 y 32 LIS)
	



	CUOTA INTEGRA MINORADA
	



	Deducciones pendientes ejercicios anteriores
	



	Deducciones 2023 con límite en cuota
	



	Deducción I+D+IT (art. 35 LIS)
	



	Deducción producciones cinematográficas (art. 36 LIS)
	



	Deducción creación de empleo discapacitados (art. 38 LIS)
	



	Deducción por inversiones Autoridades Portuarias (art. 38 bis LIS)
	



	Ded. I+D+IT sin límite en cuota (art. 39.2 LIS) ej. sig.
	



	DEDUCC. APLICADAS EJ. ANT Y ACTUAL (Haber 4742)
	



	Ded. 5 puntos limit. amortizac./actualizac. balances
	



	CUOTA LÍQUIDA (art. 41 LIS)
	



	Retenciones (art. 128 LIS)
	



	Pagos fraccionados (art. 40 LIS): 1º
	



	                                                      2º
	



	                                                      3º
	



	CUOTA EJERCICIO A PAGAR O A DEVOLVER (Haber 4752 o Debe 4709)
	












	Pérdidas y Ganancias
	



	Reserva voluntaria
	



	Remanente
	



	TOTAL BASE DE REPARTO
	














	A Reserva legal
	
	A Reserva de capitalización
	



	A Reserva voluntaria
	
	A Dividendos
	



	A compen. Pérdidas ejercicios anteriores
	
	A reserva de nivelación (solo ERD)
	


	
TOTAL 





14.  Asientos contables a realizar

CONTABILIZACIÓN IMPUESTO DIFERIDO











	Diferencias Temporarias



	
	4740
	ACTIVOS POR DIF. TEMPORA. DEDUCIB.
	a
	IMPUESTO DIFERIDO
	6301
	



	
	6301
	IMPUESTO DIFERIDO
	a
	ACTIVOS POR DIF. TEMPORARIAS DEDUCIBLES
	4740
	



	
	6301
	IMPUESTO DIFERIDO
	a
	PASIVOS POR DIF. TEMPORARIAS IMPONIBLES
	479
	



	
	479
	PASIVOS POR DIF. TEMPORA. IMPONIBLE
	a
	IMPUESTO DIFERIDO
	6301
	



	
	633
	AJUSTES NEGAT- EN LA IMPOSIC. S/BENE
	a
	ACTIVOS POR DIF. TEMPORARIAS
	4740
	



	
	479
	PASIVOS POR DIF. TEMPO. IMPON. BENEF
	a
	AJUSTES POSIT. EN LA IMPOSIC. S/ BENEFICIOS
	638
	















	Compensación BI negativas ejercicios anteriores



	
	4745
	CRÉDITO POR PÉRDIDAS A COMPENSAR
	a
	IMPUESTO DIFERIDO
	6301
	



	
	6301
	IMPUESTO DIFERIDO
	a
	CRÉDITO POR PÉRDIDAS A COMPENSAR
	4745
	



	
	633
	AJUST. NEGAT. EN LA IMPOSIC. S/BENEF.
	a
	CRÉDITO POR PÉRDIDAS A COMPENSAR
	4745
	















	Deducciones pendientes ejercicios anteriores



	
	4742
	
DERECHOS POR DEDUCCIONES Y BONIFICACIONES PENDIENTES DE APLICAR

(total deducciones generadas ejercicio)


	a
	IMPUESTO DIFERIDO
	6301
	



	
	6301
	IMPUESTO DIFERIDO
	a
	
DERECHOS POR DEDUCCIONES Y BONIFICACIONES PENDIENTES DE APLICAR

(deducciones aplicadas de ejercicios anteriores y actual)


	4742
	





CONTABILIZACIÓN IMPUESTO CORRIENTE













	
	6300
	IMPUESTO CORRIENTE
	a
	H.P., RETENCIONES Y PAGOS A CUENTA
	473
	



	 
	 
	 
	a
	H.P., ACREEDORA IMPUESTO SOCIEDADES
	4752
	



	
	6300
	IMPUESTO CORRIENTE
	 
	 
	 
	



	
	4709
	H.P., DEUDORA POR DEVOLUC. DE IMPUESTOS
	a
	H.P., RETENCIONES Y PAGOS A CUENTA
	473
	











Capítulo I La reforma mercantil y contable. La Ley 16/2007. El Plan General de Contabilidad. El PGC de las PYMES


 1.  LA GESTACIÓN DE LA REFORMA CONTABLE EN LA UE

La Unión Europea tenía aprobadas con carácter general dos Directivas en materia contable:


	
-  Cuarta Directiva 78/660/CEE del Consejo, de 25 de julio de 1978, relativa a las normas de valoración aplicables a las cuentas anuales.

	
-  Séptima Directiva 83/349/CEE del Consejo, de 13 de junio de 1983, sobre consolidación contable de determinadas sociedades.



Con la redacción de la Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de junio de 2013, sobre los estados financieros consolidados y otros informes afines de ciertos tipos de empresas, quedan derogadas las citadas directivas, refundiendo en un solo texto el contenido de las mismas.

Además, existen otras dos Directivas: Directiva 86/635/CEE, de 8 de diciembre de 1986, relativa a las cuentas anuales consolidadas de bancos y entidades financieras, y Directiva 91/674/CEE, de 19 de diciembre de 1991, sobre empresas de seguros.

La interpretación de las Directivas contables se delegó en los Estados miembros.

Mundialmente, dos organismos han formulado normas internacionales contables de calidad reconocida, uno de ellos es el International Accounting Standards Committee (IASC) (reestructurado a comienzos de 2001 en el IASB), constituido en 1973 con carácter privado por organizaciones de auditores y con sede en Londres (hoy tiene representantes en más de 160 países) y que emite las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC)/ Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) (1)  también conocidas como IAS/IFRS respectivamente y el otro el Financial Accounting Standards Board (FASB) de mayor influencia en EEUU.

El Consejo de la Comunidad Económica Europea celebrado en Lisboa en el mes de marzo de 2000, destacó la necesidad de acelerar la realización del mercado interior de servicios financieros, y el 13 de junio de 2000, la Comisión Europea adoptó la Comunicación dirigida al Consejo y al Parlamento Europeo denominada: "La estrategia de la Unión Europea en materia de información financiera: el camino a seguir" en la que propuso que se exigió a todas las empresas con cotización en un mercado regulado de la Unión Europea que elaborasen sus cuentas consolidadas con arreglo a las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC), pudiendo los Estados miembros ampliar su aplicación a las empresas que no cotizasen en bolsa y a las empresas individuales.

El Parlamento Europeo y el Consejo, el 20 de diciembre de 2000, efectuaron una Propuesta de Reglamento señalando que la UE no tenía intención de elaborar un grupo de normas propio y diferenciado porque afectaría a la tendencia a la globalización de los mercados financieros, aparte de debilitar en la captación de fondos internacionales a las sociedades europeas, y que las "Normas Internacionales de Contabilidad adoptadas" son las NIC y las interpretaciones vinculadas (interpretaciones SIC) publicadas por el Comité de Normas Internacionales de Contabilidad (CNIC también conocido como IASC).

El 27 de septiembre de 2001 se aprobó la Directiva 2001/65/CEE del Parlamento Europeo y del Consejo, que modifica las Directivas 78/660/CEE, 83/349/CEE y 86/635/CEE, estableciendo que los Estados miembros autorizarán o impondrán para todas las sociedades o solamente para alguna de ellas la valoración "con arreglo al valor razonable (2)  de los instrumentos financieros, incluidos los derivados", pudiéndose "limitar dichas autorizaciones o imposiciones a las cuentas consolidadas".

La Comisión de Expertos nombrada por el Ministerio de Economía, aprobó el 26 de junio de 2002 el Informe que lleva el subtítulo de "Libro Blanco para la reforma de la contabilidad en España".

El Parlamento Europeo y el Consejo aprobaron el Reglamento (CE) no 1606/2002, de 19 de julio de 2002, que impone que la información contable consolidada de las sociedades cotizadas se someta a partir del ejercicio 2005 a las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC también conocidas como IAS), concediendo a los Estados miembros la facultad de extender a otras compañías la misma obligación y facultándoles para incluir en las cuentas anuales estados de información adicionales como los de flujo de tesorería, así como a modificar el contenido de los informes de gestión.

Por normas internacionales de contabilidad, el Reglamento (CE) no 1606/2002, de 19 de julio de 2002, considera:


	
-  Las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC).

	
-  Las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF).

	
-  Las interpretaciones del SIC y las que pueda elaborar o aprobar el Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad (CNIC).



El Reglamento (CE) no 1606/2002, de 19 de julio de 2002, del Parlamento Europeo y del Consejo, es tajante al afirmar que las NIC deberán aplicarse en las cuentas consolidadas de las sociedades en la que alguna de ellas tenga sus valores admitidos a cotización en un mercado regulado de cualquier Estado miembro, a partir del 1 de enero de 2005.

Ahora bien, el Reglamento autorizó a los Estados miembros de la UE a:


	
a)  Exigir a las sociedades antes mencionadas que presenten sus cuentas consolidadas con arreglo a las NIC.

	
b)  Exigir o permitir a otras sociedades que elaboren sus cuentas consolidadas con arreglo a las NIC.



El 18 de junio de 2003, el Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea adoptaron la Directiva 2003/51 por la que se modifican las Directivas 78/660/CEE, 83/349/CEE, 86/635/CEE y 91/674/CEE del Consejo sobre las cuentas anuales y consolidadas de los bancos y otras entidades financieras y empresas de seguros.

El 26 de junio de 2013, se aprobó la Directiva 2013/34/UE por la que se modifica la Directiva 2006/43/CE, y se derogan las Directivas 78/660/CEE y 83/349/CEE. Esta norma tiene como finalidad, entre otras, simplificar las obligaciones contables de las pequeñas empresas. Además introduce una nueva estrategia en el proceso de armonización contable europea, al imponer a los Estados Miembros la obligación de aprobar unos requerimientos máximos de información a las entidades consideradas como pequeñas empresas.

2.  EL INICIO DE LA REFORMA CONTABLE IMPLANTADA EN ESPAÑA POR LA LEY 62/2003, DE 30 DE DICIEMBRE, PARA LAS CUENTAS CONSOLIDADAS DE LOS GRUPOS DE SOCIEDADES. LAS NIC/NIIF

Teniendo en cuenta que antes del 1 de enero de 2005 España debía transponer parte de las nuevas Directivas europeas en materia contable, el legislador aprovechó la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de acompañamiento a los Presupuestos, para modificar el Código de Comercio de 1885 y el Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas en esta materia, en transposición de la Directiva 2001/65/CEE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de septiembre de 2001, por la que se modifican la Directiva 78/660/CEE de 25 de julio y la Directiva 83/349/CEE, de 13 de junio, en lo que se refiere a las normas de valoración aplicables en las cuentas anuales y consolidadas de los grupos de sociedades y adecuando la normativa interna al Reglamento (CE) no 1606/2002, de 19 de julio de 2002, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la aplicación de las Normas Internacionales de Contabilidad.

De las dos posibilidades que el Reglamento (CE) no 1606/2002, de 19 de julio de 2002, recogía -aplicar la reforma contable solamente a las empresas en consolidación contable o aplicarla a todas las empresas en España-, la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, eligió la opción más sencilla, adoptando únicamente la obligatoriedad de formular el grupo de sociedades las cuentas anuales consolidadas valorando a "valor razonable" determinados activos y pasivos financieros, a partir del 1 de enero de 2005, siempre que alguna de las sociedades del grupo hubiese emitido valores admitidos en un mercado regulado de cualquier estado miembro de la UE y estableciendo para esos grupos la aplicación de las NIC.

Pero entendiendo que con lo legislado en el Código de Comercio de 1885 en relación a los grupos de sociedades la reforma contable no abarcaría a un gran número de empresas, dadas las excepciones que a la consolidación contable de dichos grupos recogía el artículo 43.2 del CCo de 1885 en su redacción entonces vigente, teniendo en cuenta que esas exclusiones provocaban que muchas empresas dominadas no figurasen en las cuentas anuales consolidadas, la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, se "cargó" el artículo 43.2 del CCo de 1885, derogándolo, con lo cual todas las sociedades dominadas quedaron incluidas a efectos de la consolidación contable si pertenecían a un grupo de sociedades.

No pareciéndole bastante al legislador esa medida, por la Ley 62/2003, de 30 de diciembre (de aplicación para los ejercicios iniciados antes del 31 de diciembre de 2007), ensanchó el concepto de grupo al supuesto en que varias sociedades constituyesen una unidad de decisión (fíjese bien el lector que digo "en 2007", que a partir de 2008, gracias a la Ley 16/2007, de 4 de julio, el concepto de unidad de decisión como esencia del grupo desaparece, léase este capítulo hasta el final).

Además, la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, incluyó en el artículo 46 del CCo de 1885 una nueva regla 9ª de valoración para grupos de sociedades en consolidación contable que obligaba a la sociedad dominante al formular las cuentas anuales consolidadas a valorar por su "valor razonable" los activos financieros que formasen parte de una cartera de negociación, se calificasen como disponibles para la venta y fuesen instrumentos financieros derivados y los pasivos financieros que formasen parte de una cartera de financiación o fuesen instrumentos financieros derivados.

La Ley 62/2003, de 30 de diciembre, señaló como criterio general (artículo 46 CCo de 1885 regla 9ª) que "las variaciones en el valor razonable se consignarán en la cuenta de pérdidas y ganancias", pero reglamentariamente se desarrollarán "los casos en que la variación de valor razonable se incluya directamente en los fondos propios, en una reserva de valor razonable". El párrafo 9 del artículo 46 del Código de Comercio de 1885, desaparece con la reforma mercantil de la Ley 16/2007 de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable.

La disposición final undécima de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, también estableció para las cuentas anuales consolidadas -exclusivamente para éstas- de los ejercicios que comenzasen a partir del 1 de enero de 2005, la obligación de aplicar las normas internacionales de contabilidad (NIC) aprobadas por los Reglamentos de la Comisión Europea, siempre que a la fecha de cierre del ejercicio alguna de las sociedades del grupo haya emitido valores admitidos a negociación en un mercado regulado en cualquier Estado miembro de la Unión Europea.

Si ninguna sociedad del grupo había emitido valores admitidos a cotización podían optar:


	
-  Por aplicar las NIC aprobadas por los Reglamentos de la Comisión, debiendo elaborarlas de manera continuada de acuerdo con las citadas normas.

	
-  Por aplicar las normas de contabilidad del Código de Comercio de 1885 y normas que lo desarrollan.



En consecuencia, las sociedades que no pertenezcan a un grupo de sociedades en consolidación contable ni están obligadas ni pueden aplicar las NIC.

Ahora bien, si una sociedad dominante no está obligada a formular las cuentas anuales consolidadas, pero voluntariamente las formula y las publica, también está obligada a aplicar las NIC aprobadas por los Reglamentos de la Comisión Europea.

Las NIC adoptadas por la UE están recogidas en el Reglamento (CE) no 1725/2003 de la Comisión de 29 de septiembre de 2003 y las interpretaciones relacionadas con ellas (se puede acceder al texto íntegro en castellano a través de la página web www.icac.mineco.es). El ICAC -Consulta Nº 1 BOICAC Nº 58 de junio de 2004- afirmó que las sociedades que no presenten cuentas consolidadas pero hayan emitido valores admitidos a cotización en un mercado regulado de la UE, venían obligadas a informar en la memoria de los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2005, de las principales variaciones que se originarían en los fondos propios y en la cuenta de pérdida y ganancias si se hubieran aplicado las NIC.

El Reglamento (UE) 2023/1803 de la Comisión, de 13 de septiembre de 2023, por el que se adoptan determinadas normas internacionales de contabilidad de conformidad con el Reglamento (CE) no 1606/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo por medio de un Anexo estableció las normas aplicables en la UE, siendo las que a continuación detallamos (3) :








	NIC 1:
	Presentación de estados financieros.



	NIC 2:
	Existencias.



	NIC 7:
	Estado de flujos de efectivo.



	NIC 8:
	Políticas contables, cambios en las estimaciones contables y errores.



	NIC 10:
	Hechos posteriores a la fecha del balance.



	NIC 12:
	Impuesto sobre las ganancias.



	NIC 16:
	Inmovilizado material.



	NIC 19:
	Retribuciones a los Empleados.



	NIC 20:
	Contabilización de las subvenciones oficiales e información a revelar sobre ayudas públicas.



	NIC 21:
	Efectos de las variaciones en los tipos de cambio de la moneda extranjera.



	NIC 23:
	Costes por intereses.



	NIC 24:
	Información a revelar sobre partes vinculadas.



	NIC 26:
	Contabilización e información financiera sobre planes de beneficio por retiro.



	NIC 27:
	Estados financieros consolidados y separados.



	NIC 28:
	Inversiones en empresas asociadas.



	NIC 29:
	Información financiera en economías hiperinflacionarias.



	NIC 32:
	Instrumentos financieros: presentación e información a revelar.



	NIC 33:
	Ganancias por acción.



	NIC 34:
	Información financiera intermedia.



	NIC 36:
	Deterioro del valor de los activos.



	NIC 37:
	Provisiones, activos contingentes y pasivos contingentes.



	NIC 38:
	Activos intangibles.



	NIC 39:
	Instrumentos financieros: reconocimiento y valoración.



	NIC 40:
	Inversiones inmobiliarias.



	NIC 41:
	Agricultura.



	NIIF 1:
	Adopción por primera vez de las normas internacionales de información financiera.



	NIIF 2:
	Pagos basados en acciones.



	NIIF 3:
	Combinaciones de negocios.



	NIIF 4:
	Contratos de seguro.



	NIIF 5:
	Activos no corrientes mantenidos para la venta y actividades interrumpidas.



	NIIF 6:
	Exploración y evaluación de recursos minerales.



	NIIF 7:
	Instrumentos financieros: Información a revelar.



	NIIF 8:
	Segmentos de explotación.



	NIIF 9:
	Instrumentos financieros.



	NIIF 10:
	Estados financieros consolidados.



	NIIF 11:
	Acuerdos conjuntos.



	NIIF 12:
	Revelación de participación en otras entidades.



	NIIF 13:
	Valoración del valor razonable.



	NIIF 15:
	Ingresos ordinarios procedentes de contratos con clientes.



	NIIF 16:
	Arrendamientos.



	NIIF 17:
	Contratos de seguro (vigente a partir 1/1/23).



	CINIIF 1:
	Cambios en pasivos existentes por desmantelamiento, restauración y similares.



	CINIIF 2:
	Aportaciones de los socios de entidades cooperativas e instrumentos similares.



	CINIIF 5:
	Derechos por la participación en fondos para el desmantelamiento, la restauración y la rehabilitación medioambiental.



	CINIIF 6:
	Obligaciones surgidas de la participación en mercados específicos — Residuos de aparatos eléctricos y electrónicos.



	CINIIF 7:
	Aplicación del procedimiento de la reexpresión según la NIC 29: Información financiera en economías hiperinflacionarias.



	CINIIF 10:
	Información financiera intermedia y deterioro del valor.



	CINIIF 12:
	Acuerdos de Concesión de Servicios.



	CINIIF 14:
	NIC 19 — Límite de un activo por prestaciones definidas, obligación de mantener un nivel mínimo de financiación y su interacción.



	CINIIF 16:
	Coberturas de la inversión neta en un negocio en el extranjero.



	CINIIF 17:
	Distribuciones a los propietarios de activos distintos del efectivo.



	CINIIF 19:
	Cancelación de pasivos financieros con instrumentos de patrimonio.



	CINIIF 20:
	Costes por Desmonte en la Fase de Producción de una Mina a Cielo Abierto.



	CINIIF 21:
	Gravámenes.



	CINIIF 22:
	Transacciones en moneda extranjera y contraprestaciones anticipadas.



	CINIIF 23:
	Incertidumbre frente a los Tratamientos del Impuesto.



	SIC-7:
	Introducción del euro.



	SIC-10:
	Ayudas Públicas — Sin relación específica con actividades de explotación.



	SIC-25:
	Impuesto sobre las ganancias — Cambios en la situación fiscal de la entidad o de sus accionistas.



	SIC-29:
	Información a revelar — Acuerdos de concesión de servicios.



	SIC-32:
	Activos intangibles — Costes de sitios web.





La presentación de las cuentas consolidadas de las empresas cotizadas no afectaba a sus cuentas individuales por lo que no tiene la implantación de las NIC una repercusión a la hora de tributar la sociedad en el Impuesto sobre Sociedades lo que se hace siempre partiendo de las bases imponibles individuales.

Además, las sociedades anónimas cotizadas tienen mayores obligaciones de información que el resto de las compañías. La Ley 26/2003, de 17 de julio, por la que se modificó la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores (4) , con el fin de reforzar la trasparencia de las sociedades anónimas cotizadas, introdujo importantes medidas para las entidades emisoras de valores admitidos a negociación en mercados secundarios, oficiales entre las que destacan:


	
-  El Informe anual de gobierno corporativo. (5) 


	
-  La exigencia de una página web para atender el ejercicio del derecho de información de los accionistas e inversores, pudiendo incluir conexiones telemáticas con el Registro Mercantil u otros registros públicos.

	
-  La publicidad de los pactos parasociales.



Orden ECC/461/2013, de 20 de marzo, por la que se determinan el contenido y la estructura del informe anual de gobierno corporativo, del informe anual sobre remuneraciones y de otros instrumentos de información de las sociedades anónimas cotizadas, de las cajas de ahorros y de otras entidades que emitan valores admitidos a negociación en mercados oficiales de valores.

La Orden ECC/461/2013, de 20 de marzo y la Circular 1/2004, de 17 de marzo, de la CNMV han concretado ambos temas regulando expresamente como norma general que toda la información que se incluya tanto en el Informe como en la página web debe ajustarse al modelo de transparencia lo que implica que ha de ser clara, integra, correcta y veraz, sin que pueda incluirse información que por ser sesgada, abarcar un espacio temporal insuficiente, no ser contrastable, no incluir las oportunas advertencias o por cualquier otro motivo, pueda inducir a error o confusión o no permita al inversor hacerse un juicio fundado de la entidad.

El Informe Anual de Gobierno Cooperativo se desarrolla como Anexo I de la Circular 1/2004, de 17 de marzo, de la CNMV cuya elaboración y contenido es responsabilidad del órgano de administración y deberá ser remitido por vía telemática a la CNMV y puesto a disposición de los accionistas e inversores a través de la página web de la entidad.

El Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, dedica su título XIV a las sociedades anónimas cotizadas, con su normativa especial en materia de acciones, suscripción, límite máximo de autocartera, emisión de obligaciones, reglamento de la Junta General, pactos sociales sujetos a publicidad y cuentas anuales.

3.  EL FINAL DE LA REFORMA DE 2007. LA LEY 16/2007, DE 4 DE JULIO, DE REFORMA Y ADAPTACIÓN DE LA LEGISLACIÓN MERCANTIL EN MATERIA CONTABLE. EL NUEVO PLAN GENERAL DE CONTABILIDAD. EL PGC DE LAS PYMES

3.1.  La Ley 16/2007 y la reforma del Código de Comercio y del Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas

La Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea, entró en vigor el día 1 de enero de 2008, aplicándose respecto de los ejercicios iniciados a partir de esa fecha y en sintonía con los Reglamentos europeos, modifica, con efectos de los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2008, para su aplicación a las cuentas individuales de las empresas, determinados artículos del Código de Comercio, del Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas y de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada. Tanto el TRLSA como la LSRL fueron derogadas con efectos de 1 de septiembre de 2010 por el Real Decreto-Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprobaba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (en adelante TRLSC 2010).

De la nueva redacción de los artículos 35 y 38 bis del Código de Comercio de 1885, dice el Preámbulo de la Ley, "se desprende" la posibilidad de no imputar a la cuenta de pérdidas y ganancias, ingresos y gastos que hasta la fecha si contribuían a la formación del resultado del ejercicio, así como la de imputar directamente al patrimonio neto gastos que hasta la fecha se imputaban a la cuenta de resultados y plusvalías latentes que hasta entonces no tenían reflejo contable, lo que obligó a adecuar determinados artículos del texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas y de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada, hoy recogidos en el TRLSC 2010.

La Ley 16/2007, de 4 de julio, dio una nueva redacción a la sección segunda "De las Cuentas Anuales" del título III del Libro primero, del Código de Comercio, regulando que aquellas comprenderán:


	
-  El balance.

	
-  La cuenta de pérdidas y ganancias.

	
-  El estado que muestre los cambios en el patrimonio neto (EPCN).

	
-  El estado de flujos de efectivo (EFE).

	
-  Y la memoria.



No entramos en su consideración porque el apartado 3.6 de este capítulo, al tratar de los PPGGCC, los estudia en detalle, así como los principios contables.

Asimismo, la Ley 16/2007, de 4 de julio, dio nueva redacción a la sección tercera "Presentación de las cuentas de los grupos de sociedades" del título III del libro primero del Código de Comercio, que para no desagregar la materia trataremos en el capítulo XXXVI, dando un giro trascendental a todo el tema de la consolidación contable del grupo de sociedades, porque da nueva redacción al artículo 42 CCo de 1885 suprimiendo el concepto de unidad de decisión como determinante de la obligación de consolidar, quedando configurado el grupo a efectos de la obligación de formular cuentas anuales e informe de gestión consolidados para aquellas situaciones en las que la sociedad ostente o pueda ostentar, directa o indirectamente el control de otra u otras, aunque en la memoria de la sociedad individual de mayor activo se solicitará información sobre el conjunto de sociedades españolas sometidas a la misma unidad de decisión.

La Ley 16/2007, de 4 de julio, dedicó a la formulación por la sociedad dominante de las cuentas anuales consolidadas casi la mitad de sus páginas, dando nueva redacción a la sección Tercera "Presentación de las cuentas de los grupos de sociedades", del título III del libro primero del Código de Comercio de 1885, y que por su especialidad hemos creído más conveniente comentar en el capítulo XXXVI, dedicado a la consolidación contable y fiscal.

Además, sin que se trate propiamente de un principio, la Ley 16/2007, de 4 de julio, de Reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable añadió al Código de Comercio el artículo 38 bis CCo de 1885, que obligaba a valorar por su "valor razonable" con efecto de los ejercicios que se iniciasen a partir del 1 de enero de 2008 los siguientes elementos patrimoniales:


	
A)  Los activos financieros que formen parte de una cartera de negociación, se califiquen como disponibles para la venta, o sean instrumentos financieros derivados.

	
B)  Los pasivos financieros que formen parte de una cartera de negociación, o sean instrumentos financieros derivados.



En este punto, como consecuencia del proceso de trasposición de la Directiva 2013/34/UE, de 26 de junio, la Ley 22/2015, de Auditoría de Cuentas, ha incluido una modificación en el apartado 1 del artículo 38 bis del Código de Comercio, que será de aplicación a los estados financieros que se correspondan con los ejercicios que comiencen el 1 de enero de 2016.

La nueva redacción del artículo establece la valoración a "valor razonable" de los activos y pasivos en los términos que reglamentariamente se determinen, dentro de los límites de la normativa europea. En el momento de realizar la valoración, tanto si se trata de un activo como de un pasivo, debe indicarse si la variación de valor originada en el elemento patrimonial como consecuencia de la aplicación de este criterio debe imputarse a la cuenta de pérdidas y ganancias, o debe incluirse directamente en el patrimonio neto (se suprimen por tanto los apartados 3 y 4 del artículo 38 bis CCo de 1885).

Al igual que se establecía en la redacción anterior, la valoración a valor razonable se calculará con referencia a un valor de mercado fiable.

Hasta el momento, nuestra normativa había optado por adoptar una posición conservadora dentro de las opciones concedidas por las NIC/NIIF adoptadas por la Unión Europea a la hora de aplicar el valor razonable, no permitiéndolo más que en materia de determinados instrumentos financieros y nunca en el inmovilizado material ni en el intangible (salvo algunas excepciones como en las permutas comerciales). No obstante, con la aplicación de la nueva normativa el legislador trata de abrir el abanico de posibilidades para la valoración de todos los elementos patrimoniales a valor razonable, siempre en los términos que reglamentariamente se determinen dentro los límites establecidos por la normativa europea.

Asimismo, la Ley 16/2007, de 4 de julio, recogía el tratamiento contable previsto para el fondo de comercio, por la NIIF 3. Combinaciones de negocios, adoptado por el Reglamento (CE) no 2236/2004 de la Comisión, de 29 de diciembre de 2004, que no permitía su amortización, contabilizándose únicamente al cierre del ejercicio las pérdidas por deterioro de valor. Con la entrada en vigor el 1 de enero de 2016 de las modificaciones introducidas en esta materia por la Ley 22/2015, de 20 de julio de Auditoría de Cuentas, se modifica el artículo 39.4 CCo de 1885, ampliando su objeto y estableciendo como nueva regla contable la amortización del fondo de comercio y de la totalidad del inmovilizado intangible. En este sentido la nueva redacción del artículo establece lo siguiente:


	
-  Los inmovilizados intangibles son activos de vida útil definida. Cuando la vida útil de estos activos no pueda estimarse de manera fiable se amortizarán en un plazo de diez años, salvo que otra disposición legal o reglamentaria establezca un plazo diferente.

	
-  El fondo de comercio únicamente podrá figurar en el activo del balance cuando se haya adquirido a título oneroso. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que la vida útil del fondo de comercio es de diez años.

	
-  En la Memoria de las cuentas anuales se deberá informar sobre el plazo y el método de amortización de los inmovilizados intangibles.



La Ley 16/2007, de 4 de julio, modificó, numerosos artículos del Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas en materia de formulación de las cuentas anuales (hoy recogidos en el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital) que comprenderán el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, un estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio (ECPN) y un estado de flujos de efectivo (EFE) que no serán obligatorios cuando una disposición legal lo establezca (6) , y la memoria, pero deja sin contenido muchos artículos para no duplicar la regulación del Código de Comercio o por tratarse de materia que es mejor se desarrolle reglamentariamente.

Se definen los principios contables, pero el principio de prudencia pierde su prevalencia en caso de conflicto entre ellos. El nuevo Plan General determina, que prevalecerá aquel principio que mejor conduzca a la imagen fiel de la empresa.

En cada una de las partidas de las cuentas anuales deberán figurar, además de las cifras del ejercicio que se cierra, las correspondientes al ejercicio inmediatamente anterior (salvo en el de apertura con el nuevo Plan Contable).

Asimismo, aumentó los límites cuantitativos (ver apartado 1 del capítulo II) para estar sometido a auditoría obligatoria y para consolidar contablemente.

3.2.  La Ley 16/2007 y la Ley del Impuesto sobre Sociedades

La Ley 16/2007, de 4 de julio, no modificó el artículo 10 del entonces vigente TRLIS aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo -derogado- que es el que fija la determinación de la base imponible en el IS. Pero es evidente que, al tener que calcularse la base imponible corrigiendo mediante la aplicación de los preceptos del TRLIS, hoy LIS 2014, el resultado contable determinado de acuerdo a las normas previstas en el Código de Comercio, en las demás leyes que la determinen y en las disposiciones que la desarrollen, pero al haber modificado numerosos artículos del Código de Comercio, al introducir el criterio del valor razonable para determinados instrumentos financieros, al no imputar en la cuenta de pérdidas y ganancias ingresos y gastos que hasta la fecha si contribuían a la formación del resultado del ejercicio así como imputar directamente al patrimonio neto gastos e ingresos que con anterioridad no se imputaban a la cuenta de resultados, es evidente, que la determinación de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades experimentó una profunda modificación.

Ello provocó la necesidad de que la Ley 16/2007, de 4 de julio, modificase, parcialmente, la legislación fiscal, para evitar las desagradables consecuencias fiscales que las modificaciones mercantiles y contables hubieran en otro caso conllevado, lo que logró, fundamentalmente incluyendo en el artículo 15 del TRLIS -derogado - la mención expresa de que los elementos patrimoniales debían valorarse de acuerdo con los criterios establecidos en el Código de Comercio, pero no obstante las variaciones de valor originadas por aplicación del criterio del valor razonable no tendrán efectos fiscales mientras no deban imputarse a la cuenta de pérdidas y ganancias. El importe de la revalorización no integrada en la base imponible no determinará un mayor valor a efectos fiscales de los elementos revalorizados.

Además, la Ley 16/2007, de 4 de julio, modificó la redacción de numerosos artículos de la normativa fiscal, con medidas algunas de un cierto calado que hubieran justificado que la denominación de la Ley 16/2007 se hubiera ampliado a la mención de la reforma del Impuesto sobre Sociedades.

Las modificaciones fiscales eran necesarias como consecuencia de la reforma contable, pues el Impuesto sobre Sociedades parte del resultado contable para determinar la base imponible, por lo que cualquier modificación del resultado contable, como las provocadas por la reforma contable afecta a la determinación de esa base impositiva, haciendo, por tanto, necesaria una adaptación al nuevo marco contable. Modificaciones que "se han realizado persiguiendo que afecten lo menos posible a la cuantía de la base imponible que se deriva de las mismas, en comparación con la regulación anterior, es decir, se pretende que el Impuesto sobre Sociedades tenga una posición neutral en la reforma contable". Lo que se ha conseguido parcialmente, a nuestro juicio.

El artículo 10.3 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades mantiene para el cálculo de la base imponible el mismo sistema de determinación y por tanto, la norma contable sigue siendo esencial para la determinación de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades en todo aquello que no aparezca expresamente contemplado en la normativa reguladora de dicho Impuesto.

Con la última modificación introducida en el artículo 38 bis.1 CCo de 1885 por la Ley 22/2015, de 20 de julio, contemplando la aplicación del valor razonable no sólo a determinados instrumentos financieros sino, con carácter general, a los activos y pasivos que se determinen reglamentariamente, habrá que estar muy atentos al desarrollo reglamentario previsto y si el mismo va o no acompañado de una modificación de la LIS 2014 en aquellos aspectos que esta de forma particular no regule, ya que, como se expuso anteriormente, la aplicación del artículo 10.3 LIS 2014 determinará que cualquier modificación de la normativa contable que no vaya acompañada de una modificación de la normativa reguladora del IS produzca plenos efectos en la determinación de la base imponible.

3.3.  El Plan General de Contabilidad de 2007

Y, finalmente, la Ley 16/2007, de 4 de julio, autorizó al Gobierno para que mediante Real Decreto aprobase el Plan General de Contabilidad, sus modificaciones y normas complementarias, en particular las normas consolidadas, así como facultó al Ministro de Economía y Hacienda, para que a propuesta del ICAC aprobase las adaptaciones sectoriales del Plan General de Contabilidad.

El Plan General de Contabilidad (PGC), que fue aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, es de obligatoria aplicación para todas las empresas sin perjuicio de que algunas puedan aplicar un Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas (PGC PYMES). Se estructura en cinco partes, que van precedidas de una Introducción en la que se explican las características fundamentales del Plan y sus principales diferencias con el PGC de 1990.

El PGC debe llevarse obligatoriamente, sin que puedan optar por el PGC PYMES, aquellas empresas que durante dos ejercicios consecutivos reúnan a la fecha del cierre, al menos, dos de las circunstancias siguientes:


	
-  Que el activo sea mayor a 4.000.000 euros.

	
-  Que el importe neto de la cifra de negocios sea mayor a 8.000.000 euros.

	
-  Que el número medio de trabajadores empleados sea mayor a 50.



Para la determinación del número medio de trabajadores se considerarán todas aquellas personas que tengan o hayan tenido alguna relación laboral con la empresa durante el ejercicio, promediadas según el tiempo durante el cual hayan prestado sus servicios.

Consecuencia de la pandemia provocada por el COVID-19 fueron numerosas las empresas que se vieron obligadas a adoptar expedientes de regulación temporal de empleo (ERTEs). El ICAC en su consulta 1 del BOICAC 124 de enero de 2021 se ha pronunciado sobre el cálculo del número medio de empleados en estos supuestos. De este modo determina que, dado que los ERTEs no dan lugar a la extinción de la relación laboral, si no a una suspensión temporal, deberán computarse promediados según el tiempo que hayan prestado sus servicios durante el ejercicio en la empresa.

Por tanto, en el supuesto de una empresa con 50 trabajadores, donde 20 de ellos se han incluido en un ERTE durante un período de 6 meses, el número medio de trabajadores sería 40 trabajadores:


	
-  30 trabajadores que han estado prestando sus servicios en la empresa durante todo el ejercicio.

	
-  10 trabajadores cuyo cálculo se obtiene de los 20 restantes que han prestado su servicio durante solo 6 meses en el ejercicio.(20 trabajadores/12 meses) x 6 meses = 10 trabajadores





Si en lugar de 6 meses hubieran prestado sus servicios en el ejercicio durante 3 meses el número medio sería 35 trabajadores:


	
-  30 trabajadores que han estado prestando sus servicios en la empresa durante todo el ejercicio (esta parte no se ve afectada).

	
-  5 trabajadores cuyo cálculo se obtiene de los 20 restantes que han prestado su servicio durante solo 3 meses en el ejercicio.(20 trabajadores/12 meses) x 3 meses = 5 trabajadores





En BOE de 17 de diciembre de 2016, se publicó el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, por el que se modifican el PGC 2007, el PGC PYMES, las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas y las Normas de Adaptación del PGC a las entidades sin fines lucrativos, que modifica las cifras anteriores. Dicho Real Decreto resulta aplicable a los ejercicios que se inicien a partir de 1 de enero de 2016.

Con anterioridad al Real Decreto los límites eran:


	
-  Que el activo sea mayor a 2.850.000 euros.

	
-  Que el importe neto de la cifra de negocios sea mayor a 5.700.000 euros.

	
-  Que el número medio de trabajadores empleados sea mayor a 50.



No obstante, para estar en auditoría obligatoria estos límites se mantienen en los términos expuestos en el artículo 263 TRLSC 2010 (BOICAC no 96 de diciembre de 2013 Consulta Nº 1).

El Plan General de Contabilidad 2007 constituye el desarrollo reglamentario en materia de cuentas anuales individuales de la Ley 16/2007, de 4 de julio, y se concibió, en un principio, por el ICAC como el único aplicable, habiendo sido la oposición de los grupos en el Congreso de los Diputados y los agentes económicos los que forzaron definitivamente la formulación de un Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas.

El PGC 2007 contiene los grupos 8 y 9 relativos al estado de gastos e ingresos en el patrimonio neto.

El Plan aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, sustituye al aprobado por el Real Decreto 1643/1990, de 20 de diciembre.

El Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, (BOE del 24 del mismo mes) aprobó las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas (NOFCAC) que de acuerdo con su disposición final cuarta será de aplicación a las cuentas anuales individuales y consolidadas de los ejercicios que se inicien a partir del 1 de enero de 2010 (Las cuentas anuales consolidadas se estudian en el capítulo XXXVI.) El Real Decreto también incluye la modificación de algunas normas del PGC 2007 y del PGC PYMES, modifica: El apartado 2.5.1 de la NRV 9ª Instrumentos financieros; los apartados 2.2, 2.3 y 4 de la NRV 13ª Impuesto sobre beneficios; la NRV 19ª Combinaciones de negocios; el apartado 2 de la NRV. 21ª. Operaciones entre empresas del Grupo; incorpora una nueva regla 10 en la norma de elaboración de las cuentas anuales; el cuadro de conciliación de cuentas y partidas del modelo normal y abreviado del balance; las notas 1.3, 7.2.2 y la 19, del modelo normal de la memoria del PGC; suprime el punto 4 del apartado 12.1 Impuesto sobre Beneficios, de la nota 12. Situación fiscal del modelo normal de memoria; las descripciones y relaciones contables de las cuentas 110. Prima de emisión o asunción, 113. Reservas voluntarias, 133. Ajustes por valoración en activos financieros disponibles para la venta, 802. Transferencia de beneficios en activos financieros disponibles para la venta, y de la 902. Transferencia de pérdidas en activos financieros disponibles para la venta. Además, también modifica el apartado 2.3.1 de la NRV 8ª, así como los apartados 2.2 y 2.3 de la NRV 15ª Impuestos sobre beneficios, del PGC PYMES.

Finalmente, cabe señalar los principales cambios introducidos por el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, por el que se modifica el PGC 2007, el PGC PYMES, las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas y las Normas de Adaptación del PGC a las entidades sin fines lucrativos.

Dicho Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, que resulta aplicable a los ejercicios que se inicien a partir de 1 de enero de 2016, contiene cuatro artículos, dos disposiciones adicionales, una disposición transitoria y cinco disposiciones finales.

Los principales cambios introducidos se detallan en el preámbulo del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, en los siguientes términos:

El artículo 1 del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, modifica el Plan General de Contabilidad 2017, básicamente, con el objetivo de introducir para todo tipo de empresas una nueva regulación en materia de activos intangibles, especialmente para el fondo de comercio, y suprimir el carácter obligatorio del estado de cambios en el patrimonio neto para las pequeñas empresas, así como determinada información a incluir en el modelo de memoria abreviada.

El artículo 2 del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, modifica el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, para ampliar el ámbito de aplicación del PGC PYMES. A tal efecto, para los ejercicios que se inicien a partir del 1 de enero de 2016 los límites de total activo, importe neto de la cifra de negocios y número de trabajadores se igualan con los previstos para poder elaborar modelo abreviado de balance y memoria.

Por otro lado, este artículo modifica también el PGC PYMES en los aspectos relativos a cuentas anuales y activos intangibles.

En el artículo 3 del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, se introduce un cambio en las NFCAC sobre la exclusión y dispensa de consolidar y la nueva regulación del fondo de comercio, en línea con el tratamiento en cuentas anuales individuales.

El artículo 4 del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, modifica el Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueban las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos y el modelo de plan de actuación de las entidades sin fines lucrativos con la finalidad de facultar a estas entidades para que puedan aplicar el PGC PYMES en los mismos términos que los previstos para las empresas. Asimismo, se modifican las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos a fin de recoger los cambios en materia de inmovilizado intangible.

El 3 de octubre de 2018, se publicó la Resolución del ICAC por la que se acuerda la apertura del trámite de audiencia a los interesados en la elaboración del Proyecto de Real Decreto por el que se modifican el Plan General de Contabilidad aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre; el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas aprobado por el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre; las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas aprobadas por el Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre; y las Normas de Adaptación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos aprobadas por el Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre.

Las modificaciones propuestas, buscaban la adaptación de la normativa española a los contenidos de la NIIF-UE 9 Instrumentos financieros y NIIF-UE 15 Reconocimiento de ingresos. De este modo, se introducen cambios en la NRV 9ª. Instrumentos financieros y NRV 14ª. Ingresos por ventas y prestación de servicios, fundamentalmente.

Consecuencia de la crisis epidémica mundial por la infección del COVID-19, los trámites relativos a la aprobación del Proyecto de Reforma se demoraron más de lo esperado. Finalmente, el 12 de enero de 2021 se aprueba la reforma y el 30 de enero de 2021 se publica el Real Decreto 1/2021, de 12 de enero, por el que se modifican el Plan General de Contabilidad aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre; el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas aprobado por el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre; las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas aprobadas por el Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre; y las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos aprobadas por el Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre.

Dicho el Real Decreto 1/2021, de 12 de enero, que resulta aplicable a los ejercicios que se inicien a partir de 1 de enero de 2021, contiene cuatro artículos, cinco disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y disposición final.

Los principales cambios introducidos se detallan en el preámbulo del Real Decreto 1/2021, de 12 de enero, en los siguientes términos:

El artículo primero modifica el Plan General de Contabilidad, básicamente, con el objetivo de introducir los cambios necesarios para adaptar la norma de registro y valoración 9.ª «Instrumentos financieros» y la norma de registro y valoración 14.ª «Ingresos por ventas y prestación de servicios» a la NIIF-UE 9 y a la NIIF-UE 15, respectivamente:


	
-  Se simplifica el número de carteras de clasificación de activos financieros que pasa de seis a cuatro.

	
-  Finalmente se ha optado por mantener el criterio que se venía aplicando en materia de deterioro de valor de los créditos y de valores representativos de deuda. Se mantiene el modelo de pérdida incurrida y no se pasa al de pérdida esperado contenido en la NIIF 9.

	
-  Se elimina el requisito de identificar y separar los derivados implícitos en un contrato principal que sea un activo financiero.

	
-  Se hace una adaptación para el modelo internacional de coberturas contables.

	
-  Se revisa la definición de valor razonable.

	
-  Se actualiza la nota relativa a instrumentos financieros en el modelo normal de memoria.

	
-  Se establecen de un modo más claro los criterios para el reconocimiento de ingresos por ventas y prestación de servicios.



El artículo segundo modifica el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas para introducir una mejora técnica relacionada con la regulación sobre el valor razonable, el criterio para contabilizar la aplicación del resultado en el socio, con el adecuado criterio de presentación de las emisiones de capital y la norma de elaboración de la memoria.

En el artículo tercero se introducen cambios en las Normas para la Formulación de las Cuentas Anuales Consolidadas, en línea con las modificaciones incluidas en las cuentas individuales; básicamente, para revisar los modelos de cuentas anuales a raíz del cambio de denominación de la cartera de «Activos financieros disponibles para la venta» y con el objetivo de introducir los mismos requerimientos de información que se han establecido a nivel individual en relación con el tratamiento contable de los instrumentos financieros y el reconocimiento de ingresos por ventas de bienes y prestación de servicios.

El artículo cuarto modifica el Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueban las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos y el modelo de plan de actuación de las entidades sin fines lucrativos, para adaptar los modelos de cuentas anuales a los cambios introducidos en las normas de registro y valoración del Plan General de Contabilidad.

En las disposiciones transitorias se concreta la información a incluir en las cuentas anuales del primer ejercicio que se inicie a partir del 1 de enero de 2021 y se aclaran los criterios para contabilizar la primera aplicación de los nuevos requerimientos.

Estudiaremos en profundidad cada uno de los cambios introducidos en los capítulos correspondientes.

3.4.  El Plan General de Contabilidad de las PYMES

De acuerdo al artículo 2 del Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, que aprobó el nuevo Plan General de Contabilidad 2007, este será de aplicación obligatoria a todas las empresas, cualquiera que sea su forma jurídica, individual o societaria, sin perjuicio de aquellas que puedan aplicar el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas". Por ello, el Gobierno aprobó simultáneamente al PGC 2007 un PGC PYMES que podrán aplicar aquellas empresas que puedan formular balance, estado de cambios en el patrimonio neto y memoria en modelos abreviados.

Se trata de un plan optativo, de carácter voluntario para las empresas que sean PYMES, que son aquellas que en los dos últimos ejercicios no hayan cumplido, al menos, dos de las circunstancias siguientes (7) :


	
-  Que el activo sea mayor a 4.000.000 euros.

	
-  Que el importe neto de la cifra de negocios sea mayor a 8.000.000 euros.

	
-  Que el número medio de trabajadores empleados sea mayor a 50.



El importe neto de la cifra de negocios anual se determinará deduciendo del importe de las ventas de los productos y de las prestaciones de servicios u otros ingresos correspondientes a las actividades ordinarias de la empresa, el importe de cualquier descuento (bonificaciones y demás reducciones sobre las ventas) y el del impuesto sobre el valor añadido y otros impuestos directamente relacionados con las mismas que deban ser objeto de repercusión.

En relación con los componentes de la cifra de negocios, en la consulta 2 del BOICAC 126 de junio de 2021, el ICAC aclara que los ingresos financieros no forman parte del resultado de explotación salvo que procedan de la actividad ordinaria de la entidad, como ocurre en el supuesto de una sociedad holding. Además, respecto a los ingresos por arrendamiento, entiende que se incluirán dentro de la cifra de negocios, en tanto los mismos hayan sido generados en el ciclo económico de la empresa y sean obtenidos de manera regular y periódica, es decir, cuando formen parte de la actividad ordinaria de la empresa.

En el caso de empresa que forman parte de un grupo, Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre modifica en su apartado cinco la norma 4ª del apartado I. Normas de elaboración de las cuentas anuales, de la tercera parte, Cuentas anuales, del Plan General de Contabilidad 2007, estableciendo:

"Si la empresa formase parte de un grupo de empresas en los términos descritos en la norma de elaboración de las cuentas anuales 13.ª Empresas de grupo, multigrupo y asociadas contenida en la tercera parte, para la cuantificación de los importes se tendrá en cuenta la suma del activo, del importe neto de la cifra de negocios y del número medio de trabajadores del conjunto de las entidades que conformen el grupo, teniendo en cuenta las eliminaciones e incorporaciones reguladas en las normas de consolidación aprobadas en desarrollo de los principios contenidos en el Código de Comercio de 1885. Esta regla no será de aplicación cuando la información financiera de la empresa se integre en las cuentas anuales consolidadas de la sociedad dominante."

El BOICAC nº 109 de marzo de 2017, en respuesta a la Consulta 2, aclara a este respecto, que las nuevas reglas se deben aplicar a los ejercicios que se inicien con posterioridad al 1 de enero de 2016. Por lo tanto, si en este primer ejercicio las sociedades del grupo superan en términos consolidados los citados umbrales, pero no lo hacen en términos individuales, las cuentas del ejercicio 2016 se podrán formular en modelos abreviados. No obstante, si en el segundo ejercicio (con carácter general el cerrado el 31 de diciembre de 2017) también se superan los límites a nivel consolidado, las sociedades del grupo ya no podrán hacer uso de la mencionada facultad y deberán formular las cuentas anuales del ejercicio 2017 siguiendo los modelos normales.

Asimismo, en relación al caso de no aplicación cuando la información financiera de la empresa se integre en las cuentas anuales consolidadas de la sociedad dominante, ante la pregunta formulada a este respecto en la Consulta nº 3 del BOICAC nº 110 de junio del 2017, donde el consultante se cuestiona si:


	
-  El ámbito geográfico al que deben referirse las cuentas anuales consolidadas en las que se integre la sociedad a los efectos de la excepción, esto es, si la dominante debe ser europea, española o por el contrario puede estar domiciliada en cualquier otro país.

	
-  Si las cuentas anuales consolidadas deben referirse a las de la matriz ultima o resultaría igualmente admisible la utilización de cualquier nivel de consolidación intermedio.



El ICAC entiende que "la integración en unas cuentas consolidadas como supuesto de hecho que permite a las empresas seguir empleando los modelos abreviados es una regla tomada de la Directiva Contable (Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre los estados financieros anuales, los estados financieros consolidados y otros informes afines de ciertos tipos de empresas, por la que se modifica la Directiva 2006/43/CE del Parlamento europeo y del Consejo y se derogan las directivas 78/660/CEE y 83/349/CEE del Consejo). Una vez consultada esta norma se observa que las dos cuestiones planteadas por el consultante no se tratan de forma expresa, pero considerando los criterios establecidos en la propia Directiva para otros supuestos similares, como sería el caso de la dispensa de la obligación de consolidar por razón de subgrupo, pueden extraerse las siguientes conclusiones para dar respuesta a las dos preguntas formuladas:


	
-  La nacionalidad de la sociedad dominante debe ser española o de cualquier otro Estado miembro de la Unión Europea.


	
-  Las cuentas anuales consolidadas pueden ser las correspondientes a un nivel intermedio del grupo."




Si durante dos ejercicios consecutivos la empresa no reúne dos de los requisitos señalados, debe aplicar el Plan General Contable, así como cuando tampoco los cumpla en el ejercicio de su constitución.

Como consecuencia de los cambios introducidos en su momento por la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, y los cambios introducidos en el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, los límites para formular balance abreviado y para aplicar el PGC PYMES se equiparan:


	
-  Que el activo no supere los 4.000.000 euros.

	
-  Que el importe neto de la cifra de negocios no supere los 8.000.000 euros.

	
-  Que el número medio de trabajadores empleados no sea superior a 50.



Los límites para estar sometidos a auditoría obligatoria, conforme a lo dispuesto en el artículo 263 TRLSC 2010 se mantienen, al contrario que en el supuesto anterior, en los siguientes términos:


	
-  Que el activo sea mayor a 2.850.000 euros.

	
-  Que el importe neto de la cifra de negocios sea mayor a 5.700.000 euros.

	
-  Que el número medio de trabajadores empleados sea mayor a 50.



El Plan General Contable se aplica a todas las sociedades, salvo que sean PYMES y opten por aplicar el PGC PYMES. La opción de una PYME, de seguir este Plan o el Plan General de contabilidad, deberá mantenerse de forma continuada, como mínimo, durante tres ejercicios continuados, a no ser que, con anterioridad al transcurso de dicho plazo, la empresa pierda la facultad de aplicar el PGC PYMES. El Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, regula que si una empresa PYME opta por la aplicación del Plan General de Contabilidad de PYMES, deberá aplicarlo de forma completa (8) . Si realiza "una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto, habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados económicos contenidos en el Plan General de Contabilidad, con la excepción de los relativos a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta, que en ningún caso serán aplicables".

Además, el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, siguiendo a la Ley 16/2007, de 4 de julio, admite la aplicación de criterios específicos para las "microempresas" que son aquellas que durante dos ejercicios consecutivos reúnan a la fecha de cierre de cada uno de ellos, al menos dos de las siguientes circunstancias:


	
-  El Activo no supere un 1 millón de euros.

	
-  El importe neto de su cifra anual de negocios no supere 2 millones de euros.

	
-  El número medio de trabajadores no sea superior a diez.



Las empresas perderán la facultad de aplicar los criterios específicos para microempresas si dejan de reunir, durante dos ejercicios consecutivos, a la fecha de cierre de cada uno de ellos, dos de las tres circunstancias enumeradas.

La opción que una microempresa ejerza, tanto de aplicar o no los criterios específicos para microempresas, deberá mantenerse de forma continuada, como mínimo, durante tres ejercicios, a no ser que, con anterioridad al transcurso de dicho plazo, la empresa pierda la facultad de aplicar los criterios específicos para microempresas, conforme a lo establecido en el apartado anterior.

Las empresas que apliquen los criterios específicos para microempresas incluirán en la memoria una mención expresa de la aplicación de estos criterios.

Por otra parte, en las primeras cuentas anuales que se formulen abandonando los criterios específicos aplicables por las microempresas, la empresa creará en la memoria un apartado con la denominación "Aspectos derivados del abandono de los criterios específicos aplicables por las microempresas", en el que se mencionarán las diferencias entre los criterios contables específicos de las microempresas aplicados en el ejercicio anterior y los actuales, así como la cuantificación del impacto que produce esta variación de criterios contables en el patrimonio neto de la empresa.

No se trata de un plan contable específico diferente a los otros dos, sino que en el caso de que una "microempresa", llevando el Plan General Contable de PYMES, opte por aplicar esos criterios específicos, podrá:


	
-  Contabilizar los "leasing" llevando a gastos lo recibos de las compañías de arrendamiento financiero.

	
-  Contabilizar el Impuesto sobre Sociedades por la cantidad a pagar a la Hacienda Pública, o por la que ésta deba devolver a la empresa.



Respecto a la reforma contable esperada, se ha adoptado la decisión de no modificar los criterios de reconocimiento y valoración en materia de instrumentos financieros, manteniendo de este modo la política de simplificar las obligaciones contables de las empresas de menor tamaño. De este modo, el Real Decreto 1/2021, de 12 de enero, se limita a introducir una mejora técnica relacionada con la regulación sobre el valor razonable, el criterio para contabilizar la aplicación del resultado en el socio, con el adecuado criterio de presentación de las emisiones de capital y la norma de elaboración de la memoria.

3.5.  Principales diferencias entre el PGC y el PGC PYMES

El PGC PYMES no contiene los siguientes apartados respecto del PGC 2007:


	
-  Fondo de Comercio.

	
-  Instrumentos financieros compuestos.

	
-  Derivados que tengan como subyacente inversiones en instrumentos de patrimonio no cotizados cuyo valor razonable no pueda ser determinado con fiabilidad.

	
-  Contratos de garantías recibidas.

	
-  Coberturas contables.

	
-  Pasivos por retribuciones a largo plazo al personal.

	
-  Transacciones con pagos basados en instrumentos de patrimonio.

	
-  Combinaciones de negocio.

	
-  Operaciones de fusión, escisión y aportaciones no dinerarias de un negocio entre empresas del grupo.

	
-  Se eliminan en el PGC PYMES, respecto del PGC 2007, determinadas categorías de activos financieros, se suprime el criterio de valor razonable con imputación directa de los cambios de valor a patrimonio neto y la posibilidad de designar activos y pasivos a valor razonable con cambios en la cuenta de pérdidas y ganancias.

	
-  El PGC PYMES elimina la norma relativa a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta.

	
-  El modelo de cuentas del PGC PYMES es parecido al abreviado. No se obliga a presentar el estado de flujos de tesorería ni el estado de cambios en patrimonio neto cuando se cumplen los requisitos para presentar modelos abreviados de cuentas anuales.

	
-  En cuanto al cuadro de cuentas, el PGC PYMES no contiene los grupos 8 y 9 relativos al estado de gastos e ingresos en el patrimonio neto, y que están destinados a registrar ajustes de valor razonable de determinados instrumentos de patrimonio que no se han adquirido para negociarlos a corto plazo, aunque si para tenerlos disponibles para la venta, por lo que los ajustes positivos y negativos de valor al no haberse "realizado" no se llevan a pérdidas y ganancias sino a patrimonio.



A pesar de todo ello, cuando una empresa aplique el Plan General de Contabilidad de PYMES, y realice una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto, habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados contenidos en el Plan General de Contabilidad 2007 con la excepción de los relativos a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta, que en ningún caso serán aplicables.

3.6.  Estructura de los Planes Generales Contables

Tanto el PGC 2007 como el PGC PYMES se estructuran en cinco partes, que se podrían estudiar separadamente para cada plan contable, pero hemos preferido comentarlas conjuntamente por dos razones:


	
-  La notable semejanza entre ambos planes contables.

	
-  La comparabilidad de ambos planes en cuanto a su estructura, que permite apreciar mejor las diferencias entre ambos.
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Primera parte. Marco conceptual de la Contabilidad.

Define los conceptos que son la esencia del sistema contable porque marca los objetivos que se pretenden alcanzar a través de la contabilidad. Se aprecia claramente que los planes contables quieren abandonar un sistema orientado a la protección y control del patrimonio de la empresa y a la fijación indirecta de la base imponible del IS, para, a través de los principios contables, la definición de activos y pasivos, los criterios de reconocimiento contable de los elementos y de los criterios de valoración posterior no solo a coste histórico sino también a valor razonable, llegar a un sistema más acorde con el grado de desarrollo de la economía española que precisa de una mayor información financiera. Así se recoge en el Marco conceptual cuando textualmente dice que "las cuentas anuales deben redactarse con claridad, de forma que la información suministrada sea comprensible y útil, para los usuarios al tomar sus decisiones económicas...".

Aplicación de los principios contables.

La contabilidad de la compañía y, en especial, el registro y la valoración de las cuentas anuales, se desarrollará aplicando obligatoriamente, los principios contables, que estudiaremos de acuerdo tanto al PGC 2007 como al PGC PYMES, al recoger ambos en el punto 3º del Marco Conceptual los mismos principios contables y regularlos con igual texto:

Principio de empresa en funcionamiento. Se considerará, salvo prueba en contrario, que la gestión de la empresa continuará en un futuro previsible, por lo que, la aplicación de los principios y criterios contables no tiene el propósito de determinar el valor del patrimonio neto a efectos de su transmisión global o parcial, ni el importe resultante en caso de liquidación.

En aquellos casos en que no resulte de aplicación este principio, la empresa tendrá que poner en práctica la Resolución del ICAC de 18 de octubre de 2013 sobre el marco de información financiera cuando no resulta adecuada la aplicación del principio de empresa en funcionamiento. De esto modo, aplicará las normas de valoración que resulten más adecuadas para reflejar la imagen fiel de las operaciones tendentes a realizar el activo, cancelar las deudas y, en su caso, repartir el patrimonio neto resultante, debiendo suministrar en la memoria de las cuentas anuales toda la información significativa sobre los criterios aplicados.

Los administradores de la empresa deberán previamente a la formulación de las cuentas, apreciar si la empresa tiene continuidad, porque el principio de empresa en funcionamiento condiciona la aplicación de los demás principios que si no perderían su razón de ser.

La Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, LIS) no recoge expresamente este principio, pero está totalmente imbuida por él al permitir indefinidamente en el tiempo la compensación de bases imponibles negativas o durante el plazo de hasta 15 o 18 años la aplicación de algunas deducciones en la cuota del IS.

La aplicación del principio de empresa en funcionamiento en unas circunstancias tan excepcionales como las provocadas por el COVID-19 fue analizada por el ICAC en la Consulta 3 del BOICAC 121, de marzo de 2020.

Entiende el ICAC que el cese en la actividad hay que entenderlo como un cese definitivo y no como una interrupción temporal de la actividad consecuencia de la crisis sanitaria. En este sentido establece que, “salvo que los administradores de la sociedad tengan la intención de liquidar la sociedad o los efectos del deterioro en la situación financiera de la entidad no permitan otra alternativa más realista que liquidar la empresa, no procedería determinar la inaplicación del principio de empresa en funcionamiento para la formulación de las cuentas del ejercicio cerrado a 31 de diciembre de 2019”.

Principio del devengo. Los efectos de las transacciones o hechos económicos se registrarán cuando ocurran.

Obliga a imputar los ingresos y gastos en función de la corriente de bienes y servicios que los mismos representen, con independencia de la fecha de su pago o de su cobro. Este criterio del devengo, ha sido recogido, asimismo, en la legislación fiscal.

En el artículo 11.1 LIS se establece que los ingresos y gastos derivados de las transacciones o hechos económicos se imputaran al período impositivo en que se produzca su devengo, con arreglo a la normativa contable, con independencia de la fecha de su pago o de su cobro, respetando la debida correlación de unos y otros (apartado 1 del capítulo XIII y 2 del capítulo XIX).

La LIS permite que la Administración tributaria, a solicitud del sujeto pasivo, apruebe criterios de imputación temporal distintos del devengo, cuando el contribuyente los utilice excepcionalmente para conseguir la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados.

En concreto, hay que contabilizar según su devengo:


	
-  "Rappels" de compras.

	
-  "Rappels" de ventas.

	
-  Seguros de incendios.

	
-  Gastos financieros.

	
-  Comisiones.

	
-  Ingresos financieros.

	
-  Arrendamientos.

	
-  Luz y teléfono (cuyo importe seguramente se conocerá al efectuar el cierre).



Como una excepción al criterio del devengo, en el caso de operaciones a plazos o con precio aplazado, las rentas fiscales se entenderán obtenidas proporcionalmente a medida que sean exigibles los correspondientes cobros excepto que la entidad decida aplicar el criterio del devengo (artículo 11.4 LIS).

La LIS considera operaciones a plazos aquellas cuya contraprestación sea exigible total o parcialmente, mediante pagos sucesivos o mediante un solo pago, siempre que el período transcurrido entre el devengo y el vencimiento del último o único pago del plazo sea superior al año.

Dado que en los 30 primeros días de enero se debe presentar la declaración-liquidación por IVA correspondiente al último período del año, es absolutamente preciso reclamar de los proveedores y suministradores de servicios la totalidad de las facturas pendientes, que normalmente suelen ser de reparaciones, transportes o algún suministro, al objeto de que el IVA SOPORTADO aparezca en los libros del ejercicio.

Si a pesar de ello, alguna factura no se recibiese antes del cierre, se asentará contablemente la compra o el gasto, pero no el IVA en el LIBRO DE IVA SOPORTADO, en el que sólo pueden reflejarse las facturas recibidas. El asiento en el caso de compras, se efectuará así:
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No se contabilizará el IVA, dado que el artículo 99.4 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido dice: "Se entenderán soportadas las cuotas deducibles en el momento en que el empresario o profesional que las soportó reciba la correspondiente factura o demás documentos justificativos del derecho a la deducción. Si el devengo del impuesto se produjese en un momento posterior al de la recepción de la factura, dichas cuotas se entenderán soportadas cuando se devenguen".

Cuando llegue la factura en el ejercicio siguiente, se llevará el IVA de la misma al libro de IVA Soportado, sin contabilizar el gasto dado que ya se asentó el año anterior.

Especiales problemas plantean los "rappels" de compras, cuyo importe suele percibirse en el ejercicio siguiente a aquél en que se generó, dado que, a veces, resulta difícil conocer la cuantía del mismo. A pesar de ello es obligatorio contabilizarlos dentro del año, sin que sirva de excusa lo expuesto anteriormente, pues no es lógico que una empresa ignore los criterios para su percibo, puesto que su conocimiento sirve de estímulo para la política de compras.

Dentro, por tanto, de un cierto margen, la sección de contabilidad debe tratar de aproximarse, en lo posible, a su cuantía definitiva y contabilizarlos dentro del año, aunque los perciba la empresa en el siguiente; de esta forma:
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En el momento de recibir la factura del "rappel", en el ejercicio siguiente:
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La Ley 27/2014, de 27 de noviembre (LIS) -como con anterioridad había hecho el TRLIS- como veremos con más detalle en el apartado 1 del capítulo XIII y 2 del capítulo XIX , modifica el principio de imputación temporal al señalar en su artículo 11.3.1º LIS que "los ingresos y los gastos imputados contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias o en una cuenta de reservas en un período impositivo distinto de aquel en el que proceda su imputación temporal, según lo previsto en los apartados anteriores, se imputarán en el período impositivo que corresponda de acuerdo con lo establecido en dichos apartados. No obstante, tratándose de gastos imputados contablemente en dichas cuentas en un período impositivo posterior a aquel en el que proceda su imputación temporal o de ingresos imputados en las mismas en un período impositivo anterior, la imputación temporal de unos y otros se efectuará en el período impositivo en el que se haya realizado la imputación contable, siempre que de ello no se derive una tributación inferior a la que hubiere correspondido por aplicación de las normas de imputación temporal prevista en los apartados anteriores".

Ello supone la práctica desaparición, fiscalmente hablando, del criterio de "estanqueidad" de ejercicios o de correlación de ingresos y gastos que, de acuerdo con los PPGGCC en el apartado 5º del Marco conceptual, establece que "Se registrarán en el período a que se refieren las cuentas anuales los ingresos y los gastos devengados en éste, estableciéndose en los casos en que sea pertinente, una correlación entre ambos, que en ningún caso puede llevar al registro de activos o pasivos que no satisfagan la definición de éstos".

Principio de uniformidad, que obliga, a que adoptado un criterio dentro de las alternativas que, en su caso, se permitan, deberá mantenerse en el tiempo y aplicarse de manera uniforme para transacciones, otros eventos y condiciones que sean similares, en tanto no se alteren los supuestos que motivaron su elección. De alterarse estos supuestos podrá modificarse el criterio adoptado en su día; en tal caso, estas circunstancias se harán constar en la memoria, indicando la incidencia cuantitativa y cualitativa de la variación sobre las cuentas anuales.

Su objetivo es conseguir que las cuentas de un ejercicio sean comparables con las del anterior, impidiendo que los cambios de criterio de valoración por parte de la gerencia de la empresa, puedan modificar los resultados de un ejercicio provocando un cierto maquillaje de las cuentas anuales, que sólo sirve para confundir a los propios socios y a terceras personas que contraten con la compañía.

En la memoria debe resaltarse que el balance y la cuenta de pérdidas y ganancias son comparables, por no existir variación en los principios contables aplicados (salvo en las cuentas anuales del ejercicio de apertura de implantación de los nuevos planes contables).

Principio de importancia relativa, que admite la no aplicación estricta de algunos de los principios y criterios contables cuando la importancia relativa en términos cuantitativos o cualitativos de la variación que tal hecho produzca sea escasamente significativa, y en consecuencia, no altere la expresión de la imagen fiel, pudiéndose agrupar las partidas o importes cuya importancia relativa sea escasa, con otros de similar naturaleza o función.

Principio de no compensación, que, salvo que una norma disponga de forma expresa lo contrario, prohíbe compensar las partidas del activo y del pasivo, o los gastos e ingresos, debiéndose valorar separadamente los elementos integrantes de las cuentas anuales.

Este principio no permite lo que en tiempos fue un defecto habitual de la sección de contabilidad de algunas empresas, como era reducir los gastos financieros con los ingresos financieros cuando éstos no eran muy significativos.

Principio de prudencia, que exige ser prudente en las estimaciones y valoraciones a realizar en condiciones de incertidumbre, no justificando la prudencia, que la valoración de los elementos patrimoniales no responda a la imagen fiel que deben reflejar las cuentas anuales.

Por ello, el artículo 38.c) del Código de Comercio de 1885, en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, dispone se contabilizarán sólo los beneficios obtenidos hasta la fecha de cierre del ejercicio. No obstante, se deberán tener en cuenta todos los riesgos con origen en el ejercicio o en otro anterior, incluso si solo se conocieran entre la fecha del cierre del balance y la fecha en que éste se formule, en cuyo caso se dará cumplida información en la memoria, sin perjuicio del reflejo que puedan originar en los otros documentos integrantes de las cuentas anuales. Excepcionalmente, si tales riesgos se conocieran entre la formulación y antes de la aprobación de las cuentas anuales y afectaran de forma muy significativa a la imagen fiel, las cuentas anuales deberán ser reformuladas.

Deberán tenerse en cuenta las amortizaciones y correcciones de valor por deterioro de los activos, tanto si el ejercicio se salda con beneficio como con pérdida.

Los PPGGCC, siguiendo a la Ley 16/2007, de 4 de julio, de Reforma mercantil, suprimen el carácter preferente que el principio de prudencia tenía en el PGC de 1990, cuando éste señalaba que "en los casos de conflicto entre principios contables obligatorios, deberá prevalecer el que mejor condujese a que las cuentas anuales expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la empresa".

Se echan en falta los principios de registro (inscripción contable) y correlación de ingresos y gastos, cuyo espíritu inspira a la normativa contable pero que se ve no tienen la categoría de principios contables, aunque quedan recogidos como criterios de registro o reconocimiento contable, al regular el apartado 5º del Marco Conceptual de ambos planes contables. El registro o reconocimiento contable es el proceso por el que se incorporan al balance, la cuenta de pérdidas y ganancias o el estado de cambios en el patrimonio neto, los diferentes elementos de las cuentas anuales, procediendo el registro de estos elementos cuando se cumplan los criterios de probabilidad en la obtención o cesión de recursos que incorporen beneficios o rendimientos económicos y su valor pueda determinarse con un adecuado grado de fiabilidad.

Aceptan ambos planes contables el criterio de correlación de ingresos y gastos al afirmar que "se registrarán en el período a que se refieren las cuentas anuales, los ingresos y gastos devengados en éste, estableciéndose en los casos en que sea pertinente una correlación entre ambos, que en ningún caso pueda llevar al registro de activos o pasivos que no satisfagan la definición de éstos".

La Ley del Impuesto sobre Sociedades recoge la necesidad del registro contable del gasto en el artículo 11.3.1º LIS al establecer que "no serán fiscalmente deducibles los gastos que no se hayan imputado contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias o en una cuenta de reservas si así lo establece una norma legal o reglamentaria, a excepción de lo previsto en esta Ley respecto de los elementos patrimoniales que puedan amortizarse libremente o de forma acelerada"; y aún añadiríamos visto el desarrollo del articulado de la Ley, de aquellos otros en que se contemple expresamente, como en los leasing, en los que son deducibles amortizaciones fiscales por encima de las contables, no estando condicionadas a su contabilización en la cuenta de pérdidas y ganancias (9) .

El principio del precio de adquisición o coste de producción decae en los PPGGCC al autorizarse la valoración de determinados instrumentos financieros a valor razonable, como podemos ver en el capítulo VI, dedicado al inmovilizado financiero. Además y como ya comentamos en este mismo Capítulo, la modificación introducida en el artículo 38 bis.1 del CCo 1885 por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, contempla la aplicación del valor razonable no sólo para los instrumentos financieros, sino para los activos o pasivos que se determinen reglamentariamente. El BOICAC no 74 de junio de 2008 consulta nº 1, recoge la respuesta del Instituto -sometida a la consideración de la Abogacía del Estado- de que en las cuentas anuales individuales "en el caso de ausencia de una norma o interpretación en la normativa nacional que se aplique específicamente a una transacción, los administradores deberán utilizar su criterio profesional para definir un criterio contable que sea lo más respetuoso con el Marco Conceptual de la Contabilidad previsto en el Plan General de Contabilidad y con los criterios contenidos en las normas de contabilidad generalmente aceptadas en España", y "la no obligatoriedad de aplicación supletoria de las NIIF", en base a que el propio PGC en su Primera Parte considera principios y normas de contabilidad generalmente aceptados al: a) Código de Comercio y restante legislación mercantil, b) al PGC y sus adaptaciones sectoriales, c) a las normas de desarrollo que, en materia contable establece el ICAC y d) la demás legislación española que sea específicamente aplicable, sin mencionar en ningún momento la aplicación supletoria de las NIIF.

En el apartado 1º del Marco Conceptual de la Contabilidad, tanto el PGC 2007 como el PGC PYMES afirman con las mismas palabras que:

La aplicación sistemática y regular de los requisitos, principios y criterios contables deberá conducir a que las cuentas anuales muestren la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la empresa.

A tal efecto, se atenderá a la realidad económica y no solo a su forma jurídica. Se trata esta declaración de una de las principales modificaciones de la reforma contable.

Los servicios de contabilidad de las empresas y las compañías auditoras se han inclinado habitualmente a considerar que las cuentas anuales representan la imagen fiel cuando se han seguido los criterios de contabilización de las normas contables.

Cuando se considere que el cumplimiento de los requisitos, principios y criterios contables no sea suficiente para mostrar la imagen fiel, se suministrarán en la memoria las informaciones complementarias precisas para alcanzar este objetivo.

Y para que quede claramente establecida la primacía de la imagen fiel, añaden ambos planes contables que en aquellos casos excepcionales en los que el cumplimiento de los principios y criterios contables fuera incompatible con la imagen fiel que deben proporcionar las cuentas anuales, se considerará improcedente su aplicación. En estos casos, en la memoria se motivará suficientemente esta circunstancia y se explicará su influencia en el patrimonio, la situación financiera y los resultados de la empresa.

En definitiva, como dice la normativa contable, el Marco Conceptual constituye la base que debe soportar y dar cobertura a las interpretaciones de nuestro Derecho mercantil contable, otorgando el necesario amparo y seguridad jurídica en desarrollo de lo previsto en los artículos 34 y siguientes del Código de Comercio de 1885.

Segunda parte. Normas de registro y valoración.

Las normas de registro y valoración (NRV), de una gran extensión, suponen el desarrollo de los principios contables y otras disposiciones contenidas en el Marco Conceptual de la Contabilidad y recogen los criterios de registro y valoración de los elementos patrimoniales y de las transacciones, siendo las normas de aplicación obligatoria, tratando a través de ellas de aproximar la contabilidad española a las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC/NIIF), pero sin que ello suponga una ruptura total con las del anterior PGC de 1990.
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	17ª
	Transacciones con pagos basados en instrumentos de patrimonio
	 
	 



	18ª
	Subvenciones, donaciones y legados recibidos
	18ª
	Subvenciones, donaciones y legados recibidos



	19ª
	Combinaciones de negocios
	 
	 



	20ª
	Negocios conjuntos
	19ª
	Negocios conjuntos



	21ª
	Operaciones entre empresas del grupo
	20ª
	Operaciones entre empresas del grupo



	22ª
	Cambios en criterios contables, errores y estimaciones contables
	21ª
	Cambios en criterios contables, errores y estimaciones contables



	23ª
	Hechos posteriores al cierre del ejercicio
	22ª
	Hechos posteriores al cierre del ejercicio





Con un simple vistazo, por la forma en la que hemos presentado las normas de registro y valoración, se puede apreciar que el PGC PYMES recoge las mismas normas que el PGC 2007 salvo las relativas a grupos enajenables y elementos mantenidos para la venta, los pasivos por retribuciones a largo plazo al personal, las transacciones con pagos basados en instrumentos de patrimonio y las combinaciones de negocios. A pesar de ello, recordamos que el artículo 3 del Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, regula que "Cuando una empresa que aplique el Plan General de Contabilidad de PYMES realice una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados contenidos en el Plan General de Contabilidad, con excepción de los relativos a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta que en ningún caso serán aplicables".

Recogen, por tanto, las normas antedichas, los criterios de registro y valoración de las distintas transacciones y elementos patrimoniales de la empresa desde una perspectiva general, considerando las operaciones que usualmente realizan las empresas sin descender a los casos particulares, cuyo adecuado tratamiento contable parece más lógico que se resuelva mediante las Resoluciones que vaya aprobando el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.

Estas normas de registro y valoración junto con el Marco Conceptual de la Contabilidad -al que desarrollan- son el verdadero "corazón" de los PPGGCC.

Tercera parte. Cuentas Anuales.

Incluye las normas de elaboración de las cuentas anuales y su formulación, así como los modelos normales y abreviados que las integran.

Las cuentas anuales comprenden:







	PGC
	PGC PYMES




	- Balance
	- Balance



	- Cuenta de pérdidas y ganancias
	- Cuenta de pérdidas y ganancias



	- Estado de cambios en el patrimonio neto (ECPN)
	 



	- Estado de flujos de efectivo (EFE)
	 



	- Memoria
	- Memoria





El estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo no serán obligatorios para las empresas que puedan formular el balance abreviado. Hasta 2016 únicamente se eximía a tales entidades de la formulación del estado de flujos de efectivo, pero a partir de dicho ejercicio y como consecuencia de la modificación del artículo 257.3 del CCo de 1885 por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, se les exime también de la obligación de formular el estado de cambios en el patrimonio neto.

En el caso de la PYMES, a partir de las modificaciones introducidas por el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, se establece así mismo, el carácter voluntario del Estado de cambios en el patrimonio neto y del Estado de flujos de efectivo.

Balance.

Estructura económica de la empresa: Activo no corriente y Activo corriente.







	PGC
	PGC PYMES




	 ACTIVO

	 ACTIVO




	A) ACTIVO NO CORRIENTE
	A) ACTIVO NO CORRIENTE



	I. Inmovilizado intangible
	I. Inmovilizado intangible



	II. Inmovilizado material
	II. Inmovilizado material



	III. Inversiones inmobiliarias
	III. Inversiones inmobiliarias



	IV. Inversiones en empresas del grupo y asociadas a largo plazo
	IV. Inversiones en empresas del grupo y asociadas a largo plazo



	V. Inversiones financieras a largo plazo
	V. Inversiones financieras a largo plazo



	VI. Activos por impuesto diferido
	VI. Activos por impuesto diferido



	 
	 



	B) ACTIVO CORRIENTE
	B) ACTIVO CORRIENTE



	I. Activos no corrientes mantenidos para la venta
	 



	II. Existencias
	I. Existencias



	III. Deudores comerciales y otras cuentas a cobrar
	II. Deudores comerciales y otras cuentas a cobrar



	IV. Inversiones en empresas del grupo y asociadas a corto plazo
	III. Inversiones en empresas del grupo y asociadas a corto plazo



	V. Inversiones financieras a corto plazo
	IV. Inversiones financieras a corto plazo



	VI. Periodificaciones a corto plazo
	V. Periodificaciones a corto plazo



	VII. Efectivo y otros activos líquidos equivalentes
	VI. Efectivo y otros activos líquidos equivalentes



	 TOTAL ACTIVO

	 TOTAL ACTIVO






Sin entrar en mayor desglose, la única partida del PGC 2007 que no se recoge en el activo del PGC PYMES es la de "activos no corrientes mantenidos para la venta", que para mayor contradicción aparece en el PGC 2007 dentro del "ACTIVO CORRIENTE", cuando no lo es.

Se puede apreciar que:


	
-  Aparece en el activo no corriente la partida inversiones inmobiliarias (inmuebles no afectos a la explotación, normalmente dedicados al arrendamiento).

	
-  Se crean en el activo corriente los grupos:
	
•  Inversiones en empresas del grupo y asociadas largo plazo.

	
•  Inversiones en empresas del grupo y asociadas corto plazo.



Así como un epígrafe dedicado a los activos no corrientes mantenidos para la venta.



	
-  Desaparecen del balance por considerar no se tratan de verdaderos activos:
	
•  Los gastos a distribuir en varios ejercicios.

	
•  Los gastos de establecimiento.

	
•  La presentación de las acciones propias dentro del activo del balance.





	
-  Estructura financiera de la empresa: patrimonio neto y pasivo (con terceros).





	PGC 2007
	PGC PYMES




	PATRIMONIO NETO Y PASIVO
	PATRIMONIO NETO Y PASIVO



	A) PATRIMONIO NETO
	A) PATRIMONIO NETO



	 A.1) Fondos propios
	 A.1) Fondos propios



	 A.2) Ajustes por cambios de valor
	 



	 A.3) Subvenciones, donaciones y legados recibidos
	 A.2) Subvenciones, donaciones y legados recibidos



	B) PASIVO NO CORRIENTE
	B) PASIVO NO CORRIENTE



	C) PASIVO CORRIENTE
	C) PASIVO CORRIENTE



	TOTAL PATRIMONIO NETO Y PASIVO
	TOTAL PATRIMONIO NETO Y PASIVO









Se debe destacar en el pasivo de los PPGGCC.

El patrimonio neto (10)  incluye con signo positivo los fondos propios, las subvenciones de capital, las diferencias positivas moneda extranjera y donaciones minoradas en el Impuesto sobre Sociedades, los préstamos participativos y con signo negativo y las participaciones propias, que aparecen minorando los fondos propios.

En el PGC de 2007 el patrimonio neto comprende los ajustes por cambios de valor (por valoración al cierre del ejercicio a valor razonable) que el PGC PYMES no recoge.

El patrimonio neto y pasivo se estudian en el capítulo XII.

El balance podrá formularse en forma abreviada cuando la sociedad durante dos ejercicios consecutivos reúna a la fecha de cierre de cada uno de ellos, al menos dos de las circunstancias siguientes: a) que el total importe de las partidas del activo no supere los cuatro millones de euros, b) que el importe neto de la cifra de negocios no supere los ocho millones de euros, c) que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio no sea superior a cincuenta (artículo 257.1 TRLSC 2010). Para mayor detalle remitimos al lector, al apartado 1 del capítulo II.

Cuenta de pérdidas y ganancias.

Su presentación se hace en formato vertical, colocando uno debajo de otro los ingresos y los gastos, resultando una presentación de más fácil lectura para un lector no acostumbrado.

El PGC 2007 distingue entre: cuenta de pérdidas y ganancias, normal y la abreviada, y esta última es la misma exactamente que la del PGC PYMES.

Veamos su formato en grandes líneas (su estudio pormenorizado se efectúa en el capítulo XXIX).







	PGC
	PGC PYMES




	A) OPERACIONES CONTINUADAS
	 



	 A.1) RESULTADO DE EXPLOTACIÓN
	A) RESULTADO DE EXPLOTACIÓN



	 A.2) RESULTADO FINANCIERO
	B) RESULTADO FINANCIERO



	 A.3) RESULTADO ANTES DE IMPUESTOS
	C) RESULTADO ANTES DE IMPUESTOS



	 Impuesto sobre beneficios
	 Impuesto sobre beneficios



	 A.4) RESULTADO DEL EJERCICIO PROCEDENTE DE OPERACIONES CONTINUADAS
	D) RESULTADO DEL EJERCICIO



	B) OPERACIONES INTERRUMPIDAS
	 



	 A.5) RESULTADO DEL EJERCICIO (A4+B)
	 





El PGC PYMES a diferencia del PGC 2007 no tiene dos apartados uno para operaciones continuadas y otro para interrumpidas. A pesar de ello, la cuenta de pérdidas y ganancias de las PYMES -con menor desglose en su presentación- es igual a la del PGC 2007 por operaciones continuadas, de alguna forma es como si las cuentas en el PGC 2007 se presentasen a nivel de tres dígitos y las de las PYMES a dos dígitos.

El resultado de actividades interrumpidas solo se recoge en el PGC 2007.

El estudio pormenorizado de la cuenta de pérdidas y ganancias se efectúa en el capítulo XXIX, sin perjuicio de ello, adelantamos que los gastos y los ingresos se registran contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias, salvo los ajustes por la aplicación del valor razonable efectuados al cierre del ejercicio en el valor de determinados activos financieros a valor razonable con cambios en el patrimonio neto, o en el caso de subvenciones de capital y donaciones a favor de la compañía, en las que la imputación se realiza también al patrimonio neto.

Estado de cambios en el patrimonio neto (ECPN).

Obligatorio de confeccionar por todas las empresas que no formulen balance en modelo abreviado, recoge todos los movimientos o cambios en el patrimonio neto entre dos ejercicios. Comprende dos partes:


	
A)  Estado de ingresos y gastos reconocidos, que recoge los cambios en el patrimonio neto derivados de:
	
-  Resultado de la cuenta de pérdidas y ganancias.

	
-  Ingresos y gastos imputados directamente al patrimonio neto (solo PGC 2007 en los grupos 8 y 9).

	
-  Transferencias a la cuenta de pérdidas y ganancias (solo PGC 2007 y efectuadas desde el patrimonio neto).



La suma de los tres conceptos supone el saldo de los ingresos y gastos reconocidos.



	
B)  Estado total de cambios en el patrimonio neto.Contempla la totalidad de los movimientos del patrimonio neto:


	
-  Saldo de los ingresos y gastos reconocidos (A).

	
-  Transacciones con los socios o propietarios (aportaciones, retiradas de bienes por los socios o propietarios o ampliaciones y reducciones de capital) y reclasificaciones que se puedan hacer en el patrimonio neto, derivadas por ejemplo de la dotación de reservas.

	
-  Ajustes patrimonio neto debidos a cambios en criterios contables y corrección de errores.

	
-  Otras variaciones que se produzcan en el patrimonio neto.







El ECPN se estudia más profundamente en el apartado 2.4.3. del capítulo XXIX.

Estado de flujos de efectivo (EFE).

Pone de manifiesto, debidamente ordenados y agrupados por categorías o tipos de actividades, los cobros y pagos realizados por la empresa, con el fin de informar acerca de los movimientos de efectivo producidos en el ejercicio, mostrando la capacidad de generar efectivo o equivalentes al efectivo, así como las necesidades de liquidez de la empresa.

Solamente es obligatorio para las empresas que deban formular el balance en modelo normal (ver en el apartado 1 del capítulo II que empresas lo están) (11) .

Se entiende por efectivo y otros activos líquidos la tesorería de caja, los depósitos bancarios a la vista, y los instrumentos financieros convertibles en efectivo con vencimiento inferior a tres meses.

Distingue el EFE entre:


	
-  Flujos de efectivo procedentes de las actividades de explotación.

	
-  Flujos de efectivo por actividades de inversión.

	
-  Flujos de efectivo por actividades de financiación.

	
-  Cobros y pagos procedentes de activos y pasivos financieros.

	
-  Flujos procedentes de transacciones en moneda extranjera convertidos a la moneda funcional.



El PGC 2007 contiene un impreso normalizado que permitirá confeccionarse por ordenador mediante la remisión de los datos contables de las cuentas correspondientes.

Creemos que el estado de flujos de efectivo puede ser muy útil y una "base de datos económicos" de gran utilidad para la administración de las empresas.

La memoria.

Se trata de un documento de las cuentas anuales que incorpora la información necesaria para completar y ampliar el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, el estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo, que deberá contener, de acuerdo al artículo 260 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, modificado por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, que amplia notablemente el contenido de la memoria a 21 puntos –a partir del 1 de enero de 2016– al menos:








	Primera.
	Los criterios de valoración y los métodos de cálculo de las correcciones de valor.



	Segunda.
	Los datos identificativos de las sociedades en las que se posea, directa o indirectamente un porcentaje no inferior al 20 por 100 de su capital, o en las que sin llegar a dicho porcentaje se ejerza una influencia significativa.



	Tercera.
	Cuando existan cuotas o participaciones sociales desiguales, el contenido de cada una de ellas, y cuando existan varias clases de acciones, el número y el valor nominal de las pertenecientes a cada una de ellas y el contenido de los derechos pertenecientes a cada clase.



	Cuarta.
	La existencia de bonos de disfrute, de bonos de fundador, de obligaciones convertibles y de valores o derechos similares, con indicación de su número y de la extensión de los derechos que confieren.



	Quinta.
	El número y el valor nominal de las acciones suscritas durante el ejercicio dentro de los límites de un capital autorizado, así como el importe de las adquisiciones y enajenaciones de acciones o participaciones propias, y de las acciones o participaciones de la sociedad dominante.



	Sexta.
	El importe de las deudas de la sociedad cuya duración residual sea superior a cinco años, así como el de todas las deudas que tengan garantía real, con indicación de su forma y naturaleza.



	Séptima.
	
El importe global de las garantías comprometidas con terceros sin perjuicio de su reconocimiento dentro del pasivo del balance cuando sea probable su cumplimiento.

Los acuerdos de la empresa que no figuren en balance.

Transacciones significativas entre la empresa y terceros vinculados.





	Octava.
	
La diferencia que se pudiera producir entre el cálculo del resultado contable del ejercicio y el que resultaría de haber efectuado una valoración de las partidas con criterios fiscales, por no coincidir estos con los principios contables de aplicación obligatoria.

La diferencia entre la carga fiscal imputada al ejercicio y a los ejercicios anteriores, y la carga fiscal ya pagada o que deberá pagarse por esos ejercicios, en la medida en que esta diferencia tenga un interés cierto con respecto a la carga fiscal futura.





	Novena.
	Distribución de la cifra de negocios por actividades.



	Décima.
	
El número medio de personas empleadas, sus sueldos y Seguridad Social, así como la distribución por sexos desglosados por categorías al cierre del ejercicio, entre los que figurarán el de altos directivos y el de consejeros.

El número medio de personas empleadas en el curso del ejercicio con discapacidad mayor o igual al treinta y tres por ciento, indicando las categorías a que pertenecen.





	Undécima.
	
El importe de sueldos, dietas y remuneraciones del personal de alta dirección y de los miembros del órgano de administración (que podrán darse de forma global por concepto retributivo).

En el caso de que la sociedad hubiera satisfecho, total o parcialmente, la prima del seguro de responsabilidad civil de todos los administradores o de alguno de ellos por daños ocasionados por actos u omisiones en el ejercicio del cargo, se indicará expresamente en la Memoria, con indicación de la cuantía de la prima.





	Duodécima.
	El importe de los anticipos y créditos concedidos al personal de alta dirección y a los miembros del órgano de administración.



	Decimotercera.
	Los honorarios de la empresa auditora, así como los correspondientes a las entidades vinculadas al auditor de cuentas.



	Decimocuarta.
	Los movimientos de las diversas partidas del activo no corriente.



	Decimoquinta.
	
Cuando los instrumentos financieros se hayan valorado por el valor razonable se indicarán: los principales supuestos en que se basan los modelos y técnicas de valoración; las variaciones en el valor registradas en la cuenta de pérdidas y ganancias por cada categoría de instrumentos financieros y, si se trata de instrumentos financieros derivados, su naturaleza y condiciones principales de importe y calendario y los movimientos de la reserva por valor razonable durante el ejercicio.

Cuando los instrumentos financieros no se hayan valorado por el valor razonable se indicará el valor razonable para cada clase en los términos y con las condiciones previstas en el Plan General de Contabilidad.





	Decimosexta.
	La conclusión, la modificación o la extinción anticipada de cualquier contrato entre una sociedad mercantil y cualquiera de sus socios o administradores o persona que actúe por cuenta de ellos, cuando se trate de una operación ajena al tráfico ordinario de la sociedad o que no se realice en condiciones normales.



	Decimoséptima.
	Nombre y domicilio social de la sociedad que elabore los estados financieros consolidados del grupo al que pertenezca la sociedad y el Registro Mercantil donde estén depositadas las cuentas anuales consolidadas o, si procediera, las circunstancias que eximan de la obligación de consolidar.



	Decimoctava.
	Cuando la sociedad sea la de mayor activo de un conjunto de sociedades sometidas a una misma unidad de decisión, porque estén controladas por una o varias personas físicas o jurídicas no obligadas a consolidar, deberán incluir una descripción de esas sociedades, así como informará sobre el importe agregado de los activos, pasivos, patrimonio neto, cifra de negocios y el resultado conjunto.



	Decimonovena.
	El importe y la naturaleza de las partidas de ingresos o de gastos cuya cuantía o incidencia sean excepcionales.



	Vigésima.
	La propuesta de aplicación del resultado.



	Vigésimo primera.
	La naturaleza y consecuencias financieras de las circunstancias de importancia relativa significativa que se produzcan tras la fecha de cierre de balance y que no se reflejen en la cuenta de pérdidas y ganancias o en el balance, y el efecto financiero de tales circunstancias.





Además, deberá indicarse cualquier otra información no incluida en el modelo de la memoria que sea necesaria para permitir el conocimiento de la situación y actividad de la empresa y cualquier otra información "que otra normativa" exija incluir en este documento de las cuentas anuales (en concreto el Código de Comercio de 1885 y la propia Ley 16/2007, de 4 de julio).

Según dice el artículo 261 del TRLSC 2010 (12) , a las sociedades que puedan formular balance abreviado, reglamentariamente podrá solicitarse menor información, pero siempre deberá suministrarse la de los apartados 1ª, 5ª, 6ª, 10ª en lo referente al número medio de personas empleadas en el curso del ejercicio, y, 14ª, 15ª, 19ª y 21ª. Además, la Memoria deberá expresar de forma global los datos a que se refieren la indicación 7ª y 12ª, así como el nombre y domicilio social de la sociedad que establezca los estados financieros consolidados del grupo menor de empresas incluidas en el grupo al que pertenece la empresa.

Tal vez sea más práctico considerar el contenido del modelo de memoria que contienen los planes contables donde aparece toda la información que deben incorporar.

La memoria recoge la información mínima a cumplimentar; no obstante, en aquellos casos en que la información que se solicita no sea significativa, no se cumplimentarán los apartados correspondientes.

Deberá indicarse cualquier otra información no incluida en el modelo de la memoria, sea necesario para permitir el conocimiento de la situación y actividad de la empresa, facilitando la comprensión de las cuentas anuales.

La información cuantitativa deberá referirse al ejercicio al que corresponden las cuentas anuales, así como al del ejercicio anterior.

La memoria refuerza las exigencias informativas en materia de instrumentos financieros, combinaciones de negocios y partes vinculadas, esta última información, dice el PGC 2007 en su introducción "para poder conocer la verdadera imagen fiel de las relaciones económicas y financieras de una empresa".

A continuación se detalla el contenido de la memoria en el PGC 2007 y en el PGC PYMES, en este último diferenciando entre el contenido exigido con anterioridad o a partir de las modificaciones introducidas por el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre.







	PGC. Memoria normal
	
Memoria abreviada y Memoria PGC PYMES

(Real Decreto 602/2016)






	1. Actividad de la empresa.
	1. Actividad de la empresa.



	2. Bases de presentación de las cuentas anuales.
	2. Bases de presentación de las cuentas anuales.



	3. Aplicación de resultados.
	 



	4. Normas de registro y valoración.
	3. Normas de registro y valoración.



	5. Inmovilizado material.
	4. Inmovilizado material, intangible e inversiones inmobiliarias.



	6. Inversiones inmobiliarias.
	 



	7. Inmovilizado intangible.
	 



	8. Arrendamientos y otras operaciones de naturaleza similar.
	 



	9. Instrumentos financieros.
	5. Activos financieros.



	 
	6. Pasivos financieros.



	10. Existencias.
	7. Fondos propios.



	11. Moneda extranjera.
	 



	12. Situación fiscal.
	8. Situación fiscal.



	13. Ingresos y gastos.
	 



	14. Provisiones y contingencias.
	 



	15. Información sobre medio ambiente.
	 



	16. Retribución a largo plazo al personal.
	 



	17. Transacciones con pagos basados en instrumentos de patrimonio.
	 



	18. Subvenciones, donaciones y legados.
	 



	19. Combinaciones de negocios.
	 



	20. Negocios conjuntos.
	 



	21. Activos no corrientes mantenidos para la venta y operaciones interrumpidas.
	 



	22. Hechos posteriores al cierre.
	 



	23. Operaciones con partes vinculadas.
	9. Operaciones con partes vinculadas.



	24. Otra información.
	10. Otra información.



	25. Información segmentada.
	 



	26. Información sobre derechos de emisión de gases de efecto invernadero.
	 



	27. Información sobre los aplazamientos de pago efectuados a proveedores (disposición adicional tercera “deber de información” de la Ley 15/2010 de 5 de julio).
	 





Resolución de 29 de diciembre de 2010, del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, sobre la información a incorporar en la memoria de las cuentas anuales en relación con los aplazamientos de pago a proveedores en operaciones comerciales (BOE 31-12-2010), ha sido derogada por la Resolución de 29 de enero de 2016, del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, sobre la información a incorporar en la memoria de las cuentas anuales en relación con el periodo medio de pago a proveedores en operaciones comerciales (BOE 04-02-2016).

Según la redacción anterior, se exigía de manera detallada el suministro de información sobre el período medio de pago a proveedores. La Resolución del ICAC de 29 de enero de 2016, cambia la redacción de la memoria en este aspecto, y pasa a contemplarlo en un apartado final donde deben incorporarse los datos generales de identificación e información complementaria de las empresas. Concretamente, junto con la aplicación del resultado, se requiere únicamente como datos, el período medio de pago a proveedores en días, tanto del ejercicio en curso como del anterior. Esto resulta de aplicación tanto para el PGC 2007 como para el PGC PYMES.

Con motivo de la publicación en el BOE de la Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y crecimiento de empresas, se plantea al ICAC en la consulta 1 del BOICAC 132, de diciembre de 2022, por un lado si tiene previsto modificar la Resolución de 29 de enero de 2016 y, por otro lado, si las PYMES están obligadas a incluir en la memoria de las cuentas anuales el periodo medio de pago a proveedores y la información adicional que prevé la disposición adicional tercera de la Ley 15/2010, de 5 de julio.

En este sentido, el ICAC entiende que el artículo 9 de la Ley 18/2022, de 28 de septiembre, amplía la información que las sociedades mercantiles deben incluir en la memoria de sus cuentas anuales y establece la obligación de publicarla en su página web, si la tienen. Sin embargo, no modifica la metodología de cálculo del periodo medio de pago a proveedores, por lo que en respuesta a la primera cuestión planteada este Instituto no prevé modificar la Resolución de 29 de enero de 2016.

En relación con la segunda de las cuestiones planteadas, es preciso señalar que la mencionada Ley 18/2022, de 28 de septiembre, no ha modificado el apartado primero de la disposición adicional tercera de la Ley 15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. Por su parte, la Directiva 2013/34/UE (Directiva Contable) del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre los estados financieros anuales, los estados financieros consolidados y otros informes afines de ciertos tipos de empresas, fija el contenido máximo de información que se puede requerir a una empresa pequeña, a excepción de las empresas de interés público. En particular, el periodo medio de pago a proveedores no forma parte de la información obligatoria que, de acuerdo con la Directiva, deben proporcionar las pequeñas empresas en sus cuentas anuales. En conclusión, sólo las entidades que elaboren la memoria en modelo normal deberán incluir de forma expresa en la memoria información sobre su periodo medio de pago a proveedores, junto con el resto de información previsto por la Ley 18/2022, de 28 de septiembre.

Con respecto a la información a incorporar en la memoria de las cuentas anuales en relación con el periodo medio de pago a proveedores en operaciones comerciales, por las sociedades cooperativas, asociaciones y entidades sin fines lucrativos, el ICAC ha solicitado informe al servicio jurídico del Ministerio. Dicho informe viene expuesto en la consulta 1 del BOICAC 134 de junio de 2023, e informa del siguiente modo:

- Según la disposición adicional tercera de la Ley 15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, en su nueva redacción dada por la Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y crecimiento de empresas:

“1. Todas las sociedades mercantiles incluirán de forma expresa en la memoria de sus cuentas anuales su período medio de pago a proveedores. 

2. Las sociedades mercantiles cotizadas publicarán en su página web su periodo medio de pago a proveedores, el volumen monetario y número de facturas pagadas en un periodo inferior al máximo establecido en la normativa de morosidad y el porcentaje que suponen sobre el número total de facturas y sobre el total monetario de los pagos a sus proveedores. Esta información se incluirá en la memoria de sus cuentas anuales. 

3. Las sociedades mercantiles que no sean cotizadas y no presenten cuentas anuales abreviadas publicarán su periodo medio de pago a proveedores, el volumen monetario y número de facturas pagadas en un periodo inferior al máximo establecido en la normativa de morosidad y el porcentaje que suponen sobre el número total de facturas y sobre el total monetario de los pagos a sus proveedores en su página web, si la tienen. Esta información se incluirá en la memoria de sus cuentas anuales. 

4. El Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, mediante resolución, indicará las adaptaciones que resulten necesarias, de acuerdo con lo previsto en esta ley, para que las sociedades mercantiles no encuadradas en el artículo 2.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, apliquen adecuadamente la metodología de cálculo del periodo medio de pago a proveedores determinada por el Ministerio de Hacienda y Función Pública. Dicha resolución requerirá informe previo a su aprobación por parte del Ministerio de Hacienda y Función Pública.” 

Conforme a la dicción literal de la citada disposición, su ámbito subjetivo se refiere, con carácter general, a las sociedades mercantiles. 

A tal efecto, se entiende por sociedades mercantiles las enumeradas en el artículo 122 del Código de Comercio (en adelante CCom): 


	
1.  La sociedad regular colectiva (regulada en los artículos 125 a 144 del CCom). 

	
2.  La Sociedad comanditaria simple (regulada en los artículos 145 a 150 del CCom). 

	
3.  Las Sociedades anónimas (reguladas en el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital). 

	
4.  Las Sociedades Limitadas (reguladas en el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital). 



Por tanto, todas las sociedades mercantiles tienen la obligación de incluir en la memoria de sus cuentas anuales el periodo medio de pago a proveedores calculado conforme a la Resolución del ICAC, de 29 de enero de 2016. 

Además, cuando estás sociedades mercantiles sean cotizadas o, no siendo cotizadas no presenten cuentas anuales abreviadas, tienen la obligación de publicar en su web (solo si la tienen para las no cotizadas) el periodo medio de pago a proveedores, el volumen monetario y número de facturas pagadas en un periodo inferior al máximo establecido en la normativa de morosidad y el porcentaje que suponen sobre el número total de facturas y sobre el total monetario de los pagos a pagos a proveedores. Esta misma información debe incorporarse a la memoria de sus cuentas anuales. 

La duda en relación con las mutuas de seguros y sociedades cooperativas debe resolverse en función de si las mismas realizan actos de comercio. Así: 


	
1.  Respecto a las sociedades cooperativas, deben incluirse en el ámbito de aplicación de la disposición adicional tercera de la Ley 15/2010, de 5 de julio, puesto que son sociedades constituidas para la realización de actividades empresariales (artículo 1 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas). 

	
2.  Respecto a las mutuas de seguros, también deben incluirse en el ámbito de aplicación de la disposición adicional tercera de la Ley 15/2010, de 5 de julio, en cuanto son sociedades mercantiles (artículo 124 del CCom y artículo 41 de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades aseguradoras).  



Finalmente, en cuanto a las asociaciones, fundaciones y demás entidades sin ánimo de lucro, quedarían excluidas del ámbito de aplicación de la disposición adicional tercera de la Ley 15/2010, de 5 de julio, dado que las mismas no pueden considerarse sociedades mercantiles, ni tienen entre sus fines principales, realizar actos de comercio (artículo 5 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho de Asociación y artículo 2 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones).

Por tanto, podemos concluir que las sociedades cooperativas y las mutuas de seguros, deben incluir esta información en la web y en la Memoria y las asociaciones, fundaciones y demás entidades sin ánimo de lucro, quedarían excluidas.

El artículo 229.3 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aparentemente, ha extendido -al no excluirlas- a las sociedades de responsabilidad limitada la obligación que ya tenían las anónimas de informar en la memoria de los cargos que ostentan y de las participaciones que posean los administradores en sociedades con el mismo o análogo género de actividad que la desarrollada por la sociedad aunque el tema es dudoso por los términos en que está concebido el apartado 23.7 de la memoria del PGC 2007 que mantiene la obligación solo para las sociedades anónimas. El Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, por el que se aprueban las NOFCAC y se "retoca ligeramente" el PGC 2007 y el PGC PYMES, modifica la nota 12. Situación fiscal del modelo normal y la nota 19. Combinaciones de Negocios y de la nota 20. Negocios conjuntos del modelo normal de la memoria.

Podrán formular memoria abreviada las sociedades que puedan formular el balance abreviado (Ver apartado 1 del capítulo II).

Dentro de lo posible, en cada uno de los capítulos, hemos recogido las menciones a reflejar para cada materia estudiada en la memoria normal, abreviada y de las PYMES (13) .

El informe de gestión -que no forma parte de las cuentas anuales- sólo es obligatorio para las empresas sometidas a auditoría obligatoria, y deberá contener una exposición fiel de la evolución de los negocios, información financiera en algunos casos y medioambiental, acontecimientos importantes ocurridos después del cierre y adquisición de acciones propias.

Cuarta parte. Cuadro de cuentas.

Contiene los grupos, subgrupos y cuentas de los nuevos plantes contables (ya no hablan los PPGGCC de subcuentas sino de cuentas de cuatro o más dígitos) debidamente codificados en forma decimal y con un título expresivo de su contenido. En aras de que la normalización contable española alcance el necesario grado de flexibilidad, continúa no siendo obligatoria la numeración de las cuentas y su denominación, si bien el cuadro de cuentas constituye una guía referente obligada en relación con las partidas de las cuentas anuales.







	CUADRO DE CUENTAS



	 
	PGC
	PGC PYMES



	Grupo 1
	Financiación básica
	Financiación básica



	Grupo 2
	Activo no corriente
	Activo no corriente



	Grupo 3
	Existencias
	Existencias



	Grupo 4
	Acreedores y deudores por operaciones comerciales
	Acreedores y deudores por operaciones comerciales



	Grupo 5
	Cuentas financieras
	Cuentas financieras



	Grupo 6
	Compras y gastos
	Compras y gastos



	Grupo 7
	Ventas e ingresos
	Ventas e ingresos



	Grupo 8
	Gastos imputados al patrimonio neto
	NO TIENE GRUPO 8



	Grupo 9
	Ingresos imputados al patrimonio neto
	NO TIENE GRUPO 9





El Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, introdujo en el PGC 2007 dos nuevos grupos, el 8 y 9, para recoger los gastos e ingresos imputados directamente al patrimonio neto. En el caso del PGC PYMES dichos grupos no se contemplan.

Quinta parte. Definiciones y relaciones contables.

Incluye las definiciones de las distintas partidas que se incorporarán en el balance, en la cuenta de pérdidas y ganancias y en el estado que refleje los cambios en el patrimonio neto, así como las de cada una de las cuentas que se recogen en dichas partidas, incluyendo los principales motivos de cargo y abono de las cuentas.

Las definiciones y relaciones contables no serán de aplicación obligatoria, excepto en aquello que aluda o contenga criterios de registro o valoración, que desarrollen lo previsto en la segunda parte relativa a normas de registro y valoración o sirva para su interpretación.

La experiencia del despacho indica claramente que las empresas tienden a respetar al máximo las definiciones y numeración de las cuentas de un Plan Contable, abriendo nuevas con mayor desglose cuando lo precisan para su desenvolvimiento económico. Únicamente en los grupos de sociedades con una matriz radicada en un país extranjero se tiende a utilizar las cuentas que la empresa dominante viene aplicando y que no suelen coincidir con las del PGC, debiendo convertirlas a efectos de su presentación en modelos oficiales (Registro Mercantil, y declaración del Impuesto sobre Sociedades).

3.7.  Las adaptaciones sectoriales y las Resoluciones del ICAC

La Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable, en su disposición final primera, autoriza al Ministerio de Economía y Hacienda para que, a propuesta del ICAC y mediante Orden Ministerial, apruebe las adaptaciones sectoriales del Plan General de Contabilidad, lo cual imaginamos irá haciendo poco a poco, por lo que pasará una buena temporada en que los planes sectoriales ya existentes habrá que compaginarlos como se pueda con el PGC y aunque la Ley no lo mencione con el PGC PYMES.

Adicionalmente, la Ley 16/2007, de 4 de julio, autoriza al ICAC para que apruebe normas de obligado cumplimiento en desarrollo del Plan General de Contabilidad y sus normas complementarias, en particular, en relación con los criterios de reconocimiento y reglas de valoración y elaboración de las cuentas anuales.

El Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre  y el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, al aprobar los planes contables, en sus disposiciones transitorias regulan que las adaptaciones sectoriales y otras disposiciones de desarrollo en materia contable (entre ellas, entendemos, las resoluciones del ICAC) en vigor a la publicación de los Reales Decretos, seguirán aplicándose en todo aquello que no se oponga a lo dispuesto en el Código de Comercio de 1885, TRLSA, LSRL 1995 y en los PPGGCC (fundamentalmente principios y normas de registro y valoración). A partir del 1 de septiembre de 2010, las menciones al TRLSA y a la LSRL 1995, deben entenderse efectuadas al Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, que derogó el TRLSA y la LSRL 1995. Ello obliga a ver en cada Resolución ya dictada por el ICAC, qué parte de la misma es compatible con la reforma mercantil y contable emprendida por la Ley 16/2007, de 4 de julio. En este punto, el ICAC está realizando un importante esfuerzo, dictando nuevas resoluciones que van dejando sin efecto las anteriores (Ver apartado 5 del capítulo II).

3.8.  Cuadro general de aplicación de los planes contables








	TIPO DE SOCIEDAD
	Clase de cuentas anuales
	Plan Contable aplicable




	GRUPOS SOCIEDADES COTIZAN EN MERCADOS ORGANIZADOS UNIÓN EUROPEA
	Consolidadas grupo
	NIC/NIIF UE



	Cuenta individual cada sociedad del grupo
	
PGC 2007



	GRUPOS SOCIEDADES NO COTIZAN EN MERCADOS REGULADOS UNIÓN EUROPEA
	Consolidadas grupo
	
PGC 2007, pero pueden optar aplicar NIC/NIIF UE



	Cuentas individuales cada sociedad del grupo
	PGC



	SOCIEDADES INDIVIDUALES AUDITADAS
	Cuentas individuales
	
Pueden optar por:

• PGC 2007, o

• PGC PYMES





	SOCIEDADES INDIVIDUALES NO AUDITADAS
	Cuentas individuales
	
Pueden optar por:

• PGC 2007, o

• PGC PYMES





	SOCIEDADES MUY REDUCIDA DIMENSIÓN (MICRO-EMPRESAS)
	Cuentas individuales
	
PGC PYMES, con criterios específicos microempresas





I*  Se debe tener en cuenta al cierre del ejercicio


	
-  Que hemos aplicado obligatoriamente las normas de registro y valoración contenidas en la normativa contable.

	
-  Que en el balance de nuestra compañía hemos distinguido el activo, y por contraposición y por el mismo importe el patrimonio más el pasivo con terceros.

	
-  Que en el activo del balance hemos separado el activo no corriente del corriente.

	
-  Que la cuenta de pérdidas y ganancias la presentamos en sentido vertical, poniendo los ingresos y los gastos unos después de otros, abandonando el sistema horizontal anterior y sin dedicar una parte especial a los resultados extraordinarios.

	
-  Que hemos tenido en cuenta para no tener que nombrar auditor que en los dos últimos ejercicios no hayamos sobrepasado dos de estos límites:






	Activo
	< 2.850.000 €



	Cifra de negocios
	< 5.700.000 €



	Número medio trabajadores
	≤50







	
-  Que si podemos formular balance abreviado, el estado de flujos de efectivo y el estado de cambios en el patrimonio neto no serán obligatorios.

	
-  Que si no estamos en auditoría obligatoria hemos podido aplicar el Plan General de Contabilidad de las PYMES.

	
-  Que los requisitos para poder presentar la memoria de las cuentas anuales en modelo abreviado o para la aplicación del PGC PYMES ya no son los mismos que para no estar sometida una empresa a auditoria obligatoria.

	
-  Que si la actividad de la empresa se ha visto perjudicada por la crisis mundial provocada por el coronavirus tendremos que incorporar en la memoria toda la información relevante al respecto.

	
-  Que si consecuencia de la pandemia la empresa tiene dificultades financieras que impiden su continuidad, pero no existe por parte de la dirección deseo de hacerlo, deberá reflejarlo en la memoria junto con el plan estratégico para solventarlo.








	 (1) 

	Las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC), en el año 2002 pasaron a denominarse Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF). Al haberse dictado unas normas con la primitiva denominación y otras con la posterior, se pasó a conocerlas como NIC/NIIF.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Es el precio que se recibiría por la venta de un activo o se pagaría para transferir o cancelar un pasivo mediante una transacción ordenada entre participantes en el mercado en la fecha de valoración (nueva redacción según Real Decreto 1/2021, de 12 de enero).


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Modificados por sucesivos Reglamentos de la UE desde la fecha hasta el momento actual.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Ley 24/1988, 28 julio, derogada por la letra a) del artículo único del Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, el 13 de noviembre de 2015.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	En el artículo 292 de la Ley 6/2023, de 17 de marzo se recogen las infracciones por incumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley de Sociedades de Capital. Entre otras, por la falta de elaboración o de publicación del informe anual.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Según nueva redacción del artículo 34.1 de la Ley 22/2015, de 20 de julio de Auditoría de Cuentas.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	
En ningún caso podrán aplicar el PGC PYMES, las empresas que se encuentren en alguna de estas circunstancias:


	
a)  Que cumpla la definición de entidad de interés público regulada en el artículo 3.5 de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas. (Según redacción del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, por el que se modifica el PGC 2007, el PGC PYMES, las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas y las Normas de Adaptación del PGC a las entidades sin fines lucrativos).

	
b)  Que formen parte de un grupo de sociedades que formule o debiera haber formulado cuentas anuales consolidadas.

	
c)  Que su moneda funcional sea distinta del euro.

	
d)  Que se trate de entidades financieras que capten fondos del público asumiendo obligaciones respecto de los mismos y las entidades que asuman la gestión de las anteriores.





	 Ver Texto 




	 (8) 

	Los movimientos contables incluidos en la quinta parte del PGC PYMES y los aspectos relativos a la numeración y denominación de cuentas incluidos en la cuarta parte, excepto aquellos aspectos que contengan criterios de registro o valoración, no tendrán igualmente, carácter vinculante.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	En las sociedades acogidas al régimen de incentivos fiscales de empresas de reducida dimensión se establecen porcentajes reforzados de amortización sobre los de tablas, no condicionando el exceso de amortización sobre el contabilizado a su imputación contable en la cuenta de pérdidas y ganancias.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Se le denomina patrimonio neto por estar "neto" del Impuesto sobre Sociedades.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	La Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de cuentas, en su disposición final cuarta (apartado cuatro) da nueva redacción al artículo 257.3 del TRLSC 2010, que será de aplicación a los estados financieros que se correspondan con los ejercicios que comiencen a partir de 1 de enero de 2016, estableciendo que cuando pueda formularse balance en modelo abreviado, el estado de flujos de efectivo y el estado de cambios en el patrimonio neto no serán obligatorios.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	La Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, en su disposición final cuarta da nueva redacción al artículo 261 del TRLSC 2010 relativo a la Memoria abreviada de las cuentas anuales que será de aplicación a los estados financieros que se correspondan con los ejercicios que comiencen a partir de 1 de enero de 2016, estableciendo que las sociedades que puedan formular balance abreviado podrán omitir en la memoria las indicaciones que reglamentariamente se determinen, pero debiendo siempre suministrarse determinada información que detalla.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	La memoria abreviada y la de las PYMES son muy parecidas en su contenido pero no iguales, exigiendo la memoria abreviada mayor información en algunos puntos.


	 Ver Texto 









Capítulo II Las cuentas anuales. La determinación del resultado contable y su interrelación con la base imponible del Impuesto sobre Sociedades


 1.  FORMULACIÓN DE LAS CUENTAS ANUALES

La Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea, dio nueva redacción a toda la sección segunda del título III del Código de Comercio "De las Cuentas Anuales", comprensiva de los artículos 34 al 41 Código de Comercio de 1885 (en adelante CCo de 1885). En ellos trata de su formulación por la administración de la compañía, siendo el único texto legal que se ocupa de ello pues los artículos 177 a 198 del TRLSA que trataban del tema, fueron derogados por la Ley 16/2007, de 4 de julio. Además, el propio TRLSA, ha sido derogado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (TRLSC 2010).

El artículo 34 CCo de 1885 establece que al cierre del ejercicio, el empresario deberá formular las cuentas anuales de su empresa, que comprenden:


	
-  El balance.

	
-  La cuenta de pérdidas y ganancias.

	
-  Un estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio.

	
-  Un estado de flujos de efectivo, y

	
-  La memoria.



La Ley 16/2007, de 4 de julio, mantiene en las cuentas anuales el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias y la memoria e incorpora dos documentos más: el estado de cambios en el patrimonio neto (ECPN), y el estado de flujos de efectivo (EFE). Con la modificación introducida por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, en su disposición final primera, se da una nueva redacción al artículo 34.1 del Código de Comercio de 1885, que será de aplicación a los estados financieros que se correspondan a los ejercicios que comiencen a partir de 1 de enero de 2016. En él regula que el estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo no serán obligatorios cuando así lo establezca una disposición legal. De modo particular, el artículo 257.3 TRLSC 2010, en la redacción dada al mismo por la propia Ley 22/2015, de 20 de julio, dispone que cuando pueda formularse balance en modelo abreviado, el estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo no serán obligatorios.

El Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad (en adelante PGC 2007), con el carácter de reglamento, desarrolla ampliamente el contenido de las cuentas anuales, e igual hace el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas (en adelante PGC PYMES). Así mismo, el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, por el que se modifica el PGC 2007, el PGC PYMES, las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas y las Normas de Adaptación del PGC a las entidades sin fines lucrativos, contempla el carácter voluntario tanto del estado de flujos de efectivo como del estado de cambios en el patrimonio neto, para aquellas empresas que utilicen el modelo abreviado del PGC como para los sujetos contables que opten por aplicar el modelo del PGC PYMES.

Estos documentos forman una unidad, dice el artículo 34 CCo de 1885 manteniendo el tradicional criterio del Código, y deben redactarse con claridad y mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la empresa, de conformidad con las disposiciones legales. Pero añade: "A tal efecto, en la contabilización de las operaciones se atenderá a su realidad económica y no sólo a su forma jurídica", lo que supone una variación trascendental con respecto de la normativa anterior, que se complementa con una precisa definición en el artículo 36 CCo de 1885, de los activos, pasivos, ingresos y gastos, no tratándose de una disquisición meramente teórica sino práctica, que afecta a todo el tratamiento contable, como por ejemplo en los arrendamientos financieros que ven ampliado su concepto a un mayor número de supuestos.

Cuando la aplicación de las disposiciones legales no sea suficiente para mostrar la imagen fiel, la compañía suministrará en la memoria las informaciones complementarias precisas para alcanzar ese resultado.

En casos excepcionales, cuando la aplicación de una disposición legal en materia de contabilidad fuera incompatible con la imagen fiel que deben proporcionar las cuentas anuales, tal disposición no será aplicable, pero en la memoria se señalará esa falta de aplicación, motivarse suficientemente y explicarse su influencia sobre el patrimonio, la situación financiera y los resultados de la empresa.

Las cuentas anuales deberán ser formuladas expresando los valores en euros.

En cada una de las partidas de las cuentas anuales deberán figurar, además de las cifras del ejercicio que se cierra, las correspondientes al ejercicio inmediatamente anterior. Cuando ello sea significativo para ofrecer la imagen fiel de la empresa, en los apartados de la memoria se ofrecerán también los datos cualitativos relativos a la situación del ejercicio anterior.

La estructura del balance y de la cuenta de pérdidas y ganancias no podrá modificarse de un ejercicio a otro. Sin embargo, en casos excepcionales podrá hacerse siempre que conste en la memoria con la debida justificación.

Los libros que llevará necesariamente el empresario -sin perjuicio de lo establecido en leyes o disposiciones especiales- son el Diario y el de Inventarios y Cuentas Anuales. Las sociedades llevarán, además, un libro de Actas y otro de Socios (1) .

Los libros obligatorios deberán ser legalizados en el Registro Mercantil donde el empresario tenga su domicilio (2) , pudiendo además ser legalizados los libros no obligatorios como los de detalle del libro Diario o cualesquiera otros que se lleven por la empresa en el ámbito de su actividad.

El libro Diario, registrará día a día todas las operaciones relativas a la actividad de la empresa, aunque es válida la anotación conjunta de los totales de las operaciones por períodos no superiores al trimestre (3) , a condición de que su detalle aparezca en otros libros o registros concordantes, de acuerdo con la naturaleza de la actividad de que se trate (4) .

El libro de Inventarios y Cuentas Anuales, se abrirá con el balance-inventario inicial detallado de la empresa y, al menos trimestralmente, se transcribirán los balances de comprobación de sumas y saldos. También figurará en este libro el inventario de cierre del ejercicio y las cuentas anuales que a su vez comprenden el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, el estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de flujos de efectivo y la memoria. El estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo no serán obligatorios cuando pueda formularse balance en modelo abreviado. Estos documentos forman una unidad. (5) 

La Ley 14/2013, de 27 de septiembre, revoluciona el modo de llevar a cabo la legalización de los libros que obligatoriamente deben llevar los empresarios con arreglo a las disposiciones legales aplicables, incluidos los libros de actas de las juntas y demás órganos colegiados y los libros registros de socios y de acciones nominativas, estableciendo que "se legalizarán telemáticamente en el Registro Mercantil después de su cumplimentación en soporte electrónico y antes de que transcurran cuatro meses siguientes a la fecha de cierre del ejercicio".

Se acabó, por tanto, la legalización de los libros obligatorios de los empresarios confeccionados en papel y sellados por el Registro Mercantil bien con anterioridad a su rellenado -como los de actas- o con posterioridad.

La Ley 14/2013, de 27 de septiembre, añade que, además, los empresarios podrán voluntariamente legalizar libros de detalle de actas o grupos de actas formados con una periodicidad inferior a la anual cuando interese acreditar de manera fehaciente el hecho y la fecha de intervención por el Registrador.

El Registrador, como hasta ahora, comprobará el cumplimiento de los requisitos formales así como la regular formación sucesiva de los que se lleven dentro de cada clase, y, naturalmente "certificará electrónicamente su intervención en la que expresará el correspondiente código validador".

Los empresarios deberán tener un certificado reconocido (sirve el de la firma digital de Hacienda) para poder realizar el envío telemático de los libros al Registro, dándose de alta en la página del Colegio de Registradores (www.registradores.org y luego en presentación telemática de documentos (6) ).

La Dirección General de los Registros y del Notariado, ha dictado una Instrucción el 12 de febrero de 2015, sobre la legalización de los libros de los empresarios en aplicación del artículo 18 de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, en la que con efectos de 29 de septiembre de 2013, no permite la legalización de libros encuadernados en blanco, fija que los libros de actas deberán rellenarse en soporte electrónico y ser presentados de forma telemática para su legalización dentro de los cuatro meses siguientes al cierre del ejercicio social y en relación a los libros de socios o de acciones nominativas o de actas ya legalizados en blanco exige poner una diligencia de cierre a los efectos del artículo 334.2 del Reglamento del Registro Mercantil y del artículo 28.2 de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, aunque respecto del libro de socios solo exige la legalización de un nuevo libro en los cuatro meses siguientes a la finalización del ejercicio en que se hayan producido una alteración de la titularidad.

Esta misma Instrucción de la DGRN establece los supuestos excepcionales en los que se podrá presentar mediante dispositivos de almacenamiento de datos, cuando por problemas técnicos no sea posible la presentación de los ficheros a legalizar por vía telemática. Para ello se exigen los siguientes requisitos:


	
-  Debe existir una imposibilidad manifiesta que impida la presentación por vía telemática mediante la plataforma de tramitación telemática del Colegio de Registradores.

	
-  Deberán utilizarse soportes de almacenamiento de datos entre los más habituales en el mercado.

	
-  Los ficheros de los libros presentados para su legalización deberá cumplir los requisitos técnicos que respecto al formato y contenido de los distintos ficheros se especifican en el Anexo I de la Instrucción.

	
-  Se deberá presentar la instancia de solicitud de legalización de libros presentados en soporte magnético del artículo 330 del Reglamento del Registro Mercantil que se ajustará al modelo especificado en el Anexo II de la Instrucción.



Los libros deberán presentarse dentro de los cuatro meses siguientes al cierre del ejercicio social. Es decir, para aquellos ejercicios que coincidan con el año natural cuyo cierre es a 31 de diciembre, el plazo de legalización de libros finaliza el 30 de abril del año siguiente.

Si, por el contrario, el ejercicio económico de la sociedad no coincidiera con el año natural, supongamos, por ejemplo, una empresa cuyo ejercicio se cerró el 30 de Septiembre del año en curso, tendrá como fecha límite para la legalización telemática de los libros el 31 de Enero del año siguiente.

Es posible, que tras haber realizado la legalización sea necesario hacer alguna rectificación. Para ello, se deberá generar un fichero de rectificación que incluya:


	
-  Certificación del órgano de administración por el que se dé cuenta del error cometido.

	
-  Archivo rectificado en el que constarán los datos correctos.



Generalmente el portal web del Colegio de Registradores solicitará el número de entrada de la primera presentación para asumir que es una subsanación. En caso contrario, se entenderá como una nueva presentación.

Después de la reforma mercantil, el artículo 25.2 CCo de 1885 aún mantiene que: "la contabilidad será llevada directamente por los empresarios o por otras personas debidamente autorizadas, sin perjuicio de la responsabilidad de aquéllos", presumiéndose la autorización salvo prueba en contrario.

El cuadro de cuentas del PGC 2007 y PGC PYMES, así como sus movimientos de debe y haber son de aplicación facultativa por parte de las empresas, pero es aconsejable, si se hace uso de esa facultad, que las denominaciones sean similares con el fin de facilitar la elaboración de las cuentas anuales cuya estructura y normas que desarrollan su contenido y presentación son obligatorias.

La estructura y contenido de los documentos que integran las cuentas anuales se ajustará a los modelos aprobados reglamentariamente. La estructura de los documentos no podrá modificarse de un ejercicio a otro, salvo en casos excepcionales, siempre que esté debidamente justificado y se haga constar en la memoria.

En un plazo máximo de tres meses contados a partir del cierre del ejercicio social, la administración de la compañía deberá formular las cuentas anuales, es decir, de acuerdo a la norma 1ª del Marco Conceptual del PGC 2007:


	
-  El balance.

	
-  La cuenta de pérdidas y ganancias.

	
-  El estado de cambios en el patrimonio neto (tras la modificación del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, y la introducida por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de cuentas, no será obligatorio para las empresas que puedan formular balance y memoria abreviados desde el 1 de enero de 2016).

	
-  El estado de flujos de efectivo (que no será obligatorio para las empresas que puedan formular balance y memoria abreviados).

	
-  La memoria.



Así como efectuar una propuesta de aplicación de resultados.

Ambos PPGGCC tratan de igual forma los hechos posteriores que pongan de manifiesto condiciones que ya existían al cierre del ejercicio que, deberán tenerse en cuenta para la formulación de las cuentas anuales, motivando en las mismas, en función de su naturaleza, un ajuste, información en la memoria, o ambos, y obligan por tanto a modificar los estados financieros si estuvieran ya formulados (7) .

También los administradores deberán confeccionar un informe de gestión, que contendrá un estado de información no financiera, cuando proceda, si están sus empresas auditadas obligatoriamente. El ICAC en la consulta número 1 del BOICAC 117 de marzo de 2019 trata determinadas cuestiones relacionadas con el ámbito de aplicación de la obligación de publicar el estado de información no financiera.

En la consulta 3 del BOICAC 125 de marzo de 2021 se plantea cuáles son las empresas obligadas a presentar el informe de información no financiera. El ICAC determina que, de acuerdo con lo establecido en el apartado 3 de la disposición transitoria de la Ley 11/2018, de 28 de diciembre, a partir del 1 de enero de 2021, deberán presentarlo todas aquellas empresas sujetas al ámbito del TRLSC (8) , con más de 250 trabajadores y que, o bien tengan la consideración de entidades de interés público, o bien durante dos ejercicios consecutivos reúnan a fecha de cierre de cada uno de ellos, al menos una de las siguientes circunstancias:


	
-  El total de partidas del activo sea superior a 20.000.000 de euros.

	
-  El importe neto de la cifra anual de negocios supere los 40.000.000 de euros.



Además, establece el ICAC, que la publicación en la página web del estado información no financiera, será obligatorio para las empresas obligadas a presentarlo consolidado, no resultando sustitutivo del mismo la publicación de un resumen.

En la consulta 6 del BOICAC 132 de diciembre de 2022 se plantea si la obligación de presentar información a efectos comparativos en el estado de información no financiera se extiende al ejercicio anterior al que surge por primera vez la obligación de presentar dicho estado. 

A este respecto, el ICAC entiende que en la medida en que el estado de información no financiera forma parte del informe de gestión, puede entenderse que la información necesaria para comprender la evolución de la sociedad se suministrará a partir del ejercicio en que la sociedad está obligada a presentar dicho informe, para facilitar la citada comparación de la información en el tiempo lo que a su vez permitirá comprender la evolución de la sociedad, pero no antes.

De acuerdo con la Directiva 2014/95/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de octubre de 2014, las grandes empresas tendrán que elaborar un informe de información no financiera que incluya lo siguiente:


	
a)  Una breve descripción del modelo de negocio de la empresa.

	
b)  Una descripción de las políticas que aplica la empresa en relación con dichas cuestiones, que incluya los procedimientos de diligencia debida aplicados.

	
c)  Los resultados de esas políticas.

	
d)  Los principales riesgos relacionados con esas cuestiones vinculados a las actividades de la empresa, entre ellas, cuando sea pertinente y proporcionado, sus relaciones comerciales, productos o servicios que puedan tener efectos negativos en esos ámbitos, y cómo la empresa gestiona dichos riesgos.

	
e)  Indicadores clave de resultados no financieros, que sean pertinentes respecto de la actividad empresarial concreta.



En el caso de que la empresa no aplique ninguna política en relación con una o varias de esas cuestiones, el estado no financiero ofrecerá una explicación clara y motivada al respecto.

Las cuentas anuales deben ser firmadas, de acuerdo al artículo 37 CCo de 1885, en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, por las siguientes personas que responderán de su veracidad:


	
1º.-  Por el propio empresario, si se trata de una persona física.

	
2º.-  Por todos los socios que respondan ilimitadamente de las deudas sociales (todos los socios de la sociedad colectiva y por los socios colectivos de la sociedad comanditaria).

	
3º.-  Por todos los administradores de las sociedades.



Si faltara la firma de alguna de las personas señaladas en los números 2º y 3º, se señalará en los documentos en que falte, con expresa mención de la causa.

La formulación de las cuentas anuales en las sociedades supone simplemente una propuesta que se efectúa a la Junta General por la administración de la compañía, siendo aquélla la que en los seis meses siguientes al cierre del ejercicio deberá aprobarlas o rechazarlas.

La Ley 2/2021, de 29 de marzo, de medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID 19, en su disposición final cuarta modificó entre otros aspectos, los referidos a la celebración de juntas telemáticas, que, excepcionalmente, durante el año 2021 y aunque los estatutos no lo hubieran previsto, las sociedades anónimas, sociedades de responsabilidad limitada y comanditaria por acciones, asociaciones, sociedades civiles, sociedades cooperativas y fundaciones, pudieran celebrar por medios telemáticos su junta general o sesión que en cada caso corresponda.



Asimismo, tras los cambios introducidos por la Ley 5/2021 de 12 de abril en el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, se incorpora un nuevo artículo 182 bis Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, que regula la posibilidad de realizar la Junta exclusivamente por medios telemáticos, cuando así se autorice en sus estatutos. Estableciendo de modo expreso, que en lo no previsto en dicho precepto se someterán a las reglas generales aplicables a las juntas presenciales.

El artículo 124 de la LIS 2014 dispone que el plazo de presentación de la declaración del Impuesto sobre Sociedades está fijado en los 25 días naturales siguientes a los seis meses posteriores a la conclusión del período impositivo, sea cuál sea la fecha de aprobación de las cuentas anuales por la Junta General.

A partir de la convocatoria de la Junta General Ordinaria, en las sociedades anónimas, cualquier accionista puede solicitar y obtener de forma inmediata y gratuita toda la información referente a las cuentas anuales, informe de gestión, propuesta de aplicación de resultados e informe de Auditoría (9)  si la compañía estuviese obligada. En las sociedades limitadas además de tener esos mismos derechos, el socio o socios que representen al menos el 5 % del capital podrán examinar en el domicilio social, por si o en unión de experto contable, los documentos que sirvan de soporte y de antecedente de las cuentas anuales.

Aprobadas por la Junta Ordinaria las cuentas anuales, deberán depositarse en el Registro Mercantil (10)  de la provincia de su domicilio en el plazo de un mes (artículo 279 del TRLSC 2010), considerándose que cumplen los requisitos formales para su depósito si en el plazo de quince días el Registrador Mercantil no las rechaza. Si se presentasen trascurrido un mes desde la aprobación por la Junta, el Registrador admitirá la presentación pero hará constar que la misma se ha efectuado fuera de plazo.

El artículo 366 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil (en adelante RRM 1996) enumera los documentos deben ser depositados:


	
-  Solicitud firmada por el presentador.

	
-  Certificación del acuerdo del órgano social competente  (11) , que contenga el acuerdo de la aprobación de las cuentas y de la aplicación del resultado. Si las cuentas anuales hubieran sido presentadas en forma abreviada se expresará la causa.

	
-  Un ejemplar de las cuentas anuales, es decir del balance, cuenta de pérdidas y ganancias, un estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio, un estado de flujos de efectivo y la memoria con la firma autógrafa de todos los administradores, si existiese más de uno. Este último extremo también podrá acreditarse por certificación independiente. La certificación expresará igualmente, que las cuentas y el informe de gestión están firmados por todos los administradores o si faltase la firma de alguno de ellos se señalará esta circunstancia en la certificación, con expresa indicación de la causa, así como que las cuentas depositadas se corresponden con las auditadas si se hubiese practicado auditoría.

	
-  Un ejemplar del informe de gestión, que incluirá cuando proceda, un estado con información no financiera, si la sociedad está sometida a auditoría. Dentro de este mismo informe, o de modo separado, se incluirá el Estado de Información no Financiera.

	
-  El informe firmado de los Auditores de Cuentas cuando la sociedad esté obligada a verificación contable o se hubiera practicado a petición de los socios minoritarios (artículo 265.2 TRLSC 2010).

	
-  Un ejemplar del modelo de documentos de información sobre acciones o participaciones propias. Este documento se exigió por primera vez en la Orden JUS/206/2009, que fue derogada por la Orden JUS/319/2018, de 21 de marzo, hoy derogada por la Orden JUS/794/2021, de 22 de julio, derogada por la Orden JUS/616/2022 de 30 de junio, que mantiene la obligación tanto para las acciones en autocartera como para las participaciones propias en poder de la compañía en idénticos términos que las ordenes anteriores. El impreso está concebido de forma que permite controlar las adquisiciones y enajenaciones de acciones o participaciones propias para apreciar si se cumplen los porcentajes y requisitos en las compras y el tiempo de permanencia máxima antes de la transmisión o reducción del capital. La CNMV, interviene en relación a aquellas sociedades que no han cumplido la legislación sobre autocartera. Los Registros Mercantiles están requiriendo la presentación del documento sobre acciones y participaciones propias en todo caso.

	
-  Declaración sobre el titular real de la compañía. Se trata de la principal novedad que fue incorporada por la Orden JUS/319/2018, de 21 de marzo, hoy derogada por la Orden JUS/794/2021, de 22 de julio, que ha sido derogada por la Orden JUS/616/2022 de 30 de junio. Está motivada por la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de mayo de 2015, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y se centran en un nuevo formulario en el que debe manifestarse la llamada «identificación del titular real de la sociedad».



En el artículo 30.3 de esta Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de mayo de 2015, se establece que "Los Estados miembros se asegurarán de que la información (…) sobre la titularidad real se conserve en un registro central en cada Estado miembro, por ejemplo un registro mercantil o un registro de sociedades (…) o en un registro público." Por este motivo se ha implementado un nuevo formulario en el que las sociedades, en el momento de presentar a depósito sus cuentas anuales en el Registro Mercantil, hagan la declaración acerca del titular real.

En la exposición de motivos de la Orden JUS/319/2018, de 21 de marzo, se indicaba, que "no supone una nueva obligación general para todas las sociedades, pues solo deberán cumplimentarlo aquellas que tengan una titularidad real a favor de personas físicas, de forma directa o indirecta, de más del 25% de su capital social, pudiendo, en cuanto a los llamados titulares asimilados, remitirse a los libros del propio Registro Mercantil. En ejercicios sucesivos dicho formulario solo deberá ser cumplimentado si se han producido cambios en la titularidad real". Tras la Orden JUS/616/2022, de 30 de junio la declaración del titular real deberá ser cumplimentada de manera obligatoria, haya o no modificaciones con respecto al ejercicio anterior.

Mediante la declaración de «titular real» de la sociedad o entidad que deposita cuentas anuales individuales –no consolidadas– las entidades sujetas a dicha obligación además darán cumplimiento a lo previsto en el artículo 4.2 b) y c) de la Ley 10/2010 de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, que se desarrolla en el artículo 8 del Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se desarrolla el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Están sujetas a la obligación de identificar al titular real todas las personas jurídicas domiciliadas en España que depositan cuentas exceptuando las sociedades que coticen en un mercado regulado en virtud del artículo 3.6 a) i) de la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de mayo de 2015 y el artículo 4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Tienen la cualidad de «titular real» la persona física o personas físicas que cumplen con los requisitos establecidos en la Directiva y en la legislación española.

En general se entiende por «titular real» a la «persona o personas físicas que en último término posean o controlen, directa o indirectamente, un porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto de una persona jurídica, o que por otros medios ejerzan el control, directo o indirecto, de la gestión de una persona jurídica». Si el control es indirecto por medio de una persona jurídica deberá indicarse la identidad de esta. En su caso se tendrá en cuenta el artículo 42 del Código de Comercio y el artículo 22, apartados 1 a 5, de la Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y del Consejo."

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia de 22 de noviembre de 2022 Nº rec. C-37/2020, elimina la disposición de la Directiva antiblanqueo que obligaba a las empresas a publicar e informar al público en general de la titularidad real de la misma. Concretamente el TJUE la invalida por considerar que constituye una injerencia grave en los derechos de los afectados reconocidos en los artículos 7 y 8 de la Carta de Derechos Fundamentales de la UE, esto es al respeto a la vida privada y a la protección de los datos personales. De este modo se elimina el acceso del público en general a la información sobre la titularidad real. En definitiva, dicha información tendrá que seguir proporcionándose por las empresas pero el acceso a la misma ya no será público.

Con fecha de 12 de julio de 2023 se publica en el BOE el Real Decreto 609/2023, de 11 de julio, por el que se crea el Registro Central de Titularidades Reales y se aprueba su Reglamento. Así mismo se establece que el Ministerio de Justicia incorporará al Registro Central de Titularidades Reales los datos de carácter histórico existentes.

El incumplimiento de la obligación de identificación e información al Registro Central de Titularidades Reales, sea por falta de identificación en la hoja de titularidad real o por falta de constancia de la hoja de titularidad real por omisión en el depósito de las cuentas anuales cuando se trate de entidades legalmente obligadas a ello, determinará el cierre registral previsto en el artículo 378 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil (disposición adicional segunda Real Decreto 609/2023, de 11 de julio).


	
-  Información sobre el prestador de servicios a sociedades. Deberán incluir esta información, de acuerdo a lo dispuesto en la disposición adicional única de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, las personas físicas o jurídicas, exceptuadas las personas físicas profesionales, que presten todos o alguno de los servicios descritos en el artículo 2.1.o) de la Ley 10/2010, de 28 de abril. Dicha información será incorporada en un documento que se presentará junto con el depósito de sus Cuentas Anuales.

	
-  Informe relativo al impuesto sobre sociedades o impuestos de naturaleza idéntica o análoga. De acuerdo con la disposición adicional undécima de la Ley 22/2015 de 20 de julio, tendrán que presentar dicho informe las empresas o sucursales que cumplan los requisitos establecidos en la misma. Deberá aprobarse y publicarse en un plazo de 6 meses a partir de la fecha de cierre del ejercicio al que se refiera, debiendo permanecer accesible en la página web correspondiente durante al menos cinco años consecutivos. Además, deberá depositarse en el Registro Mercantil junto con los documentos que integran las cuentas anuales.



Con fecha 4 de julio de 2022 se ha publicado la Orden JUS/616/2022, de 30 de junio, por la que se aprueban los nuevos modelos para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales de los sujetos obligados a su publicación. Tal y como se ha mencionado anteriormente, esta Orden deroga a la Orden JUS/794/2021, de 22 de julio. 

En la presente orden se recogen las novedades, con relación al modelo actualmente vigente, derivadas del artículo 1 del Real Decreto 1/2021, de 12 de enero, por el que se modifican el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad; el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas; el Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, por el que se aprueban las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas; y el Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueban las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos.

Los cambios en el citado Plan General de Contabilidad, están motivados principalmente por la adaptación parcial a la Norma Internacional de Información Financiera 9 (NIIF-UE 9) correspondiente a instrumentos financieros y por la adaptación completa de la Norma Internacional de Información Financiera 15 (NIIF-UE 15) en materia de reconocimiento de ingresos.

Con fecha 30 de mayo de 2023 se ha publicado en el BOE la Resolución de 18 de mayo de 2023, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, referida a los modelos para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales de los sujetos obligados a su publicación. Dentro de las principales novedades introducidas para las cuentas anuales formuladas y aprobadas por los sujetos obligados, que sean presentadas en el Registro Mercantil para su depósito con posterioridad a la fecha de su publicación en el BOE, encontramos las siguientes:


	
-  Cambios en la hoja de identificación. Se incluye la obligación de indicar el porcentaje de mujeres en el órgano de administración, y se elimina la obligación de presentar la hoja COVID para todos los modelos individuales, normal, abreviado y Pyme.

	
-  Cambios en la hoja de titular real. Se establecen campos adicionales que permiten una mejor identificación de las personas físicas (país de expedición del documento y tipo de documento).Las tablas I y III se desdoblan en dos, para cumplimentar los datos según se trate de control a través de participación en el capital o control a través de derechos de voto.

En las tablas IV.a y IV.b, de nueva creación, se debe informar del porcentaje de participación directa por participación en el capital o por derechos de voto respectivamente, empresa a empresa para identificar la cadena de control.



	
-  Cambios en la hoja medioambiental. Se estima pertinente que las empresas españolas, independientemente de su tamaño, puedan con carácter voluntario reportar cinco indicadores clave en materia medioambiental como son los datos relativos a las emisiones de CO2 en sus tres alcances, y los consumos de agua y electricidad respectivamente.



Para el ejercicio 2021, con carácter excepcional y transitorio, se mantuvo la obligatoriedad de presentar la hoja de declaración COVID19, introducida en la Orden Ministerial JUS/794/2021, de 22 de julio y amparada en la disposición final tercera del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, por el que se modifican el Plan General de Contabilidad aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre; el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas aprobado por el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre; las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas aprobadas por el Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre; y las Normas de Adaptación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos aprobadas por el Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre.

Concretamente, al igual que en el ejercicio 2020, se informaba en dicha hoja sobre la repercusión del COVID 19 en relación con: medidas laborales aplicadas por la empresa en relación con los ERTES, alquileres, avales ICO, ayudas públicas recibidas, moratorias hipotecarias y no hipotecarias, flexibilización y suspensión de suministros o medidas de apoyo al sector del turismo.

El Registrador Mercantil solamente califica si los documentos depositados cumplen los requisitos formales. Es decir, si los documentos presentados son los exigidos por la Ley, si están debidamente aprobados por la Junta General, así como si constan las firmas preceptivas, y que en los casos de cuentas anuales presentadas en soporte informático, el algoritmo MD5 generado coincide con el que se expresa en la certificación (artículo 368 RRM 1996 y artículo 280 TRLSC 2010), pero no si se ajustan a los principios y normas contables obligatorias establecidos en el PGC 2007. A partir de su depósito y durante los seis años en que deberán conservarse, cualquier persona natural o jurídica puede obtener una copia o certificación de las mismas, porque la información suministrada es pública. Existe incluso la posibilidad de consultar las cuentas por internet, a través de servicios prestados por periódicos económicos especializados y del propio Registro Mercantil.

La Orden JUS/206/2009, de 28 de enero, aprobó los modelos para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales a fin de adaptarlos a los modelos definidos en la tercera parte, y, que de acuerdo con el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre y el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, están obligados los empresarios a darles publicidad a través del Registro Mercantil. La citada Orden, con el fin de reducir en lo posible la carga informativa que recae sobre las empresas y de incorporar a España al proceso normatizador mundial, y europeo en particular, del formato electrónico de la información financiera incluida en las cuentas anuales, incorpora el formato XML al soporte electrónico para el depósito de cuentas. Dicha orden, ha sido derogada por la Orden JUS 319/2018, de 21 de marzo, por la que se aprueban los nuevos modelos para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales de los sujetos obligados a su publicación. Al igual que se hizo en la orden derogada, con el fin de reducir en lo posible la carga informativa que recae sobre las empresas, de una parte, y de otra, de incorporar a España al proceso normalizador mundial, y europeo en particular, del formato electrónico de la información financiera incluida en las cuentas anuales, esta orden ministerial mantiene también el formato XBRL al soporte electrónico para el depósito de cuentas, según se determina en sus anexos. Igualmente, para facilitar que las empresas informen sobre los detalles que requiere la memoria de las cuentas anuales, esta orden ministerial sigue normalizando buena parte de su contenido, con el fin de que las empresas que lo deseen puedan utilizar los cuadros normalizados que se anexan, si bien no hace obligatorio su uso en el depósito para flexibilizar en lo posible el cumplimiento legal del depósito de cuentas.

Adicionalmente, en armonía con la cooficialidad constitucional con el castellano de las demás lenguas propias de las Comunidades Autónomas, dentro de los respectivos territorios, es necesario que los citados modelos sean bilingües, lo que queda también contemplado en el articulado de esta orden ministerial.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 257 del TRLSC 2010, podrán formular balance, - así como la memoria en virtud del artículo 261 del TRLSC 2010 - y el estado de cambios en el patrimonio neto abreviados, las sociedades que durante dos ejercicios consecutivos reúnan, a la fecha del cierre de cada uno de ellos, al menos dos de las circunstancias siguientes:







	 
	
Balance, ECPN

y memoria abreviados






	Activo
	No supere 4.000.000 €



	Cifra neta de negocios
	No supere 8.000.000 €



	Número medio de trabadores
	No supere 50





Las sociedades perderán la facultad de formular balance y estado de cambios en el patrimonio neto en forma abreviada –y la memoria en virtud del artículo 261 del TRLSC 2010–, si dejan de reunir, durante dos ejercicios consecutivos, dos de las circunstancias reseñadas.

El artículo 257.3 TRLSC 2010 establece que cuando pueda formularse balance en modelo abreviado, el estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo no serán obligatorios.

Ya no son los mismos requisitos que para no estar sometidos a auditoria obligatoria, lo que nos parece un grave error. Los requisitos para que tanto las cuentas anuales como, en su caso, el informe de gestión deban ser revisados por auditor de cuentas, continúan siendo reunir durante dos ejercicios dos de estas circunstancias:


	
-  No superar el activo 2.850.000€.

	
-  No superar la cifra de negocios 5.700.000€.

	
-  No superar el número medio de trabajadores 50.



Consecuencia de la crisis económica provocada por el coronavirus, muchas empresas redujeron su facturación y en muchas ocasiones se vieron también obligadas a reducir el número de empleados. Esto provocó, que empresas que estaban sometidas a auditoría obligatoria dejen de estarlo.

Por este motivo, el Instituto de Censores Jurados de Cuentas de España propuso al Gobierno que suspendiera los límites de auditoría para los cierres comprendidos entre el 1 de diciembre de 2020 y el 30 de noviembre del 2022. De este modo se persigue que empresas que venían siendo auditadas continúen haciéndolo, y ello para que exista un mayor control financiero de las empresas.

El artículo 258 del TRLSC 2010 obliga a formular cuenta de pérdidas y ganancias normal (no abreviada) a las sociedades dejen de reunir durante dos ejercicios consecutivos dos de las circunstancias siguientes:







	 
	
Cuenta

Pérdidas y Ganancias normal






	Activo
	No supere 11.400.000 €



	Cifra neta de negocios
	No supere 22.800.000 €



	Número medio de trabadores
	No supere 250





Se aprecia perfectamente que una empresa puede estar auditada y sin embargo no tener que formular la cuenta de pérdidas y ganancias en el formato normal por no cumplir dos de los requisitos exigidos.

El estado de flujos de efectivo no tiene más que un modelo, pero sólo deben rellenarlo las empresas que presenten modelos normales de cuentas anuales.

Resumiendo en materia de auditoría.








	Año X0. Empresa cumple dos de los requisitos
	NO AUDITORÍA



	Año X1. No cumple dos de los requisitos
	NO AUDITORÍA



	Año X2. No cumple dos de los requisitos
	AUDITORÍA



	Año X3. Cumple dos de los requisitos
	AUDITORÍA



	Año X4. Cumple dos de los requisitos
	NO AUDITORÍA





De este modo, debemos plantearnos que la situación de una empresa que ha tenido que estar esperando hasta casi el fin de año para ver si con la cifra de negocios dejaba de ser PYME (2º año), y que seguía contabilizando con arreglo al PGC PYMES (no había optado por el PGC), se verá obligada en cambio a aplicar el PGC 2007 si supera en ese segundo año los límites indicados.

Incluso puede darse el caso de que la empresa hasta el final del ejercicio no conozca si ha superado dos ejercicios dos de los límites para estar en auditoría obligatoria y sin embargo tendría que haber nombrado auditor dentro del año. Pensamos en aquellos casos en los que habrá que convocar Junta General de Socios para nombrar auditor, lo que requerirá por lo menos cuarenta días de anticipación de la convocatoria por si algún socio con el porcentaje adecuado desea incorporar otro punto en el Orden del Día.

La Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, da nueva redacción al artículo 264 de la TRLSC 2010 en su disposición final cuarta, que entró en vigor el 1 de enero de 2016, ratificando que la persona que deba ejercer la auditoría de cuentas será nombrada por la Junta General antes de que finalice el ejercicio a auditar por un período de tiempo inicial que no podrá ser inferior a tres años ni superior a nueve, sin perjuicio de la normativa que contenga la propia Ley de Auditoría de cuentas para la prórroga y a la duración de los contratos en relación con las sociedades calificadas como entidades de interés público. En el artículo 22 de la Ley 22/2015, de 20 de julio, se establece que si una vez finalizado el período de contratación inicial o la prórroga del mismo, ni el auditor de cuentas ni la entidad auditada manifestarán su voluntad en contrario antes de la fecha de aprobación de las cuentas anuales auditadas correspondientes al último período contratado o prorrogado el contrato quedará tácitamente prorrogado por un plazo de tres años. Además, la Ley 22/2015, de 20 de julio, modifica numerosos artículos del TRLSC 2010 relativos a la Auditoría, que no se recogen por exceder del objetivo de este libro, así como en la disposición final séptima declara que mediante la Ley 22/2015, España se incorpora a la Directiva 2014/56/UE del Parlamento Europeo y del Consejo (12) .

El ICAC, en su Boletín nº 40, de diciembre de 1999, en respuesta a la Consulta nº 7 sobre si los trabajadores contratados a través de una empresa de trabajo temporal forman parte de la plantilla de una empresa a efectos de la posibilidad de formular cuentas anuales abreviadas, señala que solicitó el informe de la Secretaria General Técnica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, organismo competente en el tema, del que se deduce que "el titular de la relación laboral de los trabajadores cedidos es la empresa de trabajo temporal, por lo que la vinculación jurídica se produce con esta empresa y no con la usuaria en la que presta sus servicios. En conclusión... no puede deducirse que los trabajadores puestos a disposición en empresas usuarias formen parte de la plantilla de estas últimas."

En relación con el cálculo del importe neto de la cifra de negocios, el ICAC en la consulta 3 del BOICAC 127 de septiembre de 2021 establece que para aquellos supuestos en los que se trate del primer año de actividad o se acuerde un cierre anticipado de manera excepcional con motivo de modificar el inicio y final del ciclo anual, el importe neto de la cifra de negocios vendrá determinado por la elevación al año (12 meses) de los ingresos que se hayan devengado en ese período, según lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 34.11 RICAC. Para dicho cálculo deberá realizarse la estimación oportuna que en general consistirá en la relación proporcional y directa entre la magnitud obtenida en el período de duración inferior al año y la magnitud anual deseada. No obstante, añade el ICAC, en la estimación tendrá que tenerse en cuenta la experiencia de facturación del sector concreto en los supuestos en que dicha facturación sea irregular a lo largo del ejercicio.



Ejemplo: Cálculo del importe neto de la cifra de negocios elevado al año

Una sociedad constituida el 1 de julio del presente ejercicio ha obtenido un importe neto de la cifra de negocios de 6.000.000 € para el segundo semestre del año.

Para hacer la elevación al año de ese importe vamos a plantear dos escenarios:


	
a)  La empresa desarrolla una actividad que se mantiene estable a lo largo del año.

	
b)  La empresa desarrolla una actividad que no es estable a lo largo del año. En concreto, según datos del sector se viene facturando durante el primer semestre del año un 50% menos que durante el segundo semestre.



a) La empresa desarrolla una actividad que se mantiene estable a lo largo del año.

1. Sabiendo que el INCN de Julio- Diciembre: 6.000.000€.

2. Teniendo en cuenta que la actividad es estable a lo largo del año:

6.000.000/6 X 6 = 6.000.000€

Enero- Junio: 6.000.000€ 

b) La empresa desarrolla una actividad que no es estable a lo largo del año. En concreto, según datos del sector se viene facturando durante el primer semestre del año un 50% menos que durante el segundo semestre.

1. Sabiendo que el INCN de Julio- Diciembre: 6.000.000€

2. Dado que la facturación para el primer semestre es un 50%

6.000.000 x 50% = 3.000.000€

Enero- Junio: 3.000.000€ 

Por tanto, el importe neto de la cifra de negocios para el ejercicio sería:

6.000.000 + 3.000.000 = 9.000.000€





Dado que una parte significativa de las sociedades -sin contar las inactivas- no estaban depositando las cuentas en el Registro Mercantil, sin que el Ministerio estuviese imponiendo las fuertes sanciones previstas en la legislación, los registradores mercantiles solicitaron del Ministerio de Justicia un régimen sancionador consistente en el "cierre del Registro". Por medio de la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades de Responsabilidad Limitada (hoy derogada) se estableció que el incumplimiento de la obligación de depositar, dentro del plazo hábil, las cuentas anuales y el informe de gestión -este último para las obligadas a ello- dará lugar a que no se inscriba en el Registro Mercantil documento alguno referido a la sociedad mientras el incumplimiento persista, a excepción de los títulos referentes al cese o dimisión de los administradores, gerentes, directores generales o liquidadores, y a la revocación o renuncia de poderes, así como a la disolución de la sociedad y nombramiento liquidadores y a los asientos ordenados por la Autoridad judicial o administrativa. Hoy día el artículo 282 del TRLSC 2010 mantiene la no inscripción y en los mismos términos.

El artículo 378 del Reglamento del Registro Mercantil, aprobado por Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, señala que transcurrido un año desde la fecha del ejercicio social sin que se haya practicado en el Registro el depósito de las cuentas anuales debidamente aprobadas no se inscribirá ningún documento presentado con posterioridad a aquella fecha, hasta que, con carácter previo, se practique el depósito, salvo los títulos que hemos mencionado en el párrafo anterior.

Para reabrir la hoja registral hay que depositar las cuentas anuales de los tres últimos ejercicios (Resoluciones de la DGRN de 3 de octubre de 2005 y DGRN de 8 de febrero de 2010).

Y ello sin perjuicio (artículo 283 del TRLSC 2010) de una multa de 1.200 euros a 60.000 euros a imponer por el ICAC, en base a la dimensión de la sociedad (13) , en función del importe total de las partidas del activo y de su cifra de ventas, referidas al último ejercicio declarado a la Administración tributaria y que deberán ser proporcionados por la sociedad, fijándose la multa de acuerdo con la cifra del capital social en el caso de no disponer de dichos datos, importe que proporcionará el Registro Mercantil. En el caso de que las cuentas anuales hubieran sido depositadas con anterioridad al inicio del procedimiento sancionador, la sanción se impondrá en su grado mínimo y reducida en un 50 %.

Hasta el ejercicio 2020 podríamos decir que eran pocas las empresas que eran sancionadas económicamente por la falta de depósito. No obstante, a partir del ejercicio 2021 se ha establecido un régimen sancionador para aquellas empresas que incumplan la obligación de depósito de cuentas.

De este modo, en la disposición adicional undécima del Real Decreto 2/2021, de 12 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas se establece lo siguiente:

“1. El plazo total para resolver y notificar la resolución en el procedimiento sancionador regulado en el artículo 283 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, será de seis meses a contar desde la adopción por el Presidente del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas del acuerdo de incoación, sin perjuicio de la suspensión del procedimiento y de la posible ampliación de dicho plazo total y de los parciales previstos para los distintos trámites del procedimiento, según lo establecido en los artículos 22, 23 y 32 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

2. Los criterios para determinar el importe de la sanción, de conformidad con los límites establecidos en el artículo 283 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, serán los siguientes:


	
a)  La sanción será del 0,5 por mil del importe total de las partidas de activo, más el 0,5 por mil de la cifra de ventas de la entidad incluida en la última declaración presentada ante la Administración Tributaria, cuyo original deberá aportarse en la tramitación del procedimiento.

	
b)  En caso de no aportar la declaración tributaria citada en la letra anterior, la sanción se establecerá en el 2 por ciento del capital social según los datos obrantes en el Registro Mercantil.

	
c)  En caso de que se aporte la declaración tributaria, y el resultado de aplicar los mencionados porcentajes a la suma de las partidas del activo y ventas fuera mayor que el 2 por ciento del capital social, se cuantificará la sanción en este último reducido en un 10 por ciento.



A partir de 2021 se debe tener en cuenta las posibles sanciones que se impondrán en el caso de que no se depositen las cuentas anuales, máxime cuando el gobierno ha anunciado públicamente que tiene previsto destinar los recursos necesarios para que estas sanciones puedan ser perseguidas y se hagan efectivas en todos los casos en los que se incumpla con la obligación de realizar el depósito dentro del mes siguiente a la aprobación de las cuentas anuales.

Si bien se trata de una cuestión a vigilar especialmente desde 2021, hay que tener en cuenta que el BOICAC no 107 del mes de septiembre de 2016 consulta Nº 2 ya recogió la respuesta del Instituto en el supuesto de una sociedad de capital que en septiembre de 2016 no había depositado todavía las cuentas de 2015. En el caso concreto se pregunta por el régimen sancionador aplicable y por la posibilidad de denunciar la situación.

Para ello establece que de acuerdo a la normativa aplicable (artículos 279 a 284 de la Ley de Sociedades de Capital), las principales consecuencias serían:


	
-  Por un lado el cierre registral para la inscripción de documentos por la sociedad incumplidora (artículo 282 TRLSC 2010) y art. 378.1 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil). No obstante, el apartado 5 del propio artículo 378, establece que no procederá el cierre registral siempre que se acredite que las cuentas anuales no estuvieran aprobadas por la Junta. Para dicha acreditación se precisa una certificación del órgano de administración con firmas legitimadas, en la que se expresará la causa de la falta de aprobación o mediante copia autorizada del acta notarial de Junta general en la que conste la no aprobación de las cuentas anuales.En este sentido debemos tener presenta que durante el mes de enero de cada año los Registros Mercantiles remiten a la Dirección General de Registros y Notariado la relación de empresas que no han cumplido con la obligación de depositar las cuentas. Esto quiere decir que siempre que se depositen las cuentas antes del 31 de diciembre del ejercicio, dicha sociedad no constará como incumplidora en la relación de empresas que envía el Registro para la incoación del correspondiente procedimiento sancionador, así como tampoco se procederá al cierre registral de la misma.



	
-  Y, por otro, la imposición de una multa, previa instrucción del expediente por el ICAC conforme al procedimiento establecido reglamentariamente, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo común de las Administraciones Públicas (artículo 283 TRLSC 2010).



Sin perjuicio del proceso sancionador, establece además la posibilidad de presentación de denuncias expresas a este respecto por parte de personas interesadas ante la Administración Competente de conformidad con lo dispuesto en los artículos 62 a 64 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

2.  LAS CUENTAS ANUALES Y LOS CAMBIOS EN CRITERIOS CONTABLES, ERRORES Y ESTIMACIONES CONTABLES. HECHOS POSTERIORES AL CIERRE

Esta materia se trata en la norma 22ª de las de registro y valoración del PGC 2007 y en la norma 21 del PGC PYMES. Ambas normas tienen el mismo texto.

Con el PGC de 2007 y el PGC PYMES existe una regulación común en los cambios en criterios contables que afecten al principio de uniformidad y los errores contables.

Cuando se produzca un cambio de criterio contable, se aplicará de forma retroactiva y su efecto se calculará desde el ejercicio más antiguo de que se disponga información, de tal forma que el ingreso o gasto correspondiente a ejercicios anteriores que se derive de dicha aplicación motivará, en el ejercicio en que se produce el cambio de criterio, el correspondiente ajuste por el efecto acumulado de las variaciones de los activos y pasivos, el cual se imputará directamente en el patrimonio neto, en concreto, en una partida de reservas (salvo que afectara a un gasto o un ingreso que se imputó en los ejercicios previos directamente en otra partida del patrimonio neto). Asimismo se modificarán las cifras afectadas en la información comparativa de los ejercicios a los que afecte el cambio de criterio contable.

Como consecuencia, resulta necesario modificar el importe de un patrimonio neto que ya estaba aprobado por la Junta General de socios.

Y lo mismo ocurre si apreciamos que hemos sufrido un error contable en las cuentas de ejercicios anteriores, que tiene el mismo tratamiento que los cambios de criterios contables. Para aclarar el concepto, de acuerdo a los PPGGCC, se entienden como errores contables las omisiones o inexactitudes en las cuentas anuales de ejercicios anteriores por no haber utilizado, o no haberlo hecho adecuadamente, información fiable que estaba disponible cuando se formularon y que la empresa podría haber obtenido y tenido en cuenta en la formulación de dichas cuentas.

Así, tendremos que formular "retroactivamente" las cuentas anuales de ejercicios anteriores si en el ejercicio cambiamos el método de valoración de existencias, o modificamos los sistemas de amortización del inmovilizado, o descubrimos errores contables. Con lo cual va a ser difícil que las empresas cambien sus criterios contables a no ser que se vean obligadas a ello, ya que tendrían que rehacer las cuentas ya aprobadas (14) , así como comunicárselo a los socios, accionistas, directores de bancos, etc. Y además en la memoria se incorporará información sobre esos errores y sobre los cambios de criterio.


Ejemplo: Solución de error sufrido

La sociedad A adquiere a comienzos del mes de enero de 2023 unos ordenadores por un importe de 120.000 euros.

La sociedad amortiza sus ordenadores informáticos (hardware) a un 33 % anual por estimar que tenían el mismo ritmo de depreciación que sus programas informáticos (software).

Al apreciar en el ejercicio 2024 que la amortización es excesiva y no se corresponde con la amortización por la tabla de la LIS 2014 (15)  ni con la vida útil del bien que es de 4 años, decide corregir el error. De acuerdo con la NRV 22ª del PGC 2007, al tratarse de un error por no haber utilizado adecuadamente la información de que disponía la empresa en el momento de la formulación de las cuentas, procede a realizar un ajuste por el efecto acumulado de las variaciones del activo, debiéndose imputar en el ejercicio en que se aprecia el error directamente a patrimonio neto.

Asiento contable:













	19.200,00
	2817
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DE EQUIPOS PARA PROCESOS DE INFORMACIÓN
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	RESERVAS VOLUNTARIAS
	113
	19.200,00



	 
	 
	
120.000 x 33 % = 39.600

120.000 x 25 % = 30.000

Diferencia 9.600 x 2 años = 19.200


	 
	 





Con ello se subsana el error realizado, procediendo seguidamente a amortizar en el ejercicio de la contabilización asentando adecuadamente la depreciación:













	30.000,00
	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DE EQUIPOS PARA PROCESOS DE INFORMACIÓN
	2871
	30.000,00







El ICAC en su BOICAC 86 de junio 2011, consulta 3 se pronuncia sobre si la subsanación de un error contable implica la reformulación de cuentas anuales.

Tras señalar lo dispuesto por el PGC en la NRV 22ª. "Cambios en criterios contables, errores y estimaciones contables" y en la NECA 8ª. "Estado de cambios en el patrimonio neto", nos recuerda que la reformulación de cuentas es un hecho excepcional previsto en el artículo 38c) del Código de Comercio de 1885 y en el Marco Conceptual de la Contabilidad del PGC 2007 que, al desarrollar el principio de prudencia, dispone que:

"Excepcionalmente, si los riesgos se conocieran entre la formulación y antes de la aprobación de las cuentas anuales y afectaran de forma muy significativa a la imagen fiel, las cuentas anuales deberán ser reformuladas".

En este mismo sentido se pronuncia el PGC en su introducción al señalar:

"Esta regla legal relativa a hechos posteriores al cierre del ejercicio, no tiene como objetivo imponer a los administradores una exigencia de reformulación de las cuentas anuales ante cualquier circunstancia significativa que se produzca antes de la aprobación por el órgano competente.

Por el contrario, sólo situaciones de carácter excepcional y máxima relevancia en relación con la situación patrimonial de la empresa, de riesgos que aunque conocidos con posterioridad existieran en la fecha de cierre de las cuentas anuales, deberían llevar a una reformulación de éstas. Dicha reformulación debería producirse con carácter general hasta el momento en que se ponga en marcha el proceso que lleva a la aprobación de las mismas."

En definitiva, con carácter general, los errores contables deben subsanarse en el ejercicio en que detectan, debiendo reflejarse la citada rectificación en las cuentas anuales de dicho ejercicio.

Distinto es el caso de la empresa que se encuentre ante un "cambio en las estimaciones contables", por tratarse de ajustes en el valor contable de activos o pasivos (o en el importe del consumo futuro de un activo) que sean consecuencia de la obtención de información adicional, de una mayor experiencia o del conocimiento de nuevos hechos. Entonces el cambio se aplicará de forma "prospectiva" y su efecto se imputará, según la naturaleza de la operación de que se trate, como ingreso o gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias del ejercicio o, cuando proceda, directamente al patrimonio neto. El eventual efecto sobre ejercicios futuros se irá imputando en el transcurso de los mismos.


Ejemplo:

La empresa B adquiere a comienzos del ejercicio 2022 un camión para el transporte de sus fabricados de pinturas por todo el territorio nacional, por un importe de 100.000 euros, decidiendo amortizarlo en 5 años por entender que su vida útil será coincidente con ese período, dado que estima realizará unos 100.000 kilómetros al año. En el mes de enero de 2023, al adquirir otro camión y cambiar la forma de distribución, la empresa estima que el primer vehículo industrial tendrá una vida útil de seis años más.

De acuerdo a la NRV 22ª del PGC 2007, entendiendo que la empresa está ante un cambio de estimación contable debido a la información adicional de la adquisición del segundo camión, aplica la estimación de forma prospectiva, imputando su efecto en la cuenta de pérdidas y ganancias del ejercicio 2023.

Asentará así en contabilidad:













	10.000,00
	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DE ELEMENTOS DE TRANSPORTE
	2818
	10.000,00



	 
	 
	
100.000 x 20% = 20.000 x 2 años = 40.000€ amortización acumulada.

Valor neto camión a comienzos 2023: 60.000 €, que dividido por los 6 años restantes de amortización supone 10.000 € de dotación anual.


	 
	 







En la memoria se debe informar de los cambios en estimaciones contables que hayan producido efectos significativos en el ejercicio o que vayan a producirlos en ejercicios posteriores.

En relación a los hechos posteriores al cierre del ejercicio, que son los ocurridos entre la fecha de cierre y la de formulación de las cuentas anuales, de acuerdo a la Norma de Registro y Valoración no 23ª:

- Si los hechos posteriores ponen de manifiesto situaciones que ya existían al cierre hay que reformular las cuentas o informar en la Memoria o ambas. Normalmente se trata de conocimiento de resolución de litigios, incobrables, venta de existencia por debajo del precio del inventario, incentivos vinculados al resultado, etc.


Ejemplo:

Una empresa tiene a 31-12-2023 unos derechos de cobro sobre un cliente por un total de 80.000€. El día 31-01-2024 el cliente es declarado en situación de concurso, estimándose la pérdida en un 40 % del crédito pendiente.

Antes de proceder al cierre definitivo del ejercicio 2023, se deberá reconocer la correspondiente pérdida por deterioro del derecho de cobro. Se asentará así en contabilidad:













	32.000,00
	436
	CLIENTE DE DUDOSO COBRO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	CLIENTE
	430
	32.000,00



	 
	 
	80.000 x 40 % = 32.000€
	 
	 

















	32.000,00
	694
	PÉRDIDAS POR DETERIORO DE CRÉDITOS POR OPERACIONES COMERCIALES
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	DETERIORO DE VALOR DE CRÉDITOS POR OPERACIONES COMERCIALES
	490
	32.000,00







- Si los hechos posteriores al cierre ponen de manifiesto situaciones que no existían en ese momento no hay que reajustar las cuentas anuales; sin perjuicio de incluir información en la Memoria.


Ejemplo:

A finales de febrero de 2023, antes de que los administradores de la sociedad hubieran formulado las cuentas anuales, se produce un incendio en las instalaciones de la empresa que supondrá unas pérdidas de 40.000€.

De acuerdo con lo establecido en los PPGGCC, se trata de un hecho que posterior que al cierre del ejercicio no podía conocerse. Dado que se trata de un hecho que podría distorsionar la capacidad de evaluación de las cuentas anuales, deberá incluirse en la memoria información sobre la estimación del efecto y de la naturaleza del mismo.



- Si los hechos posteriores al cierre afecten al principio de empresas en funcionamiento existe obligación de reformular las cuentas anuales.

En el supuesto de que después de la fecha de cierre los administradores de la Sociedad determinen la necesidad o la intención de cesar la actividad de la sociedad o proceder a la liquidación de la misma, no se podrán elaborar los estados financieros en base al principio de empresa en funcionamiento.

3.  PERÍODO DE IMPOSICIÓN

El artículo 27 de la LIS 2014 regula que el periodo impositivo coincidirá con el ejercicio económico de la sociedad, y al coincidir éste, normalmente con el año natural, la mayoría de las compañías cerrarán sus cuentas anuales el día 31 de diciembre. Sin embargo, existen determinados supuestos en los que el ejercicio económico no coincide con el año natural, por haberlo fijado así sus Estatutos, al estimar los socios que debido a la actividad de la compañía es preferible el cierre en otro momento del año.

El periodo impositivo no puede exceder de doce meses, y el impuesto se devengará el último día del periodo impositivo, aunque ello no quiere decir que éste no pueda ser inferior, lo que se produce, entre otros, en los siguientes supuestos:

- Constitución de la sociedad durante el año, cuando el cierre coincide con el año natural.

- Aquellos en los que el artículo 27 de la LIS 2014 señala que se produce la conclusión del período impositivo:


	
a)  Cuando la entidad se extinga.

	
b)  Cuando tenga lugar un cambio de residencia de la entidad residente en territorio español al extranjero.

	
c)  Cuando se produzca la transformación de la forma jurídica de la entidad y ello determine la no sujeción a este Impuesto de la entidad resultante.Se trata de evitar que las sociedades de Responsabilidad Limitada pretendiesen transformarse -artículo 87 LSRL 1995 derogado- en sociedades civiles, actualmente cuando el objeto de la sociedad no fuese mercantil, dado que no tributarían por el Impuesto sobre Sociedades, permitiéndoles vender los activos procedentes de la sociedad con una tributación de la ganancia obtenida en la "base liquidable del ahorro", evitando el pago en el IS al tipo de gravamen general.

Para lograrlo, el legislador asimiló –ya desde 1999– a la extinción la transformación de la sociedad en una sociedad civil obligando, en consecuencia, a cerrar el período impositivo calculando el resultado contable, hallando la base imponible y presentando la declaración del IS correspondiente.

Pero además añade que, al objeto de determinar la base imponible correspondiente al período impositivo que se cierra, se entenderá que la entidad se ha disuelto con los efectos establecidos en el artículo 17.5 de la LIS 2014, es decir que la sociedad transformada debe integrar en su base imponible la diferencia entre el valor de mercado de los elementos "transmitidos" y su valor fiscal.

La integración en la base imponible de las rentas a las que se refiere este artículo se efectuará en el período impositivo en el que se realicen las operaciones de las que derivan dichas rentas."

Hoy en día, a partir de la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles, que dedica los capítulos I y II a la transformación de las sociedades, que no recoge entre los supuestos de transformación el de la conversión de una sociedad limitada en una sociedad civil, la precaución del legislador parece innecesaria, salvo que pueda aplicarse a otros supuestos distintos al contemplado.



	
d)  Cuando se produzca la transformación de la forma societaria de la entidad, o la modificación de su estatuto o de su régimen jurídico, y ello determine la modificación de su tipo de gravamen o la aplicación de un régimen tributario distinto.



Preocupado el legislador porque la posible ganancia patrimonial obtenida en una transmisión posterior tributase a un tipo o por un régimen no apropiado teniendo en cuenta el hecho de la transformación, ha incorporado al mismo artículo 27 de la LIS 2014 un párrafo que dice así: "La renta derivada de la transmisión posterior de los elementos patrimoniales existentes en el momento de la transformación o modificación, se entenderá generada de forma lineal, salvo prueba en contrario, durante todo el tiempo de tenencia del elemento transmitido. La parte de dicha renta generada hasta el momento de la transformación o modificación se gravará aplicando el tipo de gravamen y el régimen tributario que hubiera correspondido a la entidad de haber conservado su forma, estatuto o régimen originario".

El Impuesto sobre Sociedades se devenga el último día del periodo impositivo. Como excepción, en las sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión en el Mercado Inmobiliario (SOCIMI), creadas por la Ley 11/2009, de 26 de octubre, el devengo del impuesto se produce el día del acuerdo de la Junta General de accionistas de distribución de los beneficios del ejercicio correspondiente al período impositivo, y en su caso, de las reservas de ejercicios anteriores en los que se aplicó su régimen especial. No obstante, el impuesto se devengará en las SOCIMI el último día del período impositivo, haya o no acuerdo de distribución de beneficios, por las rentas sujetas al tipo general del gravamen, así como cuando la sociedad haya obtenido pérdidas, no haya beneficio repartible o disponga de reservas de forma diferente a su distribución.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 124 de la LIS 2014, los contribuyentes deberán presentar su declaración en el plazo de los 25 días naturales siguientes a los 6 meses posteriores a la conclusión del período impositivo.

4.  INTERRELACIÓN DEL RESULTADO CONTABLE CON LA BASE IMPONIBLE DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

El artículo 10 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, LIS), establece textualmente que:


«1. La base imponible estará constituida por el importe de la renta en el período impositivo, minorada por la compensación de bases imponibles negativas de períodos impositivos anteriores. (16) 

2. La base imponible se determinará por el método de estimación directa, por el de estimación objetiva cuando esta Ley determine su aplicación y, subsidiariamente, por el de estimación indirecta, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

3. En el método de estimación directa, la base imponible se calculará, corrigiendo, mediante la aplicación de los preceptos establecidos en esta Ley, el resultado contable determinado de acuerdo con las normas previstas en el Código de Comercio de 1885, en las demás leyes relativas a dicha determinación y en las disposiciones que se dicten en desarrollo de las citadas normas (17) .

4. En el método de estimación objetiva la base imponible se podrá determinar total o parcialmente mediante la aplicación de los signos, índices o módulos a los sectores de actividad que determine esta ley.»



En cuanto al método de estimación objetiva, sólo resulta aplicable en el ámbito del Régimen especial de las Entidades Navieras en Función del Tonelaje, que es el primer supuesto de determinación de base por el sistema objetivo en el Impuesto sobre Sociedades (18) .

Lo extraño es que la LIS no define qué es la renta, salvo para decir en su artículo 4 LIS 2014 que "constituirá el hecho imponible la obtención de renta por el contribuyente, cualquiera que sea su fuente u origen".

Lo que está haciendo el legislador es identificar -en principio- resultado contable con la base imponible en el Impuesto sobre Sociedades. Lo que determina el texto de la LIS es lo siguiente:


	
1º.-  La sociedad deberá llevar su contabilidad y fijar su resultado con arreglo al Código de Comercio de 1885, a las demás leyes relativas a la determinación del mismo y a las disposiciones que se dicten para desarrollar las citadas normas.

	
2º.-  Una vez determinado el resultado contable, se corregirá, aplicando los preceptos de la LIS, para hallar la base imponible del Impuesto sobre Sociedades.



Por tanto, si en una materia concreta no existe una disposición especial en el texto del Impuesto sobre Sociedades, que modifique o corrija a efectos fiscales las normas mercantiles-contables, el resultado contable obtenido con arreglo a las mismas será la base imponible del Impuesto sobre Sociedades.

Pero al margen de la trascendencia de los criterios y principios contables de cara a la determinación de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades, siguen existiendo numerosas diferencias permanentes y temporarias que hacen que estemos muy lejos de una equiparación total entre el resultado contable y la base imponible.

El Consejo de Europa el 16 de marzo de 2011 publicó una Propuesta para la fijación de la base imponible consolidada común de los grupos de sociedades (con acrónimo CCCPP en inglés, BICCIS en español) (Ver apartado 4.7 del capítulo XXXVI, dedicado a la consolidación del grupo fiscal), por la que se propone fijar la base imponible por medio de normas fiscales, así como el sistema de distribución entre las sociedades del grupo. Si bien dicha propuesta no fue aprobada, los trabajos técnicos sobre sus aspectos relativos a la lucha contra la elusión fiscal permitieron la adopción, en 2016, de la Directiva de lucha contra la elusión fiscal.

El 25 de octubre de 2016 se publicaron dos proyectos de Directivas, una por la que se establece una base imponible común del Impuesto sobre Sociedades (BICIS) y otra por la que se establece una base imponible consolidada común del Impuesto sobre Sociedades (BICCIS).

El objetivo de la Directiva BICIS es fijar un conjunto único de normas para el cálculo de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades en el mercado interior de la UE.

Por su parte, el proyecto de Directiva BICCIS establece unas normas técnicas para la consolidación de los beneficios y la distribución de la base imponible consolidada a los Estados miembros que reúnan los requisitos.

5.  DETERMINACIÓN DE LA BASE IMPONIBLE A PARTIR DEL RESULTADO CONTABLE

De acuerdo al artículo 10.3 de la LIS 2014, en el método de estimación directa, la base imponible se calculará corrigiendo, mediante la aplicación de los preceptos de la Ley el resultado contable y para determinar este se atenderá:


	
1º.-  Las normas previstas en el Código de Comercio de 1885.

	
2º.-  Las demás leyes relativas a la determinación del resultado contable.

	
3º.-  Las disposiciones que se dicten en desarrollo de las citadas normas.



El artículo 131 de la LIS 2014 dispone que para determinar la base imponible la Administración tributaria aplicará estas normas referidas en el artículo 10.3 de la LIS 2014.

El BOICAC no 74 de junio de 2008 consulta nº 1 recoge la respuesta del Instituto -sometida a la consideración de la Abogacía del Estado- de que en las cuentas anuales individuales "en el caso de ausencia de una norma o interpretación en la normativa nacional que se aplique específicamente a una transacción, los administradores deberán utilizar su criterio profesional para definir un criterio contable que sea lo más respetuoso con el Marco Conceptual de la Contabilidad previsto en el PGC 2007 y con los criterios contenidos en las normas de contabilidad generalmente aceptadas en España", además de afirmar "la no obligatoriedad de aplicación supletoria de las NIIF" criterio confirmado por la Abogacía del Estado, en base a que el propio PGC 2007 en su Primera Parte dedicado al marco Conceptual de la Contabilidad, en su apartado 7º, considera principios y normas de contabilidad generalmente aceptados al: a) C de C y restante legislación mercantil, b) al PGC y sus adaptaciones sectoriales, c) a las normas de desarrollo que, en materia contable establece el ICAC, y d) a la demás legislación española que sea específicamente aplicable, sin mencionar en ningún momento la aplicación supletoria de las NIIF (19) .

A) El Código de Comercio, único texto legal citado expresamente, solo dedica el título II a la contabilidad de los empresarios. Consta de tres secciones, la primera de los libros de los empresarios, artículos 25 a 33 CCo de 1885, en los que señala que el empresario deberá llevar una contabilidad ordenada de la actividad de la empresa que permita un seguimiento cronológico de todas sus operaciones; mencionando como libros obligatorios: el Libro de Inventarios y Cuentas Anuales, el Diario y el de Actas, estableciendo el registro en cada uno de ellos, así como la forma de diligenciarlos en el Registro Mercantil, la obligación de conservarlos durante seis años a partir del último asiento realizado en los libros y el valor probatorio de los mismos y demás documentos contables que será apreciado por los Tribunales como una prueba más.


	
-  Una sección segunda dedicada a las cuentas anuales, que sufrió nueva redacción por la Ley 16/2007, de 4 de julio, artículo 34 a art. 41 CCo de 1885, que comprenden el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, un estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio, un estado de flujos de efectivo (20)  y la memoria en la que se determina su estructura así como la valoración de los elementos del inmovilizado y del circulante y sus correcciones valorativas. Esta sección ha sido modificada por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, artículos 34.1, 38 bis y 39.4 CCo de 1885.

	
-  Y una sección tercera dedicada a la presentación de las cuentas de los grupos de sociedades, artículos 42 a 49 CCo de 1885, que fue objeto de nueva redacción por la Ley 16/2007, de 4 de julio con un tratamiento algo más amplio, y que se ha vuelto a ver modificada por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, artículo 43 del CCo de 1885.



B) Otra de las normas de rango legal que contiene una regulación de la contabilidad, es el Real Decreto legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital.

El título VIII del TRLSC 2010 está dedicado a las cuentas anuales y consta de los siguientes capítulos:


	
I.  Disposiciones generales.

	
II.  Memoria.

	
III.  Informe de gestión.

	
IV.  Verificación de las cuentas anuales.

	
V.  Aprobación de las cuentas.

	
VI.  Depósito y publicidad de las cuentas anuales.



C) El PGC 2007 y el PGC PYMES

El artículo 10 de la LIS, de forma expresa, solo menciona como medio para calcular el resultado contable al Código de Comercio de 1885, y de forma genérica, a las demás leyes relativas a la determinación de tal resultado. El PGC 2007 y el PGC PYMES no son leyes, sino Reglamentos, fueron aprobados por los Reales Decretos 1514/2007 y 1515/2007, ambos del 16 de noviembre y al amparo de la disposición final primera de la Ley 16/2007, de 4 de julio, por lo que debemos tenerlos en cuenta a la hora de determinar el resultado contable. Modificados por el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre.

Ambos PPGGCC constituyen el desarrollo en materia contable de la legislación mercantil, y se estructuran en cinco partes:


	 Primera parte. Marco conceptual de la contabilidad

	 Segunda parte. Normas de registro y valoración

	 Tercera parte. Cuentas anuales

	 Cuarta parte. Cuadro de cuentas

	 Quinta parte. Definiciones y relaciones contables



Los PPGGCC, en cuanto contienen y desarrollan los principios generales y las normas de registro y valoración, que son de obligatoria observancia, son las verdaderas normas que nos permitirán llegar a fijar el resultado, pues las disposiciones del Código de Comercio de 1885 y del TRLSC 2010 son escasas y pobres de contenido, incapaces de satisfacer las necesidades contables de una empresa. (En el capítulo I se contempla con mayor desglose el contenido de los planes contables y las empresas a las que afecta).

D) Las normas que apruebe el ICAC de obligado cumplimiento en desarrollo del PGC y sus normas complementarias, en particular, en relación con los criterios de reconocimiento y reglas de valoración y elaboración de las cuentas anuales.

Las normas dictadas por el ICAC, deberán ajustarse al procedimiento de elaboración regulado en el artículo 24.1 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, por el Gobierno.

Y ello, en virtud de la autorización expresa a tal fin dada al ICAC en la disposición final primera de la Ley 16/2007, de 4 de julio. El legislador autoriza expresamente al ICAC a "aprobar normas de obligado cumplimiento" en desarrollo del PGC 2007 y del PGC PYMES.

En cualquier caso, teniendo en cuenta la autorización expresa por parte del legislador, el ICAC no debe olvidar lo que el Supremo afirmó: que las disposiciones que dicte en materia contable no representan una potestad absoluta sino que deben respetar los límites propios de todo reglamento, y en especial el de jerarquía de las disposiciones.

Asimismo, la disposición final primera de la Ley 16/2007, de 4 de julio, autoriza al Ministro de Economía y Hacienda para que, a propuesta del ICAC, y mediante Orden Ministerial apruebe las adaptaciones sectoriales del Plan General de Contabilidad.

Mientras tanto, los planes sectoriales aprobados se aplicarán siempre que no se opongan al nuevo PGC 2007. Y las Resoluciones ya dictadas por el ICAC, seguirán teniendo aplicación. El preámbulo del Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, dice textualmente al comentar su disposición transitoria quinta "Adicionalmente y siempre cuando no se opongan a lo dispuesto en la segunda parte de este PGC (la relativa a las normas de registro y valoración) se mantienen en vigor las Resoluciones aprobadas por el ICAC, sin perjuicio de la necesidad de proceder a su revisión en un breve espacio de tiempo". Las disposiciones transitorias de ambos planes contables claramente señalan que las adaptaciones sectoriales y otras disposiciones de desarrollo en materia contable (las Resoluciones del ICAC, lo son), en vigor a la fecha de publicación del Real Decreto  1514/2007, de 16 de noviembre y el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, seguirán aplicándose en todo aquello que no se opongan al Código de Comercio de 1885, TRLSA, LSRL 1995 y PPGGCC. A partir del 1 de septiembre de 2010, las menciones al TRLSA y a la LSRL 1995, deben entenderse efectuadas al Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (TRLSC 2010), aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, que derogó el TRLSA y la LSRL 1995.

Conviene no olvidar, que son muchas las Resoluciones dictadas:


	
-  Resolución de 16 de mayo de 1991, por la que se fijan los criterios generales para determinar el "importe neto de la cifra de negocios" (derogada por Resolución de 10 de febrero de 2021, del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, por la que se dictan normas de registro, valoración y elaboración de las cuentas anuales para el reconocimiento de ingresos por la entrega de bienes y la prestación de servicios («B.O.E.» 13 febrero) el 16 de febrero de 2021).

	
-  Resolución de 30 de julio de 1991, por la que se dictan normas de valoración del inmovilizado material.

	
-  Resolución de 25 de septiembre de 1991, por la que se fijan criterios para la contabilización de los impuestos anticipados en relación con la provisión para pensiones y obligaciones similares.

	
-  Resolución de 21 de enero de 1992, por la que se dictan normas de valoración del inmovilizado inmaterial.

	
-  Resolución de 30 de abril de 1992, sobre algunos aspectos de la norma de valoración número dieciséis del Plan General de Contabilidad.

	
-  Resolución de 27 de julio de 1992, sobre criterios de contabilización de las participaciones en los fondos de inversión en activos del mercado monetario (FIAMM).

	
-  Resolución de 27 de julio de 1992, sobre valoración de participaciones en el capital derivadas de aportaciones no dinerarias en la constitución o ampliación de capital de sociedades.

	
-  Resolución de 16 de diciembre de 1992, por la que se desarrollan algunos criterios a aplicar para la valoración y el registro contable del Impuesto General Indirecto Canario (IGIC).

	
-  Resolución de 20 de diciembre de 1996, por la que se fijan criterios generales para determinar el concepto de "patrimonio contable" a efectos de los supuestos de reducción de capital y disolución de sociedades regulados en la legislación mercantil.

	
-  Resolución de 20 de enero de 1997, por la que se desarrolla el tratamiento contable de los regímenes especiales establecidos en el Impuesto sobre el Valor Añadido y en el Impuesto General Indirecto Canario.

	
-  Resolución de 9 de octubre de 1997, sobre algunos aspectos de la norma de valoración decimosexta del Plan General de Contabilidad, que deroga la Resolución del 30 de abril de 1992, pero manteniendo en gran parte su texto y complementándolo, en relación a la contabilización de acuerdo al nuevo texto de la LIS, de las diferencias permanentes, temporales y créditos por pérdidas a compensar y en materia de constancia en la memoria de las cuentas anuales de la "situación fiscal".

	
-  Resolución de 20 de julio de 1998, sobre información a incorporar en las cuentas anuales relativa al "efecto 2000", que obliga a crear un apartado en la Memoria explicando los efectos que producirá de acuerdo con la estructura de la empresa, los planes de actuación elaborados para paliarlo, los compromisos futuros de inversión, los gastos y pérdidas que producirá la adecuación de las aplicaciones informáticas, provisiones que pudieran ocasionarse e instalaciones pudieran ver afectada su vida útil por su causa.

	
-  Resolución de 9 de mayo de 2000, por la que se establecen criterios para la determinación del coste de producción de bienes, servicios e inmovilizado, métodos de valoración de existencias y correcciones de valor de las mismas.

	
-  Resolución de 15 de marzo de 2002, por la que se modifica parcialmente la del mismo Instituto de 9 de octubre de 1997, sobre algunos aspectos de la norma de valoración decimosexta del Plan General de Contabilidad, dedicada al tratamiento contable del Impuesto sobre beneficios.

	
-  Resolución de 25 de marzo de 2002, por la que se aprueban normas para el reconocimiento, valoración e información de los aspectos medioambientales en las cuentas anuales.

	
-  Resolución de 8 de febrero de 2006, por la que se aprueban normas para el registro, valoración e información de los derechos de emisión de gases de efecto invernadero.



Con posterioridad a la aprobación de los PPGGCC se han aprobado nuevas Resoluciones por el ICAC que han venido a sustituir a algunas de las relacionadas anteriormente, adaptándose a los nuevos criterios dimanantes de los PPGGCC. Asimismo se han aprobado nuevas adaptaciones sectoriales al PGC. Las relacionamos a continuación:

Adaptaciones sectoriales


	
-  Adaptación sectorial del PGC a las Entidades Aseguradoras. Real Decreto 1317/2008, de 24 de julio, modificado por el Real Decreto 1736/2010 de 23 de diciembre de 2010, y Real Decreto 1060/2015, de 20 de noviembre, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras.

	
-  Normas sobre aspectos contables de las Sociedades Cooperativas. Orden EHA 336/2010 de 21 de diciembre.

	
-  Adaptación sectorial del PGC a las Empresas Concesionarias de Infraestructuras públicas. Orden EHA 3362/2010, de 23 de diciembre.

	
-  Normas de aplicación del PGC a las Entidades sin Fines Lucrativos. Real Decreto 1491/2011 de 24 de octubre.

	
-  Normas para la Formulación de las cuentas anuales consolidadas. Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre.



Resoluciones del ICAC


	
-  Resolución de 1 de marzo de 2013 sobre Normas de valoración del inmovilizado material e Inversiones inmobiliarias.

	
-  Resolución del 26 de marzo de 2013, aprueba el Texto Refundido del Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Entidades sin fines lucrativos (BOE 85 de 9 de abril de 2013).

	
-  Resolución del 26 de marzo de 2013, aprueba el Texto Refundido del Plan General de Contabilidad de las Entidades sin fines lucrativos (BOE 86 de 10 de abril de 2013).Estas dos últimas resoluciones recogen los criterios aprobados por el Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, incorporando al mismo tiempo los criterios del PGC que resultan de aplicación común a las empresas y a estas entidades.

El de pequeñas entidades establece los criterios para ser considerado microentidad:








	Activo total
	
< 150.000 €



	Volumen anual ingresos
	
< 150.000 €



	Nº medio empleados
	
< 10







	
-  Resolución de 28 de mayo de 2013, sobre normas de registro, valoración e información del inmovilizado intangible.

	
-  Resolución de 18 de septiembre de 2013, por la que se dictan normas de Registro y Valoración e información en la memoria de las cuentas anuales sobre el deterioro del valor de los activos que entró en vigor el día 1 de enero de 2014 y será de aplicación para los ejercicios que se inicien a partir de dicha fecha.

	
-  Resolución de 14 de abril de 2015, por la que se establecen criterios para la determinación del coste de producción, aplicable al inmovilizado y a las existencias.

	
-  Resolución de 29 de enero de 2016, sobre la información a incorporar en la memoria de las cuentas anuales en relación con el periodo medio de pago a proveedores en operaciones comerciales.

	
-  Resolución de 9 de febrero de 2016, por la que se desarrollan las normas de registro, valoración y elaboración de las cuentas anuales para la contabilización del Impuesto sobre Beneficios.

	
-  Resolución de 5 de marzo de 2019, por la que se desarrollan los criterios de presentación de los instrumentos financieros y otros aspectos contables relacionados con la regulación mercantil de las sociedades de capital. Publicada en el Boletín Oficial del Estado con fecha 11 de marzo de 2019, entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el BOE, y será de aplicación a las cuentas anuales de los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2020.

	
-  Resolución de 10 de febrero de 2021, del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, por la que se dictan normas de registro, valoración y elaboración de las cuentas anuales para el reconocimiento de ingresos por la entrega de bienes y la prestación de servicios.



El artículo 131 de la LIS 2014 dice así: "Facultades de la Administración para determinar la base imponible. A los efectos de determinar la base imponible, la Administración tributaria aplicará las normas a que se refiere el artículo 10.3 de esta Ley" que son las que hemos contemplado en el apartado 4 de este capítulo. Esta redacción tiene su origen en la Ley 24/2001, de 27 de diciembre. En su texto primitivo la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del IS, disponía que a los solos efectos de determinar la base imponible la Administración podía determinar el resultado contable, lo que había sido muy criticado por la doctrina por entender que era una intromisión intolerable en la esfera de la empresa.

Aunque la redacción actual de la LIS 2014 en este punto es correcta no cabe duda de que, en la práctica, la Administración vía inspección tendrá que utilizar el mismo procedimiento para fijar la base imponible del IS. En primer lugar, fijar un resultado contable ajustado a la legislación mercantil-contable; y luego, aplicar las normas fiscales para determinar la base imponible.

Lo que puede ocurrir, y sin duda ocurrirá, es que nuestro derecho mercantil-contable no es tan perfecto, aunque esté basado en las NIC/NIIF -tal vez ninguno lo sea- como para permitir en todos los casos una fijación del resultado contable de una forma indubitada, con lo que en la práctica habrá que acudir a opiniones doctrinales para resolver algunas lagunas.

Por otra parte, conviene no olvidar que las Directivas, más aún los Reglamentos de la Unión Europea que el Consejo adopta para la aproximación de las disposiciones fiscales de los Estados miembros, obligan a éstos y en consecuencia a España. Ya la Ley 16/2007, de 4 de julio, en su disposición final primera, al autorizar al Gobierno para aprobar por Real Decreto el PGC, expresamente decía "todo ello, de conformidad con lo dispuesto en las Directivas Comunitarias y teniendo en consideración las normas internacionales de información financiera adoptadas por los Reglamentos de la Unión Europea".

En relación con la primacía del Derecho de la Unión Europea, resulta de gran interés la doctrina del Tribunal Supremo manifestada en su STS de 8 de junio de 2016 (recurso 207/2015), que diferencia entre la eficacia vertical y la eficacia horizontal de la normativa comunitaria señalando:

“Ya en precedente ocasión hemos puesto de manifiesto (STS de 23 de marzo de 2015, recurso 2057/2014) que "tal principio -la primacía del Derecho de la Unión Europea- «forma parte del acervo comunitario incorporado a nuestro ordenamiento ... y su efecto vinculante se remonta a la doctrina iniciada por el entonces Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas con la Sentencia de 15 de julio de 1964, asunto Costa contra Enel ..., habiéndose aceptado la primacía del Derecho de la Unión Europea ...por la propia Constitución Española en virtud de su art. 93 » (STC de 2 de julio de 2012, sentencia 145/2012, recurso 273/2011, FJ 5). Añadamos ahora que esta primacía tiene -a lo que entendemos- tres manifestaciones: 


	
a)  En primer lugar, la prevalencia del Derecho originario sobre el Derecho interno en términos absolutos y globales, de manera que en caso de contradicción entre las normas nacionales infraconstitucionales y el Derecho de la Unión, el Juez nacional tiene la obligación de inaplicar la ley interna por su propia autoridad, sin esperar a su previa depuración por el propio legislador o la jurisdicción constitucional (así, STSJ de 09/03/1978 Nº recurso 106/1977, asunto «Simmenthal», ap. 17; STSJ de 22/06/2010, Nº recurso 188/2010, asunto «Melki y Abdeli», ap. 43; y STSJ de 05/10/2010, Nº recurso 173/2009, asunto «Elchinov», ap. 31).

	
b)  En segundo lugar -como ya destacamos en la precitada STS 23 de marzo de 2015 (recurso 2057/2014) «no ofrece dudas la prevalencia o primacía de la jurisprudencia comunitaria sobre la doctrina o jurisprudencia de los tribunales de los países miembros en la interpretación o aplicación de los preceptos y disposiciones del Derecho comunitario, porque de conformidad con el artículo 234 del Tratado de la CE -anterior art. 177-, la doctrina establecida por el TJUE, al resolver cuestiones prejudiciales, es vinculante para el Tribunal Supremo y ha de acatarla». 

	
c)  En último término, esa primacía se manifiesta igualmente en la obligada interpretación de la normativa interna a la luz de la legislación y jurisprudencia comunitarias, que es la llamada «interpretación conforme» de que trataremos luego con cierto detalle. 



Ahora bien, frente a esa superioridad general -ante los Derechos nacionales- que es propia de todo el Derecho Comunitario, también existe una concreta manifestación de la primacía en su aplicación a la relación entre particulares [eficacia directa «horizontal»], pero ésta ya no puede predicarse de todo el Derecho de Unión, sino tan sólo del «Derecho originario europeo», integrado por los Tratados [Tratados constitutivos; el Tratado de la Unión Europea o Tratado de Maastricht del año 1992; los Tratados y acuerdos que modifican a estos Tratados fundacionales -Acta Única Europea, Tratado de Ámsterdam y Tratado de Niza-; y los Tratados de Adhesión de los distintos Estados miembros], la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea [por disponerlo así el TFUE], y los principios generales que el TJ atribuye cualidad de constitucionales; y también alcanza -la primacía- al Derecho derivado con directa eficacia, en concreto los Reglamentos, puesto que los mismos -conforme al artículo 288 TFUE - gozan de «alcance general» y serán «obligatorio[s] en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro» desde su publicación en el DOUE. 

Por el contrario, el privilegio de eficacia «horizontal» no beneficia -con carácter general y en términos absolutos al Derecho derivado carente de eficacia directa, y singularmente -ésta es la cuestión debatida en autos- a las Directivas, respecto de las que el mismo art. 288 TFUE sostiene que «obligará[n] al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios»”

6.  DIFERENCIAS ENTRE LAS NORMAS DE VALORACIÓN DE LOS PLANES CONTABLES Y DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

El objetivo a alcanzar por los PPGGCC con sus normas de registro y valoración, es determinar el beneficio de la compañía para conocimiento del propio empresario, de sus clientes, proveedores, entidades bancarias ..., mientras que las normas de valoración fiscales solamente van encaminadas a la determinación de la base imponible en el Impuesto sobre Sociedades a fin de que aplicando a la misma el tipo de gravamen del impuesto y las deducciones, bonificaciones, retenciones e ingresos a cuenta que procedan, se fije una cuota a ingresar al Tesoro Público.

Es evidente que finalidades tan distintas tienen que conducir a normas de valoración diferentes y que además la regulación fiscal está, a veces, condicionada por un cierto afán recaudatorio por lo que no es de extrañar que las diferencias sean numerosas, más de lo deseable para el contribuyente, que precisaría de una más pacífica convivencia entre las normas de valoración contables y tributarias. Sin embargo, hay que reconocer que la legislación tributaria aproximó el texto fiscal a las normas contables, pero en menor medida de lo que se podía prever, y en los últimos años incluso la tendencia va cambiando, habiendo aumentado desmesuradamente los ajustes extracontables debido a las diferencias permanentes y temporarias que hay que realizar.

A pesar de ello, la normativa mercantil y contable implantada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, al exigir en determinadas operaciones societarias no dinerarias, como permutas, aportaciones, etc., la valoración de los elementos patrimoniales recibidos y de los entregados a valor razonable, equivalente al valor de mercado fiscal, ha supuesto la desaparición de algunos ajustes extracontables, como también lo ha sido la obligatoriedad fiscal de considerar las operaciones vinculadas a valor normal de mercado, como en los PPGGCC.

Es por ello que nos vemos obligados a lo largo del libro a contemplar en primer lugar las normas de valoración que afectan al activo, al patrimonio neto y al pasivo del balance, para estudiar a continuación los conceptos que conforman el debe y el haber de la cuenta de pérdidas y ganancias y del estado de cambios del patrimonio neto de la empresa.

¿Con arreglo a cuál de esas normas de valoración deberán contabilizar nuestras empresas?

La Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable y el PGC 2007 y el PGC PYMES que la desarrollan obligan a aplicar las normas de valoración en ellas contenidas, con independencia de las fijadas entonces en el TRLIS y ahora en la LIS 2014.

Ya el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, declaró la obligatoriedad del PGC para todas las empresas, cualquiera que sea su forma jurídica, individual o societaria, sin perjuicio de aquellas empresas que puedan aplicar el PGC de Pequeñas y Medianas Empresas y por tanto de sus criterios contables, aunque ambos planes excepcionan, por no tener carácter vinculante, los movimientos contables de las cuentas incluidos en la quinta parte de los PPGGCC y la numeración y denominación de las cuentas, excepto en aquellos aspectos que contengan criterios de registro o valoración.

Sin perjuicio de ello, el artículo 3 del PGC PYMES establece que cuando una empresa que aplique su plan específico realice una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados contenidos en el PGC 2007 con la excepción de los relativos a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta que en ningún caso serán aplicables.

A nuestro juicio, se debe contabilizar obligatoriamente de acuerdo con las normas de valoración del Código de Comercio de 1885 y de los PPGGCC, sin perjuicio de que la compañía cumplimente los registros fiscales especiales -no contables- establecidos en su normativa.

Las graves consecuencias que podrán provocar en la tributación las normas de valoración a valor razonable, están paliadas en el artículo 17 LIS 2014, en el que después de regular que "los elementos patrimoniales" se valorarán de acuerdo con los criterios establecidos en el CCo de 1885, añade que "no obstante, las variaciones de valor originadas por aplicación del criterio del valor razonable no tendrán efectos fiscales mientras no deban imputarse a la cuenta de pérdidas y ganancias", concluyendo que "El importe de las revalorizaciones contables (voluntarias) no se integrará en la base imponible, excepto cuando se lleven a cabo en virtud de normas legales o reglamentarias que obliguen a incluir su importe en la cuenta de pérdidas y ganancias. El importe de la revalorización no integrada en la base imponible no determinará un mayor valor, a efectos fiscales, de los elementos revalorizados". Especial relevancia puede tener en este aspecto la modificación realizada en el artículo 38 bis.1 del CCo de 1885 por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, contemplando la aplicación del valor razonable no sólo a determinados instrumentos financieros sino, con carácter general, a los activos y pasivos que se determinen reglamentariamente. Cuando se produzca dicho desarrollo reglamentario habrá que comprobar si el mismo viene o no acompañado de una modificación de la LIS que evite la aplicación del criterio del valor razonable a efectos fiscales.

7.  ALCANCE DEL VALOR PROBATORIO DE LA CONTABILIDAD EN EL DERECHO TRIBUTARIO Y CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES CONTABLES

De acuerdo al artículo 31 del CCo de 1885 en la redacción dada por la Ley 19/1989, de 25 de julio, de adaptación de la legislación mercantil a las Directivas de la Comunidad Europea, el valor probatorio de los libros de los empresarios y demás documentos contables será apreciado por los Tribunales conforme a las reglas generales del Derecho, es decir que se trata de una prueba no tasada y que discrecionalmente los jueces pueden apreciar según las reglas de la sana critica, lo que nos conduce a señalar que los libros y documentos contables no tienen preferencia alguna sobre los demás medios de prueba.

Los libros de contabilidad, por tanto, no serán sino una prueba más, dentro de otras, que podrá ser libremente valorada por los tribunales en cada caso.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de octubre de 2012 (Rec. Nº 259/2010), diferencia, a efectos de la acreditación del período impositivo en que se genera la renta derivada del registro contable de pasivos ficticios, entre el valor probatorio de una contabilidad legalizada o no legalizada, reconociendo plenos efectos probatorios a la contabilidad legalizada. En el mismo sentido se pronuncia el TEAC en su Resolución de 21 de marzo de 2013 (Rec. Nº 7722/2012). La más reciente Sentencia del propio Tribunal Supremo de 25 de julio de 2023 (Rec. Nº 6934/2020) ratifica la validez de la contabilidad para acreditar la procedencia del registro contable del pasivo ficticio en un ejercicio prescrito y, en consecuencia, la imposibilidad de su regularización. Resulta oportuno destacar que en el caso enjuiciado por la citada Sentencia, el contribuyente no pudo acreditar la contabilización del pasivo ficticio en un ejercicio prescrito mediante la aportación del Libro Diario legalizado (por daños en el fichero que conservaba dicho Libro Diario), si bien pudo acreditar la contabilización con otros medios de prueba, en concreto, el Balance de situación y el Balance de Sumas y Saldos legalizado, certificados de las entidades prestamistas e informes periciales.

Al valor probatorio de los libros contables se refiere también el Tribunal Supremo en su Sentencia de 25 de octubre de 2021 (Recurso 6820/2019). Apoyándose en otra sentencia de 1963, afirma que los asientos contables no tienen fuerza para acreditar hechos jurídicos, sino hechos materiales de carácter patrimonial. En base a ello concluye que el valor probatorio de los libros contables (incluidas las cuentas ya calificadas y depositadas en el Registro Mercantil) es similar al de cualquier documento privado.

Igualmente de interés resulta la Sentencia de la Audiencia Nacional de 27 de marzo de 2014 (Rec. No 245/2011) que en su Fundamento de Derecho Quinto señala que "los libros de comercio y la contabilidad tienen fuerza probatoria, siempre y cuando la contabilidad como tal y los demás libros de comercio, se lleven dando cumplimiento a lo exigido por dichas normas, estando, por otra parte, facultada la Administración tributaria para comprobar toda la documentación contable que se le proporcione con motivos de actuaciones de comprobación", añadiendo a continuación que "También, procede señalar que, ante la generalidad del criterio, recogido en las normas mercantiles, y la posible aplicación del anterior art. 1228 Código civil , conforme al cual: " Los asientos, registros y papeles privados únicamente hacen prueba contra el que los ha escrito en todo aquello que conste con claridad; pero el que quiera aprovecharse de ellos habrá de aceptarlos en la parte que le perjudiquen" , la jurisprudencia se inclinó por la inaplicabilidad en la materia de la referida norma, al declarar: "Dice la sentencia de 17 de abril de 2001, se refiere al ámbito del art. 1228 del Código Civil "relativo -dice- a los asientos, registros y papeles que se formen y conserven por uno solo de los interesados y mantenerlos consigo (sentencias del Tribunal Supremo de 24 de mayo de 1999 y 6 de junio de 2000), es decir, los documentos formados por un particular y no destinados a otros (sentencias del Tribunal Supremo de 3 de febrero de 1994 y 17 de febrero de 1995) o, dicho de forma más sintética y expresiva, los de índole particular o "domésticos" (sentencias del Tribunal Supremo de 21 de enero de 1985 y 22 de enero de 2001)"; en aplicación de esta doctrina jurisprudencial, dice la sentencia de 21 de enero de 1985 "que la norma en cuestión no alude a la fuerza probatoria que puedan tener los libros y registros llevados por una de las partes suscritos por ella, sobre todo si se hace en cumplimiento de una obligación legal, y que son utilizados en litigio, en la cual queda al arbitrio de los órganos jurisdiccionales de instancia fijar su alcance atendiendo a la clase de documentos de que se trate, a sus formalidades, a la relación jurídica proclamada y a la intervención que en la misma o en su reflejo documental pueda haber tenido la contraparte (sentencia de 15 de abril de 1969)". (Sentencia del Tribunal Supremo, Primera, de 15 de diciembre de 2002)".

Para garantizar que el resultado contable, precedente inmediato de la base imponible de Impuesto sobre Sociedades, se calcula adecuadamente, en el artículo 120 de la LIS, aunque con una cierta imperfección técnica, señala que "los contribuyentes de este Impuesto deberán llevar su contabilidad de acuerdo con lo previsto en el Código de Comercio o con lo establecido en las normas por las que se rigen".

Añadiendo que, en todo caso, los contribuyentes en estimación directa llevarán su contabilidad de tal forma que permita identificar los ingresos y gastos correspondientes y las rentas exentas y no exentas.

El Estado castiga severamente el incumplimiento de las obligaciones contables, sobre todo cuando provocan una defraudación tributaria que perjudica al Tesoro Público. Hasta la Ley Orgánica 2/1985, de 29 de abril no se introdujo en el Código Penal el delito contable, que con la redacción dada por la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, modificada por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, castiga, en el artículo 310 CP 1995, con pena de prisión de 5 a 7 meses al que estando obligado por ley tributaria a llevar contabilidad mercantil o libros o registros fiscales:


«a) Incumpla absolutamente dicha obligación en régimen de estimación directa de bases tributarias.

b) Lleve contabilidades distintas que, referidas a una misma actividad y ejercicio económico, oculten o simulen la verdadera situación de la empresa.

c) No hubiere anotado en los libros obligatorios negocios, actos, operaciones o, en general, transacciones económicas, o los hubiere anotado con cifras distintas a las verdaderas.

d) Hubiere practicado en los libros obligatorios anotaciones contables ficticias.

La consideración como delito de los supuestos de hecho a que se refieren los párrafos c) y d) anteriores, requerirá que se hayan omitido las declaraciones tributarias o que las presentadas fueren reflejo de su falsa contabilidad y que la cuantía, en más o en menos de los cargos o abonos omitidos o falseados, exceda, sin compensación aritmética entre ellos, de 240.000 euros por cada ejercicio económico».



Al concebirse por el legislador el delito contable como supuesto de hecho del delito fiscal, es por lo que por aplicación del principio "non bis in idem" la condena por el delito fiscal impide la aplicación del delito contable.

II*  Se debe comprobar al cierre del ejercicio

- Que hemos aplicado, por ser obligatorios, tanto durante el ejercicio como en el momento del cierre, los principios contables recogidos en los PPGGCC, sin que el principio de prudencia tenga prevalencia sobre los demás.

- Que el criterio de "estanqueidad" de ejercicios quiebra fiscalmente al admitir con tal carácter los gastos contabilizados con posterioridad a su período de devengo y los ingresos contabilizados en un período anterior al de su devengo, siempre que de ello no se derive perjuicio para la Hacienda Pública.

- Que si hemos transformado la forma jurídica de nuestra sociedad y la entidad resultante no está sujeta al Impuesto sobre Sociedades, o se modifica el tipo de gravamen o determina la aplicación un régimen tributario especial, el período impositivo lo hemos dado por concluido y presentado declaración del IS.

- Que en las cuentas anuales el balance y la cuenta de pérdidas y ganancias que hemos confeccionado recoge las cifras del ejercicio que se cierra y las del ejercicio inmediatamente anterior.

- Que si una vez formuladas las cuentas anuales del ejercicio los administradores acuerdan su reformulación, en las circunstancias previstas en el artículo 38 letra c) del Código de Comercio de 1885, en la memoria de las cuentas anuales se deberá incluir toda la información significativa sobre los hechos que han motivado la revisión de las cuentas inicialmente formuladas, sin perjuicio de los cambios que se deban introducir en los restantes documentos que integran las cuentas anuales de acuerdo con la norma de registro y valoración sobre hechos posteriores al cierre del ejercicio del Plan General de Contabilidad o del Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas.

- Que no hemos olvidado reflejar en la memoria aquellos eventos imposibles de relacionar en la cuenta de pérdidas y ganancias o en el balance y que sin embargo creemos deben aparecer en las cuentas anuales, porque la memoria también lo es.

- Que hemos contabilizado de acuerdo con las normas de registro y valoración establecidas en el PGC 2007 y en el PGC PYMES, dado que son obligatorias; si no lo hemos hecho sería conveniente realizar en materia de activo y pasivo ajuste contable, sin perjuicio de los ajustes extracontables diferencias permanentes o temporales, positivos o negativos que procedan para fijar la base imponible del IS.

- Que hemos aplicado las Resoluciones del ICAC que desarrollan la normativa contable en vigor, porque son obligatorias, mientras no se opongan a lo establecido en el CCo de 1885, TRLSC 2010 y PPGGCC, así como las aprobadas con posterioridad.

II**  Se debe recordar asimismo

- Que los administradores de la compañía dentro de los tres meses siguientes al cierre deben formular las cuentas anuales y firmarlas, aunque la aprobación no solamente del balance, de la cuenta de pérdidas y ganancias, del estado que refleje los cambios en el patrimonio neto del ejercicio y del estado de flujos de efectivo (estos dos últimos solo para empresas que deban formular el balance y la memoria en modelo normal) y de la memoria, que conforman las cuentas anuales, sino también del informe de gestión, y cuando proceda, el estado de información no financiera, para las empresas auditadas y de la propuesta de aplicación de resultados que debe de ser aprobada dentro de los seis meses siguientes al cierre del ejercicio por la Junta General.

- Que, según lo establecido en la disposición adicional undécima del Real Decreto 2/2021, de 12 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, tendremos que cumplir con los plazos fijados para el depósito de cuentas en el ejercicio 2021 si no queremos recibir una sanción económica.






	 (1) 

	La Ley 7/2003, de 1 de abril, de la Sociedad Limitada Nueva Empresa, suprime en este tipo de sociedades la llevanza del libro registro de socios.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	La Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, ha creado un Registro de Sociedades Cooperativas, al que corresponde la legalización de los libros de las cooperativas de ámbito estatal por desarrollar su actividad en el territorio de varias CCAA, excepto cuando en una de ellas se desarrolle con carácter principal.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Con anterioridad, "a un mes".


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Nueva redacción dada al apartado 2 del artículo 28 del CCo de 1885 por la Ley 14/2013, de 27 de septiembre.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	La Ley 16/2007, de 4 de julio, derogó el régimen simplificado de la contabilidad en el que a empresas muy pequeñas que cumpliesen dos de estos tres requisitos: activo inferior a 1 millón de euros, cifra de negocios inferior a 2 millones de euros o un número de trabajadores no superior de 10, se les permitía la utilización de un modelo de Diario de forma "multicolumnar" similar a una hoja de cálculo del que se obtenían el libro diario, mayor y el de balance y cuentas de resultados.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Ya la Instrucción de 31 de diciembre de 1999, de la Dirección General de los Registros y del Notariado reguló la legalización de los libros obligatorios a través de procedimientos telemáticos.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Si los hechos posteriores al cierre del ejercicio, ponen de manifiesto condiciones que no existan al cierre, no provocan un ajuste en las cuentas anuales. No obstante, cuando los hechos sean de tal importancia que si no se facilitara información al respecto podría distorsionarse la capacidad de evaluación de los usuarios, se deberá incluir en la memoria información respecto de la naturaleza del hecho posterior conjuntamente con una estimación de su efecto o, en su caso, una manifestación acerca de la imposibilidad de realizar dicha estimación.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Sociedades de responsabilidad limitada, sociedades anónimas y comanditarias por acciones, según el artículo 1 del TRLSC


	 Ver Texto 




	 (9) 

	
La estructura básica del informe de auditoría, según lo establecido en el artículo 5 de la Ley 22/2015, de 20 de julio de Auditoría de Cuentas, está formada por los siguientes elementos:


	
-  Título.

	
-  Destinatarios.

	
-  Opinión del auditor.

	
-  Fundamento de la opinión.

	
-  Empresa en funcionamiento.

	
-  Cuestiones clave de la auditoría.

	
-  Otra información.

	
-  Responsabilidades de la dirección en relación con los estados financieros.

	
-  Responsabilidades del auditor en relación con la auditoría de los estados financieros.

	
-  Otras responsabilidades de información.

	
-  Nombre del socio del encargo.

	
- Firma del auditor.

	
- Dirección del auditor.

	
- Fecha del informe de auditoría.



Para los ejercicios económicos que se inicien a partir del 22 de junio 2024, deberá incluirse además en el informe de auditoría una declaración de si la entidad auditada estaba obligada a presentar, en el ejercicio previo al auditado, el informe relativo al impuesto de sociedades o impuestos de naturaleza idéntica o análoga al que se refiere la disposición adicional undécima de la Ley 22/2015, de 20 de julio.



	 Ver Texto 




	 (10) 

	La Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, encomienda al Registro de Sociedades Cooperativas, como el lugar donde debe efectuarse el depósito y publicidad de las cuentas anuales de las cooperativas de ámbito estatal.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	La Ley 25/2011, de 1 de agosto, suprimió la necesidad de que en el certificado las firmas fuesen legalizadas notarialmente (parece ser, porque modificó el artículo 279 del TRLSC 2010 pero no el artículo 363 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil).


	 Ver Texto 




	 (12) 

	La Resolución del ICAC de 26 de octubre de 2011, publica la Norma de Control Calidad Interno de los auditores de cuentas y sociedades de auditoría, modificada por la Resolución de 19 de julio de 2013.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Límite que puede llegar a 300.000 euros por cada año de retraso cuando la sociedad tenga un volumen de facturación anual superior a 6.000.000 euros (artículo 283 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital).


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Desconocemos si será preciso volverlas a presentar en el Registro Mercantil, dado que se modifican las cifras afectadas en la información comparada.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	La Ley 27/2014, de 27 de noviembre del Impuesto sobre Sociedades (LIS), con entrada en vigor el día 1 de enero de 2015, aplicable a los períodos impositivos iniciados a partir de esa fecha, aprueba en su artículo 12.1.a) LIS 2014, una tabla de amortización lineal única, en sustitución de las existentes anteriormente en el RIS.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	El hecho imponible en la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, incorpora un nuevo concepto de actividad económica, introduce el de entidad patrimonial e incorpora al Impuesto sobre Sociedades a las sociedades civiles que tienen objeto mercantil y que tributaban hasta la aprobación de la LIS en régimen de atribución de rentas, incorporando un régimen transitorio en la disposición transitoria trigésima segunda en la que se regula que la integración de las rentas devengadas y no integradas en la base imponible de los períodos impositivos en los que la entidad tributó en el régimen de atribución de rentas se realizará en la base imponible del IS correspondiente al primer período impositivo que se inicie a partir de 1 de enero de 2016.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	El Informe para la Reforma del Impuesto sobre Sociedades o "libro blanco" señalaba ya en 1994 que el IS no puede aceptar, sin más, el resultado contable como base imponible, por la sencilla razón de que dicho resultado es fruto de unas normas que tienen por finalidad primordial proteger los intereses de terceros que contratan con una entidad jurídica sin más garantía, en principio, que el patrimonio de la misma, en tanto que la base imponible debe ser la expresión cuantitativa de la capacidad económica susceptible de imposición, aunque sin poder rechazar sin más, el resultado contable, puesto que es la renta que puede ser distribuida entre los socios a tenor de las normas mercantiles.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	España no es pionera en Europa en la creación de este régimen especial naviero basado en el tonelaje.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Las NIIF solo son obligatorias para las cuentas consolidadas de sociedades con cotización oficial en un mercado regulado.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	El estado de flujos de efectivo y el estado de cambios en el patrimonio neto no serán obligatorios para las empresas que puedan presentar el balance en formato abreviado. El Informe de Gestión, de acuerdo con el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, sólo será obligatorio para aquellas que estén sometidas a Auditoría de Cuentas.


	 Ver Texto 









Capítulo III Valoración del inmovilizado material, de las inversiones inmobiliarias y del inmovilizado intangible. Actualización de balances


 1.  ACTIVO NO CORRIENTE

El artículo 35 del Código de Comercio de 1885, en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, establece que el activo de un balance comprenderá con la debida separación el activo fijo o no corriente y el activo circulante o corriente. La adscripción de los elementos patrimoniales del activo se realizará en función de su afectación. El activo corriente comprenderá los elementos del patrimonio que se espera vender, consumir o realizar en el transcurso del ciclo normal de la explotación, así como, con carácter general, aquellas partidas cuyo vencimiento, enajenación o realización, se espera se produzca en un plazo máximo de un año contado desde la fecha de cierre del ejercicio. Los demás elementos del activo se clasificarán como fijos o no corrientes.

El Plan General de Contabilidad, aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre (en adelante, PGC), y el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas, aprobado por el Real Decreto 1515/2007 (en adelante, PGC PYMES), también de 16 de noviembre, con el carácter ambos de Reglamentos de la Ley 16/2007, de 4 de julio, entraron en vigor para los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2008. El activo se clasifica en: A) Activo no corriente y B) Activo corriente.

El activo no corriente, tanto en el PGC como en el PGC PYMES, en el modelo de balance de las cuentas anuales contiene los mismos grandes grupos, aunque el desglose en la presentación en el PGC es notablemente superior.







	ACTIVO NO CORRIENTE


	PGC
	PGC PYMES





	I. Inmovilizado intangible
	I. Inmovilizado intangible



	1. Desarrollo
	 



	2. Concesiones
	 



	3. Patentes, licencias, marcas y similares
	 



	4. Fondo de comercio
	 



	5. Aplicaciones informáticas
	 



	6. Otro inmovilizado intangible.
	 



	II. Inmovilizado material
	II. Inmovilizado material



	1. Terrenos y construcciones
	 



	2. Instalaciones técnicas y otro inmovilizado material.
	 



	3. Inmovilizado en curso y anticipos
	 



	III. Inversiones inmobiliarias
	III. Inversiones inmobiliarias



	1. Terrenos
	 



	2. Construcciones
	 



	IV. Inversiones en empresas del grupo y asociadas a largo plazo
	IV. Inversiones en empresas del grupo y asociadas a largo plazo



	1. Instrumentos de patrimonio
	 



	2. Créditos a empresas
	 



	3. Valores representativos de deuda
	 



	4. Derivados
	 



	5. Otros activos financieros
	 



	V. Inversiones financieras a largo plazo
	V. Inversiones financieras a largo plazo



	1. Instrumentos de patrimonio
	 



	2. Créditos a terceros.
	 



	3. Valores representativos de deuda
	 



	4. Derivados
	 



	5. Otros activos financieros
	 



	VI. Activos por impuesto diferido
	VI. Activos por impuesto diferido





Al inmovilizado intangible, al inmovilizado material y a las inversiones inmobiliarias que forman parte del activo no corriente dedicamos este capítulo.

De acuerdo a los PPGGCC, el inmovilizado comprende los elementos del patrimonio destinados a servir de forma duradera a las actividades de la empresa así como las inversiones inmobiliarias. Adicionalmente, dentro del inmovilizado, se incluyen las inversiones financieras cuyo vencimiento, enajenación o realización se espera habrá de producirse en un plazo superior a un año. (Ver capítulo VI).

Ambos planes contables mantienen prácticamente la numeración y denominación de las cuentas del PGC de 1990, a no ser porque el subgrupo 20 se refiere a las inmovilizaciones intangibles (antes denominadas inmateriales), el subgrupo 21, a las inmovilizaciones materiales y porque el subgrupo 22 se dedica a las inversiones inmobiliarias en terrenos y construcciones, constituido por las inversiones en inmuebles que se tienen para obtener rentas, plusvalías o ambas, en lugar de para su uso en la producción o suministro de bienes o servicios o para fines administrativos o para su venta en el curso ordinario de las operaciones.

Asimismo, al desaparecer la cuenta 217. Derechos sobre bienes en arrendamiento financiero, se deben contabilizar estos bienes según su naturaleza por lo que aquellos objeto de leasing que tengan carácter de inmovilizado material se contabilizarán como tales. (Ver capítulo X).

El PGC y el PGC PYMES, en materia de inmovilizado intentan aproximarse a los criterios de las NIC/NIIF. Al objeto de que las cuentas anuales sean más asequibles a los sectores económicos, ambos planes contables procuran evitar los criterios opcionales de las NIC/NIIF, decantándose por uno concreto de los aceptados.

La Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 (BOE del 8 de marzo) dictó normas de registro y valoración del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias, y la Resolución del 28 de mayo de 2013 (BOE del 3 de junio) del mismo organismo dictó normas de registro, valoración e información, a incluir en la memoria del inmovilizado intangible. Nuevamente se volvió aprobar una Resolución del ICAC de 14 de abril de 2015 relativa al coste de producción, aplicable al inmovilizado y a las existencias, que no ha supuesto excesivas modificaciones sobre las anteriores, a las que no aclara si deja sin efecto o no, por falta de técnica normativa en el ICAC. La Resolución de 14 de abril de 2015 es aplicable a las cuentas individuales y consolidadas de todas las empresas, cualquiera que sea su forma jurídica, para los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2015. Aunque la Resolución es aplicable con carácter general para la determinación del coste de producción comprendidos en las existencias que hayan sido fabricadas o elaborados por la empresa, también es aplicable -con las necesarias adaptaciones terminológicas- para la determinación del inmovilizado, material o intangible. (Al tener un mayor desarrollo la Resolución en materia de existencias, ver capítulo IX).

Estas resoluciones constituyen un desarrollo reglamentario de los criterios de registro y valoración contenidos para esos activos en el Código de Comercio de 1885 y en los PPGGCC, sistematizando la doctrina administrativa del ICAC en este campo.

La Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, ha modificado el artículo 39.4 del CCo de 1885, estableciendo nuevas reglas contables en materia de activos intangibles, especialmente para el fondo de comercio.

Así mismo, el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, por el que se modifica el PGC, el PGC PYMES, las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas y las Normas de Adaptación del PGC a las entidades sin fines lucrativos, que establece en los mismos términos que la Ley 22/2015, de 20 de julio, una nueva regulación en materia intangibles, haciendo especial referencia al fondo de comercio. El citado Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, resulta aplicable a los ejercicios que se inicien a partir de 1 de enero de 2016.

2.  INMOVILIZADO MATERIAL

Tanto la norma 2ª de las de registro y valoración del PGC de 2007 como la norma 2ª del PGC PYMES, en materia de valoración del inmovilizado material, tienen el mismo texto y están redactadas con las mismas palabras, con una mayor extensión en el PGC en materia de deterioro del inmovilizado.

Ambos planes contables identifican en el subgrupo 21 al inmovilizado material con los elementos patrimoniales tangibles, muebles e inmuebles, excepto que deban ser clasificados en otros subgrupos, citando en particular el 22. Inversiones inmobiliarias y, añadimos nosotros, en el PGC el subgrupo 58. Activos no corrientes mantenidos para la venta y en ambos planes el grupo 3 de existencias para empresas inmobiliarias y además, al referirse en general al Grupo 2. Activo no corriente, señalan que comprende los "elementos del patrimonio destinados a servir de forma duradera en las actividades de la empresa", sin mencionar ya que sean propiedad de la misma (1) , dedicando a su contabilización las siguientes cuentas:



	PGC y PGC PYMES. Subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales

	
210. Terrenos y bienes naturales.

211. Construcciones.

212. Instalaciones técnicas.

213. Maquinaria.

214. Utillaje.

215. Otras instalaciones.

216. Mobiliario

217. Equipos para procesos de información.

218. Elementos de transporte.

219. Otro inmovilizado material.





Destacamos que el inmovilizado material ha pasado a regularse en los planes contables en:


	
-  El subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales (bienes dedicados al proceso productivo).

	
-  El subgrupo 22. Inversiones inmobiliarias (las que se tienen para obtener rentas y/o plusvalías, pero no para la producción o servicios administrativos). (Ver apartado 4 de este capítulo).



Y aún diremos, que el PGC también trata del inmovilizado material, aunque sin concederle tal carácter, en el subgrupo 58. Activos no corrientes mantenidos para la venta, a través de su cuenta 580. Inmovilizado (el que se piensa vender a corto plazo).

Para recoger las amortizaciones acumuladas, la normativa contable ha previsto la cuenta 281. Amortización acumulada del inmovilizado material. (La amortización del inmovilizado material es objeto de estudio en el capítulo IV, y el deterioro de valor del inmovilizado material en el capítulo V).

2.1.  Valoración

El artículo 38.f) del Código de Comercio de 1885, en su redacción dada por la Ley 16/2007, de 4 de julio, afirma, con carácter general, que "los activos se contabilizarán por el precio de adquisición, o por el coste de producción", sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38 bis CCo de 1885 con la nueva redacción otorgada por la Ley 22/2015, de 20 de julio, que permite la posibilidad de valorar a valor razonable los activos en los términos que reglamentariamente se determinen. Esto supone un gran cambio frente a la redacción anterior de este mismo artículo en tanto que se abre la posibilidad de valoración a valor razonable a cualquier activo (recordemos, siempre que se determine reglamentariamente) frente a la normativa anterior que lo limitaba únicamente a algunos activos financieros.

Por su parte, el TRLSC 2010 no contiene normas sobre la valoración del inmovilizado.

En materia de inmovilizado material el legislador español ha tenido el corazón dividido entre las normas internacionales de contabilidad o respetar la tradicional concepción del PGC, quedándose al final en mitad del camino porque en esta materia es donde menos nos hemos acercado a las NIC/NIIF, no existiendo en la valoración del inmovilizado material grandes diferencias con el PGC de 1990. Únicamente encontramos diferencias, en el caso de existir en la compra de inmovilizado algún descuento por pronto pago, que reduce el importe del elemento del inmovilizado, pues ya no se contabiliza como un ingreso financiero, sino como menor valor del elemento y en los supuestos de permutas y aportaciones no dinerarias a sociedades.

La norma contable española no ha recogido la opción de las NIC/NIIF de valorar el inmovilizado material a valor razonable, porque implicaría reflejar anualmente las diferencias positivas en reservas y las negativas en resultados, lo que no le ha parecido apropiado al legislador. Se trata de la mayor diferencia que separa a nuestra normativa de la normativa internacional contable. No obstante estamos pendientes de comprobar si la modificación introducida en el artículo 38 bis.1 del CCo de 1885 por la Ley 22/2015, de Auditoría de Cuentas, llegará o no a afectar a la valoración de los elementos del inmovilizado material.

Lo mismo el PGC que el PGC PYMES, distinguen entre la valoración inicial y la valoración posterior a su reconocimiento.

Al no contemplar nuestra legislación mercantil la opción de la NIC 16 de valorar el inmovilizado material a valor razonable con posterioridad a su reconocimiento inicial, seguirán teniendo las empresas sus inmuebles a precio de adquisición o construcción, a diferencia de determinados instrumentos financieros que sí son valorados a valor razonable.

No obstante debemos insistir en la previsible modificación por el legislador mercantil del criterio de valoración del inmovilizado material para incorporar la aplicación del criterio del valor razonable, si bien es igualmente previsible que dicha modificación no alcance al ámbito fiscal y que la aplicación de tal criterio contable se excluya de manera expresa en el ámbito del Impuesto sobre Sociedades.

2.1.1.  Valoración inicial del inmovilizado material

De acuerdo a la NRV 2ª de ambos planes contables, que tienen la misma redacción en materia de valoración del inmovilizado material, los bienes del inmovilizado material deben valorarse y contabilizarse por su coste, ya sea el precio de adquisición (compra) o el coste de producción (fabricado por la empresa).

Asimismo, dice la NRV 2ª.1 de ambos planes contables, formará parte del valor del inmovilizado material, la estimación inicial del valor actual de las obligaciones asumidas derivadas del desmantelamiento o retiro del activo y otras asociadas al citado activo, tales como los costes de rehabilitación del lugar sobre el que se asienta, siempre que estas obligaciones den lugar al registro de provisiones de acuerdo con lo dispuesto en la norma aplicable a estas (Ver apartado 2.1.3 de este capítulo y apartado 3.4 del capítulo XII). Ello podría provocar, en algún supuesto, una modificación del valor de reconocimiento si la estimación cambiase de importe, lo que originará a su vez una modificación del cálculo de las cuotas de amortización en lo sucesivo.

Es decir, que si se asumen esas obligaciones el asiento contable sería así:
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A) En caso de compra: los bienes del inmovilizado material se valorarán por el precio de adquisición, que incluye:


	
-  El importe facturado por el vendedor (deducido cualquier descuento o rebaja que se haya practicado, aunque se tratase de un descuento por pronto pago).

	
-  Todos los gastos adicionales y directamente relacionados que se produzcan hasta su puesta en condiciones de funcionamiento, incluida la ubicación en el lugar y cualquier otra condición necesaria para que pueda operar de la forma prevista, entre otros:	
-  Gastos de explanación y derribo, transporte, derechos arancelarios, seguros, instalación, montaje y otros similares.






No deben incluirse los gastos de administración no relacionados con la adquisición o puesta en funcionamiento.

En la Consulta 2 del BOICAC no 44, de diciembre de 2000, el ICAC consideró que la puesta en condiciones de funcionamiento se produce en el momento en que los bienes del inmovilizado, después de superar el montaje, instalación y pruebas necesarias, estén en condiciones de participar normalmente en el proceso productivo al que están destinados, por lo que si es necesario realizar pruebas para conseguir que el inmovilizado se encuentre en condiciones de funcionamiento y pueda participar de forma plena y con regularidad en el proceso productivo (aunque se puedan producir ingresos de carácter accesorio mientras se realicen dichas pruebas) los gastos en que se incurra, se considerarán mayor valor de adquisición o coste de producción y en caso contrario, serán gastos del ejercicio y como tales se incluirán en la cuenta de pérdidas y ganancias.

La NRV 2ª del PGC y del PGC PYMES y la Norma 1ª de la Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013, obligan en los inmovilizados que necesiten un período de tiempo superior a un año para estar en condiciones de uso a incluir en el precio de adquisición los gastos financieros que se hayan devengado antes de la puesta en condiciones de funcionamiento del inmovilizado material y que hayan sido girados por el proveedor o correspondan a préstamos u otro tipo de financiación ajena, específica o genérica, directamente atribuible a la adquisición.

En esta misma línea la Consulta 4 del BOICAC no 105, de marzo de 2016, da respuesta a una sociedad cuya actividad es la generación de energía eléctrica explotando parques eólicos de su propiedad. Teniendo en cuenta que las actividades realizadas en el periodo de prueba son imprescindibles para poner en condiciones operativas los activos en cuestión, el ICAC consideró que los gastos derivados de dichas actividades formarán parte del precio de adquisición del activo.

Además, añade en relación a los ingresos generados durante el período de prueba, que se atienda al tratamiento contable desarrollado en la Resolución de 14 de abril de 2015, del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, por la que se establecen criterios para la determinación del coste de producción, publicada en el Boletín Oficial del Estado, con fecha 23 de abril de 2015, y que, aunque su objeto sea el coste de producción, se puede aplicar analógicamente a la presente consulta sobre el precio de adquisición de un activo.

La Resolución del ICAC de 14 de abril de 2015, dentro de los criterios de determinación del coste de producción, en la novena apartado 4 letras b y c establece, en relación a la capitalización de los gastos financieros, lo siguiente:

"b) Al valor contable de las existencias en fabricación y del inmovilizado en curso que resulte una vez descontada la parte financiada con fuentes específicas se le asignará proporcionalmente, como parte de la financiación, el resto de fondos ajenos no comerciales, excluida en todo caso, la financiación específica de otros elementos del activo. Los gastos financieros devengados por la actualización de valor de las provisiones, en principio, no constituyen gastos financieros vinculados a la producción de un activo, salvo que de manera indubitada tuvieran que calificarse como tales.

c) Los gastos financieros a que se refiere la letra anterior se calcularán en función del tipo medio ponderado de interés, que se determinará de la siguiente forma:

c.1. Una vez determinadas las fuentes de financiación ajena excluidas las deudas comerciales, se calculará el total de los gastos financieros devengados por las mismas. El tipo de interés medio ponderado se obtendrá al relacionar los dos componentes anteriores y reflejará el coste de utilización de la financiación ajena.

c.2. La magnitud obtenida en el apartado anterior se aplicará a la parte de inversión en las existencias y del inmovilizado una vez descontada la parte financiada con fondos ajenos específicos, con el límite para esa diferencia del importe de los fondos ajenos no obtenidos específicamente para estas operaciones, excluidas las deudas comerciales. El importe de los gastos financieros que la entidad capitalizará durante el ejercicio, no excederá del total de gastos financieros en que se haya incurrido durante ese mismo ejercicio."

Teniendo en cuenta lo anterior, una vez activemos los gastos financieros correspondientes a la financiación específica se activarán los gastos de financiación genérica, al tipo medio de interés de dicha financiación. De modo que, a diferencia del criterio anterior que seguía la Resolución de 9 de mayo de 2000, sustentado a su vez por la consulta 3 del BOICAC Nº 75 de septiembre de 2008 no se tiene en cuenta la financiación con fondos propios.

No obstante lo anterior, debido a las especiales circunstancias provocadas por el estado de alarma decretado consecuencia del COVID-19, y de acuerdo con lo establecido en la norma Novena, apartado 6 de la Resolución de 14 de abril de 2015 se tuvo que suspender la capitalización de los gastos financieros durante el plazo en que permanecieron interrumpidas las actividades relacionadas con la fabricación o construcción del bien, salvo que el cese de estas actividades hubiera venido impuesto por restricciones inherentes a su fabricación o construcción. Al igual que en la mayor parte del resto de situaciones derivadas del COVID-19, la ausencia de una norma fiscal específica determinó que el criterio contable indicado produjera plenos efectos fiscales.

De acuerdo con la Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 (BOE de 8 de marzo de 2013), en aquellos casos en que el precio acordado incluya un importe contingente la valoración inicial del inmovilizado material incluirá la mejor estimación del valor actual de la citada contraprestación. No obstante, los pagos contingentes que dependan de magnitudes relacionadas con el desarrollo de la actividad, como la cifra de ventas o el resultado del ejercicio, en todo caso se contabilizarán como un gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias a medida en que se incurran.

Si se produce un cambio en la estimación de la contraprestación contingente, la empresa incrementará o reducirá el valor contable del activo en el mismo importe en el que se modifique el valor contable del pasivo, salvo que la nueva estimación esté relacionada con variables como los tipos de interés o un índice de precios, en cuyo caso, se tratará como un ajuste al tipo de interés efectivo de la deuda y no producirá por tanto una revisión del precio de adquisición del activo.

Las deudas por compra de inmovilizado se valorarán de acuerdo con lo dispuesto en la norma de registro y valoración sobre instrumentos financieros del PGC.

En cualquier caso, si el pago contingente se vincula a la ocurrencia de un evento futuro que aumente los beneficios o rendimientos económicos que proporcionará el activo, relacionado con hechos o circunstancias que no existían en la fecha de adquisición, el tratamiento contable de la operación será el previsto en la norma segunda de esta Resolución para las ampliaciones o mejoras del inmovilizado material.

Formarán parte del precio de adquisición (o del coste de producción del inmovilizado), los gastos en los que se incurra con ocasión de las pruebas que se realicen para conseguir que el activo se encuentre en condiciones de funcionamiento y pueda participar de forma plena en el proceso productivo.

Por el contrario, los gastos y los ingresos relacionados con las actividades accesorias que pudieran realizarse con el inmovilizado, antes o durante el periodo de fabricación o construcción, se reconocerán en la cuenta de pérdidas y ganancias de acuerdo con su naturaleza siempre que no sean imprescindibles para poner el activo en condiciones de funcionamiento.


Ejemplo: 

Una empresa adquiere una instalación, para cuya adquisición llegan al siguiente acuerdo:

- Pago en el momento de la adquisición 60.000 €

- Posteriormente, transcurridos dos años desde la adquisición, se acuerda realizar un pago en función de la productividad de las instalaciones:

Productividad inferior al 15% = pago de 60.000€ al finalizar el segundo año.

Productividad superior al 15% = pago de 100.000€ al finalizar el segundo año.

En el momento de la adquisición estiman que al finalizar el segundo año la productividad se situará en el 10%.

Transcurrido un año desde la adquisición, la productividad se sitúa en el 20%, por lo que se considera altamente probable que dicho porcentaje, como mínimo, se mantenga para el próximo año.

En el momento de la adquisición, se contabilizará como valor de las instalaciones el precio de adquisición de las mismas así como el valor actual del pago contingente futuro, dado que se cumplen las condiciones establecidas en la Resolución de 1 de marzo de 2013 del ICAC, y dicho pago está directamente relacionado con la productividad de las instalaciones y no con la cifra de ventas o el resultado del ejercicio, en cuyo caso procedería contabilizarlo como gasto en pérdidas y ganancias a medida en que se incurriese.

Por tanto, el valor contable de las instalaciones en el momento inicial sería:

- 60.000€ por el pago en el momento de la adquisición

- 54.421,77€ valor actual del pago contingente previsto en el momento de la adquisición. Para el cálculo se ha utilizado un tipo de interés de descuento del 5%. 

60.000 x (1,05)-2 = 54.421,77€

Valor total de las instalaciones en el momento de la adquisición = 60.000 + 54.421,77 = 114.421,77 €













	114.421,77
	212
	INSTALACIONES TÉCNICAS
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS
	572
	60.000,00



	 
	 
	 
	a
	PROV. PARA RIESGOS Y GASTOS
	142
	54.421,77





A finales del año 1, cuando se tiene conocimiento de que la productividad de las instalaciones es del 20%, y se presume que se mantendrá para el próximo año, actualizamos el valor de la provisión que dotamos, incrementando como contrapartida el valor de las instalaciones. 

100.000 x (1,05)-1 = 95.238,10€

Para ello calculamos la diferencia entre el pago contingente contabilizado, y la estimación en el momento actual:

95.238,10 – 54.421,77 = 40.816,32 €













	40.816,32
	212
	INSTALACIONES TÉCNICAS
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	PROV. PARA RIESGOS Y GASTOS
	142
	40.816,32







En la Consulta 3 del BOICAC nº 79, de septiembre de 2009, a una sociedad que construye un hospital y con el importe del préstamo dedicado a ello, lo invierte temporalmente obteniendo unos ingresos financieros, el ICAC le contesta que los gastos financieros que transitoriamente no se apliquen a la inversión del inmovilizado en curso para la que se obtuvieron no pueden ser objeto de capitalización, debiendo considerarse un gasto del ejercicio.

La posibilidad de incorporar las diferencias de cambio positivas o negativas producidas por las diferencias de cambio de los préstamos a más de un año en moneda extranjera para financiar la inversión del inmovilizado material se estudia en el capítulo XXII.

Dispone la normativa contable (NRV 2ª.1 y Norma 1ª de la Resolución del ICAC, de 1 de marzo de 2013) que los impuestos indirectos que gravan los elementos del inmovilizado material sólo se incluirán en el precio de adquisición (o en el coste de producción) cuando no sean recuperables directamente de la Hacienda Pública. Por tanto, aumentan el valor del elemento las tasas e impuestos que recaigan sobre la operación, a excepción del IVA soportado deducible. El IVA soportado no deducible, debe formar parte del precio de adquisición, y se origina fundamentalmente en el ejercicio de actividades cuyas entregas de bienes o prestaciones de servicios se encuentran exentas de IVA, o bien, por ejemplo, por la compra de vehículos destinados a directivos de la compañía, que por su utilización para fines de la empresa y particulares, la sociedad estima no es deducible en su totalidad. La Ley del IVA, presume afectados a la actividad de la empresa los vehículos de turismo en la proporción del 50 %, por lo que autoriza hasta ese porcentaje la deducibilidad del IVA soportado y aún permite deducir un porcentaje superior, si se acredita el grado efectivo de utilización en el desarrollo de la actividad empresarial.

Los servicios de contabilidad de las empresas dudan a veces si anotar en el inmovilizado material los gastos de instalación y pruebas cuando se han realizado por los propios servicios de mantenimiento y reparación de la empresa. Pensamos que si no tienen importancia significativa no deben disgregarse de sus respectivas cuentas de gastos; sin embargo, los PPGGCC regulan en su NRV 2ª.1.1 que en el precio de adquisición se deben incluir "todos los gastos adicionales y directamente relacionados que se produzcan hasta su puesta en condiciones de funcionamiento".

En general, no forman parte del precio, las indemnizaciones y sanciones derivadas de la operación de adquisición del elemento.

La Consulta 1 del BOICAC nº115 de septiembre de 2018, determina el tratamiento contable del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) en las donaciones de inmovilizado, tanto para la sociedad donante como para la sociedad donataria. Establece que si la empresa realiza una donación por la que esté obligada a repercutir el IVA, en caso de que se acuerde que el donatario no abone dicho importe, el donante contabilizará un mayor gasto por donación y viceversa; esto es, el donatario reconocerá dicho importe como una donación (un ingreso).


Ejemplo: 

Una sociedad dona a una entidad sin ánimo de lucro, una furgoneta.

- Valor contable: 3.000€

- Valor de mercado: 4.000€.

Los asientos a realizar serían los siguientes:

Empresa donante













	3.840,00
	
67 (2) 

	DONACIONES
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	ELEMENTOS DE TRANSPORTE
	218
	3.000,00



	 
	 
	 
	a
	H.P. IVA REPERCUTIDO
	477
	840



	 
	 
	 
	 
	
Téngase en cuenta que para calcular el IVA utilizamos como base el valor de mercado del bien, esto es, 4.000

Por tanto:

4.000 x 21% = 840€


	 
	 





Fiscalmente, el gasto contabilizado por la donación no sería fiscalmente deducible, por lo que procedería practicar un ajuste extracontable positivo por importe de 3.840 €. No obstante, si la entidad a la que se efectúa la donación estuviera acogida a la Ley 49/2002 y se cumplieran los requisitos exigidos en el artículo 18 de la citada Ley, se podría aplicar la deducción en cuota prevista en el artículo 20 de la misma Ley 49/2002.

Empresa sin ánimo de lucro que recibe el bien.













	4.840,00
	218
	ELEMENTOS DE TRANSPORTE
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	SUBVENCIONES DONACIONES Y LEGADOS
	132
	4.840,00





Recordemos que la imputación a resultado de la donación será, como en el caso de las subvenciones de inmovilizado, proporcional a la amortización de la furgoneta.



B) En caso de fabricación o construcción por la propia empresa: los bienes del inmovilizado material se valorarán de acuerdo a la norma 2.1.2 de las de registro y valoración, por el coste de producción, que se obtiene por la suma de:


	
-  El precio de adquisición de las materias primas y otras materias consumibles.

	
-  Los demás costes directamente imputables a dichos bienes.

	
-  La parte que razonablemente corresponda de los costes indirectamente imputables a los bienes, en la medida que correspondan al período de producción, fabricación o construcción, se basen en el nivel de utilización de la capacidad normal de trabajo de los medios de producción y sean necesarios para la puesta del activo en condiciones operativas, esto es, para que puedan cumplir con la función que le resulte propia o acorde a su clasificación contable.



En cualquier caso, serán aplicables los criterios generales establecidos para determinar el coste de las existencias.

Tal vez por seguir los planes contables a la Cuarta Directiva 78/660/CEE del Consejo, de 25 de julio de 1978, relativa a las normas de valoración aplicables a las cuentas anuales, no determinan mediante especificación cuál es la fracción razonable de los costes indirectos de fabricación que se deban incluir en el coste de producción, de tal forma que servicios de contabilidad distintos llegarán, asimismo, a conclusiones diferentes.

La Resolución del ICAC de 9 de mayo de 2000, por la que se establecieron criterios para la determinación del coste de producción de los bienes y servicios comprendidos en las existencias (BOICAC no 42, de junio de 2000 consulta nº 2; BOE de 13 de junio de 2000), ya señalaba que era "aplicable con las necesarias adaptaciones terminológicas, para la determinación del coste de producción de inmovilizado fabricado o construido por la propia entidad", estando formado el coste de producción por el precio de adquisición más los costes directos imputables y la parte que razonablemente corresponda de los costes indirectamente imputables al inmovilizado, en la medida en que tales costes correspondan al período de fabricación o construcción.

La Resolución del ICAC del día 14 de abril de 2015, señala que "se hace necesario establecer una norma que aclare los criterios que, con carácter general, deben ser tenidos en cuenta para llevar a cabo esta valoración, partiendo de lo establecido en el PGC y en la Resolución de 9 de mayo de 2000, de este Instituto, por la que se establecen criterios para la determinación del coste de producción", es aplicable –además de a las existencias- al inmovilizado, material o intangible, fabricado o elaborado por la propia empresa.

Por costes directos de producción debemos entender, de acuerdo a la Norma Tercera de la citada Resolución de 14 de abril de 2015, los costes directamente imputables, o costes directos, que se derivan de recursos cuyo consumo se puede medir y asignar de forma inequívoca a un determinado producto o a un conjunto de productos fabricados o construidos por la propia empresa y está formado por el precio de adquisición de las materias primas y otras materias consumibles así como el resto de los bienes o servicios consumidos y directamente imputables al activo, así como la parte que razonablemente corresponda de los costes indirectamente imputables al activo, en la medida que correspondan al período de producción o fabricación, y sean necesarios para la puesta del activo en condiciones operativas, así como el resto de los bienes o servicios consumidos y directamente imputables al activo.

La Resolución del ICAC de 14 de abril de 2015 define los costes indirectos de producción en su Norma Cuarta como los costes indirectamente imputables, o costes indirectos, que se derivan de recursos que se consumen en la producción, fabricación o construcción de uno o varios productos, afectando a un conjunto de actividades o procesos, por lo que no resulta viable una medición directa de la cantidad consumida por cada unidad de producto. Por ello, para su imputación al producto, es necesario emplear unos criterios de distribución previamente definidos.

La distribución de los costes indirectos entre los diferentes productos responderá a unos criterios de imputación razonables, para lo que se tendrá en cuenta, al menos, lo siguiente:


	
a)  Se identificarán de forma específica los costes indirectos que deben ser asignados al ámbito de fabricación de la empresa, incluidos, en su caso, los de control de calidad, así como los de administración específicos u otros que estén vinculados a la producción. Estos costes indirectos, se imputarán como mayor importe del coste del producto, salvo los costes de subactividad.

	
b)  Los costes de inactividad o subactividad son aquellos costes consecuencia de la no utilización total o parcial de algún elemento en su capacidad productiva normal; dichos costes se considerarán gasto del ejercicio y su medición se determinará a partir de los costes que no varían a corto plazo con el nivel de producción, teniendo presente la proporción resultante entre la actividad real y la capacidad normal de producción. A estos efectos, se entiende por capacidad normal de producción la que puede llegar a desarrollar un equipo productivo en condiciones adecuadas en términos económicos racionales.



La amortización del inmovilizado material implicado en el proceso productivo no se verá reducida en el importe que resulte de la imputación de subvenciones obtenidas en su adquisición.

Se incluirán como costes indirectos de producción la amortización de los gastos de investigación que tengan relación directa con el proceso productivo en cuestión. Por el contrario, los gastos de investigación contabilizados como gastos del periodo no formarán parte del coste de producción.

De acuerdo con el principio de uniformidad, los criterios de distribución de los costes indirectos se habrán de preestablecer sistemáticamente y se deberán mantener uniformemente a lo largo del tiempo en tanto no se alteren los supuestos que motivaron la elección de un criterio. En caso de modificación de los criterios de distribución será de aplicación la norma de registro y valoración sobre cambios en criterios contables, errores y estimaciones del PGC.

El apartado 3 de la Norma Segunda de la Resolución de 14 de abril de 2015 dispone que forman parte del coste de producción del inmovilizado:


	
a)  Los gastos en los que se incurra con ocasión de las pruebas o ensayos necesarios que se realicen para conseguir que el activo se encuentre en condiciones de funcionamiento y pueda participar de forma plena en el proceso productivo. Estos gastos se minorarán en los ingresos generados por el activo durante ese periodo. Cuando los ingresos superen los gastos, el exceso minorará el coste de producción del activo. Por el contrario, los gastos y los ingresos relacionados con las actividades accesorias que pudieran realizarse con el inmovilizado, antes o durante el periodo de fabricación o construcción, se reconocerán en la cuenta de pérdidas y ganancias de acuerdo con su naturaleza siempre que no sean imprescindibles para poner el activo en condiciones de funcionamiento.

	
b)  Los costes por desmantelamiento o retiro y los costes de rehabilitación en los términos previstos en la Resolución de 1 de marzo de 2013, del ICAC, por la que se dictan normas de registro y valoración del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias.



En la memoria de las cuentas anuales de los PPGGCC, en relación al inmovilizado material se incluirá información acerca de:


	
-  Criterios sobre amortización, correcciones valorativas por deterioro y reversión de las mismas.

	
-  La capitalización de los gastos financieros.

	
-  Costes de ampliación, modernización y mejoras.

	
-  Costes de desmantelamiento o retiro.

	
-  Costes de rehabilitación del lugar donde se asiente un activo.

	
-  Criterios sobre la determinación del coste de los trabajos efectuados por la empresa para su inmovilizado.



Además, la Norma Decimocuarta de la Resolución del ICAC de 14 de abril de 2015 obliga a incluir en la memoria de las cuentas anuales determinada información que está más pensada para las existencias que para el inmovilizado, por lo que únicamente recogemos los apartados que entendemos que afectan al inmovilizado, y que son los cuatro primeros:


	
1.  Los criterios de imputación de costes indirectos empleados y, en caso de que por razones excepcionales y justificadas se llegaran a modificar dichos criterios, deberán hacerse constar estas razones, indicando la incidencia cuantitativa que producen dichas modificaciones en las cuentas anuales.

	
2.  En su caso, se deberá justificar convenientemente la aplicación del coste estándar y el método de los minoristas para la valoración de las existencias en la medida que dicha valoración no difiera significativamente con respecto a la valoración que se deduciría de haber aplicado lo dispuesto en la presente Resolución.

	
3.  Los criterios o indicadores utilizados en la asignación de los costes a la producción conjunta.

	
4.  Los gastos financieros capitalizados como parte del coste de producción de los activos y, en caso de que se haya utilizado, el tipo medio ponderado de interés regulado en el apartado 4 c) de la norma novena de la Resolución del ICAC de 14 de abril de 2015. En particular deberá explicarse adecuadamente el criterio seguido en relación con las diferencias de cambio y por qué, en su caso, se han considerado un ajuste al tipo de interés.



La NRV 2ª de los PPGGCC y la Resolución del ICAC del 1 de marzo de 2013, exigen la inclusión de los gastos financieros en el coste de producción en los inmovilizados que necesiten un periodo superior a un año para estar en condiciones de uso, siempre que tales gastos se hayan devengado antes de la puesta en condiciones de funcionamiento y hayan sido girados por el proveedor o correspondan a préstamos u otro tipo de financiación ajena específica o genérica, directamente atribuible a la fabricación o construcción con el límite del valor razonable del inmovilizado material en el que se integran como mayor valor. Es decir, que se deben incluir en las mismas condiciones que hemos estudiado en el apartado anterior para el caso de compra al considerar la posible capitalización de los gastos financieros.

La Norma Novena de la Resolución del ICAC del 14 de abril de 2015 señala que se incorporarán los gastos financieros como mayor valor del inmovilizado en curso que necesite un periodo de tiempo superior a un año para estar en condiciones de uso, sin tener en cuenta las interrupciones, y siempre que tales gastos se hayan devengado antes de la puesta en condiciones de funcionamiento del inmovilizado.

El valor contable de los activos "aptos" para capitalizar los gastos financieros se calculará como el promedio de los citados activos a lo largo del ejercicio, minorado en el importe de las subvenciones, donaciones y legados específicos que se hubieran recibido para su financiación.

La incorporación de los gastos financieros a que se refieren los apartados anteriores, se realizará de acuerdo con las siguientes reglas:


	
a)  En primer lugar, se entiende que las fuentes específicas de financiación ajena de cada elemento son las primeras a tener en cuenta. A estos efectos, fuentes de financiación específica son aquellas que inequívocamente han sido empleadas para la financiación de las existencias o del inmovilizado en curso, no reputándose como tal la simple nominación de la deuda, es decir, que en todo caso debe existir una identificación entre el activo financiado y la deuda correspondiente; en particular, para las existencias de ciclo largo de fabricación se considerarán, en su caso, como fuentes de financiación específicas las deudas comerciales correspondientes a los distintos elementos integrantes de su coste de producción. La parte correspondiente del importe de los gastos financieros devengados por las fuentes de financiación específicas, se imputará como mayor valor del activo en producción o construcción a que se ha hecho referencia. Si parte de dicha financiación ha generado ingresos, debe entenderse que durante su período de generación estos fondos no han sido aplicados a financiar el inmovilizado y, en consecuencia, dichos gastos no deberán ser objeto de capitalización en la parte proporcional asociada a la financiación que ha originado los citados ingresos.

	
b)  Al valor contable de las existencias en fabricación y del inmovilizado en curso que resulte una vez descontada la parte financiada con fuentes específicas se le asignará proporcionalmente, como parte de la financiación, el resto de fondos ajenos no comerciales, excluida en todo caso, la financiación específica de otros elementos del activo. Los gastos financieros devengados por la actualización de valor de las provisiones, en principio, no constituyen gastos financieros vinculados a la producción de un activo, salvo que de manera indubitada tuvieran que calificarse como tales.

	
c)  Los gastos financieros a que se refiere la letra anterior se calcularán en función del tipo medio ponderado de interés, que se determinará de la siguiente forma:
	
-  Una vez determinadas las fuentes de financiación ajena excluidas las deudas comerciales, se calculará el total de los gastos financieros devengados por las mismas. El tipo de interés medio ponderado se obtendrá al relacionar los dos componentes anteriores y reflejará el coste de utilización de la financiación ajena.

	
-  La magnitud obtenida en el apartado anterior se aplicará a la parte de inversión en las existencias y del inmovilizado una vez descontada la parte financiada con fondos ajenos específicos, con el límite para esa diferencia del importe de los fondos ajenos no obtenidos específicamente para estas operaciones, excluidas las deudas comerciales. El importe de los gastos financieros que la entidad capitalizará durante el ejercicio, no excederá del total de gastos financieros en que se haya incurrido durante ese mismo ejercicio.







Recordar que como ya dijimos anteriormente, la interrupción de la fabricación o construcción con motivo del COVID-19, determinó la suspensión de la capitalización de los gastos financieros durante el período en que se mantuvo la interrupción.

Durante el ejercicio, los gastos de personal, sueldos y Seguridad Social, materiales y otros invertidos en la construcción del inmovilizado material de que se trate, se cargan en las cuentas que correspondan del grupo 6 y al finalizar el ejercicio esas compras y gastos se activan mediante un cargo en el subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales con abono a la cuenta de ingresos 731. Trabajos realizados para el inmovilizado material (Ver apartado 9 del capítulo XIX, dedicado a los ingresos).

La Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, LIS), en su artículo 17.1 LIS, dispone que "los elementos patrimoniales se valorarán de acuerdo con los criterios establecidos en el Código de Comercio, corregidos por la aplicación de los preceptos establecidos en esta Ley", por lo que las normas de activación que hemos visto hasta ahora mercantiles-contables se aplican también fiscalmente en virtud de la remisión efectuada por la LIS 2014.

Existen normas específicas en la LIS referentes a la amortización del inmovilizado material (Ver Capítulo IV) y también reglas para los supuestos de transmisiones lucrativas y societarias. (Ver el Capítulo XXIII y parcialmente en el apartado 2.1.3.13 de este capítulo).

En la consulta 2 del BOICAC nº 113 de marzo de 2018, se establece el tratamiento contable de la cesión de activos y otras actuaciones como consecuencia de la suscripción de un convenio urbanístico entre una sociedad y un Ayuntamiento.

La sociedad se plantea cual es el adecuado tratamiento de los hechos en cuestión: tanto de la cesión de los terrenos propiedad de la sociedad al Ayuntamiento, como de las obras a realizar sobre los mismos y de los gastos de conservación de la urbanización, así como acerca del reflejo contable del pago en metálico realizado para cumplir con la cesión del incremento del aprovechamiento urbanístico.

Con carácter general, estiman que "los gastos de urbanización de un terreno se contabilizarán como mayor valor del activo teniendo como límite máximo su importe recuperable…

…Por lo que se refiere a la cesión de solares y edificaciones realizadas por una empresa en aplicación de la normativa urbanística, la interpretación de este Instituto se publicó en la consulta 8 del BOICAC no 15, de diciembre de 1993… En aplicación de este criterio, el pago en metálico a que se refiere la consulta por el incremento del aprovechamiento urbanístico también se contabilizará como un mayor valor del terreno.

El resto de inversiones no relacionadas con el incremento de valor del terreno, como las obras de renovación del establecimiento turístico, se contabilizarán siguiendo los criterios regulados en la Norma Segunda, apartado 2. Actuaciones sobre el inmovilizado material de la RICAC de 1 de marzo de 2013."


Ejemplo: 

Supongamos el caso de una sociedad propietaria de un complejo hotelero que consta de una zona edificada formada por un hotel, y otra destinada a piscina, jardines, y zona de aparcamiento. La primera de ellas valorada en 2.000.000€, y la segunda en 1.000.000€.

Asimismo, la empresa suscribe un convenio urbanístico con el Ayuntamiento del lugar donde se encuentra emplazado el mismo, comprometiéndose a ceder el terreno a favor del Ayuntamiento una vez se realicen las obras de urbanización de los mismos. Para ello se incurre en unos gastos para realizar las obras de urbanización de 10.000€ y unos gastos de conservación de 5.000€.

La sociedad, además, se compromete a ceder el terreno necesario para incrementar el aprovechamiento urbanístico establecido en la ley, que se materializa en el pago de su equivalente en metálico, así como a renovar el establecimiento según lo que determina la norma del sector.

El terreno que ceden tiene un valor de 24.000€, y el pago en metálico es de 10.000€.

Los gastos de renovación, que son gastos de conservación y reparación, ascienden a 30.000€.

Las anotaciones contables serían las siguientes:













	 
	 
	Por los gastos de urbanización
	 
	 



	12.000
	210
	TERRENOS



	 
	 
	 
	a
	BANCOS
	572
	12.000

















	 
	 
	Por el pago en metálico
	 
	 



	10.000
	210
	TERRENOS



	 
	 
	 
	a
	BANCOS
	572
	10.000

















	 
	 
	Por las obras de renovación
	 
	 



	30.000
	622
	REPARACIÓN Y CONSERVACIÓN



	 
	 
	 
	a
	BANCOS
	572
	30.000

















	 
	 
	Por la cesión de los terrenos al Ayuntamiento
	 
	 



	24.000
	211
	CONSTRUCCIONES



	 
	 
	 
	a
	TERRENOS
	210
	24.000







En la consulta 6 del BOICAC nº 113 de marzo de 2018, se trata el adecuado reflejo contable de la adquisición por usucapión (en virtud de una resolución judicial favorable) de una finca de naturaleza urbana sobre la que ha venido ostentando su posesión ininterrumpida por más de 35 años.

Establece el ICAC que, en aplicación de la NRV 18ª, y sobre la base de los antecedentes que se incluyen en la consulta, se puede concluir que la fecha relevante para reconocer una adquisición a título gratuito o sin contraprestación sería la fecha de efectiva incorporación del activo al patrimonio de la empresa, porque en tal fecha se haya producido la efectiva transmisión de los riesgos y ventajas significativos asociados a ese activo.

Por tanto, "el activo debería reconocerse por su valor razonable en la fecha en que se dicte la Sentencia. La contrapartida del reconocimiento del activo será, de acuerdo con el tratamiento asimilable a una donación, un ingreso directamente imputado al patrimonio neto, pudiendo emplearse a tal efecto la cuenta 131. Donaciones y legados de capital."

En la consulta 2 del BOICAC 128 de diciembre de 2021, trata el supuesto de adquisición de un inmueble por un determinado importe, recibiendo otro a cambio de la misma naturaleza, pero diferente funcionalidad sin desembolsar cantidad alguna, consecuencia de una promoción realizada por la empresa vendedora. El ICAC establece que para identificar el precio de adquisición para cada inmueble en este caso, deberán distribuir la contraprestación entregada en proporción a los valores razonables de dichos inmuebles.


Ejemplo: 

Supongamos un inmueble adquirido por 300.000 €, junto al inmueble principal la sociedad recibe otro inmueble accesorio valorado en 60.000 €. Siguiendo el criterio establecido por el ICAC tendremos que calcular el precio de adquisición de cada uno de ellos para reflejarlo contablemente, distribuyendo de manera proporcional el importe entregado.

Inmueble principal.

Importe pagado: 300.000 €

Valor contable: (300.000 x 300.000) / 360.000 = 250.000 €

Inmueble accesorio.

Importe pagado: 0 €

Valor contable: (60.000 x 300.000) / 360.000 = 50.000 €



En la consulta 2 del BOICAC 134 de junio de 2023, se plantea el supuesto de una empresa que se dedica a la fabricación de equipos de telecomunicaciones que son cedidos para pruebas a sus clientes con el fin de su promoción, Estos equipos en la mayoría de los casos no son vendidos. En este sentido se plantea la calificación contable que se le debe dar a los importes desembolsados para la fabricación de dichos equipos, bien como inmovilizado material o bien como existencias.

Dado que, con carácter general, tendrán la consideración contable de existencias los elementos destinados a la venta como actividad ordinaria de la empresa, y aquellos elementos vinculados a la empresa de manera permanente pertenecerán al inmovilizado, determina el ICAC que en este caso deberán calificarse como inmovilizado material, dado que, tal y como se indica al inicio de la consulta, dichos equipos no suelen ser vendidos posteriormente.

No obstante, en el caso de que las finalidades varíen, existe la posibilidad de transferencia de elementos del inmovilizado a existencias o de existencias a inmovilizado. En cualquier caso, en la memoria de las cuentas anuales se deberá suministrar toda la información significativa al respecto, con la finalidad de que en su conjunto refleje la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la empresa.

2.1.2.  Valoración posterior contable del inmovilizado material y correcciones de valor

Consideración fiscal.

Ambos planes contables dedican la norma 2ª.2 de las de registro y valoración a la valoración posterior al reconocimiento inicial del inmovilizado material, regulando que se valorarán por su precio de adquisición o coste de producción, menos:


	
-  La amortización acumulada.

	
-  El importe acumulado de las correcciones valorativas por deterioro de valor, en su caso.



Las amortizaciones del inmovilizado se estudian en el capítulo IV. Amortizaciones, así como las pérdidas por deterioro de valor se contemplan en el capítulo V. Deterioro de valor del inmovilizado material y del intangible.

Fiscalmente:

La Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, trata de las amortizaciones en su artículo 12, admitiendo como métodos de amortización los mismos del TRLIS -derogado-, amortización lineal de acuerdo a la tabla que dicho artículo recoge, por porcentaje constante sobre el valor pendiente de amortizar, números dígitos, plan formulado por el contribuyente y aceptado por la Administración tributaria y la justificación por el contribuyente de su importe siendo lo cierto que las empresas siguen los criterios fiscales a la hora de dotar las amortizaciones. (Ver capítulo IV).

En cuanto al tratamiento fiscal a las perdidas por deterioro de valor, la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, supone para los períodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2015, un cambio total porque ya no los admite fiscalmente al establecer en el artículo 13.2 LIS que: "No serán deducibles: a) Las pérdidas por deterioro del inmovilizado material, inversiones inmobiliarias e inmovilizado intangible (incluido el fondo de comercio)".

Siendo únicamente deducibles fiscalmente en los términos señalados en el artículo 20 de la LIS (cuando un elemento tenga diferente valoración contable y fiscal) y que estudiamos en el capítulo V para no desagregar la materia, pero anticipamos que si el activo es amortizable el momento de deducir fiscalmente el deterioro se producirá a medida que se vaya amortizando, y si no lo es, cuando se produzca la baja.

La Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013, en materia de valoración posterior del inmovilizado material, recoge también las actuaciones que se lleven a cabo sobre el mismo, entre ellas, la reparación y conservación, su renovación y ampliación y mejora. (Ver apartado 3 del capítulo XVII).

2.1.3.  Normas particulares de valoración contenidas en la normativa contable

La norma 3ª de las de registro y valoración de ambos planes contables, recoge normas específicas para los bienes que a continuación estudiamos.

2.1.3.1.  Solares sin edificar

En los solares sin edificar, que se contabilizan en la cuenta 210. Terrenos y bienes naturales, comprensiva de solares de naturaleza urbana, fincas rústicas y otros terrenos no urbanos, se incluirán en su precio de adquisición:


	
-  Los gastos de acondicionamiento, como cierres, movimientos de tierras, obras de saneamiento y drenaje.

	
-  Los gastos de derribo de construcciones cuando sea necesario para poder efectuar obras de nueva planta.

	
-  Los gastos de inspección y levantamiento de planos cuando se efectúen con carácter previo a su adquisición.

	
-  En su caso, la estimación inicial del valor actual de las obligaciones presentes derivadas de los costes de rehabilitación del solar, siempre que se trate de obligaciones asumidas que den lugar a la obligación de registrar la provisión (Ver apartado 3.4. Capítulo XII).



La Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 (BOE de 8 de marzo de 2013) regula que formarán parte del precio de adquisición o del coste de producción del inmovilizado la estimación inicial del valor actual de las obligaciones asumidas derivadas del desmantelamiento o retiro y otras asociadas al citado activo, tales como los costes de rehabilitación del lugar sobre el que se asienta, siempre que estas obligaciones den lugar al registro de una provisión de acuerdo con lo dispuesto en el PGC.

La incorporación de este componente del coste a la valoración inicial del activo se producirá en la fecha en la que la empresa incurra en la obligación. Para el supuesto de activos en construcción, se presumirá, salvo prueba en contrario, que esta circunstancia se producirá a medida que el inmovilizado en curso se incorpore al patrimonio de la empresa.

Después del reconocimiento inicial, la empresa contabilizará la reversión del descuento financiero asociado a la provisión en la cuenta de pérdidas y ganancias y ajustará el valor del pasivo de acuerdo con el tipo de interés aplicado en el reconocimiento inicial, o en la fecha de la última revisión. Por su parte, la valoración inicial del inmovilizado material podrá verse alterada por cambios en estimaciones contables que modifiquen el importe de la provisión asociada a los costes de desmantelamiento y rehabilitación, una vez reconocida la reversión del descuento, y que podrán venir motivados por:


	
a)  Un cambio en el calendario o en el importe de los flujos de efectivo estimados para cancelar la obligación asociada al desmantelamiento o la rehabilitación.

	
b)  El tipo de descuento empleado para la determinación del valor actual de la provisión que, en principio, será el tipo de interés libre de riesgo, salvo que al estimar los flujos de efectivo no se hubiera tenido en cuenta el riesgo asociado al cumplimiento de la obligación.



En estos casos, la empresa incrementará o reducirá el valor contable del activo, en el mismo importe en el que se modifique el valor contable del pasivo.

Si la modificación supone una minoración en el importe de la provisión superior al valor en libros de este componente del coste del activo, en la fecha en que se realiza la nueva estimación, el exceso se reconocerá como un ingreso en la cuenta de pérdidas y ganancias.

Cuando el activo correspondiente haya alcanzado el final de su vida útil, todos los cambios posteriores en el valor del pasivo se reconocerán en la cuenta de pérdidas y ganancias a medida que ocurran.

La estimación inicial del valor del inmovilizado como gastos de rehabilitación asumidos es demasiado compleja para una empresa de tamaño mediano.

Anticipos entregados:

Las cantidades entregadas a cuenta de adquisiciones futuras del inmovilizado material, se registrarán en el activo y los ajustes que surjan por la actualización del valor del activo asociado al anticipo darán lugar al reconocimiento de ingresos financieros, conforme se devenguen. A tal efecto, se utilizará el tipo de interés incremental del proveedor existente en el momento inicial, es decir, el tipo de interés al que el proveedor podría financiarse en condiciones equivalentes a las que resultan del importe recibido, que no será objeto de modificación en posteriores ejercicios. Cuando se trate de anticipos con vencimiento no superior a un año y cuyo efecto financiero no sea significativo, no será necesario llevar a cabo ningún tipo de actualización.

El anticipo se dará de baja cuando los elementos del inmovilizado material se incorporen, en curso o terminados, al patrimonio de la empresa. Cuando existan dudas sobre la recuperación del valor en libros del anticipo, la empresa contabilizará la correspondiente pérdida por deterioro.

Los solares, al tener una vida ilimitada, no se amortizan por no sufrir depreciación, salvo que hubiera costes de rehabilitación. Si la propiedad de los solares corresponde a una promotora inmobiliaria, los terrenos que sean objeto de venta deberán contabilizarse como existencias y no como inmovilizado material.

2.1.3.2.  Construcciones

Comprende las edificaciones en las que se desarrolla la actividad de la empresa como oficinas, pabellones fabriles, almacenes o locales comerciales (3) , pero no aquellas que tengan el carácter de inversiones inmobiliarias que se tienen para obtener rentas (arrendamientos) o plusvalías porque entonces se deben contabilizar en el subgrupo 22. Inversiones inmobiliarias. Al adquirir una edificación nueva o al construirla habrá que ver a qué finalidad se la destina para reconocerla en construcciones (subgrupo 21) o en inversiones inmobiliarias (subgrupo 22).

Forman parte de su precio de adquisición o coste de producción, además del generado por todas aquellas instalaciones y elementos que tengan carácter de permanencia -como lo son, las instalaciones de electricidad, gas, calefacción y sanitarios, conducción de agua y otras que formen parte del inmueble- las tasas inherentes a la construcción y honorarios facultativos del proyecto y dirección de obra.

Los gastos de explanación y derribo para construir una nueva edificación sobre el terreno forman parte asimismo del precio de adquisición (NRV 2ª de los PPGGCC) así como también lo constituye el valor contable del edificio derruido (DGT V2601-06 de 28-12-2006).

Dado que los terrenos sobre los que se asienta la construcción no pueden ser objeto de amortización, en contabilidad deberá figurar en cuentas de cuatro dígitos desglose de la cuenta 211. Construcciones, contabilizando por separado, el valor del terreno y el de los edificios y otras construcciones. Muchas empresas prefieren contabilizar en la cuenta 210. Terrenos y bienes naturales el valor del suelo sobre el que existen construcciones, pero creemos no se ajusta exactamente a lo establecido en el PGC, aunque no tiene importancia práctica.

Las instalaciones eléctricas adquiridas con factura individualizada y realizadas después de terminada la construcción creemos podrían formar partida independiente en la cuenta de Otras Instalaciones dado que es muy difícil que su vida útil sea tan dilatada como la de un inmueble construido.

Cuando se adquiere un edificio o local ya construido es conveniente que en la escritura pública se especifique separadamente el valor del suelo y el de la construcción al objeto de poder abrir en ficha separada uno y otro y así amortizar únicamente la parte de lo construido. Si no se ha hecho así, tradicionalmente se ha buscado la misma proporción del importe que aparezca en el recibo del IBI.


Ejemplo:

La sociedad A adquiere de una persona física no empresario ni profesional, un local para dedicarlo a instalar un comercio menor de zapatería. En la escritura notarial se fija como valor del suelo la cifra de 282.000 euros y por la construcción la de 198.300 euros. Se satisface a la Comunidad Autónoma un 7 % en concepto de Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales.

La sociedad contabiliza así:













	282.000,00
	210
	TERRENOS Y BIENES NATURALES
	 
	 



	198.300,00
	211
	CONSTRUCCIONES
	 
	 



	33.621,00
	631
	OTROS TRIBUTOS
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	513.921,00





Sin embargo, el 7 % pagado por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales debe llevarse a mayor valor del terreno y de la construcción, por lo que deberá efectuarse la corrección mediante un asiento del siguiente tenor:













	19.740,00
	210
	TERRENOS Y BIENES NATURALES
	 
	 



	13.881,00
	211
	CONSTRUCCIONES
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	OTROS TRIBUTOS
	631
	33.621,00







Un caso que suele producirse con motivo de la crisis económica del sector inmobiliario es el tratamiento contable que deben dar las empresas de construcción e inmobiliarias a la adquisición de bienes adquiridos por el cobro de créditos con clientes a los que previamente se les había reconocido el ingreso. A juicio del ICAC (Consulta nº 2 del BOICAC no 75, septiembre de 2008), dichos bienes deben valorarse por el importe que figure el crédito correspondiente al bien recibido, más todos los gastos ocasionados, o al precio de mercado si éste fuese inferior.

La Resolución del ICAC de 14 de abril de 2015, contiene normas particulares relativas a empresas constructoras, empresas inmobiliarias y del sector vitivinícola, que por su especificidad sectorial exceden del objeto de este libro.

2.1.3.3.  Instalaciones técnicas

Se contabilizan en la cuenta 212 y se trata de unidades complejas de uso especializado en el proceso productivo, que comprenden edificaciones, maquinaria, material, piezas o elementos, incluidos los sistemas informáticos, que, aun siendo separables por naturaleza, están ligados de forma definitiva, para su funcionamiento y sometidos al mismo ritmo de amortización, incluyendo los repuestos o recambios cuya validez sea exclusiva para este tipo de instalaciones.

Su valoración comprenderá todos los gastos de adquisición o de fabricación y construcción hasta su puesta en condiciones de funcionamiento.

La contabilidad recoge en cuenta independiente (la 215) el concepto Otras instalaciones, comprendiendo el conjunto de elementos ligados de forma definitiva para su funcionamiento y sometidos al mismo ritmo de amortización, distintos de los señalados en la cuenta 212, que incluye asimismo los repuestos o recambios cuya validez es exclusiva para este tipo de instalaciones.

2.1.3.4.  Maquinaria

Se contabiliza en la cuenta 213 y se considera tal al conjunto de máquinas o bienes de equipo mediante las cuales se realiza la extracción o elaboración de los productos, comprendiendo aquellos elementos de transporte interno que se destinen al traslado de personal, animales, materiales o mercaderías dentro de factorías, talleres, etc. sin salir al exterior.

Su valoración comprenderá todos los gastos de adquisición si se ha adquirido a un tercero o de fabricación y construcción si ha sido realizado por la propia empresa, hasta su puesta en condiciones de funcionamiento.

2.1.3.5.  Utillaje

Se contabiliza el utillaje en la cuenta 214 y se trata del conjunto de utensilios o herramientas que se pueden utilizar autónomamente o conjuntamente con la maquinaria, incluidos los moldes y plantillas.

La valoración del utillaje comprende todos los gastos de adquisición y de fabricación originados hasta su puesta en condiciones de funcionamiento.

Los utensilios y herramientas incorporados a elementos mecánicos se someterán a las normas valorativas y de amortización aplicables a dichos elementos.

Los utensilios y las herramientas que no formen parte de una máquina y cuyo período de utilización se estime inferior a un año, deben cargarse como gasto del ejercicio. Se podrían contabilizar en el 622. Reparaciones y conservación o en la 602. Compras de otros aprovisionamientos, como existencias por materiales diversos, si el período de su utilización fuese no superior a un año. Si el período de utilización fuese superior a un año, la normativa contable recomienda, por razones de facilidad operativa, el procedimiento de regularización anual, mediante su recuento físico, debitándose las adquisiciones en la cuenta del inmovilizado, regularizando al final del ejercicio, practicando un inventario en que se valoren razonablemente, teniendo en cuenta al demérito sufrido con cargo a la cuenta 659. Otras pérdidas en gestión corriente.

Las plantillas y los moldes utilizados con carácter permanente en fabricaciones en serie, deben formar parte del inmovilizado material, calculándose su depreciación según el período de vida útil que se estime. Los moldes utilizados para fabricaciones aisladas, por encargo, no deben considerarse como inventariables, por lo que deben llevarse directamente a gastos, salvo que tengan valor neto realizable.

2.1.3.6.  Mobiliario

Se refiere a todo el mobiliario, material y equipos de oficina, con excepción de los equipos informáticos que tienen cuenta independiente. Se contabilizan en la cuenta 216.

Cuando un material de oficina tiene una duración superior a un año, puede ser tanto incluido en las existencias como en el inmovilizado. Únicamente el posible valor de realización y el sentido común permitirán incluirlo en una u otra cuenta.

El material de oficina irá a gastos si es objeto de consumo durante el ejercicio.

2.1.3.7.  Equipos para procesos de información

Ordenadores y demás conjuntos electrónicos, sin incluir el canon anual por los programas y el "software" que son inmovilizado intangible.

Se contabilizan en la cuenta 217 y se valoran por el precio de adquisición si se adquieren a un tercero o por el coste de fabricación si han sido producidos por la propia empresa, en ambos casos comprendiendo los gastos originados hasta su puesta en condiciones de funcionamiento.

2.1.3.8.  Elementos de transporte

Lo constituyen los vehículos de todas clases utilizables para el transporte terrestre, marítimo o aéreo de personas, animales, materiales o mercaderías y se asientan en la cuenta 218, excepto los que se deban registrar en la cuenta 213. Maquinaria, por ser elementos de transporte interno.

Los elementos de transporte se valoran por el precio de adquisición si se adquieren a un tercero o por el coste de fabricación si han sido producidos por la propia empresa, en ambos casos comprendiendo todos los gastos originados hasta su puesta en condiciones de funcionamiento.

2.1.3.9.  Otro inmovilizado material

Comprende cualesquiera otras inmovilizaciones materiales no incluidas en las demás cuentas del subgrupo 21 relativo a las inmovilizaciones materiales. Se incluirán en esta cuenta los envases y embalajes que por sus características deban considerarse como inmovilizado al estimárseles una vida superior a un año y los repuestos para inmovilizado cuyo ciclo de almacenamiento sea superior a un año.

Se valoran por el precio de adquisición si se ha adquirido a terceros o por el coste de fabricación si lo ha realizado la propia empresa.

2.1.3.10.  Mejora de los bienes del inmovilizado

Según el PGC y el PGC PYMES en la norma de registro y valoración 3ª.f), los costes de renovación, ampliación o mejora de los bienes del inmovilizado material serán incorporados al activo como mayor valor del bien en la medida que supongan un aumento de su capacidad, productividad o alargamiento de su vida útil, debiéndose dar de baja el valor contable de los elementos que se hayan sustituido (4) .

En relación a lo anterior, la Consulta nº 3 del BOICAC no 104 de Diciembre de 2015, recoge el caso de una entidad dedicada a la producción de energía eléctrica, y cuyo parque eólico fue construido por un proveedor extranjero, estableciéndose en el contrato de construcción un período de dos años como garantía. El pago de la maquinaria en cuestión se estipula en un plazo entre 5 y 8 años. En este supuesto, una vez transcurrió el primer año se ve la necesidad de sustituir algunos componentes de la maquinaria por no estar en adecuadas condiciones y se acuerda que la empresa consultante adquiera los elementos necesarios a otros suministradores. Asimismo, se indica que, el coste desembolsado será descontado de la deuda que tiene con la empresa fabricante (proveedor inicial). En este supuesto, la sustitución de los elementos no afecta a la capacidad productiva de la maquinaria, ni alarga su vida útil.

Teniendo en cuenta que la renovación o sustitución de elementos del inmovilizado está regulada en la Resolución de 1 de marzo de 2013, del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas por la que se dictan normas de registro y valoración del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias, en el caso que nos ocupa el ICAC considera que la empresa deberá contabilizar los elementos adquiridos como mayor valor del inmovilizado material. Adicionalmente, continúa diciendo, que se procederá a reconocer la compensación acordada con el proveedor como un derecho de cobro, a dar de baja el elemento sustituido por su valor en libros, y, en su caso, por diferencia, se registrará el correspondiente resultado.

2.1.3.11.  Costes relacionados con grandes reparaciones (Ver epígrafe 3.8.2. Capítulo XII)

En la determinación del importe del inmovilizado material, dice la NRV 3ª. g), se tendrá en cuenta la incidencia de los costes relacionados con grandes reparaciones. Si estos costes no estuvieran especificados en la adquisición o construcción, a efectos de su identificación, podrá utilizarse el precio actual de mercado de una reparación similar. El coste de la gran reparación se debe amortizar de forma distinta a la del resto del inmovilizado, durante el periodo que medie hasta la gran reparación. Dicho importe se reconocerá en el valor contable del inmovilizado como una sustitución, siempre y cuando se cumplan las condiciones para su reconocimiento. Asimismo, se dará de baja cualquier importe asociado a la reparación que pudiera permanecer en el valor contable del citado inmovilizado. (5) 

2.1.3.12.  Inversiones sobre activos arrendados o cedidos en uso cuando no sean leasing

La NRV 3ª h) establece que en los acuerdos que, de conformidad con la norma relativa a arrendamientos y otras operaciones de naturaleza similar, deban calificarse como arrendamientos operativos, las inversiones realizadas por el arrendatario que no sean separables del activo arrendado o cedido en uso, se contabilizarán como inmovilizados materiales cuando cumplan la definición de activo. La amortización de estas inversiones se realizará en función de su vida útil que será la duración del contrato de arrendamiento o cesión –incluido el periodo de renovación cuando existan evidencias que soporten que la misma se va a producir–, cuando ésta sea inferior a la vida económica del activo.

El ICAC en la consulta 3 del BOICAC 118 de julio de 2019, establece  el tratamiento contable que debe otorgarse a las comisiones abonadas a los agentes de la propiedad inmobiliaria a través de los cuales una compañía arrienda locales, en el supuesto de un arrendamiento operativo, por un período de 10 años.

Determina, en base a lo establecido en la NRV 3ª apartados h) y b), que “la sociedad registrará los gastos incurridos por las obras de adaptación de los locales de negocio como un inmovilizado material. Adicionalmente, las comisiones sobre las que versa la consulta también se contabilizarán como mayor valor del inmovilizado, en la medida que se puedan identificar como costes incrementales directamente atribuibles a la adquisición de los derechos de uso que determinan la calificación de las posteriores inversiones como un activo”.


Ejemplo:

Una empresa firma un arrendamiento operativo con el propietario de un local por un período de 10 años. Realiza obras para poder adaptarlo a su negocio  por importe de 540.000 euros y además abona comisiones a los agentes de la propiedad inmobiliaria por 35.000 euros.

Dado que tanto las obras de adaptación como las comisiones se deben contabilizar como mayor valor del inmovilizado,  la sociedad contabiliza así:













	575.000,00
	215
	OTRAS INSTALACIONES
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	575.000,00







2.1.3.13.  Activos de naturaleza medioambiental

El primer borrador del PGC recogía en las normas de registro y valoración los activos de naturaleza medioambiental, mención que desapareció al aprobarse el PGC por entender que es más apropiado que se regulase mediante una disposición "ad hoc". Mientras tanto, podemos aplicar la Resolución del ICAC de 25 de marzo de 2002  (6) , que aprobó normas para el reconocimiento, valoración e información de los aspectos medioambientales en las cuentas anuales, siguiendo la Recomendación de la Comisión de la Unión Europea, de 30 de mayo de 2001, que delimita las normas contables que los Estados miembros deberían cumplir en esta materia, si así lo consideran, ya que se trata de una recomendación para incorporar la información a las cuentas anuales y al informe de gestión.

En la citada Resolución del ICAC se entiende por actividad medioambiental cualquier operación cuyo propósito principal sea prevenir, reducir o reparar el daño sobre el medio ambiente (7)  y dicta normas sobre gastos y provisiones estableciendo para ambos sus cuentas contables de asentamiento, y regula, en su norma quinta los "Activos de naturaleza medioambiental" definiéndolos como los elementos incorporados al patrimonio de la entidad con el objeto de ser utilizados de forma duradera en su actividad cuya finalidad principal sea la minimización del impacto medioambiental, y la protección y mejora del medio ambiente, incluyendo la reducción o eliminación de la contaminación futura.

Asimismo, la Resolución establece que esos activos se reflejarán en las correspondientes partidas del inmovilizado del balance. El ICAC no estableció cuentas de activo específicas como ha hecho en materia de gastos y provisiones medioambientales (Ver apartado 3.5 del Capítulo XII. Patrimonio neto y pasivo. Provisiones  sobre provisión para actuaciones medioambientales y el apartado 3 del capítulo XVII). Por este motivo, para reflejarlos contablemente, se deberán crear subcuentas en cada una de las cuentas de terrenos, construcciones, maquinaria, etc. incluyendo la mención de "elementos de naturaleza medioambiental".

Sin embargo, la Resolución es algo más explícita al concretar que el registro contable de estos elementos se determinará por el precio de adquisición o coste de producción y que los criterios de amortización y correcciones valorativas se registrarán teniendo en cuenta las normas de valoración. Es decir, las mismas normas que hemos estudiado en este capítulo sobre valoración del inmovilizado.

Merece destacarse que la Resolución del ICAC de 25 de marzo de 2002 exige que en la memoria de las cuentas anuales conste el criterio seguido para considerar los gastos medioambientales como gasto del ejercicio o como mayor valor del activo correspondiente.

2.1.3.14.  Normas específicas de valoración: permutas y aportaciones de capital no dinerarias

La norma 2ª.1 de registro y valoración, tanto del PGC como del PGC PYMES y con el mismo texto, dentro de la valoración inicial del inmovilizado material contiene dos normas específicas de valoración, una dedicada a las permutas y la otra a las aportaciones de capital no dinerarias (8) .

A) Permutas.

La normativa contable, NRV 2ª.1.3, distingue, al igual que las NIC/NIIF, entre:

Permutas sin carácter comercial.

Se presume que permuta no comercial, es toda permuta de activos de la misma naturaleza y uso para la empresa o cuando no pueda obtenerse una estimación fiable del valor razonable de los elementos que intervienen en la operación.

En las permutas que no tengan carácter comercial el inmovilizado material recibido se valorará por el valor contable del bien entregado más, en su caso, las contrapartidas monetarias que se hubieran entregado a cambio, con el límite, cuando esté disponible, del valor razonable del inmovilizado recibido si éste fuera menor, provocando en este caso una pérdida que por la diferencia se reflejará en la cuenta de resultados.

La Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 dispone que el inmovilizado entregado se dará de baja por su valor contable. De acuerdo con esta normativa, para contabilizar las permutas de carácter no comercial, se estará a lo siguiente:


	
a)  Cuando el valor por el que se registra el bien recibido sea inferior al valor contable del inmovilizado entregado, se registrará un resultado negativo que se anotará en la cuenta 671. Pérdidas procedentes del inmovilizado material.

	
b)  Cuando existan pérdidas por deterioro de valor acumuladas que afecten al inmovilizado entregado, la diferencia entre su precio de adquisición y su amortización acumulada será el límite por el que se podrá valorar el inmovilizado recibido a cambio, en el caso de que el importe recuperable de este último fuera mayor que el valor contable del bien entregado.



Aunque las permutas no comerciales no provocan beneficio en la cuenta de pérdidas y ganancias, no debe olvidarse que fiscalmente el artículo 17 de la LIS obliga a valorar a valor normal de mercado los elementos adquiridos por permuta, por lo que, normalmente habrá que efectuar un ajuste extracontable por la diferencia sobre el valor contable (Ver apartado 3.5 del Capítulo XXIII).


Ejemplo: Permuta no comercial

Una sociedad permuta el coche A por el coche B de otra entidad. El coche A figura en contabilidad por un valor de 15.000 euros, con una amortización acumulada de 10.000€. A cambio entregar el coche A y 4.000 euros, recibimos el coche B.

Las anotaciones contables serían las siguientes:













	9.000
	218
	ELEMENTOS DE TRANSPORTE (COCHE B)
	 
	 



	 
	 
	
VNC elemento entregado (coche A) = 15.000-10.000= 5.000€

Más contrapartida monetaria = 4.000€

TOTAL = 5.000 + 4.000 = 9.000€





	10.000
	(2818)
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA (COCHE A)



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	4.000



	 
	 
	a
	ELEMENTO DE TRANSPORTE (COCHE A)
	(218)
	15.000







Permutas de carácter comercial.

Se considera que una permuta tiene carácter comercial, si:


	
-  La configuración -riesgo, calendario e importe- de los flujos de efectivo del inmovilizado recibido difiere de la configuración de los flujos de efectivo del activo entregado.

	
-  El valor actual de los flujos de efectivo después de impuestos de las actividades de la empresa afectadas por la permuta, se ve modificado como consecuencia de la operación.



Además, es necesario que cualquiera de las diferencias surgidas por las anteriores causas resulte significativa al compararla con el valor razonable de los activos intercambiados.

En estas permutas de carácter comercial el inmovilizado material recibido se valora por el valor razonable del activo entregado, más, en su caso, las contrapartidas monetarias que se hubieran entregado a cambio, salvo que se tenga una evidencia más clara del valor razonable del activo recibido y con el límite de este último. Las diferencias de valoración que pudieran surgir al dar de baja el elemento entregado a cambio, tendrán como contrapartida la cuenta de pérdidas y ganancias.

Estamos ante uno de los dos supuestos en el que los planes contables, siguiendo la normativa contable aceptada en la UE, obliga a valorar el inmovilizado material a valor razonable, al regular que el inmovilizado recibido se valore al valor razonable del activo entregado y aún y todo la aproximación no es total pues establece un límite que la NIC no contempla.

De acuerdo con la Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013, para contabilizar las permutas de carácter comercial se aplicarán las siguientes reglas:


	
a)  Cuando el valor por el que se registra el bien recibido sea superior al valor contable del inmovilizado entregado, se registrará un resultado positivo en la cuenta 771. Beneficios procedentes del inmovilizado material.

	
b)  La diferencia negativa que se ponga de manifiesto entre el valor por el que se registre el bien recibido, tal como se determina en la presente norma, y el valor contable del inmovilizado entregado a cambio, se anotará en la cuenta 671. Pérdidas procedentes del inmovilizado material.



La Resolución del ICAC de 14 de abril de 2015, en su Norma segunda establece que cuando los factores de producción se adquieran a título gratuito, mediante permuta, total o parcial o como una aportación de capital no dineraria, se aplicarán los criterios regulados en la Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013.

Esta forma de valorar va a provocar casi con toda seguridad beneficios en la cuenta de pérdidas y ganancias, lo que hará que en las permutas comerciales no sea precisa la aplicación de ajustes extracontables de la norma 17 de la LIS de tener que valorar a valor normal de mercado los elementos adquiridos al ser el valor razonable contable un concepto equivalente al del valor de mercado fiscal (Ver apartado 3.5 del capítulo XXIII).

El supuesto de las adquisiciones de inmovilizado material, entregando como pago parcial otro inmovilizado material, lo recoge la normativa contable dentro de las permutas, tanto en las comerciales como en las que no lo son, y a diferencia del PGC de 1990, lo desarrolla en ambos tipos de permutas como hemos visto.

La empresa que recibe el inmovilizado a cambio de otro más un diferencial monetario valorará, en las permutas no comerciales, el bien recibido por el valor neto contable del bien que transmite más el importe monetario pagado, con el límite máximo del valor de mercado del activo recibido, y en las comerciales por el valor razonable del activo entregado más las contrapartidas entregadas con el límite de valor del bien recibido.


Ejemplo: Permuta comercial

Una sociedad permuta una maquinaria, por una furgoneta de otra entidad. La maquinaria tiene un precio de adquisición de 18.000 euros con una amortización acumulada de 6.000 euros. El valor razonable de la maquinaria es de 13.000 euros.

Las anotaciones contables serían las siguientes:













	13.000
	218
	ELEMENTOS DE TRANSPORTE (FURGONETA)
	 
	 



	 
	 
	Al tratarse de una permuta comercial se registra por el valor razonable del activo entregado, en este caso, la maquinaria.



	6.000
	(2813)
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA (MAQUINARIA)



	 
	 
	 
	a
	MAQUINARIA
	213
	18.000



	 
	 
	a
	BENEFICIOS PROCEDENTES DEL INMOV. MATERIAL
	771
	1.000



	 
	 
	La diferencia entre el VNC y el VR se reconoce como resultado.
	 
	 







B) Aportaciones de capital no dinerarias.

La NRV 2ª.1.4 obliga al receptor a valorar los bienes del inmovilizado recibidos, en concepto de aportación no dineraria de capital por su valor razonable en el momento de la aportación (9) .

La Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 añade que en el caso excepcional de que surja una diferencia entre los valores de la escritura y los valores por los que deben registrarse los bienes recibidos en concepto de aportación no dineraria, la citada diferencia se reconocerá en la cuenta 110. Prima de emisión o asunción.

De acuerdo al PGC, para el aportante de los bienes se aplicará lo dispuesto en la norma relativa a los instrumentos financieros (10)  y según el PGC PYMES la norma relativa a los activos financieros. Sin embargo, la Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 establece que "el aportante de los bienes contabilizará la operación de acuerdo con los criterios recogidos en la presente norma para las operaciones de permuta".

Estos criterios se aplicarán a las aportaciones no dinerarias, cualquiera que sea la naturaleza de los elementos patrimoniales objeto de aportación, sin perjuicio de las normas particulares establecidas en la norma de registro y valoración.

Con posterioridad a su reconocimiento inicial, los elementos del inmovilizado material se valorarán por su precio de adquisición o coste de producción menos la amortización acumulada y, en su caso, las correcciones valorativas por deterioro (11) .

C) Valoración del inmovilizado material en el caso de un mayor valor comprobado por la Administración.

Para comprender mejor este punto vamos a analizarlo con el siguiente ejemplo:


Ejemplo:

Una sociedad adquiere un inmueble estando dicha adquisición sujeta al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, en la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas, tributando al tipo del 8 %.

El precio de adquisición ha ascendido a 150.000 euros por lo que autoliquida la cantidad de 12.000 euros (150.000 x 0,08).

Teniendo en cuenta que el impuesto supone un mayor valor del precio de adquisición, dicho importe sería 162.000 euros (150.000 + 9.000), y se contabilizaría con el siguiente asiento:













	162.000
	21
	INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	162.000





Posteriormente la Administración tributaria de la Comunidad Autónoma lleva a cabo un procedimiento de comprobación de valores del inmueble adquirido, fijando el valor del mismo en 200.000 euros, por lo que practica liquidación por importe de 4.000 euros (200.000 x 0,08 = 16.000; 16.000-12.000 = 4.000).

La entidad opta por no recurrir la citada liquidación, por lo que la misma deviene firme, abonando el importe objeto de liquidación.

Debemos aclarar contablemente dos cuestiones al respecto:

- En primer lugar, la diferencia de 50.000 euros entre el valor de comprobación y el declarado no va a incrementar el valor de adquisición del bien.

- En segundo lugar, el importe de 4.000 euros liquidado por la administración sí incrementa el valor del bien en tanto que forma parte del precio de adquisición. En este caso, deberemos hacer el siguiente asiento contable:













	4.000
	21
	INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	4.000





Por consiguiente, únicamente formaría parte del valor de adquisición el mayor impuesto que se va a pagar y no el mayor valor derivado de la comprobación realizada por la Administración.

Por lo que el valor de la cuenta 21 Inmovilizado material será, para el caso que nos ocupa, de 166.000 euros (162.000 + 4.000).



2.1.3.15.  Baja en cuentas del inmovilizado material

Regla general.

Los elementos del inmovilizado material se darán de baja en el momento de su enajenación o disposición por otra vía, o cuando no se espere obtener de los mismos beneficios o rendimientos económicos futuros. El resultado vendrá determinado por la diferencia entre el importe que en su caso se obtenga, neto de los costes de venta, y su valor contable, y se imputará en la cuenta de pérdidas y ganancias del ejercicio en que se produzca, formando parte del resultado de explotación.

Casos especiales.

- Entregas a título gratuito: Cuando una empresa entregue un elemento del inmovilizado material a título gratuito, deberá darlo de baja por su valor en libros y reconocer el correspondiente gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias.

- Baja por expropiación: Los elementos del inmovilizado material que sean objeto de expropiación forzosa se darán de baja cuando se produzca la firma del acta de consignación del precio y ocupación, reconociéndose el correspondiente resultado en la cuenta de pérdidas y ganancias, por la diferencia, si la hubiere, entre el valor contable del bien expropiado y la contraprestación recibida.

En el supuesto de que el importe final a recibir estuviera condicionado a la resolución de un posterior recurso o litigio, el derecho de cobro adicional solo se reconocerá cuando la sentencia adquiera firmeza.

A partir del reconocimiento del activo financiero y hasta su cobro, se procederá a reconocer, en su caso, el correspondiente ingreso financiero de acuerdo con el método del tipo de interés efectivo.

- Baja por siniestro: La empresa dará de baja el valor en libros de los bienes del inmovilizado material que ya no puedan ser utilizados por causa de un incendio, inundación o cualquier otro siniestro mediante el reconocimiento de un gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias.

Cuando el activo se encuentre asegurado y la compensación a recibir sea prácticamente cierta o segura, es decir, la empresa se encuentre en una situación muy próxima a la que goza el titular de un derecho de cobro, habrá que registrar contablemente la indemnización a percibir circunstancia que motivará el reconocimiento del correspondiente ingreso.

- Elementos del inmovilizado material, distintos de los inmuebles, adquiridos para su arrendamiento temporal y posterior venta en el curso ordinario de las operaciones, los reclasificará como existencias.

- Baja en ejecución de una garantía, y por la dación en pago o para pago de una deuda: Los bienes del inmovilizado cedidos en ejecución de una garantía o la dación en pago o para pago de una deuda se darán de baja por su valor en libros, circunstancia que originará la cancelación total o parcial, según proceda, del correspondiente pasivo financiero y, en su caso, el reconocimiento de un resultado (Consulta 2 del BOICAC 94 de junio de 2013).

El resultado se determinará de la siguiente forma:

– Resultado de la explotación: diferencia entre el valor razonable del inmovilizado y su valor contable.

– Resultado financiero: diferencia entre el valor del pasivo que se cancela y el valor razonable del bien como un resultado financiero.


Ejemplo:

Una sociedad tiene un inmueble que se ha adjudicado a una entidad de crédito que tenía una hipoteca sobre el mismo. La sociedad entrega el inmueble como dación en pago de la deuda pendiente, cancelándose de este modo el saldo que la misma tenía con la entidad de crédito.

Los datos de la operación son los siguientes:


	
–  Precio de adquisición del inmueble 300.000€


	
–  Amortización acumulada 120.000€


	
–  Valor razonable del inmueble 150.000€


	
–  Deuda con la entidad de crédito 240.000€




En nuestro caso, entregamos un bien cuyo valor contable es 180.000€ (300.000 – 120.000) por lo que tendríamos que registrar una pérdida por ese importe. No obstante, con la entrega del bien se cancela una hipoteca de 240.000€, por lo que realmente, si valoramos la operación en términos globales, tendríamos un beneficio de 60.000€ (240.000 – 180.000).

Según lo que nos dice la norma, debemos reflejar contablemente de manera separada los dos resultados de la operación:

– Resultado de la explotación: diferencia entre el valor razonable del inmovilizado y su valor contable. En el caso que nos ocupa sería:

180.000 – 150.000 = 30.000 € como pérdida que recogeremos en la cuenta (671) Pérdidas procedentes del inmovilizado material.

– Resultado financiero: diferencia entre el valor del pasivo que se cancela y el valor razonable del bien como un resultado financiero.

240.000  – 150.000 = 90.000 € como beneficio por la parte condonada de la deuda que supera el valor razonable del bien entregado.

La ausencia de norma fiscal específica determina, en aplicación del artículo 10.3 de la LIS, que el resultado contable coincida con el resultado fiscal y, en consecuencia, que el beneficio neto de 60.000 € obtenido en la operación se integre en la base imponible del Impuesto sobre Sociedades.













	120.000,00
	281
	AMORT. ACUM. INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	240.000,00
	170
	DEUDA A L/P CON ENT. CRÉDITO
	 
	 



	30.000,00
	671
	PÉRDIDAS PROC. DEL INMOV. MATERIAL
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	INMOVILIZADO MATERIAL
	21
	300.000,00



	 
	 
	 
	a
	OTROS INGRESOS FINANCIEROS
	769
	90.000,00







3.  INMOVILIZACIONES MATERIALES EN CURSO

El cuadro de cuentas que le dedican tanto el PGC de 2007 como el PGC PYMES es el siguiente:



	PGC Y PGC PYMES. Subgrupo 23. Inmovilizaciones materiales en curso

	
230. Adaptación de terrenos y de bienes naturales.

231. Construcciones en curso.

232. Instalaciones técnicas en montaje.

233. Maquinaria en montaje.

237. Equipos para procesos de información en montaje.

239. Anticipos para inmovilizaciones materiales.





Las cuentas de este subgrupo 23 figuran en el balance en el activo no corriente.

Se consideran inmovilizaciones en curso al cierre del ejercicio los trabajos de adaptación, construcción o montaje realizados con anterioridad a la puesta en condiciones de funcionamiento de los distintos elementos del inmovilizado material, incluso los realizados en inmuebles.

Cuando la construcción o el montaje se hacen por empresas ajenas se irán cargando las distintas cuentas por la recepción de las obras o montajes.

Si la construcción o el montaje del inmovilizado material se hacen por la propia empresa, durante el año se va contabilizando en las cuentas del Grupo 6. Compras y gastos, pero al final del ejercicio, por todos los efectuados en tal concepto, debemos cargar el subgrupo 23. Inmovilizaciones materiales en curso abonando la cuenta 733.Trabajos realizados para el inmovilizado material en curso.

La cuenta 239. Anticipos para inmovilizaciones materiales, recoge las entregas a proveedores y otros suministradores de elementos de inmovilizado material, normalmente en efectivo, en concepto de "a cuenta" de suministros o de trabajos futuros.

En el apartado 9 del capítulo XIX se estudia con mayor extensión la contabilización.

El inmovilizado en curso no es objeto de amortización. Cuando estos elementos están terminados y entran en funcionamiento, el saldo de la cuenta debe traspasarse al subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales.

4.  INVERSIONES INMOBILIARIAS

Tanto el PGC como el PGC PYMES dedican el subgrupo 22 a las Inversiones inmobiliarias, es decir a los inmuebles que se tienen para obtener rentas y/o plusvalías o ambas, normalmente bienes destinados al arrendamiento a terceras personas y que de acuerdo a la norma 4ª de registro y valoración se valoran con los mismos criterios del inmovilizado material, presentándose en un apartado independiente.

Se trata de activos no corrientes que no se usan en la producción o suministro de bienes o servicios, ni para fines administrativos ni para la venta en el curso ordinario de las operaciones.

En el mismo sentido la norma 6ª de elaboración de las cuentas anuales, en su apartado 5 dispone que los terrenos o construcciones que la empresa destina a la obtención de ingresos por arrendamiento o posea con la finalidad de obtener plusvalías a través de su enajenación, fuera del curso ordinario de sus operaciones, se incluirán en el epígrafe A III "Inversiones inmobiliarias del activo". Por tanto, como dice la Consulta 9 del Boletín nº 74 de junio de 2008 del ICAC, para calificar un inmueble dentro de las inversiones inmobiliarias es preciso se cumplan estas tres condiciones:


	
-  Sea un activo no corriente de naturaleza inmobiliaria.

	
-  Se mantenga por la empresa para obtener rentas o plusvalías, no para la producción o suministro de bienes o servicios distintos del alquiler.

	
-  La venta de inmuebles no forme parte del curso ordinario de sus operaciones.



El subgrupo 22, que no existía en el PGC de 1990, sólo tiene dos cuentas:



	PGC Y PGC PYMES. Subgrupo 22. Inversiones inmobiliarias

	
220. Inversiones en terrenos y bienes naturales.

221. Inversiones en construcciones.





Se cargan esas cuentas por el precio de adquisición o coste de producción o por su cambio de uso y se abonan por las enajenaciones, el cambio de uso y por su baja.

Las cuentas de este subgrupo 22 figurarán en el activo no corriente del balance y su inclusión en este subgrupo prácticamente las incapacita para ser un elemento objeto de la deducción por reinversión (actualmente en el régimen transitorio), al implicar que no está afecto.

Los criterios contenidos en las normas de registro y valoración del inmovilizado material se aplican a las inversiones inmobiliarias.

La Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 regula que los terrenos y edificios cuyos usos futuros no estén determinados en el momento de su incorporación al patrimonio de la empresa, se calificarán como inversión inmobiliaria. La misma Resolución del ICAC establece que las inversiones inmobiliarias deberán reclasificarse como inmovilizado material si la empresa comienza a utilizar el inmueble en la producción o suministro de bienes o servicios o para fines administrativos, debiendo reclasificarse como existencias si la empresa inicia una obra encaminada a producir una transformación sustancial del inmueble con la intención de venderlo.

En aquellos casos en los que la venta de inmuebles constituya una actividad ordinaria de la empresa, los inmuebles que formen parte de las existencias se considerarán inversiones inmobiliarias cuando sean objeto de arrendamiento operativo.

El ICAC en la consulta 2 del BOICAC 118 de julio de 2019 establece si, en aplicación del Plan General de Contabilidad, aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, y su normativa de desarrollo, la transacción de venta de unos solares catalogados como inversión inmobiliaria debe tratarse como un ingreso ordinario dentro del importe neto de la cifra de negocios o como un beneficio por enajenación de inmovilizado. Se plantea además, si la respuesta sería diferente para los dos solares contiguos y adquiridos y enajenados conjuntamente que no se incluían en el proyecto para la construcción del edificio de la sede corporativa del Grupo, a la espera de definir su destino dentro de la actividad ordinaria de la sociedad.

Concluye que si las parcelas no se poseen para su venta en el curso ordinario de las actividades de la empresa, la enajenación de las fincas destinadas a su arrendamiento no debe producir un cambio de destino manteniéndose el activo como inversión inmobiliaria y, por tanto, el resultado de la operación no debería recogerse como Importe de la cifra de negocios en la cuenta de pérdidas y ganancias. Establece además que deben dar esa misma solución a las dos fincas colindantes adquiridas y enajenadas conjuntamente que no se incluían en el proyecto para la construcción del edificio de la sede corporativa del Grupo.

Fiscalmente:

En cuanto al tratamiento de las pérdidas por deterioro de su valor, la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, supone para los períodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2015 un cambio trascendental respecto de la legislación anterior contenida en el TRLIS -derogado- porque ya no los admite fiscalmente al establecer en el artículo 13.2 LIS que: "No serán deducibles: a) Las pérdidas por deterioro del inmovilizado material, inversiones inmobiliarias e inmovilizado intangible (incluido el fondo de comercio)" siendo únicamente deducibles fiscalmente en los términos señalados en el artículo 20 LIS (cuando un elemento tenga diferente valoración contable y fiscal) y que estudiaremos en el capítulo V para no desagregar la materia, pero anticipamos que si el activo es amortizable el momento de deducir fiscalmente el deterioro se producirá a medida que se vaya amortizando, y si no lo es, cuando se produzca la baja.

5.  INMOVILIZADO INTANGIBLE

Tanto el PGC como el PGC PYMES definen a las inmovilizaciones intangibles como activos no monetarios sin apariencia física susceptibles de valoración económica, así como los anticipos a cuenta entregados a proveedores de estos inmovilizados; definición no apropiada para el fondo de comercio, pero sí para el resto.

Ambos planes contables, en su NRV 5ª establecen que, en principio, los criterios contenidos en las normas del inmovilizado material se aplican a los elementos del inmovilizado intangible (nueva denominación del inmaterial), sin perjuicio de las normas particulares del inmovilizado intangible. Los PPGGCC poseen una norma 5ª dedicada al reconocimiento inicial y a la valoración posterior del inmovilizado intangible, con la misma redacción. Además, la Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 establece que los criterios contenidos en la Resolución de 1 de marzo de 2013, emitida igualmente por el ICAC, por la que se dictan normas de registro y valoración del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias, también se aplicarán al inmovilizado intangible.

Asimismo es aplicable al inmovilizado intangible la Resolución del ICAC de 14 de abril de 2015, por la que se establecen criterios para la determinación del coste de producción de las existencias y del inmovilizado, aplicable obligatoriamente por las empresas en sus cuentas individuales y consolidadas para los ejercicios iniciados a partir de 1 de enero de 2015, para la determinación del coste de los productos comprendidos en las existencias que hayan sido fabricados o elaborados por la empresa y siendo, de acuerdo a la Norma primera de la Resolución, aplicable -con las necesarias adaptaciones terminológicas- para la determinación del coste del inmovilizado material o intangible. Dado que en el apartado 2 de este capítulo relativo al inmovilizado material hemos estudiado pormenorizado este tema al mismo nos remitimos para evitar duplicidades.

5.1.  Reconocimiento inicial

Para el reconocimiento inicial de un inmovilizado intangible es preciso que:


	
-  Cumpla la definición de activo. En el Marco Conceptual de ambos planes contables se exige se trate de un recurso controlado por la empresa del que se esperan beneficios económicos futuros y que su valor pueda estimarse de modo fiable.

	
-  Cumpla el criterio de identificabilidad. Es decir, que en él se den alguno de estos dos requisitos:
	
a)  Sea separable, esto es, susceptible de ser separado de la empresa y vendido, cedido, entregado para su explotación, arrendado o intercambiado.

	
b)  Surja de derechos legales o contractuales, con independencia de que tales derechos sean transferibles o separables de la empresa o de otros derechos u obligaciones.







Por tanto, a los inmovilizados intangibles se les exige "un plus" sobre los restantes activos para su reconocimiento contable.

En ningún caso se reconocerán como inmovilizados intangibles los desembolsos incurridos en la creación de marcas, cabeceras de periódicos o revistas, los sellos o denominaciones editoriales, las listas de clientes u otras partidas similares, que se hayan generado internamente.

El reconocimiento inicial se efectúa a precio de adquisición que es igual a coste de compra más los costes directamente atribuibles al activo para su uso, como el del personal preciso para ponerlo en funcionamiento más el coste de las pruebas.

Si el intangible está producido por la empresa se reconoce contablemente por el coste de producción. Este comprende todos los gastos ocasionados -entre ellos, costes de materiales y servicios, remuneraciones a los empleados derivadas de la generación del activo intangible, honorarios de registro, amortización de patentes utilizadas en la generación del activo (Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013)- menos las ineficiencias y pérdidas hasta que alcance el rendimiento normal, y menos la formación del personal que ha de trabajar en el activo.

5.2.  Valoración posterior

La normativa contable no permite al cierre del ejercicio la valoración a valor razonable del inmovilizado intangible, lo que supone una cierta tranquilidad para las empresas pero que no parece justificarse con la imagen fiel que las cuentas deben mostrar, aunque la dificultad de una posible valoración hace la medida plausible.

En consecuencia, al cierre del ejercicio el activo intangible queda valorado a su coste histórico o precio de adquisición menos la amortización acumulada y las correcciones valorativas.

Hasta el 2015, el PGC clasificaba el inmovilizado intangible en función de que su vida útil fuera definida o indefinida. La consecuencia fundamental que, en cuanto a la amortización, derivaba de la calificación de un intangible como de vida útil definida o indefinida es que mientras que los primeros podían amortizarse contablemente, los de vida útil indefinida no eran susceptibles de amortización contable (NRV 5.ª PGC). Asimismo, y de forma expresa, se establecía que tampoco se amortizaría contablemente el fondo de comercio (NRV 6.ª PGC).

Sin embargo, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2016 la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, introdujo importantes modificaciones en el artículo 39.4 del Código de Comercio de 1885 y en la LIS. Dicha modificación se completó con la modificación del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, de modificación del PGC y PGC PYMES que, entre otros aspectos, da nueva redacción precisamente a las normas de registro y valoración que se refieren al inmovilizado intangible y de forma concreta al fondo de comercio, para recoger en dichas normas los criterios de amortización aplicables.

Según la nueva redacción dada al artículo 39.4 CCo de 1885, por la Ley 22/2015, de 20 de julio, y a las NRC 5ª y 6ª PGC por el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, que modifica el PGC y PGC PYMES, el inmovilizado intangible deja de clasificarse en función de si su vida útil es definida o indefinida, y se parte de la consideración principal de que todos los inmovilizados intangibles son activos de vida útil definida. La principal consecuencia de dicha modificación es que todo el inmovilizado intangible pasará a ser amortizable; en principio en función de su vida útil, y si ésta no pudiera estimarse de manera fiable, el intangible se amortizará en un plazo de 10 años. La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 añade que se "amortizarán sobre una base sistemática que refleje el patrón de consumo de los beneficios económicos inherentes al activo". El valor residual de un activo intangible, en principio se presume nulo, salvo que haya un compromiso de compra o exista un mercado activo (12) .

En el caso particular del fondo de comercio, el artículo 39.4 CCo de 1885, según la redacción dada al mismo por la Ley 22/2015, de 20 de julio, y la NRV 6ª según la redacción que establece el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, que modifica el PGC prevén que su vida útil será de diez años, salvo prueba en contrario y se seguirá un criterio lineal de recuperación.

El artículo 17.1 LIS -redacción dada por la Ley 27/2014, de 27 de noviembre- establece que "los elementos patrimoniales se valorarán de acuerdo con los criterios establecidos en el Código de Comercio 1885, corregidos por la aplicación de los preceptos establecidos en este Ley", por lo que no existe diferencia entre la legislación mercantil y la contable, y la normativa fiscal, salvo los casos en los que los preceptos de la LIS corrijan la valoración contable, aunque el mencionado artículo añada que "no obstante, las variaciones de valor originadas por aplicación del criterio del valor razonable no tendrán efectos fiscales mientras no deban imputarse a la cuenta de pérdidas y ganancias".

Fiscalmente:

Las modificaciones introducidas en la normativa mercantil por la Ley 22/2015, provocaron las subsiguientes en la LIS en aquellos preceptos que regulan la amortización fiscal de los elementos del inmovilizado intangible. De esta forma, la disposición final 5.ª de la Ley 22/2015, dio nueva redacción al artículo 12.2 LIS y a la disposición transitoria 35.ª LIS y derogó el apartado 3 del artículo 13 de la LIS, con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2016.

Con la actual redacción del artículo 12.2 LIS, al amortizarse contablemente todos los elementos del inmovilizado intangible, la deducción fiscal de dicha amortización queda regulada en el citado precepto, ya sin diferenciación entre intangibles de vida útil definida o indefinida, puesto que todos los elementos del inmovilizado intangible tienen vida útil definida, sin perjuicio de que en determinados supuestos la misma no pueda estimarse de manera fiable.

Cuando la vida útil del elemento pueda establecerse claramente, tanto contable como fiscalmente, el elemento se amortizará atendiendo a su vida útil.

Si por el contrario la vida útil no puede estimarse de manera fiable, contablemente el elemento se amortizará en un plazo de 10 años, salvo que otra disposición establezca un plazo diferente, mientras que fiscalmente el gasto será deducible con el límite anual máximo de la veinteava parte de su importe (5 %). Idéntico límite (5 % anual) se fija para la deducción fiscal de la amortización del fondo de comercio.

Debe precisarse que al tener que registrarse contablemente el gasto en concepto de amortización de cualquier tipo de intangible, incluido el fondo de comercio, la deducción fiscal de dicho gasto está supeditada al cumplimiento del principio de inscripción contable establecido en el artículo 11.3.1º LIS, de manera que para que el gasto sea fiscalmente deducible, tendrá que estar contabilizado, sin perjuicio de que en los supuestos antes señalados, el gasto pueda verse sometido a la aplicación de un límite máximo anual.

La modificación introducida en el artículo 39.4 CCo de 1885 justifica igualmente la derogación del artículo 13.3 LIS en el que se contemplaba la deducción fiscal de un gasto que, hasta dicha modificación, no se registraba contablemente, como era la amortización del intangible con vida útil indefinida, incluido el fondo de comercio.

Conforme a lo dispuesto en la disposición transitoria única del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, que modifica el PGC y el PGC PYMES, la aplicación de los nuevos criterios de amortización para lo que anteriormente constituía intangible con vida útil indefinida y para el fondo de comercio, en los ejercicios iniciados a partir de 1 de enero de 2016, se llevará a cabo de forma prospectiva, contabilizándose las cuotas de amortización en cuentas de pérdidas y ganancias.

Por tanto, conforme al citado régimen transitorio, al inicio del primer ejercicio iniciado a partir de 01-01-2016 se determinará el plazo que resta hasta completar los 10 años en los que se amortizan los intangibles cuya vida útil no se pueda estimar de forma fiable o el fondo de comercio (respecto de este último salvo que se pruebe un plazo distinto), y en dicho plazo se amortizará contablemente el valor total del intangible. No obstante, y como se indicó anteriormente, la amortización contable será fiscalmente deducible con el límite del 5 % anual, debiendo tenerse en cuenta a tal efecto el gasto que con anterioridad a 2016 pudo deducirse fiscalmente conforme a lo dispuesto en los artículos 12.6 y 12.7 TRLIS o en el artículo 13.3 LIS. Se podrá optar por adaptar la amortización a la nueva normativa de forma retroactiva, cargando en una cuenta de reservas la amortización que correspondiera a los años anteriores.

En cuanto al tratamiento de las perdidas por deterioro de su valor, la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, supone para los períodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2015 un cambio trascendental respecto de la legislación anterior contenida en el TRLIS -derogado- porque ya no los admite fiscalmente al establecer en el artículo 13.2 LIS que: "No serán deducibles: a) Las pérdidas por deterioro del inmovilizado material, inversiones inmobiliarias e inmovilizado intangible (incluido el fondo de comercio)" siendo únicamente deducibles fiscalmente en los términos señalados en el artículo 20 LIS (cuando un elemento tenga diferente valoración contable y fiscal) y que estudiaremos en el capítulo V para no desagregar la materia, pero anticipamos que si el activo es amortizable el momento de deducir fiscalmente el deterioro se producirá a medida que se vaya amortizando, y si no lo es, cuando se produzca la baja.

Los PPGGCC se separan del criterio de la NIC 38 que permite optar por el valor razonable que en caso de incremento de valor supondría reflejar la revaloración dentro del patrimonio neto, eso si, siempre que hubiese un mercado del tipo del activo de que se trate, lo cual es más difícil. En este aspecto, puede tener especial relevancia la modificación realizada en el apartado 1 del artículo 38 bis del CCo de 1885 por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, contemplando la aplicación del valor razonable no sólo a determinados instrumentos financieros sino, con carácter general, a los activos y pasivos que se determinen reglamentariamente. Cuando se produzca dicho desarrollo reglamentario habrá que comprobar si el mismo viene o no acompañado de una modificación de la LIS que evite la aplicación del criterio del valor razonable a efectos fiscales.

Los planes contables dedican las siguientes cuentas al inmovilizado intangible (13) :
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El PGC PYMES contiene, pues, las mismas cuentas que el PGC menos la 204. Fondo de comercio, ya que no trata de él en su NRV 6ª.

La Resolución del ICAC del 21 de enero de 1992 sobre el inmovilizado intangible ha sido sustituida por la Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013. Además, tenemos que tener en cuenta las modificaciones introducidas por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, y por el Real Decreto 602/2016 de 2 de diciembre, por el que se modifica el PGC, el PGC PYMES, las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas y las Normas de Adaptación del PGC a las entidades sin fines lucrativos.

La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013, establece que los criterios contenidos en la Resolución de 1 de marzo de 2013 –sobre el inmovilizado material–, también se aplicarán al inmovilizado intangible.

El Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, contempla en la disposición adicional primera, que al inicio del primer ejercicio en que resulte de aplicación el valor en libros de los derechos de emisión de gases con efecto invernadero contabilizado como inmovilizado intangible se reclasificará a las existencias.

En el caso de que la empresa estime consumir parte de estos derechos en un plazo superior al año, la partida "4. Materias primas y otros aprovisionamientos" del epígrafe B.II del activo del balance se desglosará para recoger separadamente las que se estime consumir antes y después de ese plazo.

La antigua cuenta 217. Derechos sobre bienes en arrendamiento financiero desaparece, dado que con los PPGGCC estos derechos se contabilizan según su naturaleza como elementos del inmovilizado material, del intangible o de las inversiones inmobiliarias.

Los bienes intangibles se llevan a pérdidas si no se espera obtener beneficios en el futuro con ellos.

Cuenta 200. Investigación y 201. Desarrollo

Tanto el PGC como el PGC PYMES, en su cuenta 200, definen la investigación como "la indagación original y planificada que persigue descubrir nuevos conocimientos y superior comprensión de los existentes en los terrenos científico o técnico"; y el desarrollo como la "aplicación concreta de los logros obtenidos en la investigación" o de cualquier otro tipo de conocimiento científico, a un plano o diseño, en particular para la producción de materiales, productos, métodos, procesos o sistemas nuevos, o substancialmente mejorados, hasta que se inicia la producción comercial.

Ambos PPGGCC dedican la misma NRV 6ª, con igual redacción, a tratar los gastos de I+D. En dicha norma se regula que los gastos en investigación serán gastos del ejercicio en que se realicen. No obstante, podrán activarse como inmovilizado intangible, desde el momento que se cumplan las siguientes condiciones:


	
-  Estar específicamente individualizados por proyectos y su coste claramente establecido para que pueda ser distribuido en el tiempo.

	
-  Tener motivos fundados del éxito técnico y de la rentabilidad económico-comercial del proyecto o proyectos. La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 exige que se pueda establecer una relación estricta entre "proyecto" de investigación y objetivos perseguidos y obtenidos.



Los gastos de desarrollo, cuando se cumplan las condiciones indicadas para la activación de los gastos de investigación, se reconocerán en el activo.

La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013, a las condiciones establecidas para activar los gastos de I+D, añadió el que la financiación de los distintos proyectos debe estar razonablemente asegurada para completar la realización de los mismos y que exista una intención de completar el activo intangible para usarlo o venderlo.

Si el proyecto se ha realizado por la empresa, los gastos aparecerán a lo largo del año en el grupo 6, normalmente en la cuenta 640. Sueldos y salarios, la 602. Compras de otros aprovisionamientos y la 629. Otros servicios, y si se llevan los proyectos por empresas ajenas habrán tenido su asiento en la cuenta 620. Gastos de investigación y desarrollo del ejercicio.

Puede tratarse tanto de programas de investigación como del desarrollo de nuevos productos o procesos industriales, y la valoración comprenderá en los proyectos encargados a otras empresas el precio de adquisición.

Si los proyectos se realizan con medios propios de la empresa, se valorarán al coste de producción, incluyendo, en particular: costes de personal, materias primas y servicios utilizados también directamente en el proyecto, amortización del inmovilizado afecto directamente, y la parte de los costes indirectos que respondan a una imputación racional de los mismos.

Por su activación se efectuará el siguiente asiento:
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En principio, los gastos de investigación no tienen por qué activarse, puesto que son gasto del ejercicio. Ahora bien, excepcionalmente si se dan todas las condiciones arriba relacionadas pueden activarse. La amortización de los gastos de investigación activados deberá practicarse durante su vida útil y siempre dentro del máximo de cinco años (Ver apartado 6.2 del capítulo IV).

Los gastos de desarrollo, si cumplen las condiciones, deben activarse obligatoriamente; la NRV 6ª dice textualmente: "se reconocerán en el activo". La amortización de los gastos de desarrollo se efectuará durante su vida útil que se presume no es superior a cinco años (Ver apartado 6.2 del capítulo IV. En el capítulo XIX se estudia con detalle la activación de estos gastos de I+D).

En el caso de que los gastos de investigación y desarrollo lo fuesen por servicios encargados a otras empresas (14)  veamos el siguiente ejemplo:


Ejemplo:

Una sociedad dedicada a la cosmética, encarga a comienzos de 2023 a la sociedad B la investigación de una nueva crema, que opta por activar como inmovilizado intangible siempre que se den las circunstancias para ello.

Según las condiciones del contrato, la sociedad B facturará el 31 de diciembre de cada año, 50.000 euros más IVA por medio de transferencia bancaria.

- A finales del año 2023 la sociedad no ve expectativas del éxito técnico del proyecto.

- A finales del año 2024 se tienen expectativas del éxito técnico y de la rentabilidad económico-comercial del mismo, cumpliéndose además todas las condiciones exigidas por el PGC por lo que la empresa activa el proyecto de investigación.

- A 31 de diciembre de 2025 la investigación termina con éxito.













	50.000
	620.1
	GASTOS EN INVESTIGACIÓN
	 
	 



	10.500
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	60.500



	 
	 
	 
	 
	
A 31 de diciembre de 2023 no existen expectativas del éxito técnico por lo que no se activa

A 31-12-2024


	 
	 



	50.000
	620.1
	GASTOS EN INVESTIGACIÓN
	 
	 



	10.500
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	60.500



	 
	 
	 A 31 de diciembre de 2024 si existen expectativas de éxito técnico y se cumplen todas las condiciones para su activación.

	 
	 



	50.000
	200
	INVESTIGACIÓN
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	TRABAJOS REALIZADOS PARA EL INMOVILIZADO INTANGIBLE
	730
	50.000



	 
	 
	A 31 de diciembre de 2025 la investigación finaliza con éxito
	 
	 



	10.000
	680.1
	
Amortización de investigación a 31 de diciembre (Ver Capítulo IV para un estudio más detallado de la amortización de los elementos del inmovilizado.)
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	AMORTIZACIÓN GASTOS DE INVESTIGACIÓN
	280.1
	10.000



	 
	 
	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA GASTOS DE INVESTIGACIÓN
	 
	 



	 
	 
	Por el gasto
	 
	 



	50.000
	620.1
	GASTOS EN INVESTIGACIÓN
	 
	 



	10.500
	472
	IVA SOPORTADO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	60.500



	 
	 
	Por la activación
	 
	 



	50.000
	200
	INVESTIGACIÓN
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	TRABAJOS REALIZADOS PARA EL INMOVILIZADO INTANGIBLE
	730
	50.000







Conviene no olvidar que si en el ejercicio no se activan los gastos de investigación no pueden capitalizarse en ejercicios posteriores, esto es, serán gasto del ejercicio en que se hayan producido mientras los mismos no puedan ser activados, no pudiendo activarse con posterioridad cuando se cumplan los requisitos.

Ninguno de los PPGGCC especifica si se debe comenzar a amortizar los gastos de investigación cuando finaliza el proyecto o en otra fecha distinta. La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 adoptó el criterio muy razonable de amortizar desde la activación, sin esperar a la conclusión del proyecto.

Los gastos de investigación que figuren en el activo deberán amortizarse durante su vida útil y siempre dentro del plazo de cinco años; los gastos de desarrollo activados deberán amortizarse durante su vida útil, que en principio se presumen, salvo prueba en contrario que no es superior a cinco años. En el caso de que existan dudas razonables sobre el éxito técnico o la rentabilidad económico-comercial del proyecto, los importes registrados en el activo deberán imputarse directamente a pérdidas, lo que se hará en la cuenta 670. Pérdidas procedentes del inmovilizado intangible, y no podrá efectuarse la reversión por dicho concepto con posterioridad, es decir, que la pérdida se vuelve irreversible y definitiva.

El artículo 273.3 del TRLSC 2010 no permite distribuir beneficios a menos que el importe de las reservas disponibles sea, como mínimo, igual al importe de los gastos de investigación y desarrollo que figuren en el activo del balance (15) .

Estos gastos en I+D activados como inmovilizado intangible gozan en el artículo 12.3 b) de la LIS de libertad de amortización, lo que puede provocar la necesidad de un ajuste extracontable negativo, diferencia temporaria imponible al resultado contable para hallar la base imponible del Impuesto sobre Sociedades, por el exceso de amortización fiscal sobre la contable.

En esta materia, los PPGGCC se separan de la NIC 38 que no permite activar los gastos de investigación sino solamente los de desarrollo (éstos con mayores requisitos para su activación) (16) .

A diferencia de los gastos de investigación que se amortizan desde su activación, la Resolución de 28 de mayo de 2013 del ICAC establece que, los gastos de desarrollo comenzarán a amortizarse a partir de la fecha en que termine el proyecto.


Siguiendo el ejemplo anterior:

- En enero de 2026 comienza la actividad de desarrollo, que se encomienda a otra sociedad que va a facturar, según contrato, 20.000 euros al año más IVA. Los pagos se realizarán a finales de año por medio de transferencia bancaria.

- A 31 de diciembre de 2026 la empresa tiene motivos fundados del éxito técnico del proyecto, además cumple todos los requisitos necesarios, por lo que proceden a la activación del gasto.

- A 31 de diciembre de 2027 el proyecto finaliza con éxito y el 1 de julio de 2027 la empresa registra el nuevo proceso de producción en el Registro de la Propiedad Industrial, incurriendo en unos gastos de formalización y registro de 2.000 euros más IVA.

- La empresa prevé una vida útil de la propiedad industrial de 10 años.













	20.000
	620.2
	GASTOS EN DESARROLLO
	 
	 



	4.200
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	24.200



	 
	 
	A 31 de diciembre de 2026 existen expectativas del éxito técnico por lo que se activa
	 
	 



	20.000
	201
	DESARROLLO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	TRABAJOS REALIZADOS PARA EL INMOVILIZADO INTANGIBLE
	730
	20.000



	20.000
	680.1
	AMORTIZACIÓN GASTOS DE INVESTIGACIÓN
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA GASTOS DE INVESTIGACIÓN
	280.1
	20.000



	 
	 
	
Recordemos que los gastos de desarrollo no pueden amortizarse hasta que no finalice el proyecto.

En el caso de los gastos de investigación continuaremos amortizando hasta que finalicen los 5 años, por lo que la amortización de 2026 será de 20.000 euros.

El próximo año contabilizaríamos a 31-12-2027


	 
	 



	20.000
	620.2
	GASTOS EN DESARROLLO
	 
	 



	4.200
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	24.200



	 
	 
	
A 31 de diciembre de 2027 siguen cumpliéndose las expectativas de éxito técnico así como todas las condiciones para su activación. Además el proyecto finaliza con éxito.

	 
	 



	20.000
	201
	DESARROLLO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	TRABAJOS REALIZADOS PARA EL INMOVILIZADO INTANGIBLE
	730
	20.000



	20.000
	680.1
	AMORTIZACIÓN GASTOS DE INVESTIGACIÓN
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA GASTOS DE INVESTIGACIÓN
	280.1
	20.000



	 
	 
	
Continuamos con la amortización de los gastos de investigación

1 de julio de 2028


	 
	 



	4.000
	680.2
	AMORTIZACIÓN GASTOS DE DESARROLLO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA GASTOS DE DESARROLLO
	280.2
	4.000



	38.000
	203
	PROPIEDAD INDUSTRIAL
	 
	 



	4.000
	280.2
	AMORTIZAC. ACUM. DESARROLLO
	 
	 



	420
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	DESARROLLO
	201
	40.000



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	2.420



	 
	 
	El valor de la propiedad industrial sería el siguiente = 40.000 (valor desarrollo)- 4.000 (amortización acumulada desarrollo) + 2.000 (gastos de registro y formalización) =38.000 euros
	 
	 



	 
	 
	A 31-12-2028
	 
	 



	1.900
	680
	AMORTIZACIÓN INMOVILIZADO INTANGIBLE
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUM. INMOV. INTANGIBLE
	280
	1.900



	 
	 
	La amortización de la propiedad industrial sería: 38.000/12 x 6 meses del año 2028 = 1.900 euros
	 
	 



	20.000
	680.1
	AMORTIZACIÓN INVESTIGACIÓN
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUM. INVESTIGACIÓN
	280.1
	20.000



	 
	 
	
Continuamos amortizando los gastos de investigación

Téngase en cuenta que los gastos de desarrollo activados se incorporan a la propiedad industrial, por lo que una vez reconocida la propiedad industrial será ésta la que continúe amortizándose durante el tiempo que dure su vida útil.


	 
	 







Aunque el reconocimiento de los gastos de investigación y desarrollo exige su separación en su reconocimiento contable, dado que tienen un período de amortización diferenciado, si llegan a ser objeto de inscripción como patentes en un Registro Industrial la diferenciación desaparece, tal como está concebida la cuenta 203. Propiedad industrial.

Cuenta 202. Concesiones administrativas

De acuerdo a la definición de la cuenta 202, que es en la que se contabilizan las concesiones administrativas, se trata de los gastos efectuados para la obtención de derechos de investigación o de explotación otorgados por el Estado u otras Administraciones Públicas, o el precio de adquisición de aquellas concesiones susceptibles de transmisión.

Según la Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013, se entiende por concesión administrativa, aquellos actos por los que una entidad de derecho público transfiere a un particular un servicio público o el disfrute exclusivo de un bien de dominio público, debiendo activarse por el importe total de los gastos incurridos en su obtención y deberán ser objeto de amortización, según lo especificado con carácter general para los inmovilizados intangibles en la citada resolución.

Cuando la empresa realice inversiones que deban ser objeto de renovación con una vida económica superior al período concesional, se amortizará a lo largo de su vida útil. El inmovilizado intangible deberá ser objeto de amortización en el plazo concesional, y el criterio de depreciación será lineal, salvo que su patrón de uso pueda estimarse con fiabilidad.

Contabilización:













	 
	202
	CONCESIONES ADMINISTRATIVAS
	 
	 



	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES CRÉDITO C/C
	572





Fiscalmente:

El TRLIS, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, -derogado-, con anterioridad a la Ley 16/2007, de 4 de julio, seguía los criterios contables de amortizar las concesiones y de crear un fondo de reversión, pero a partir de la reforma desaparece la cuenta del Fondo de reversión por no ser precisa dado que la concesión debe amortizarse en el período de su concesión. El mismo criterio mantiene la Ley 27/2014, de 27 de noviembre (LIS).

Cuenta 203. Propiedad industrial

De acuerdo a la definición de la cuenta 203. Propiedad industrial, del PGC de 2007, y la número 202 del PGC PYMES, se activa por el importe satisfecho por la propiedad o por el derecho al uso o a la concesión del uso de las distintas manifestaciones de la propiedad industrial, en los casos en que, por las estipulaciones del contrato, deban inventariarse por la empresa adquirente.

El concepto de propiedad industrial incluye, entre otras, las patentes de invención, los certificados de protección de modelos de utilidad pública y las patentes de introducción.

Tal vez convenga volver a recordar aquí que la NRV 5ª de ambos planes contables, establece que en ningún caso se reconocerán como inmovilizados intangibles "las marcas, cabeceras de periódicos o revistas, los sellos o denominaciones editoriales, las listas de clientes u otras partidas similares, que se hayan generado internamente".

La NRV 5ª establece que, asimismo, se contabilizarán como propiedad industrial los gastos de desarrollo capitalizados cuando se obtenga la correspondiente patente o similar, incluido el coste de registro y formalización de la propiedad industrial, sin perjuicio de los importes que también pudieran contabilizarse por razón de adquisición a terceros de los derechos correspondientes.

La definición de la cuenta contable remarca que la propiedad industrial, también comprende los gastos realizados en desarrollo cuando los resultados de los respectivos proyectos emprendidos por las empresas fuesen positivos y, cumpliendo los necesarios requisitos legales, se inscriban en el correspondiente Registro.

Para su contabilización nos remitimos al ejemplo expuesto anteriormente, en la explicación de la activación de los gastos de investigación y desarrollo.

La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 establece que la propiedad industrial se debe valorar por el precio de adquisición o coste de producción. Se contabilizarán por el valor en libros de los gastos de desarrollo activados en el momento en que se obtenga la correspondiente patente, incluido el coste de registro y formalización industrial.

Asimismo, el ICAC (Consulta 2 del BOICAC no 46, de junio 2001), en respuesta a una consulta sobre el tratamiento contable de los gastos relacionados con la implantación de un sistema de calidad tipo ISO, que tradicionalmente venían siendo llevados al inmovilizado inmaterial en cuenta especifica no prevista por el PGC, consideró que " En principio y con carácter general, todos los gastos realizados para la obtención de un certificado de calidad, entre los que se incluyen los de asesoramiento, se deberán considerar gastos del ejercicio en que se realicen...". No obstante, "si los gastos incurridos en la implantación del sistema de control supusieran inversiones realizadas en nuevos aparatos, equipos de control etc., deberían ser contabilizados como inmovilizados materiales y amortizarse en función de la vida útil...".

La propiedad industrial puede ser objeto de amortización y, en su caso, de corrección valorativa como veremos en los dos siguientes capítulos.

Cuenta 204. Fondo de comercio

PGC

Se contabiliza en la cuenta 204. Fondo de comercio y se trata del exceso, en la fecha de adquisición, del valor razonable de la contraprestación entregada en una combinación de negocios sobre el correspondiente valor de los activos identificables adquiridos menos el de los pasivos asumidos. En consecuencia, el fondo sólo se reconoce en el activo cuando haya sido adquirido a título oneroso y corresponda a los beneficios económicos futuros procedentes de activos que no pueden ser identificados individualmente y reconocidos por separado.

Su importe se determinará de acuerdo con lo indicado en la norma relativa a combinaciones de negocios y deberá asignarse desde la fecha de la adquisición entre cada una de las unidades generadoras de efectivo o grupos de unidades sobre las que se espera que recaigan los beneficios de las sinergias de la combinación de negocios, siempre y cuando esto sea posible.

La Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, en su disposición final primera da nueva redacción al artículo 39.4 del CCo de 1885, y regula que "4. Los inmovilizados intangibles son activos de vida útil definida. Cuando la vida útil de estos activos no pueda estimarse de manera fiable se amortizarán en un plazo de diez años, salvo que otra disposición legal o reglamentaria establezca un plazo diferente. El fondo de comercio únicamente podrá figurar en el activo del balance cuando se haya adquirido a título oneroso. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que la vida útil del fondo de comercio, es de diez años. En la memoria de las cuentas anuales deberá informar sobre el plazo y el método de amortización de los inmovilizados intangibles". En líneas similares el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, establece modificaciones en relación a la posibilidad de amortizar el fondo de comercio en un período máximo de 10 años. Las unidades generadoras de efectivo o grupos de unidades a las que se haya asignado el fondo de comercio, se someterán, al menos anualmente, a la comprobación del deterioro de valor (muy difícil de calcular), procediéndose, en su caso, al registro del deterioro, que no será reversible nunca en ejercicios posteriores (Ver apartado 6.3 del capítulo IV).

Se asienta así:













	 
	Grupo 2, 3, 4 y 5
	CUENTAS DE ACTIVO (empresa adquirida)
	Grupo
	 



	 
	204
	FONDO DE COMERCIO (mayor valor satisfecho por la adquisición sobre el valor neto contable empresa adquirida)
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	CUENTAS DE PATRIMONIO NETO Y PASIVO
	1, 4 y 5
	 



	 
	 
	 
	a
	TESORERÍA
	57
	 





A pesar de que el Fondo de Comercio forma parte del inmovilizado intangible, y como tal aparece en el modelo normal de balance de las cuentas anuales, la Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 no regula el Fondo de Comercio, ni en su preámbulo dedica párrafo alguno a tal decisión.

La Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, con efectos de 1 de enero de 2016, suprime el del artículo 273.4 del TRLSC 2010 que es el que establece la obligación de dotar una reserva indisponible equivalente al fondo de comercio, por ello la misma Ley 22/2015, de 20 de julio, en su disposición final decimotercera establece: " En los ejercicios iniciados a partir de 1 de enero de 2016, la reserva por fondo de comercio se reclasificará a las reservas voluntarias de la sociedad y será disponible a partir de esa fecha en el importe que supere el fondo de comercio contabilizado en el activo del balance".

PGC PYMES

El PGC PYMES no contempla específicamente al fondo de comercio.

El Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, en la segunda parte, eliminó las normas de registro y valoración relativas a ciertas operaciones consideradas de escasa realización por las pequeñas y medianas empresas, como la norma relativa al fondo de comercio. Ahora bien, no cabe olvidar que el artículo 3 del Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, dice textualmente: "2. Cuando una empresa que aplique el Plan General de Contabilidad de PYMES, realice una operación cuyo tratamiento contable no esté contemplado en dicho texto habrá de remitirse a las correspondientes normas y apartados contenidos en el Plan General de Contabilidad, con la excepción de los relativos a activos no corrientes y grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta, que en ningún caso serán aplicables".

En definitiva, el PGC PYMES carece de la cuenta 204. Fondo de comercio, pero en una combinación de negocios la PYME podría verse obligada a crearla, de acuerdo con las normas de registro y valoración del PGC.

LIS

La modificación introducida en el artículo 39.4 CCo de 1885 justifica la derogación del artículo 13.3 LIS en el que se contemplaba la deducción fiscal de un gasto que, hasta dicha modificación, no se registraba contablemente, como es la amortización del intangible con vida útil indefinida, incluido el fondo de comercio.

Cuenta 205. Derechos de traspaso

PGC y PGC PYMES

De acuerdo con la definición que ambos planes hacen en la cuenta 205. Derechos de traspaso, se trata del importe satisfecho por los derechos de arrendamiento sobre locales en los que el adquirente y nuevo arrendatario, se subroga en los derechos y obligaciones del transmitente y antiguo arrendatario derivados de un contrato anterior.

La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 define a efectos contables el "derecho de traspaso" como la cesión de un local de negocio realizada por el arrendatario del mismo a un tercero, mediante contraprestación, quedando dicho tercero subrogado en los derechos y obligaciones nacidos del contrato primitivo de arrendamiento realizado entre el arrendatario y el arrendador.

De acuerdo a la NRV 6ª del PGC y PGC PYMES -ambos tienen el mismo texto- sólo podrán figurar en el activo cuando su valor se ponga de manifiesto en virtud de una transacción onerosa, debiendo ser objeto de amortización y corrección valorativa por deterioro según lo especificado con carácter general para los inmovilizados intangibles. La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 regula que la amortización deberá realizarse de forma sistemática durante su vida útil, no pudiendo ser superior a la de duración del contrato y, en su caso, de las posibles prórrogas.

LIS

Se refleja en el activo por su valor de adquisición, siendo deducibles las cantidades que en concepto de amortización correspondan a la depreciación efectiva que sufran por su uso, disfrute u obsolescencia de acuerdo con el artículo 12.1 de la LIS refiriéndose en general a los elementos del inmovilizado intangible y en concreto al establecido en el artículo 12.2 de la LIS que establece textualmente que "el inmovilizado intangible se amortizará atendiendo a su vida útil. Cuando la misma no pueda estimarse de manera fiable, la amortización será deducible con el límite anual máximo de la veinteava parte de su importe".

Cuenta 206. Aplicaciones informáticas (programas de ordenador y "páginas web")

Según la definición de la cuenta 206, se trata del importe satisfecho por la propiedad o por el derecho al uso de programas informáticos tanto adquiridos a terceros como elaborados por la propia empresa. También incluye los gastos de desarrollo de las páginas web, siempre que su utilización esté prevista durante varios ejercicios. La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 se manifiesta en el mismo sentido.

A su reconocimiento se contabilizará así, de acuerdo al PGC:













	 
	 
	Por la adquisición a otras empresas
	 
	 



	206
	APLICACIONES INFORMÁTICAS
	 



	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 



	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572



	 
	 
	Por la elaboración propia
	 
	 



	206
	APLICACIONES INFORMÁTICAS
	 



	 
	 
	a
	TRABAJOS REALIZADOS PARA EL INMOVILIZADO INTANGIBLE
	730



	Y en su caso a la 200. Investigación o a la 201. Desarrollo
	 





La norma 6ª de las de registro y valoración, tanto del PGC como del PGC PYMES, obliga a reconocer los programas de ordenador aplicando los mismos criterios que para los gastos de desarrollo, debiéndose incluir en el activo, tanto los adquiridos a terceros como los elaborados por la propia empresa utilizando los medios propios de que disponga. Se entienden comprendidos los gastos de desarrollo de las páginas Web (sin incluir la actualización y el mantenimiento ni los cursos de formación del personal).

Los programas de ordenador deben cumplir los criterios del reconocimiento inicial como cualquier intangible.

En ningún caso podrán figurar en el activo los gastos de mantenimiento de la aplicación informática.













	 
	 
	Por los gastos no activables
	 
	 



	 
	629
	OTROS SERVICIOS
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	PROVEEDORES
	400
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	 





El ICAC, en la Resolución de 28 de mayo de 2013 establece que en ningún caso se incluirán entre las aplicaciones informáticas los siguientes conceptos:


	
-  Los costes devengados como consecuencia de modificación o modernización de aplicaciones, sistemas informáticos o páginas web ya existentes dentro de la estructura operativa de la empresa, salvo que se pudieran identificar individualmente como ampliaciones o mejoras del activo.

	
-  Los costes derivados de la formación del personal para la aplicación del sistema informático o páginas web.

	
-  Los costes derivados de consultas realizadas a otras empresas y las revisiones globales de control de los sistemas y aplicaciones informáticas o páginas web.

	
-  Los costes de mantenimiento de la aplicación informática o páginas web.

	
-  Los desembolsos realizados para el desarrollo de una página web, básicamente, con el objetivo de promocionar y anunciar los productos o servicios de la empresa.



Dentro de las aplicaciones informáticas debemos tener en cuenta las denominadas "páginas web" (World Wide Web) de Internet. En la Consulta no 1, del BOICAC no 44, de diciembre de 2000, sobre el tratamiento contable de una página en Internet, el ICAC define la "página web" como un documento integrado por una combinación de texto y una serie de elementos multimedia que normalmente presentan imágenes y gráficos insertados en el texto y cuya principal relevancia estriba en la posibilidad de acceder, a través de los enlaces que contienen, a nuevos documentos de hipertexto. Características todas ellas que permiten que la página "web" pueda concebirse como un elemento patrimonial intangible al servicio de la empresa de forma similar a un programa informático. Por ello, a juicio del ICAC, si el importe derivado de la creación de una página "web" tiene una proyección plurianual y su utilización generará ingresos futuros, debe calificarse como un inmovilizado intangible y dadas sus características similares a las aplicaciones informáticas se les deben aplicar los criterios de valoración de estas.

Se le aplican los criterios de amortización de los gastos de desarrollo, debiendo amortizarse dentro de su vida útil que se presume, salvo prueba en contrario, no es superior a cinco años (Ver capítulo IV), y se les aplica corrección valorativa por deterioro, debiendo llevarse a pérdidas la cantidad pendiente de amortizar cuando existan dudas razonables del éxito técnico o de la rentabilidad económico-comercial.

Otros inmovilizados intangibles.

La norma 6ª de las de valoración de los planes contables reconoce que además de los intangibles que hemos visto, existen otros que serán reconocidos como tales en el balance, siempre que cumplan los requisitos del Marco Conceptual de la Contabilidad y en las normas de registro y valoración. La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013, recoge estos:

Derechos de adquisición de jugadores.

Se valoran por su precio de adquisición, que es independiente del contrato suscrito con el jugador para la prestación de sus servicios. Su plazo de amortización será el de duración del correspondiente servicio.

En ningún caso se reconocerán como inmovilizado intangible los gastos de formación de los jugadores que provengan de la cantera de la entidad.

La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 recoge también:


	
-  Los derechos de participación en competiciones deportivas, que se contabilizan a precio de adquisición y se amortizan a lo largo de la vida útil que se les presume, salvo prueba en contrario, que no es superior a cuatro años.

	
-  Los derechos sobre organización de acontecimientos deportivos, que se contabilizan cuando se adquieren a título oneroso, y que se amortizan y deterioran por las normas generales del inmovilizado intangible.



Derechos de replantación de las empresas vitivinícolas.

Cuando su adquisición sea necesaria para llevar a cabo la plantación de la vid, se reconocerán contablemente como un inmovilizado intangible por el precio de adquisición de los derechos. En la valoración posterior se estará a las reglas generales contenidas en la resolución para el inmovilizado intangible.

La Ley 27/2014, de 27 de noviembre, LIS no trata de manera específica ninguno de estos inmovilizados intangibles, por lo que será aplicable lo dispuesto en el artículo 12.2 de la LIS, es decir, si su vida útil se puede estimar de manera fiable, se amortizarán contable y fiscalmente a lo largo de su vida útil. Si la vida útil no se puede estimar de manera fiable, contablemente se amortizarán en 10 años mientras que fiscalmente no podrá deducirse más del 5 % cada ejercicio.

Derechos de emisión de gases de efecto invernadero.

Estos derechos no estaban recogidos en los PPGGCC dentro de sus normas de registro y valoración, aunque lo estuvieron en el borrador del Plan Contable. El Real Decreto 602/2016, en la disposición adicional primera, establece que al inicio del primer ejercicio en que resulte de aplicación el mismo, el valor en libros de los derechos de emisión de gases con efecto invernadero contabilizado como inmovilizado intangible se reclasificará a las existencias.

En el caso de que la empresa estime consumir parte de estos derechos en un plazo superior al año, la partida "4. Materias primas y otros aprovisionamientos" del epígrafe B.II del activo del balance se desglosará para recoger separadamente las que se estime consumir antes y después de ese plazo. Esto supone un cambio en relación a la regulación anterior.

El ICAC había dictado la Resolución de 8 de febrero de 2006, por la que se aprobaban las normas para el registro, valoración e información de los derechos de emisión de gases de efecto invernadero y su tratamiento contable. Se esperaba que el Instituto, después de la aparición de los nuevos PPGGCC, dictase una nueva resolución específica, pero no ha sido así. Aprovechando la Resolución de 28 de mayo de 2013, sobre el inmovilizado intangible el ICAC reguló en la misma los derechos de emisión de gases efecto invernadero, señalando con carácter previo que la normativa comunitaria ha introducido algunos cambios que afectan a este régimen y que obligan a modificar el ordenamiento jurídico español con el objetivo de evitar distorsiones en el mercado comunitario interior, por lo que a partir del 1 de enero de 2013 se configura un nuevo régimen y una nueva metodología para asignar los derechos de emisión, que sustituirá al Plan Nacional de Asignación, al que hacía referencia la Resolución del 8 de febrero de 2006, y que ahora pasa a determinarse a escala comunitaria, estableciendo dos fórmulas básicas para la asignación de los derechos de emisión: la subasta y la asignación gratuita transitoria.

A partir de 2013, los derechos de emisión de gases de efecto invernadero adjudicados o adquiridos para su consumo en el proceso productivo de la empresa se clasificarán como inmovilizado intangible; los adquiridos con el propósito de ser vendidos se contabilizarán como existencias, y el tratamiento de los contratos vinculados a los citados derechos será el previsto en el apartado 5.4 de la norma de registro y valoración sobre instrumentos financieros del PGC.

Posteriormente, en la disposición adicional primera Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre se regula también el cambio de calificación contable de inmovilizado intangible a existencias de los derechos de emisión de gases de efecto invernadero cuyo destino previsto fuese la entrega para cancelar la obligación derivada de las emisiones que realice la empresa. En consecuencia, para los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2016, todos los derechos adquiridos, tanto los destinados a cancelar obligaciones como los que se mantengan con el propósito de ser vendidos lucirán en las existencias.

La calificación como inmovilizado intangible o existencias de estos derechos ha sido una cuestión ampliamente discutida en el contexto internacional, pero cuya repercusión práctica no es excesivamente relevante. Por ello, existiendo argumentos a favor de su tratamiento como existencias, como la circunstancia de que estemos ante un activo cuya permanencia en el patrimonio de la empresa, con carácter general, no será duradera, y cuya depreciación sistemática tampoco resulta evidente, el cambio en su calificación contable se configura como una solución práctica para contabilizar un hecho económico que en el nuevo marco regulatorio de los inmovilizados intangibles tenía difícil encuadre.

Adicionalmente, nótese que en el nuevo contexto de simplificación contable para las pequeñas empresas deja de ser obligatoria para el modelo abreviado de memoria y para las empresas que apliquen el PGC PYMES la información que la Resolución de 1 de marzo de 2013 del ICAC exigía incluir en este documento sobre los citados derechos.

La valoración inicial de los derechos de emisión se hará así:


	
-  Por el precio de adquisición, de acuerdo con los criterios generales para el inmovilizado intangible.

	
-  Si se trata de derechos adquiridos sin contraprestación o por un importe sustancialmente menor al valor de mercado, se reconocerá un ingreso directamente imputado al patrimonio neto que será objeto de transferencia a la cuenta de pérdidas y ganancias a medida que se realice la imputación a gastos por las emisiones asociadas a los derechos recibidos sin contraprestación.



Valoración posterior:

Los derechos de emisión no se amortizarán, pero estarán sujetos a las correcciones valorativas por deterioro y se darán de baja del balance con ocasión de su transmisión a terceros, entrega o caducidad.

La emisión de gases de efecto invernadero originará el reconocimiento de un gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias del ejercicio y la correspondiente provisión, dado que se trata de un gasto del ejercicio, pero indeterminado en cuanto a su importe exacto, debiéndose mantener la provisión hasta el momento en el que la empresa tenga que cancelar la obligación mediante la entrega de los correspondientes derechos. La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013 establece que los gastos de emisión de gases figurarán en la partida 7ª de la cuenta de pérdidas y ganancias "Otros gastos de explotación", y las provisiones asociadas en el epígrafe "Provisiones a corto plazo" del pasivo corriente.

En la memoria de las cuentas anuales se hará constar la información sobre la cantidad de derechos asignados y su distribución anual, indicando si su asignación ha sido gratuita o retribuida, movimiento durante el ejercicio, los gastos, su cálculo, el importe de las provisiones, subvenciones recibidas, contribuciones relacionadas con sanciones, y el hecho de formar, en su caso, parte de una agrupación de instalaciones.

No debemos perder de vista el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, donde la reclasificación de los derechos de emisión de gases de efecto invernadero supone un cambio bastante considerable en relación a la regulación actual.

6.  ACTIVOS NO CORRIENTES Y GRUPOS ENAJENABLES DE ELEMENTOS MANTENIDOS PARA LA VENTA EN EL PGC

La NRV 7ª del PGC (el PGC PYMES no contempla la clasificación de este tipo de activos) establece que la empresa clasificará un activo no corriente como mantenido para la venta si su valor contable se recuperará fundamentalmente a través de su venta, en lugar de por su uso continuado, y siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


	
a)  El activo ha de estar disponible en sus condiciones actuales para su venta inmediata, sujeto a los términos usuales y habituales.

	
b)  Su venta ha de ser altamente probable, porque concurran las siguientes circunstancias:
	
-  La empresa debe encontrarse comprometida por un plan para vender el activo y haber iniciado un programa para encontrar comprador y completar el plan.

	
-  La venta del activo debe negociarse activamente a un precio adecuado en relación con su valor razonable actual.

	
-  Se espera completar la venta dentro del año siguiente a la clasificación como activo mantenido para la venta (salvo que, por hechos o circunstancias fuera del control de la empresa, el plazo de venta se tenga que alargar y exista evidencia suficiente de que la empresa siga comprometida con el plan de disponibilidad del activo).

	
-  Las acciones para completar el plan indiquen que es improbable que haya cambios significativos en el mismo o que vaya a ser retirado.







Los activos mantenidos para la venta no aparecen en el PGC en el subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales, ni en el subgrupo 22. Inversiones inmobiliarias, ni tampoco en los subgrupos 24 y 25 de inversión financiera (17)  sino en el subgrupo 58. Activos no corrientes mantenidos para la venta y activos y pasivos asociados, subgrupo que no existe en el PGC PYMES, y deben ser objeto de reclasificación si estuviesen contabilizados en los otros subgrupos.

Los activos no corrientes mantenidos para la venta se valorarán en el momento de su clasificación en esta categoría, por el menor de los dos importes siguientes:


	
-  Su valor contable.

	
-  Su valor razonable menos los gastos de venta.



Para la determinación del valor contable en el momento de la reclasificación, se determinará el deterioro del valor en ese momento y se registrará, si procede, una corrección valorativa por deterioro de ese activo, que se imputará a pérdidas y ganancias.

Mientras un activo se clasifique como no corriente mantenido para la venta, no se amortizará, debiendo dotarse las oportunas correcciones valorativas de forma que el valor contable no exceda el valor razonable menos los costes de venta.


Ejemplo:

La sociedad A es propietaria de un pabellón donde almacena calzado para su comercialización posterior al por menor en tiendas de la propia compañía. El pabellón se adquirió en el año 2018 por 330.000 euros (120.000 euros de suelo y 210.000 euros de construcción). Se ha estado amortizando la construcción al 2 por 100 anual.

A comienzos del mes de octubre de 2023, la sociedad adquiere una nave de mayor tamaño en un polígono industrial, para dedicarla asimismo a almacén, por lo que decide poner a la venta el primer pabellón, encargando a una inmobiliaria la ponga a la venta. Ésta la tasa por 250.000 euros, y los honorarios de la inmobiliaria por la venta son del 3 por 100 del precio de la transmisión.

La sociedad A debe realizar lo siguiente:


	
1º.-  Amortizar la nave por el período de nueve meses del ejercicio 2023 en que ha existido actividad en la misma. Contabilizamos:











	3.150,00
	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	281
	3.150,00



	 
	 
	2 % anual de 210.000 euros (construcciones), en nueve meses
	 
	 







	
2º.-  Calcular la diferencia entre el valor contable neto del pabellón y el valor razonable neto:







	a)
	Valor contable
	 330.000



	 
	Amortización acumulada
	- 19.950



	 
	Valor neto contable
	 310.050



	 
	 
	 













	b)
	Valor razonable
	 250.000



	 
	Gastos venta
	- 7.500




	 
	 
	 242.500



	 
	 
	 





Diferencia: 310.050 - 242.500 = 67.550



	
3º.-  Traspasar el pabellón al subgrupo 58. Activos no corrientes mantenidos para la venta a la cuenta 580. Inmovilizado, y reflejar la corrección de valor, al valor razonable.











	310.050,00
	580
	INMOVILIZADO
	 
	 



	 
	 
	Por el neto contable menos amortizaciones



	19.950,00
	281
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	67.550,00
	691
	PÉRDIDAS POR DETERIORO DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	TERRENOS Y BIENES NATURALES
	210
	120.000,00



	a
	CONSTRUCCIONES
	211
	210.000,00



	a
	DETERIORO DE VALOR DE ACTIVOS NO CORRIENTES MANTENIDOS PARA LA VENTA
	599
	67.550,00











Cuando un activo deje de cumplir los requisitos para ser clasificado como mantenido para la venta se reclasificará en la partida del balance que corresponda a su naturaleza. Se valorará por el menor importe, en la fecha en que proceda la reclasificación, entre su valor contable anterior a su calificación como activo no corriente en venta, ajustado, si procede, por las amortizaciones y correcciones de valor que se hubiesen reconocido de no haberse clasificado como mantenido para la venta, y su importe recuperable, registrando cualquier diferencia en la partida de la cuenta de pérdidas y ganancias que corresponda a su naturaleza.

Este criterio de valoración no será aplicable a los siguientes activos, que, aunque se clasifiquen a efectos de su presentación en esta categoría, se rigen en cuanto a la valoración por sus normas específicas:


	
a)  Activos por impuesto diferido, a los que resulta de aplicación la norma relativa a impuestos sobre beneficios.

	
b)  Activos procedentes de retribuciones a los empleados, que se rigen por la norma sobre pasivos por retribuciones a largo plazo al personal.

	
c)  Activos financieros, excepto inversiones en el patrimonio de empresas del grupo, multigrupo y asociadas, que estén dentro del alcance de la norma sobre instrumentos financieros.



También contempla el PGC en su norma de valoración 7ª los grupos enajenables de elementos mantenidos para la venta, entendiendo por tales al conjunto de activos y pasivos directamente asociados de los que se va a disponer de forma conjunta, en una única transacción, aun cuando no cumplan la definición de activo corriente y que se regulan por la normativa de los activos no corrientes mantenidos para la venta.

La Ley 27/2014, de 27 de noviembre, LIS, no contempla la categoría de activos no corrientes mantenidos para la venta, por lo que, de acuerdo a su artículo 10.3 LIS, la norma contable debería pasar a ser fiscal para la determinación de la base imponible. Sin embargo, esta Ley, al establecer con carácter general, en su artículo 13.2.a) LIS, que no serán deducibles las pérdidas por deterioro, entre otros, del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias, el deterioro contable no tendría el carácter de fiscalmente deducible.

En el balance aparecen entre el activo corriente, lo cual es una contradicción, aunque esté justificada.

7.  ACTUALIZACIÓN DE BALANCES

El artículo 9 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, al objeto de favorecer tanto la financiación interna como el mejor acceso al mercado de capitales, estableció la opción, para los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, de realizar una actualización de balances (18) .

7.1.  Entidades y personas pudieron efectuar la actualización. Elementos actualizables al amparo de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre

Pudieron acogerse voluntariamente a la actualización de valores los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, los contribuyentes del IRPF que realicen actividades económicas, que lleven su contabilidad conforme al Código de Comercio de 1885, o estén obligados a llevar los libros registros de su actividad económica, y los contribuyentes del IRNR con establecimiento permanente.

En el caso de sujetos pasivos que tributen en el régimen de consolidación fiscal, las operaciones de actualización se debieron practicar en régimen individual.

Fueron actualizables los elementos del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias situados tanto en España como en el extranjero (19) , siempre que no estuviesen fiscalmente amortizados en su totalidad. A estos efectos se debieron tomar, como mínimo, las amortizaciones que debieron realizarse con dicho carácter, no exigiéndose que los elementos actualizables estuviesen afectos.

También fueron actualizables:


	
a)  Los elementos del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias adquiridos en el régimen de arrendamiento a que se refiere la disposición adicional séptima.1 de la Ley 26/1988, de 29 de julio (arrendamiento financiero o leasing). Los efectos de la actualización están condicionados en los arrendamientos financieros, con carácter resolutorio, al ejercicio de la opción de compra.

	
b)  Los elementos patrimoniales correspondientes a acuerdos de concesión registrados como activo intangible por las empresas concesionarias que deban aplicar los criterios contables establecidos por la Orden EHA/3362/2010, de 23 de diciembre, por la que se aprueban las normas de adaptación del PGC a las empresas concesionarias de infraestructuras públicas.



La actualización se refería necesariamente a todos los elementos susceptibles de la misma y a las correspondientes amortizaciones, excepto en el caso de los inmuebles, respecto de los cuales pudo optarse por su actualización de forma independiente para cada uno de ellos. En el caso de inmuebles la actualización debió realizarse distinguiendo entre el valor del suelo y el de la construcción.

La DGT V0724-13 de 11-03-2013, adoptó el criterio de que el inmovilizado material en curso podía ser objeto de la actualización de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas por los importes contabilizados de acuerdo a la NRV 2ª del PGC.

Debe destacarse que no podía actualizarse el valor del inmovilizado intangible ni el del inmovilizado financiero. Asimismo las empresas inmobiliarias tampoco pudieron actualizar el valor de los inmuebles destinados a su venta, al tratarse de bienes inventariados entre las existencias, no en el activo corriente, a no ser que se tratase de esos mismos elementos pero destinados a su propio uso (inmovilizado material) o al arrendamiento (inversiones inmobiliarias).

No pudieron acogerse a esta actualización de balances las operaciones de incorporación de elementos patrimoniales no registrados en los libros de contabilidad, ni las de eliminación de dichos libros de los pasivos inexistentes, porque lo que autorizaba la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, era a actualizar el valor de los elementos del inmovilizado material de las inversiones inmobiliarias para corregir la depreciación monetaria y no la regularización de activos ocultos o de pasivos ficticios e inexistentes.

7.2.  Obligaciones de información en la memoria de las cuentas anuales

De acuerdo a la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, deberá incluirse en la memoria de las cuentas anuales correspondientes a los ejercicios en que los elementos actualizados se hallen en el patrimonio de la sociedad que actualiza, información relativa a:


	
a)  Criterios empleados en la actualización con indicación de los elementos patrimoniales afectados de las cuentas anuales afectadas.

	
b)  Importe de la actualización de los distintos elementos actualizados del balance y efecto de la actualización sobre las amortizaciones.

	
c)  Movimientos durante el ejercicio de la cuenta «reserva de revalorización de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas», y explicación de la causa justificativa de la variación de la misma.



El incumplimiento de las obligaciones establecidas en este apartado tendrá la consideración de infracción tributaria grave. La sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 200 euros por cada dato omitido, en cada uno de los primeros cuatro años en que no se incluya la información, y de 1.000 euros por cada dato omitido, en cada uno de los años siguientes, con el límite del 50 por ciento del saldo total de la cuenta «reserva de revalorización de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas». Esta sanción se reducirá conforme a lo dispuesto en el artículo 188.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

No obstante, el incumplimiento sustancial de las obligaciones de información previstas en este apartado, determinará la integración del saldo de la cuenta «reserva de revalorización de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas» en la base imponible del primer período impositivo más antiguo de entre los no prescritos en que dicho incumplimiento se produzca, no pudiendo compensarse con dicho saldo las bases imponibles negativas de períodos impositivos anteriores.

7.3.  La amortización de los elementos actualizados y la deducción en la cuota del IS por las diferencias de tipo de gravamen

De acuerdo a la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, el incremento neto de valor de los elementos de la actualización debe amortizarse a partir del primer periodo que se inicie a partir del 1 de enero de 2015 durante aquellos que resten para completar la vida útil del elemento patrimonial en los mismos términos que corresponden a las renovaciones, ampliaciones o mejora. (Ver apartado 6.1.4 del capítulo IV).

Por otra parte los contribuyentes que tributen al tipo de gravamen previsto en el apartado 1 del artículo 29 de la LIS, que se hubiesen acogido a la actualización de balances del artículo 9 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas tienen derecho, de acuerdo a su disposición transitoria trigésima séptima a una deducción en la cuota íntegra del IS del 2 % en 2015 y 5 % en los períodos impositivos iniciados en 2016 y siguientes de las cantidades que integren en la base imponible derivadas de la amortización correspondiente al incremento neto de valor resultante de la actualización. Al tratarse de una deducción en la cuota íntegra del IS para compensar las diferencias existentes entre los tipos de gravamen vigentes antes y después de la LIS, para no desagregar la materia es objeto esta deducción de estudio en el apartado 8.2 del capítulo XXXIII dedicado a las deducciones.

8.  GASTOS DE CONSTITUCIÓN, AMPLIACIÓN DE CAPITAL Y DE ESTABLECIMIENTO

La NRV 9.4. del PGC establece que los gastos derivados de transacciones realizadas por la empresa con sus propios instrumentos de patrimonio, “incluidos los gastos de emisión de estos instrumentos, tales como honorarios de letrados, notarios, y registradores; impresión de memorias, boletines y títulos; tributos; publicidad; comisiones y otros gastos de colocación, se registrarán directamente contra el patrimonio neto como menores reservas”.

Los asientos a realizar en la constitución de la sociedad serían los siguientes:













	 
	 
	El día de la firma en la Notaria, por las cantidades aportadas por los socios
	 
	 



	 
	572
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	CAPITAL EMITIDO PENDIENTE DE INSCRIPCIÓN
	194
	 



	 
	 
	
Por los gastos de la constitución

(escrituras, etc.)


	 
	 



	 
	113
	RESERVAS VOLUNTARIAS
	 
	 



	 
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	HP, ACREEDORA POR RETENCIONES PRACTICADAS
	4751
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	 



	 
	 
	Por los gastos del Registro Mercantil y por la inscripción
	 
	 



	 
	113
	RESERVAS VOLUNTARIAS
	 
	 



	 
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	HP, ACREEDORA POR RETENCIONES PRACTICADAS
	4751
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	 



	 
	194
	CAPITAL EMITIDO PENDIENTE DE INSCRIPCIÓN
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	CAPITAL SOCIAL
	100
	 





En respuesta a una consulta el ICAC consideró a propósito del momento del registro contable de una operación de ampliación de capital con cargo a reservas, que debe efectuarse en el período en que se hubiera producido su inscripción en el Registro Mercantil (200X) y que asimismo si la inscripción se realiza en el año siguiente (200X+1) antes de la formulación de las cuentas anuales también se entiende registrada en el año anterior (200X-1). Sólo en el caso de que las cuentas anuales se formularan antes de la inscripción, la ampliación de capital debería registrarse en el Balance correspondiente a las cuentas anuales del ejercicio de la inscripción (200X+1).

En las ampliaciones de capital los asientos contables a realizar no difieren de los de la constitución de la sociedad.

En el caso de que la ampliación de capital lo fuese con prima de emisión o asunción, el registro contable sería igual menos el último asiento que se efectuará así:













	 
	194
	CAPITAL EMITIDO PENDIENTE DE INSCRIPCIÓN
	 
	 



	 
	a
	CAPITAL SOCIAL
	100



	a
	PRIMA DE EMISIÓN O ASUNCIÓN
	110





Ello no impide, al amparo del artículo 11.3.1º de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, LIS, que los gastos tengan la consideración de fiscalmente deducibles, y que de acuerdo a la NRV 9.6 y a la definición de la cuenta 113. Reservas voluntarias, al cierre del ejercicio por el efecto impositivo del gasto deducible se efectuase un cargo a la cuenta 4752. Hacienda pública, acreedora por Impuesto sobre Sociedades con abono a la cuenta 113. Reservas voluntarias por el tipo de gravamen del IS aplicado al gasto; o mejor aún, porque plantea menores problemas, haber realizado un ajuste diferencia permanente negativa en el momento del cierre del ejercicio.

En el mismo sentido, la DGT V1544-09 de 26-06-2009 mantuvo que los gastos derivados de cualquier transacción con instrumentos de patrimonio propio (NRV 9.ª.4 del PGC) incluidos los gastos de emisión en la constitución, honorarios de letrados, notarios, registradores, publicidad, comisiones y otros gastos de colocación "se registrarán directamente contra el patrimonio neto como menores reservas", por lo que, de acuerdo con el artículo 19.3 del TRLIS - hoy artículo 11.3.1º de la LIS -, que dispone que "no serán fiscalmente deducibles los gastos que no se hayan imputado contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias o en una cuenta de reservas si así lo establece una norma legal o reglamentaria...", ello supone que los gastos de constitución serán fiscalmente deducibles en la medida en que figuren contabilizados en una cuenta de reservas.

La Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013, sobre el inmovilizado intangible, a propósito de estos gastos, establece que en ningún caso se reconocerán como inmovilizado intangible los gastos ocasionados como consecuencia del primer establecimiento de la empresa o del inicio de una nueva línea de actividades por los siguientes conceptos u otros similares: honorarios, gastos de viaje y otros para estudios previos de naturaleza técnica y económica; publicidad de lanzamiento; captación y formación del personal.

III*  Se debe comprobar al cierre del ejercicio

- Que en el valor de adquisición del inmovilizado material hemos añadido al precio de compra los siguientes gastos: transporte, seguro, carga y descarga, instalación y montaje, ensayos y pruebas, y tasas e impuestos no deducibles.

- Que hemos incluido en el valor del inmovilizado, la estimación inicial del valor actual de las obligaciones asumidas derivadas del desmantelamiento y otras asociadas al activo, como los costes de rehabilitación.

- Que si adquirimos o construimos un inmovilizado que necesite un período de tiempo superior a un año para estar en condiciones de uso, incluiremos obligatoriamente en su valor los gastos financieros que se hayan devengado antes de la puesta en condiciones de funcionamiento y que nos haya girado el proveedor o correspondan a préstamos directamente atribuibles a la adquisición, fabricación o construcción.

- Que si durante el ejercicio hemos adquirido maquinaria para cuya instalación y montaje se haya requerido la labor de técnicos, y por ello han pasado una factura, no la hemos llevado a gastos, sino a mayor valor de la maquinaria. Si no hemos actuado así, procede efectuar un ajuste contable mediante el siguiente asiento:
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- Que si el inmovilizado ha sido producido por la empresa, hemos contabilizado durante el año en el Grupo 6 las compras y gastos que nos haya ocasionado su producción, activando al cierre del ejercicio los mismos, más los costes indirectamente imputables, mediante el asiento:
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- Que los elementos de transporte interno los hemos contabilizado en la cuenta 213. Maquinaria y no en la cuenta 218. Elementos de transporte.

- Que las inmovilizaciones en curso, en el momento en que entren en funcionamiento las hemos pasado al subgrupo 21. Inmovilizaciones materiales, para así comenzar a amortizarlas antes.

- Que el mayor valor comprobado por la Administración de los bienes adquiridos en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales no se añade al precio de adquisición. De modo que solamente formaría parte del mismo el mayor impuesto que se va a pagar derivado de la comprobación realizada por la Administración.

- Que en las permutas de carácter comercial hemos valorado el bien del inmovilizado material recibido por el valor razonable del activo que hemos entregado.

- Que hemos contabilizado en el subgrupo 22 las inversiones inmobiliarias de carácter no productivo.

- Que solamente hemos procedido a crear la cuenta 204. Fondo de comercio, en el caso de que efectivamente hayamos satisfecho un precio por su adquisición.

- Que de acuerdo con el artículo 39.4 del CCo de 1885, el inmovilizado intangible deja de clasificarse en función de si su vida útil es definida o indefinida, y se parte de la consideración principal de que todos los inmovilizados intangibles son activos de vida útil definida. Resultando como principal consecuencia que todo el inmovilizado intangible pasará a ser amortizable (entre ellos el fondo de comercio); en principio en función de su vida útil, y si ésta no pudiera estimarse de manera fiable, el intangible se amortizará en un plazo de 10 años.

- Que de acuerdo a lo dispuesto en la Disposición transitoria única del Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, que modifica el PGC y el PGC PYMES, la aplicación de los nuevos criterios de amortización para lo que anteriormente constituía intangible con vida útil indefinida y para el fondo de comercio, en los ejercicios iniciados a partir de 1 de enero de 2016, se llevará a cabo de forma prospectiva, contabilizándose las cuotas de amortización en cuentas de pérdidas y ganancias. No obstante se podrá optar por hacerlo forma retroactiva.

- Que si no hemos alcanzado resultados positivos en un estudio o proyecto, los gastos ocasionados los hemos considerado como del ejercicio, dado que el PGC lo admite.

- Que los gastos de desarrollo que han resultado positivos y además son inscribibles en un Registro Público, los hemos contabilizado en la cuenta 203. Propiedad industrial.

- Que la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, permitió a los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades optar por realizar una actualización de balances sobre elementos del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias situadas tanto en España como en el extranjero, en el primer balance cerrado con posterioridad a la entrada en vigor de dicha Ley, satisfaciendo un gravamen del 5 por ciento, el cual no tuvo el carácter de cuota del IS ni la consideración de gasto fiscalmente deducible, habiéndose tenido que crear la cuenta "Reserva de Revalorización Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas", debiéndose en la memoria de las cuentas anuales incluir determinadas obligaciones de información mientras permanezcan en el balance elementos actualizados.

- Que en el registro y valoración de los elementos del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias, debemos tener en cuenta la Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013, y en los inmovilizados intangibles la del mismo Instituto, Resolución del ICAC de 28 de mayo de 2013, así como, en ambos casos, la Resolución del ICAC de 14 de abril de 2015, relativa al coste de producción, aplicable al inmovilizado (y a las existencias).

- Que para los periodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2015, la LIS establece que no serán deducibles fiscalmente las pérdidas por deterioro del inmovilizado material, inversiones inmobiliarias e inmovilizado intangible, incluido el fondo de comercio.

- Que si consecuencia del estado de alarma decretado por el COVID-19, el inmovilizado fue utilizado por debajo de su uso normal o incluso se quedó sin uso, se tuvo que suspender la capitalización de los gastos financieros en los términos contenidos en la Resolución de 14 de abril de 2015. 






	 (1) 

	Los derechos sobre bienes en arrendamiento financiero, con los PPGGCC deben contabilizarse con arreglo a su naturaleza, por lo que normalmente aparecerán en el inmovilizado material aunque no se tenga la propiedad sobre ellos.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Haremos constar la donación en el grupo 67 como pérdida o como gasto extraordinario.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	
La Ley 48/2002, de 23 de diciembre, que reguló el Catastro Inmobiliario, fue derogada por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, que mantuvo el contenido de la ley derogada. El Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, aprobó el Reglamento de la Ley del Catastro inmobiliario. El BOE del 11 de septiembre de 2006 publicó la Resolución de la Dirección General del Catastro, por la que se aprueba la remisión a las CCAA del fichero de información catastral de bienes inmuebles de naturaleza rústica y urbana.

La Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, que ha sido reformada por la Ley 13/2015, de 24 de junio, modifica el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, regulando que la certificación catastral descriptiva y gráfica de los bienes inmuebles, obtenida, preferentemente, por medios telemáticos se incorporará en los documentos públicos que contengan hechos, actos o negocios susceptibles de generar una incorporación en el Catastro Inmobiliario así como al Registro de la Propiedad, debiendo el Notario solicitar de los otorgantes que se manifiesten si la descripción que contiene la certificación catastral se corresponde con la realidad física del inmueble en el momento del otorgamiento del documento público; añadiendo que "salvo prueba en contrario y sin perjuicio del Registro de la Propiedad, cuyos pronunciamientos jurídicos prevalecerán, los datos contenidos en el Catastro Inmobiliario se presumen ciertos". Además, los notarios y registradores de la propiedad deberán remitir telemáticamente al Catastro, dentro de los 20 primeros días de cada mes, información relativa a los documentos por ellos autorizados o que hayan generado una inscripción registral en el mes anterior.



	 Ver Texto 




	 (4) 

	En el apartado 8 del Capítulo XIX se estudia en profundidad el tema de la activación de los gastos de renovación, ampliación o mejora de los elementos del inmovilizado.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Las grandes reparaciones en los períodos iniciados antes del 1 de enero de 2008 eran susceptibles de una provisión deducible fiscalmente siempre que la Administración tributaria aprobase un plan presentado por el sujeto pasivo.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	El Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, en su disposición transitoria quinta mantiene en vigor las Resoluciones del ICAC dictadas antes de la reforma mercantil y contable, mientras no se opongan al Código de Comercio de 1885, TRLSA, SRL (la mención de las dos últimas debe entenderse efectuada al Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (TRLSC 2010) y PPGGCC.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	La Resolución define el medio ambiente como "el entorno físico natural, incluidos el aire, el agua, la tierra, la flora, la fauna y los recursos no renovables, tales como los combustibles fósiles y los minerales".


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Desaparece de las normas de valoración del inmovilizado material el "valor venal" como medio de valoración y la forma de calcular el valor de los elementos recibidos por donación, que pasa a recogerse dentro de la NRV 18ª relativa a las subvenciones, donaciones y legados. Se obliga a reconocer por su "valor razonable" el inmovilizado material adquirido sin contraprestación o adquiera a título gratuito su derecho de uso durante la práctica totalidad de su vida económica (Norma 3ª de la Resolución del ICAC, de 1 de marzo de 2013).


	 Ver Texto 




	 (9) 

	En el PGC, conforme a lo señalado en la norma sobre transmisiones con pagos basados en instrumentos de patrimonio, pues en este caso se presume que siempre se puede estimar con fiabilidad el valor razonable de lo aportado.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	El Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, en la NRV 21ª Operaciones entre empresas del grupo modificó el apartado 2.1 en relación a las aportaciones no dinerarias a una empresa del grupo.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	El tema de las aportaciones no dinerarias a entidades, teniendo en cuenta que el artículo 17 de la LIS obliga a valorar a valor de mercado los elementos patrimoniales "aportados a entidades y los valores recibidos en contraprestación", lo trata con detalle en el apartado 3.5 del capítulo XXIII.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Sin perjuicio de que en los apartados de este capítulo se contemplen los criterios de la LIS en la amortización de inmovilizado intangible, en el apartado 8 del capítulo IV se estudia con mayor profundidad el tema, así como el del deterioro de valor que se contempla en el apartado 2 del capítulo V.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	En los borradores de los planes contables la investigación y el desarrollo formaban una sola cuenta contable, convirtiéndose en dos cuentas en los aprobados definitivamente para que se apreciase mejor que los criterios de amortización no eran iguales sino semejantes.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Si lo desarrolla nuestra empresa, tendremos por ejemplo (601) Compra de materias primas, (628) suministros, (640) sueldos y salarios, (623) Servicios profesionales independientes... Cuando la norma lo permita, estos gastos son lo que se activarán como desarrollo.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	La misma limitación contenía con anterioridad el artículo 213 del TRLSA (derogada).


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Las NIIF sólo hablan del límite de la vida útil, no de los 5 años. Excepcionalmente la NIC 38 permite la activación de la investigación cuando se adquiere en el marco de una combinación de negocios.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	En los activos financieros de muy alta liquidez, como acciones con colocación en Bolsa o Fondos de inversión, se reflejará la venta directamente sin pasar por la cuenta 583. Inversiones financieras.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	
La anterior actualización de balances estuvo regulada a través del Real Decreto-ley 7/1996 de 7 de junio de 1996. Dicho Real Decreto-ley permitió, con carácter voluntario, que nuestras empresas actualizasen los elementos patrimoniales del inmovilizado material, aunque no fueran afectos a la actividad y siempre que no estuviesen fiscalmente amortizados en su totalidad, sin que la actualización supusiese una regularización de situaciones tributarias.

La Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de junio de 2013 (que deroga la Cuarta Directiva 78/660/CEE del Consejo, de 25 de julio de 1978), faculta a los Estados miembros a reservarse la autorización o imposición a las sociedades de revalorizar su inmovilizado.



	 Ver Texto 




	 (19) 

	Tratándose de contribuyentes del IRNR con establecimiento permanente, los elementos actualizables deberán estar afectos a dicho establecimiento permanente. En el caso de contribuyentes del IRPF, los elementos actualizables deberán estar afectos a la actividad económica.


	 Ver Texto 









Capítulo IV Amortizaciones


 1.  CONCEPTO

PGC Y PGC PYMES

Se consideran amortizaciones las partidas destinadas a compensar la depreciación sistemática anual sufrida por el inmovilizado intangible, material e inversiones inmobiliarias, siempre que dicha depreciación sea efectiva y esté contabilizada.

Tanto el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad (en adelante, PGC 2007), como el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas (en adelante, PGC PYMES), tratan ambos de la amortización en la norma 2.1 de las de registro y valoración, incluso con el mismo texto y redacción.

Uno de los gastos deducibles que plantea más problemas a la sección de contabilidad de una empresa con motivo del cierre del ejercicio son las dotaciones para amortización. A nuestro juicio, lo más acertado es llevar fichas extracontables, una para cada elemento del inmovilizado, e ir reflejando en cada una el valor del bien, el porcentaje de amortización, la amortización anual, la amortización acumulada y el valor residual, de tal forma que mediante la suma de la dotación realizada en el conjunto de las fichas se puedan efectuar los asientos contables al cierre del ejercicio.

Este procedimiento tiene la ventaja de que en cualquier momento puede consultarse todo lo relativo a un elemento del inmovilizado y el inconveniente de que los balances de sumas y saldos trimestrales obligatorios no reflejan hasta fin de año el gasto por amortizaciones, lo que desvirtúa los resultados a la hora de su consulta, salvo que proporcionalmente se calculen extracontablemente.

Por medio de ordenador, disponiendo de un programa informático adecuado, la imputación a cada período del ejercicio de las dotaciones para amortización se produce automáticamente, permitiendo a la Gerencia la consulta de unos balances con mejor reflejo de la realidad económica de la empresa.

El ICAC, en su Resolución de 1 de marzo de 2013  (1) , identifica la amortización con la depreciación que normalmente sufren los bienes del inmovilizado por el funcionamiento, uso y disfrute de los mismos, debiéndose valorar, en su caso, la obsolescencia técnica o comercial que pueda afectarlos. La dotación anual que se realiza expresa la distribución del precio de adquisición o coste de producción durante la vida útil estimada del inmovilizado.

2.  ELEMENTOS AMORTIZABLES

2.1.  Inmovilizado material

Según la norma 2.1 del PGC 2007 y PGC PYMES, son susceptibles de amortización los elementos que se deprecien después de su adquisición o producción, debiendo establecerse la amortización de manera sistemática y racional, en función de la vida útil de los bienes y de su valor residual, atendiendo a la depreciación que normalmente sufran por su funcionamiento, uso y disfrute, sin perjuicio de considerar también la obsolescencia técnica o comercial que pudiera afectarlos.

La Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 recoge, casi con las mismas palabras, la norma 2.1 de los PPGGCC, pero añade que esta regla puede excepcionarse "cuando el activo no está sometido a desgaste por su funcionamiento, uso, obsolescencia o disfrute". La citada Resolución considera como base de la amortización el valor de adquisición o coste de producción del activo, minorado en el valor residual, que es el importe que la empresa estima que podría obtener en el momento actual por su venta, reducida en los costes de venta, si el activo estuviese al final de su vida útil. Si dicho valor residual no es significativo, no se tendrá en consideración para calcular el valor amortizable del activo o el número de unidades de producción que espera obtener del mismo, debiéndose tener en cuenta el uso y desgaste esperado, la obsolescencia técnica o comercial y los límites legales que afecten a la utilización del activo. La Resolución del ICAC de 14 de abril de 2015 establece normas para la fijación del coste de producción del inmovilizado –también de las existencias– que estudiamos en el capítulo III.

En definitiva, los mismos criterios que recoge el artículo 12.1 Ley 27/2014, de 27 de noviembre del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, LIS) al señalar que: "serán deducibles las cantidades que, en concepto de amortización del inmovilizado material, intangible y de las inversiones inmobiliarias, correspondan a la depreciación efectiva que sufran los distintos elementos por funcionamiento, uso, disfrute u obsolescencia".

Cuando se trate de construcciones, la depreciación computable corresponderá solamente al valor de la construcción, con exclusión del valor del suelo, al que se aplicará en su caso la regla excepcional de pérdida por deterioro de valor en el mercado. Si se desconoce el valor atribuible al suelo, se calculará atendiendo a la proporción en que éste se encuentre en relación con el valor total, tomando como base los valores catastrales del ejercicio de la adquisición o de la construcción.

En ningún caso serán amortizables las inmovilizaciones materiales en curso.

No se deben confundir las amortizaciones con las correcciones contables por deterioro, que son objeto de estudio en el Capítulo V. Cuando proceda reconocer contablemente correcciones valorativas por deterioro del inmovilizado se ajustarán las amortizaciones de los ejercicios siguientes del inmovilizado deteriorado, teniendo en cuenta el nuevo valor. De igual forma se procederá en caso de reversión de las correcciones valorativas por deterioro. Fiscalmente el deterioro del valor del inmovilizado material, del intangible y de las inversiones inmobiliarias la LIS - aprobada por Ley 27/2014, de 27 de noviembre -, en su artículo 13.2 LIS lo declara no deducible para los periodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2015 (a diferencia del TRLIS aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, derogado, que sí admitía ese deterioro).

2.2.  Inversiones inmobiliarias

Según la norma 4ª de las de registro y valoración de los PPGGCC, las inversiones inmobiliarias reconocidas en el subgrupo 22, consistentes en inmuebles que se poseen para obtener rentas, plusvalías o ambas en lugar de para su uso en la producción o suministro de bienes o servicios o bien para fines administrativos, se rigen en materia de amortizaciones por la norma del inmovilizado material.

2.3.  Inmovilizado intangible

El PGC clasificaba hasta el 2015, el inmovilizado intangible en función de que su vida útil fuera definida o indefinida. De modo que en la NRV 5ª PGC 2007 recogía que mientras que los primeros podían amortizarse contablemente, los de vida útil indefinida no eran susceptibles de amortización contable. Del mismo modo, se establecía de manera expresa que tampoco se amortizaría contablemente el fondo de comercio (NRV 6.ª PGC 2007).

No obstante, la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, introdujo importantes modificaciones en el artículo 39.4 CCo de 1885 y en la LIS, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2016. Dicha modificación se completó con el Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, de modificación del PGC 2007 y PGC PYMES que, entre otros aspectos, dio nueva redacción precisamente a las normas de registro y valoración que se refieren al inmovilizado intangible y de forma concreta al fondo de comercio, para recoger en dichas normas los criterios de amortización aplicables.

Los inmovilizados intangibles tienen una vida útil definida, según esta nueva redacción, amortizándose en función de ésta cuando pueda estimarse de manera fiable y en caso contrario, en el plazo de 10 años salvo que otra disposición legal o reglamentaria indique lo contrario. Asimismo, el fondo de comercio se estimará que tiene una vida útil de 10 años, salvo prueba en contrario, siendo objeto de amortización contable en el citado plazo.

Con la LIS, el inmovilizado con vida útil definida se amortizará atendiendo a su duración cuando la vida útil pueda estimarse de manera fiable. En caso contrario se deducirá fiscalmente, como máximo, el 5% del coste de adquisición.

2.4.  Activos no corrientes mantenidos para la venta

PGC

Cuando un activo del inmovilizado material se clasifica, de acuerdo a la NRV 7ª, como mantenido para la venta porque su valor se recuperará fundamentalmente a través de su venta, en lugar de por su uso continuado, debiendo estar disponible para la venta inmediata y ser su venta altamente probable por estar comprometida la empresa por un plan para vender el activo, negociarse a un precio adecuado y en relación con su valor razonable y esperarse completar la venta dentro del año siguiente a su clasificación como activo mantenido para la venta, el activo no deberá ser objeto de amortización, aunque si de corrección valorativa.

Se trata de bienes que se reconocen contablemente en el subgrupo 58. Activos no corrientes mantenidos para la venta en la cuenta 580. Inmovilizado, y que a pesar de tratarse de un activo no corriente se presentan en el balance dentro del apartado B) Activo corriente.

PGC PYMES

Este plan contable no recoge la categoría de activos no corrientes mantenidos para la venta y a pesar de la norma que establece que en las operaciones realizadas por las PYMES no recogidas en su Plan contable específico se aplicarán las normas del PGC 2007, en este caso hace una excepción al señalar que en los activos no corrientes mantenidos para la venta las PYMES no aplicarán, nunca, las normas del PGC relativas a esos bienes, luego, podrán amortizarlos.

3.  CONTABILIZACIÓN DE LA AMORTIZACIÓN

La contabilización de las amortizaciones se produce así:

A) Inmovilizado material. Las dotaciones anuales se recogerán en cuenta distinta de en la que se reflejen los bienes, debiendo lucir el saldo acumulado en la cuenta 281. Se asientan así:
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Los nuevos planes contables desarrollan las siguientes cuentas de pasivo, que coinciden con las que recogía el PGC de 1990:








	2811.
	Amortización acumulada de construcciones



	2812.
	Amortización acumulada de instalaciones técnicas



	2813.
	Amortización acumulada de maquinaria



	2814.
	Amortización acumulada de utillaje



	2815.
	Amortización acumulada de otras instalaciones



	2816.
	Amortización acumulada de mobiliario



	2817.
	Amortización acumulada de equipos para procesos de información



	2818.
	Amortización acumulada de elementos de transporte



	2819.
	Amortización acumulada de otro inmovilizado material





B) Inmovilizado intangible. Las dotaciones anuales se reflejarán en la cuenta 680, recogiéndose el saldo acumulado en la cuenta 280.

Está previsto el siguiente asiento:













	 
	680
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO INTANGIBLE
	 
	 



	 
	 
	a
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Así como las siguientes cuentas de 4 cifras (con los nuevos planes contables ya no se puede hablar de subcuentas):








	2800.
	Amortización acumulada de investigación



	2801.
	Amortización acumulada de desarrollo



	2802.
	Amortización acumulada de concesiones administrativas



	2803.
	Amortización acumulada de propiedad industrial



	2804
	Amortización acumulada de fondo de comercio (2) 




	2805.
	Amortización acumulada de derechos de traspaso



	2806.
	Amortización acumulada de aplicaciones informáticas





Tanto el PGC 2007 como el PGC PYMES dedican al inmovilizado intangible la norma 5ª de las de registro y valoración, teniendo el mismo texto en ambos planes contables. Igual ocurre con la norma 6ª, que contiene los criterios particulares en cuanto a los distintos inmovilizados intangibles, salvo en materia del fondo de comercio que es tratado ampliamente en el PGC de 2007 al que dedica la cuenta 204, mientras que no está recogido por el PGC PYMES que no le dedica cuenta alguna.

El Real Decreto 602/2016, de 2 de diciembre, establece como una de las principales modificaciones la amortización de todos los inmovilizados intangibles, entre otros del fondo de comercio.

C) Inversiones inmobiliarias. Se asientan así las amortizaciones:
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	AMORTIZACIÓN DE INVERSIONES INMOBILIARIAS
	 
	 



	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DE LAS INVERSIONES INMOBILIARIAS
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No existe desglose de mayor número de cuentas.

Los derechos sobre arrendamiento financiero se activan de acuerdo a la naturaleza del bien de que se trate (en el inmovilizado material, en el intangible o en las inversiones inmobiliarias), por lo que no precisan de una cuenta específica para recoger la amortización acumulada.

La presentación en el balance de las cuentas anuales de las amortizaciones acumuladas en los PPGGCC tanto en el balance normal como en el abreviado, se pone el importe del inmovilizado restado ya el montante de las amortizaciones acumuladas, lo que en algunos casos de inmovilizado muy antiguo hace que aparezcan cifras ridículas, máxime en el caso de inmuebles que no se han revalorizado legalmente.

La Resolución del ICAC del 1 de marzo de 2013 recuerda que las amortizaciones se cargarán en la cuenta de pérdidas y ganancias como un gasto del ejercicio. Si el gasto se incorpora en el coste de otro inmovilizado, el mayor valor del activo se reconocerá empleando como contrapartida los trabajos realizados por la empresa para sí misma.

4.  ¿CUANDO ES GASTO FISCAL UNA AMORTIZACIÓN EN EL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES?

- Para la consideración como partida deducible de las amortizaciones, se tendrán en cuenta las siguientes reglas recogidas en el artículo 12 de la LIS y, sobre todo, en los artículos 3 al 7 del Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, RIS):


	
1º.-  Es preciso que se hallen contabilizadas, de acuerdo al criterio de registro, salvo que la propia ley las exceptúe de tal requisito como ocurre en la libertad de amortización o la amortización acelerada.La SG de Impuestos sobre las Personas Jurídicas de la DGT consulta general 1105-03 de 14-08-2003, afirmó que no es posible que la amortización del inmovilizado material correctamente contabilizada quede sin efecto en la determinación de la base imponible del IS, mediante un ajuste extracontable que la LIS no prevé.

El TS, en sentencia de 13 de noviembre de 2008 (rec. no 3991/2004), a propósito de una empresa que había contabilizado como gasto el coste del desvío del tendido eléctrico que alimentaba una fábrica nueva y del que la Inspección entendió era "mayor coste de inversión", dio la razón a la Inspección en este punto, señalando que debió haberse contabilizado como un activo y no como un gasto del ejercicio. Sin embargo, estimó parcialmente el recurso de la empresa al entender que, aunque se había contabilizado erróneamente, los efectos no podían ser tan gravosos como para que no pudiera aceptarse la amortización de ese activo, contabilizada y justificada documentalmente, aunque erróneamente registrada. Como ya se afirmó en la Sentencia del mismo tribunal de 26 de diciembre de 2007 (rec. no 3915/2002) "las eventuales consecuencias que esos incumplimientos formales pueden desplegar en el campo sancionador, no pueden llegar al extremo de privar del carácter de gasto a aquellas partidas que desde el plano real efectivamente consta que son tales", quedando así anulada la resolución recurrida en cuanto a la improcedencia de la amortización.



	
2º.-  Será amortizable el precio de adquisición o coste de producción, excluido, en su caso, el valor residual (3) . Cuando se trate de edificaciones, no será amortizable la parte del precio de adquisición correspondiente al valor del suelo, "excluidos en su caso, los costes de rehabilitación" ha añadido el artículo 3.2 RIS. Cuando no se conozca el valor del suelo se calculará prorrateando el precio de adquisición entre los valores catastrales del suelo y de la construcción en el año de la adquisición. No obstante, el contribuyente podrá utilizar un criterio de distribución diferente, cuando se pruebe que se fundamenta en el valor normal de mercado del suelo y de la construcción en el año de adquisición.El TEAC de 17 de febrero de 2005 en resolución 5238/2001 (sentencia 32/2005), analizando qué proporción habría que conceder al valor del suelo de un inmueble cuando no existan valores catastrales en el año de adquisición, señaló que se establecerán provisionalmente hasta que una vez fijados los valores catastrales por el órgano competente, resulte posible conocer los que debieron aplicarse y proceder, en consecuencia, a "rectificar sus autoliquidaciones". Nos parece excesivo este criterio, teniendo en cuenta que, al fin y al cabo, no se habría producido, en el peor de los casos, más que una discutible anticipación del gasto que en definitiva se acabará generando vía dotación a la amortización.

La Sentencia de la AN de 18 de diciembre de 2007 (rec. 192/2005), en base a que la normativa del Impuesto sobre Sociedades dispone que la amortización de los inmuebles sólo se practica sobre el valor de la construcción con exclusión del valor del suelo, tomando como base la proporción de los valores catastrales de ambos, entiende que los valores catastrales son los del año de la adquisición del inmueble, por lo que, si no existiesen de dicho ejercicio la Inspección de Tributos no puede aplicar los valores catastrales de ejercicios posteriores al de adquisición comunicados por la Gerencia Territorial del Catastro.

La Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 establece que los terrenos y los edificios se contabilizarán por separado, incluso si han sido adquiridos de forma conjunta. El incremento del valor de los terrenos en los que se asienta un edificio no afectará a la determinación del importe amortizable del edificio (4) .



	
3º.-  Los elementos del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias empezarán a amortizarse desde su puesta en condiciones de funcionamiento, de acuerdo con el artículo 3.3 d RIS. La Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 entiende que el activo está en condiciones de funcionamiento desde que el inmovilizado puede producir ingresos con regularidad, una vez concluidos los períodos de prueba, es decir, en el momento en el que los bienes del inmovilizado, después de superar el montaje, la instalación y las pruebas necesarias, estén en condiciones de participar normalmente en el proceso productivo al que están destinados.



La Sentencia del TS de 9 de noviembre de 2015 (recurso 2360/2013) establece que los elementos patrimoniales se consideran en funcionamiento solo cuando están en condiciones de participar de forma plena y con regularidad en el proceso productivo, lo que solo puede ocurrir tras superarse el período de prueba.

El TSJ de Murcia en Sentencia 269/2003 de 16 de abril de 2003 (recurso 655/2000) consideró que aunque una nave industrial "figuraba en la contabilidad de la empresa como obra en curso" y por tanto la compañía, en principio, no podía deducirse el importe de la amortización practicada, ello se debió a un error contable por no efectuar el traspaso de obra en curso a inmovilizado, lo que no puede impedir la deducibilidad de la amortización.


Ejemplo:

La sociedad A importa de Brasil una máquina para el aserrado de la madera, habiendo satisfecho al proveedor la cantidad de 780.000 euros.

IVA de la importación 163.800 euros.

Al entrar la máquina en territorio español el 1 de octubre del actual ejercicio, se han satisfecho unos derechos arancelarios de 46.800 euros, así como un IVA al 21 %.

La instalación de la máquina dura dos meses, pagándose por ello 23.102 euros.

La sociedad A contabiliza así:













	 
	 
	1 octubre
	 
	 



	780.000,00
	213
	MAQUINARIA
	 
	 



	163.800,00
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 
	 



	46.800,00
	631
	OTROS TRIBUTOS
	 
	 



	9.828,00
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	1.000.428,00



	 
	 
	1 diciembre
	 
	 



	23.102,00
	622
	REPARACIONES Y CONSERVACIÓN



	4.851,42
	472
	HP, IVA SOPORTADO
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	BANCOS E INSTITUCIONES DE CRÉDITO C/C
	572
	27.953,42





Al cierre del ejercicio, la sociedad A contabiliza así la amortización de la máquina.













	19.500,00
	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	281
	19.500,00



	(780.000 x 10 %) : 12 x 3 meses
	 
	 





Ni uno solo de los tres asientos contables está bien hecho. Veámoslo:

Los derechos arancelarios por importe de 46.800 euros son mayor valor de la maquinaria y en cambio han sido contabilizados como gasto del ejercicio. Lo mismo podríamos decir de los 23.102 euros de la instalación, que debían haber sido activados como mayor valor de la maquinaria importada.

Como consecuencia de ello, la dotación a la amortización ha sido realizada sobre una cifra inferior a la procedente teniendo en cuenta la falta de activación de gastos. Además, la sociedad A ha comenzado a amortizar la máquina desde el momento de su entrada en la fábrica, sin haber entrado en funcionamiento, por lo que ha habido un exceso de amortización por este concepto.

Procede efectuar ajuste contable activando los gastos de aduanas y los de instalación, y sobre el nuevo valor de la máquina realizar las amortizaciones del año únicamente desde que entró en funcionamiento.








	Importe del ajuste por gastos de aduana e instalación
	69.902 €



	(46.800 + 23.102)
	 



	 
	 



	Importe del ajuste por amortización desde que entró en funcionamiento la máquina
	13.000 €



	(780.000 x 10 %): 12 x 2 meses
	 







4º.- Los elementos del inmovilizado intangible empezarán a amortizarse desde el momento en que estén en condiciones de producir ingresos, de conformidad al artículo 3.3 RIS.

5º.- Cuando un elemento del inmovilizado material entre en funcionamiento dentro del período impositivo, la amortización se referirá a la parte proporcional del período durante el cual ha estado en funcionamiento. Análogo criterio se utilizará en el cómputo de la amortización del inmovilizado intangible. El inmovilizado en curso, es decir aquel que no está terminado, no puede ser objeto de amortización.

En relación con la amortización de los bienes en períodos de inactividad, entendemos que, conforme a lo dispuesto en el artículo 10.3 LIS, resulta aplicable lo que establece el apartado 3.7 de la Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 y, en consecuencia, que la amortización no cesará cuando el activo esté sin utilizar o se haya retirado temporalmente del uso, a menos que se encuentre totalmente amortizado, resultando fiscalmente deducible la amortización en tales supuestos. En este sentido se ha pronunciado la DGT V4258-16 de 05-10-2016, en la que analiza la deducción fiscal de la amortización de inmuebles afectos a la actividad de arrendamiento, durante los períodos en que los mismos quedan vacíos. En concreto, en la citada consulta la DGT señala que el gasto contable por amortización de los inmuebles será fiscalmente deducible aunque dentro del período impositivo existan períodos de tiempo en los que los inmuebles se queden vacíos a la espera de un nuevo arrendamiento.

Sin embargo, la propia DGT en su consulta V0904-17 de 11-04-2017, al analizar la amortización de elementos patrimoniales utilizados en actividades de temporada durante un determinado período del año, concluye que durante el período de baja de la actividad económica los elementos patrimoniales no se encuentran afectos, por lo que no procederá la consideración de un gasto por amortización de dichos bienes en los referidos períodos. No obstante se debe matizar que la consulta citada se está refiriendo a un contribuyente persona física, que determina el rendimiento neto de su actividad económica en régimen de estimación objetiva.

En cambio, la propia DGT en su consulta V2312-14 de 8-09-2014, resuelta en este caso por la Subdirección General de Impuestos sobre las Personas Jurídicas, admite la deducción fiscal de la amortización de elementos patrimoniales pertenecientes a una entidad que ha cesado en su actividad, hasta que se produzca la extinción de la sociedad.

6º.- En ningún caso la suma de las amortizaciones efectuadas podrá exceder del valor por el que figure contabilizado el bien que se amortiza; más aún, la amortización del valor residual no es gasto deducible fiscalmente.

7º.- La amortización que supere a la admitida fiscalmente se considerará no deducible a efectos de la determinación de la base imponible del período impositivo en que se haya contabilizado, sin perjuicio de su deducción en un ejercicio posterior conforme a lo dispuesto en el artículo 11.3.1º LIS 2014.

8º.- Cada elemento del inmovilizado material, intangible y de las inversiones inmobiliarias deberá amortizarse dentro del período de su vida útil (artículo 3.3 RIS 2015).

La DGT señaló en consulta general 1112-03, de 22 de agosto de 2003, que la duración de la amortización debe coincidir con la vida útil de los elementos del inmovilizado material, pero ello no supone el que pueda eliminarse del balance el elemento, porque la baja en el patrimonio de la empresa será efectiva cuando se produzca su venta, expropiación o entrega para desguace, todo lo cual deberá acreditarse por cualquier medio de prueba admitido en derecho.

9º.- Cuando las renovaciones, ampliaciones o mejoras de los elementos patrimoniales del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias-dice el apartado 4 del artículo 3 del RIS- se incorporen a dicho inmovilizado, el importe de las mismas se amortizará durante los períodos impositivos que resten para completar la vida útil de aquellos elementos patrimoniales, imputándose a cada período impositivo el resultado de aplicar al importe de las renovaciones, ampliaciones o mejoras el coeficiente resultante de dividir la amortización contabilizada en cada período del elemento patrimonial (en la medida en que se corresponda con la depreciación efectiva) entre el valor contable que el elemento patrimonial tenía al inicio del período en que se realizaron las operaciones de renovación, ampliación o mejora, mientras que los elementos patrimoniales continuarán amortizándose según el método que se venía aplicando con anterioridad.

Cuando las renovaciones, ampliaciones o mejoras determinen un alargamiento de la vida útil estimada del activo, dicho alargamiento deberá tenerse en cuenta a los efectos de la amortización del elemento patrimonial y del importe de la renovación, ampliación o mejora.

La consulta DGT V4466-16, de 18 de octubre de 2016, analiza la diferencia entre los conceptos de reparación, conservación, renovación, ampliación y mejora. Y ante la ausencia de norma fiscal que regule esos conceptos, lo hace remitiéndose a la norma contable, fundamentalmente a la Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013, concluyendo que para que puedan imputarse como mayor valor del inmovilizado los costes de una ampliación o mejora, se deberán producir una o varias de las siguientes consecuencias:


	
-  Aumento de su capacidad de producción.

	
-  Mejora sustancial en su productividad.

	
-  Alargamiento de la vida útil estimada del activo.



10º.- A las revalorizaciones contables realizadas en virtud de normas legales o reglamentarias que obliguen a incluir su importe en el resultado contable se les aplicará la regla de las renovaciones, ampliaciones o mejoras.

Hasta hace no muchos años era frecuente encontrar sociedades que, en los años con pérdidas en su balance no efectuaban dotación a la amortización, para no agravar los resultados. Se trata de un criterio a desechar, pues supone distorsionar totalmente la imagen fiel del patrimonio que las cuentas anuales están obligadas a reflejar.

Teniendo en cuenta que la normativa contable no permite revalorizaciones a "valor razonable" en los bienes del inmovilizado material, ni en los del intangible ni en las inversiones inmobiliarias, no hay posibilidad de hablar de la forma de realizar amortizaciones por las revalorizaciones a valor razonable de dichos elementos (5) .

11º.- En los supuestos de fusión, escisión, total y parcial, y aportación, el artículo 3.6 del RIS dispone que deberá proseguirse para cada elemento patrimonial adquirido el método de amortización a que estaba sujeto, excepto si el contribuyente prefiere aplicar a los mismos, su propio método de amortización.

El Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Impuestos sobre Sociedades (en adelante RIS), no exige de manera expresa que la amortización se practique elemento por elemento como sí lo hacía el anterior Reglamento, aprobado por el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio, ni que la amortización deba practicarse de forma independiente por cada parte de un elemento que tenga un coste significativo y una vida útil distinta del resto del elemento. Entendemos no obstante que ambas reglas siguen resultando aplicables ya que, respecto de la primera, el contribuyente debe acreditar el gasto deducido en concepto de amortización y eso le obligará a acreditar de manera individualizada el gasto correspondiente a cada uno de los elementos patrimoniales. Y en cuanto a la segunda, porque una vez más, la aplicación de lo dispuesto en el artículo 10.3 LIS va a determinar que en todo aquello que no esté expresamente contemplado en la normativa reguladora del Impuesto sobre Sociedades, va a resultar plenamente aplicable la norma contable y a tal efecto debemos tener en cuenta que el apartado 3.8 de la Resolución del ICAC de 1 de marzo de 2013 dispone que se amortizará de forma independiente cada parte de un elemento del inmovilizado material que tenga un coste significativo en relación con el coste total del elemento, añadiendo a continuación que podrán agruparse aquellas partes significativas de un elemento de inmovilizado material que tengan vida útil y métodos de amortización coincidentes con otras partes significativas que formen parte del mismo elemento.

5.  REVERSIÓN DE LA LIMITACIÓN DE LAS AMORTIZACIONES FISCALMENTE DEDUCIBLES EN EL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES EFECTUADAS EN 2013 Y 2014 Y LA DEDUCCIÓN EN LA CUOTA ÍNTEGRA QUE GENERA

5.1.  Limitación de las amortizaciones fiscalmente deducibles en 2013 y 2014

La Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, introdujo en el ámbito del Impuesto sobre Sociedades una medida de carácter temporal, tendente a limitar parcialmente para grandes empresas, la amortización fiscalmente deducible correspondiente a los períodos impositivos que se inicien dentro de los años 2013 y 2014 con el único objetivo de conseguir anticipadamente un incremento recaudatorio.

- Amortizaciones objeto de la limitación de la deducibilidad fiscal.

La amortización contable:


	
•  Del inmovilizado material.

	
•  Del intangible.

	
•  De las inversiones inmobiliarias.



- Períodos y entidades afectados.

La limitación sólo surtió efecto en los períodos impositivos iniciados dentro de los años 2013 y 2014 y afectó únicamente a aquellas entidades que en ellos no cumplían los requisitos establecidos en los apartados 1, 2 o 3 del artículo 108 del TRLIS. Las empresas que pueden aplicar los incentivos durante tres años después de haber superado la cifra de 10 millones de euros estuvieron, por tanto, afectadas por la limitación de la amortización fiscalmente deducible. Se aplicó la limitación a las empresas que NO fuesen de reducida dimensión por ser el importe neto de su cifra de negocios del ejercicio anterior superior a 10 millones de euros o por superar el grupo la cifra de 10 millones de euros cuando la empresa forme parte de un grupo. En relación con las entidades que no desarrollan una actividad empresarial y que según tanto la DGT como el TEAC no tenían la consideración de entidades de reducida dimensión, no pudiendo aplicar el régimen especial previsto para tales entidades, la consulta DGT V2613-14 de 06-10-2014, DGT V2725-14 de 10-10-2014 y DGT V0154-15 de 19-01-2015 consideró que cuando el importe de facturación del ejercicio anterior fuera inferior a 10 millones de euros, no se veían afectadas por la limitación prevista en el artículo 7 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre y, en consecuencia, pudieron deducir en los ejercicios 2013 y 2014 el 100 % del importe de la amortización.

- ¿En qué consistió la limitación de deducibilidad?

La amortización contable de los bienes del inmovilizado material, intangible y de las inversiones inmobiliarias, en los períodos antedichos, y para las empresas que no sean de reducida dimensión, se pudo deducir en la base imponible del Impuesto sobre Sociedades solamente hasta el 70 % de aquella amortización que hubiera resultado fiscalmente deducible de no aplicarse el porcentaje, es decir, de la amortización contable efectuada de acuerdo a:


	
A)  Los criterios de amortización del artículo 11.4 del TRLIS -derogado-, para el inmovilizado intangible.

	
B)  Los métodos de amortización recogidos en el artículo 11.1 del TRLIS -derogado-, para el inmovilizado material.
	
a)  Según tabla amortización del RIS.

	
b)  Por el método degresivo de porcentaje constante.

	
c)  Por el método degresivo de los números dígitos.







Dado que el artículo 11 del TRLIS -derogado- consideraba que en todos ellos la depreciación es efectiva, la amortización contable efectuada por cualquiera de esos métodos -y da igual si se efectúa con arreglo al coeficiente lineal máximo o por el mínimo o por uno intermedio- en los sujetos pasivos que NO cumplan los requisitos de las empresas de reducida dimensión, solo fue deducible fiscalmente el 70 % de dicha amortización registrada contablemente, y que hubiera sido deducible fiscalmente si no hubiera existido la limitación.

Las amortizaciones de aquellos elementos que habían sido objeto de un procedimiento específico de autorización por parte de la Administración Tributaria no quedaron afectadas por la limitación.

Añadió la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, que no tendrá la consideración de deterioro "la amortización contable que no resulte fiscalmente deducible", como consecuencia de la limitación a la deducibilidad.

- ¿Cómo se aplicó la limitación a la deducibilidad fiscal?

Contablemente:

Hubo que continuar efectuando la depreciación con el método de amortización que se estaba aplicando hasta entonces y con los mismos coeficientes de amortización. Nada varió, por tanto, para la sección de contabilidad, que no debió intentar reducir el coeficiente máximo de la tabla que estuviese aplicando mediante una disminución del 30 %, creyendo que con ello ya estaba actuando la limitación a la deducibilidad fiscal de las amortizaciones, porque la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, no decía que los coeficientes máximos se iban a ver reducidos en un 30 %, sino que la amortización contable "se deducirá en la base imponible hasta el 70 % de aquella."

Fiscalmente:

La limitación debió aplicarse en el Impuesto sobre Sociedades, en el momento del cierre del ejercicio, mediante un ajuste extracontable diferencia temporaria positiva que resulte de aplicar el coeficiente 0,3 al importe de la amortización contabilizada.

Así dicho resulta fácil, las empresas que no eran de reducida dimensión al cierre del ejercicio 2013 y 2014, debieron multiplicar por 0,3 el saldo de las cuentas 680, 681 y 682, y el importe resultante incrementarlo al resultado contable mediante un ajuste extracontable, diferencia temporaria positiva, para hallar la base imponible.

No obstante, por el efecto impositivo del ajuste sí que se debió efectuar el siguiente asiento:













	 
	4740
	ACTIVOS POR DIFERENCIAS TEMPORARIAS DEDUCIBLES
	 
	 



	 
	a
	IMPUESTO DIFERIDO
	6301



	 
	 
	 
	 
	Por el 30 % de las dotaciones contables a la amortización asentadas en las cuentas 680, 681 y 682
	 
	 





La libertad de amortización fiscalmente deducible no quedó afectada por la limitación a la deducibilidad.

5.2.  Reversión de la limitación de las amortizaciones

De acuerdo a la disposición derogatoria de la LIS que declara expresamente que conservarán su vigencia el artículo 7 Ley 16/2012, de 27 de diciembre y el artículo 9 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, la amortización contable que no resultó fiscalmente deducible se deducirá de forma lineal durante un plazo de diez años, u opcionalmente durante la vida útil del elemento patrimonial, a partir del primer periodo impositivo que se inicie dentro del año 2015. Como la amortización contable ya estará reflejada en libros, deberemos efectuar un ajuste extracontable diferencia temporaria negativa al resultado contable para hallar la base imponible.

A partir del primer período impositivo que se inicie dentro del año 2015 la amortización que no resultó fiscalmente deducible podrá la empresa a su elección optar por deducirla fiscalmente:


	
-  De forma lineal por un plazo de 10 años, o


	
-  Durante la vida útil del elemento patrimonial.




Lo normal es que resulte, tributariamente hablando -salvo en el caso de inmuebles-, más favorable efectuarlo por la modalidad de la vida útil que casi con seguridad será inferior a 10 años, y que por el efecto impositivo dará lugar al siguiente asiento:













	 
	6301
	IMPUESTO DIFERIDO
	 
	 



	 
	a
	ACTIVOS POR DIFERENCIAS TEMPORARIAS DEDUCIBLES
	4740





En el caso de que se hubiera optado por que las cantidades no deducibles fiscalmente en los períodos iniciados en 2013 y 2014 se deduzcan de forma lineal durante un plazo de diez años será muy frecuente que al disminuir por medio de una diferencia temporaria negativa el resultado contable por la décima parte de la amortización contable no deducida, lo hagamos en relación a bienes que estén contablemente totalmente amortizados o con su vida útil finalizada o, más aún, que no figuren en la contabilidad de la empresa por haber sido transmitidos o dados de baja como chatarra (6) . Si nos atenemos a una interpretación "ad pedam litterae" del texto de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, deberíamos seguir efectuando los ajustes negativos por décimas partes hasta dejar a "cero" el saldo deudor de la cuenta 4740 activos por diferencias temporarias deducibles. Este es el criterio mantenido por la consulta DGT V1864-16 de 27-04-2016 en la que señala que "en caso de haberse optado por la deducción de forma lineal durante un plazo de 10 años, si en dicho plazo algún elemento del inmovilizado material, intangible e inversiones inmobiliarias dejara de formar parte del activo de la entidad por transmisión o por baja en inventario, la amortización contable que no hubiera resultado fiscalmente deducible y aún estuviera pendiente de deducir, continuará deduciéndose de forma lineal durante el citado plazo de 10 años".

La consulta DGT V1713-13 de 27-05-2013, consideró que si determinados elementos del inmovilizado dejaran de formar parte del activo de la entidad consultante en 2013 o 2014 por transmisión o baja en el inventario, la deducción de la amortización contable que no hubiera resultado fiscalmente deducible por esta limitación, cuando se opte por hacerlo en función de la vida útil del elemento patrimonial, podrá efectuarse en una sola vez en el periodo impositivo de la transmisión o baja, como ocurre en el supuesto general, cuando existiendo diferencias de imputación temporal entre la amortización contable y la fiscal se da de baja un elemento patrimonial.

La misma DGT ha entendido que si algún elemento hubiera finalizado su vida útil en los ejercicios 2013 o 2014, la amortización contable que no hubiera podido deducirse fiscalmente, podrá deducirse a partir del período que se inicie en 2015 o bien dentro de dicho período en su totalidad o bien durante el plazo de diez años.


Ejemplo:

La sociedad A -que no es empresa de reducida dimensión- al cierre del ejercicio 2013 tiene, entre otros, los siguientes saldos:








	Cta. 681. Amortización del inmovilizado material
	148.314 €



	Cta. 682. Amortización de inversiones inmobiliarias
	291.116 €





La cuenta de pérdidas y ganancias tiene en 2013 un resultado positivo antes del Impuesto sobre Sociedades de 1.200.377 euros.







	Cálculo de la cuota
	Cuota a pagar




	Resultado contable antes IS
	1.200.377,00



	Diferencia temporaria positiva
	 131.829,00



	
148.314 x 30% = 44.494,20

291.116 x 30% = 87.334,80


	 



	
Base imponible

Cuota íntegra. Tipo gravamen 30%


	1.332.206,00



	A pagar (1.332.206 x 30%)
	399.661,80





Contabilización:













	 39.548,70 
	4740
	ACTIVOS POR DIFERENCIAS TEMPORARIAS DEDUCIBLES
	6301
	39.548,70



	 
	a
	IMPUESTO DIFERIDO



	 
	 
	
Por el efecto impositivo del ajuste:

131.829 x 30 % amortización no deducible fiscalmente


	 
	 



	399.661,80
	630
	IMPUESTO CORRIENTE
	 
	 



	 
	a
	HP ACREEDORA POR IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES
	4752
	399.661,80





Supone un resultado contable después de impuestos de 840.263,90 € = (1.200.377 + 39.548,70 – 399.661,80).

En el ejercicio 2014 se volverá a efectuar un ajuste extracontable positivo por el 30 % de la amortización contabilizada, que en este año supuso a efectos del ejemplo 142.110 euros de diferencia temporaria, y un impuesto diferido de 42.693 euros.

En el ejercicio 2015 la sociedad A, que ha optado por revertir la limitación a la amortización en el plazo de 10 años, por el efecto impositivo realizará el siguiente asiento contable:













	7.675,89
	6301
	IMPUESTO DIFERIDO
	 
	 



	 
	a
	
ACTIVOS POR DIFERENCIAS

TEMPORARIAS DEDUCIBLES


	4740
	7.675,89



	 
	 
	 
	 
	(131.829 + 142.310) x 10 % x 28 %
	 
	 





Además, por la diferencia del tipo de gravamen de los ejercicios 2013 y 2014 (30%) a 2015 (28%), habrá que efectuarse un cargo en la cuenta 633. Ajustes negativos en la imposición sobre beneficios. Para ello, realizaremos el siguiente cálculo:

(131.829 + 142.310) x 10 % x 30 % = 8.224,17

(131.829 + 142.310) x 10 % x 28 % = 7.675,89

8.224,17 – 7.675,89 = 548,28 euros.













	548,28
	633
	AJUSTES NEGATIVOS EN LA IMPOSICIÓN SOBRE BENEFICIOS
	 
	 



	 
	 
	 
	a
	
ACTIVOS POR DIFERENCIAS

TEMPORARIAS DEDUCIBLES


	4740
	548,28





En el año 2016 (25 %) tendremos que hacer así mismo el cargo en la cuenta 633. Ajustes negativos en la imposición sobre beneficios, por la diferencia del tipo de gravamen de 2015 (28%). Para ello, realizaremos el siguiente cálculo:

(131.829 + 142.310) x 10 % x 28 % = 7.675,89

(131.829 + 142.310) x 10% x 25 % = 6.853,48

7.675,89 - 6.853,48 = 822,41 euros.













	822,41
	633
	AJUSTES NEGATIVOS EN LA IMPOSICIÓN SOBRE BENEFICIOS
	 
	 



	 
	a
	
ACTIVOS POR DIFERENCIAS

TEMPORARIAS DEDUCIBLES


	4740
	822,41







La Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, contenía unos supuestos especiales para aplicar la limitación a la deducibilidad de las amortizaciones, referentes a algunos casos en los que la normativa fiscal autoriza deducir unos mayores importes que los que procedería de acuerdo con los métodos contables en los que la amortización se entiende depreciación efectiva. Los recogemos seguidamente en las letras A) y B), y en todos ellos se requería que en los períodos iniciados dentro de 2013 y 2014, NO se cumplieran los requisitos para ser empresa de reducida dimensión:

A) La amortización fiscal acelerada que la empresa realizase en:


	
-  Bienes nuevos que adquirió cuando era de reducida dimensión (artículo 111 del TRLIS, derogado).

	
-  Elementos en los que materializó la reinversión en elementos del inmovilizado material o inversiones inmobiliarias (artículo 113 del TRLIS, derogado), cuando era empresa de reducida dimensión.



En estos dos supuestos se requería que la empresa ya no fuese empresa de reducida dimensión en los años 2013 o 2014, pero sí titular de bienes que adquirió siéndolo, por lo que podía seguir amortizándolos fiscalmente por encima de la amortización contable.

El hecho de que la norma no aclarara suficientemente si el límite que establece operaba exclusivamente sobre el gasto registrado contablemente o sobre el importe del gasto fiscalmente deducible resultante de aplicar el beneficio fiscal de amortización acelerada, planteaba dudas tanto sobre la aplicación de la limitación durante los ejercicios 2013 y 2014, como respecto de la consiguiente recuperación del gasto no deducido en dichos ejercicios. Si se considerara que el límite operaba únicamente sobre el gasto contable, no plantea problemas la recuperación del gasto no deducido durante 2013 y 2014. Sin embargo, si consideráramos que el límite se aplicaba sobre el importe del gasto fiscalmente deducible que resulta de la aplicación de la amortización acelerada sí que surgen dudas sobre la recuperación del gasto no deducido durante 2013 y 2014. Por un lado se podría entender que dado que el precepto se refiere exclusivamente a la "amortización contable" que no se hubiera podido deducir por la limitación, la amortización acelerada contemplada en los entonces vigentes artículos 111, 113 y 115 TRLIS no resultó aplicable a las cantidades no deducidas en los ejercicios 2013 y 2014 por aplicación de la limitación prevista en el artículo 7 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas: como consecuencia, a la hora de imputar tales cantidades en función de la opción elegida, no se podrán aplicar los coeficientes de amortización acelerada que prevén los arts. 111, 113 y 115 TRLIS. Pero igualmente podría entenderse que la recuperación del gasto no deducido en 2013 y 2014 en la forma antes indicada afecta al importe total del gasto sobre el que operó la limitación y no sólo a la amortización registrada contablemente.

Entendemos que la solución más razonable es la de considerar que tanto la limitación como la recuperación del gasto afectan al gasto que resultaría fiscalmente deducible por aplicación de la amortización acelerada, y este es el criterio del TEAC de 7 de junio de 2018 recurso 665/2017, en la que concluye, fijando criterio, que "cuando el artículo 7 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, alude a que la limitación del 70% resultará igualmente aplicable en relación con la amortización que hubiera resultado fiscalmente deducible respecto de los bienes adquiridos en régimen de arrendamiento financiero, está queriendo decir que dicho límite operará sobre la menor de las cantidades siguientes: (i) la parte de las cuotas de arrendamiento financiero correspondiente a la recuperación del coste del bien o (ii) el resultado de aplicar al coste del bien el duplo del coeficiente de amortización lineal según las tablas oficialmente aprobadas".


Ejemplo:

La sociedad B en el ejercicio 2012 en que era empresa de reducida dimensión adquirió un elemento del inmovilizado material nuevo por 200.000 euros, que de acuerdo a la tabla del RIS entonces vigente amortizó contablemente por el coeficiente máximo del 10 %, aunque fiscalmente se dedujo otro 10 % (artículo 111 TRLIS derogado) por medio de un ajuste extracontable diferencia temporaria negativa al resultado contable.

En 2013 la sociedad dejó de ser empresa de reducida dimensión, pero de acuerdo con el artículo 111 TRLIS vigente en ese año tiene derecho a seguir aplicando sobre ese elemento la amortización fiscal reforzada. Sin embargo, de conformidad con la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, la limitación a deducirse en la base imponible solamente hasta el 70 % de aquella que hubiera resultado fiscalmente deducible, le supone que:








	Amortización contable
	20.000



	Mayor amortización fiscal
	20.000



	Total
	40.000



	 
	 





Limitación Ley 16/2012, de 27 de diciembre 40.000 x 70 % = 28.000

Seguramente lo mejor será que la empresa realice un ajuste temporario negativo de 20.000 y otro ajuste temporario positivo de 12.000 o de 6.000, según la interpretación que se dé al precepto, al objeto de apreciar mejor lo que ha hecho.

Si en vez de en 2013, la sociedad hubiera dejado de ser empresa de reducida dimensión en 2014, no hubiera existido limitación a la amortización en 2013, y si en 2014.



B) Bienes adquiridos por arrendamiento financiero (artículo 115 TRLIS). Da igual si la empresa era o no de reducida dimensión cuando se formalizó el leasing, lo que se requería era que en 2013 y 2014 la empresa NO fuese de reducida dimensión. Aunque como hemos señalado anteriormente la cuestión no está resuelta con suficiente claridad, entendemos que la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas, el límite del 70 % lo fijó en relación no sólo de la amortización contable sino también de la mayor amortización fiscal.


Ejemplo de limitación a la deducibilidad de la amortización en un arrendamiento financiero:

La bodega A, a principios de enero de 2012, firma un contrato de leasing a 5 años, efectuado según lo dispuesto en el artículo 115 TRLIS, entonces vigente, siendo el objeto del contrato una instalación de embotellado con un valor de 120.000 euros, la cual amortiza contablemente aplicando el coeficiente máximo de amortización del 10% de las tablas del RIS, 12.000 euros anuales durante los 10 años de vida útil.













	Año
	
Amortizac. Contable

(10%)


	Amortizac. Fiscal adicional
	
Amortizac. no deduc.

Ley 16/2012

(30 %)


	Aplicación Amort. no deducida
	
Amortizac. fiscalmente deducible:

(Total o 70 %)


	Amort. no aplicada acumulada pendiente
	Ajuste Fiscal




	2012
	12.000
	12.000
	-
	-
	24.000
	 
	-12.000



	2013
	12.000
	12.000
	7.200
	-
	24.000 x70 % = 16.800
	7.200
	-4.800



	2014
	12.000
	12.000
	7.200
	-
	24.000 x70 % = 16.800
	14.400
	-4.800



	2015
	12.000
	12.000
	 
	2.057,14
	26.057,14
	12.342,86
	-14.057,14



	2016
	12.000
	12.000
	 
	2.057,14
	26.057,14
	10.285,72
	-14.057,14



	2017
	12.000
	-12.000
	 
	2.057,14
	2.057,14
	8.228,58
	+9.942,86



	2018
	12.000
	-12.000
	 
	2.057,14
	2.057,14
	6.171,44
	+9.942,86



	2019
	12.000
	-12.000
	 
	2.057,14
	2.057,14
	4.114,30
	+9.942,86



	2020
	12.000
	-12.000
	 
	2.057,14
	2.057,14
	2.057,16
	+9.942,86



	2021
	12.000
	-12.000
	 
	2.057,14
	2.057,14
	0,00
	+9.942,86





Durante los 10 años de vida útil del elemento nuevo del inmovilizado material, desde 2012 hasta 2021, contablemente se amortizarán 12.000 euros anuales:













	12.000,00
	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	281
	12.000,00





En el cuadro anterior se puede apreciar que en 2013 y 2014 se ha limitado la amortización al 70 % de aquella que hubiera sido fiscalmente deducible, y el 30 % restante no deducido se deduce de forma lineal hasta el año 2021, en que finaliza la vida útil del elemento patrimonial.







	Cálculo de la cuota
	Cuota a pagar




	Resultado contable 2013 (antes del IS)
	200.130,00



	Diferencia temporaria negativa (leasing)
	-12.000,00



	Diferencia temporaria positiva (limitación)
	+7.200,00



	Base imponible
	195.330,00



	
Cuota íntegra. Tipo gravamen 30 %

A pagar (195.330,00 x 30 %)


	58.599,00





Tanto en el ejercicio 2013 como en el 2014, periodos impositivos en los que surte efecto la limitación del 70 % a la deducibilidad de la amortización, habrá que efectuar dos asientos contables adicionales:


	
a)  Por el efecto impositivo del ajuste extracontable negativo realizado por la mayor amortización practicada este año en el arrendamiento financiero, 12.000 euros. Al tipo de gravamen 0,30 son 3.600 euros.











	3.600,00
	6301
	IMPUESTO DIFERIDO
	 
	 



	 
	a
	PASIVOS POR DIFERENCIAS TEMPORARIAS IMPONIBLES
	479
	3.600,00







	
b)  Por el efecto impositivo del ajuste extracontable positivo que se debe practicar por la amortización no deducida en 2013, diferencia entre 24.000 y 16.800 = 7.200 euros. Al tipo de gravamen 0,30 son 2.160 euros.











	2.160,00
	474
	
ACTIVOS POR DIFERENCIAS

TEMPORARIAS DEDUCIBLES


	 
	 



	 
	a
	IMPUESTO DIFERIDO
	6301
	2.160,00









En 2015 y siguientes por la reversión de la limitación fiscal a la deducción de la amortización, se procederá así, de optar por el sistema de practicarla en 10 años.













	403,20
	6301
	IMPUESTO DIFERIDO
	 
	 



	 
	a
	
ACTIVOS POR DIFERENCIAS

TEMPORARIAS DEDUCIBLES


	474
	403,20



	 
	 
	 
	 
	(7.200 + 7.200) x 10 % x 28 %
	 
	 





Y por la diferencia de tipo de gravamen de los ejercicios 2013 y 2014 (30 %) a 2015 (28 %), un cargo en la cuenta 633. Ajustes negativos en la imposición sobre beneficios, por (2.160 + 2.160) x 30 %: 28 % = 4.628

Además, por la diferencia del tipo de gravamen, que pasa a ser del 30 % al 28 % en 2015, habrá que efectuarse un cargo en la cuenta 633. Ajustes negativos en la imposición sobre beneficios. Para ello, realizaremos el siguiente cálculo:

(7.200 + 7.200) x 10 % x 30 % = 432,00

(7.200 + 7.200) x 10 % x 28 % = 403,20

432,00 – 403,20 = 28,80 euros.













	28,80
	633
	AJUSTES NEGATIVOS EN LA IMPOSICIÓN SOBRE BENEFICIOS
	 
	 



	 
	a
	
ACTIVOS POR DIFERENCIAS

TEMPORARIAS DEDUCIBLES


	4740
	28,80





En el año 2016 (25%) tendremos que hacer así mismo el cargo en la cuenta 633. Ajustes negativos en la imposición sobre beneficios, por la diferencia del tipo de gravamen de 2015 (28%). Para ello, realizaremos el siguiente cálculo:

(7.200 + 7.200) x 10 % x 28 % = 403,20

(7.200 + 7.200) x 10 % x 25 % = 360

403,20 - 360 = 43,2 euros.













	43,2
	633
	AJUSTES NEGATIVOS EN LA IMPOSICIÓN SOBRE BENEFICIOS
	 
	 



	 
	a
	
ACTIVOS POR DIFERENCIAS

TEMPORARIAS DEDUCIBLES


	4740
	43,2







Al objeto de poder justificar adecuadamente los límites de la deducibilidad, habrá que crear fichas auxiliares "ad hoc", lo cual es sumamente gravoso. El legislador podría haber pensado que, en lugar de incrementar de una forma tan notoria la carga fiscal indirecta de las empresas, podía haber obtenido el mismo objetivo recaudatorio que con la adopción de esta medida con un simple cambio del tipo impositivo en las entidades a las que iba dirigida la limitación de la deducción fiscal de la amortización.

5.3.  Deducción en la cuota íntegra del Impuesto sobre Sociedades al efectuar la reversión de la limitación aplicada a las amortizaciones

La disposición transitoria trigésima séptima de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, LIS), establece que los contribuyentes que tributen al tipo de gravamen previsto en el artículo 29.1 LIS (es decir, el tipo de gravamen general) y a los que les haya resultado de aplicación la limitación a las amortizaciones fiscalmente deducibles efectuadas en 2013 y 2014, tendrán derecho a una deducción en la cuota íntegra del IS del 5 % de las cantidades que integren en la base imponible, derivadas de las amortizaciones no deducidas en los períodos impositivos iniciados en 2013 y 2014.

Esta deducción en la cuota tiene la finalidad de compensar la diferencia de tipos de gravamen existente entre los ejercicios 2013 y 2014 (30 %), años en los que no pudo deducirse el gasto, y los ejercicios en que se va a producer la reversion del gasto en los que el tipo general es el 25%.

La deducción se aplicará con posterioridad a las demás deducciones y bonificaciones que resulten de aplicación por este Impuesto, y las cantidades no deducidas por insuficiencia de cuota íntegra podrán deducirse en períodos impositivos siguientes.

Al tratarse de una materia relativa a las deducciones en la cuota íntegra, para no desagregar la materia, lo estudiamos en el apartado 8.1 del capítulo XXXIII, dedicado a las deducciones.

6.  MÉTODOS DE AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL

Ni el PGC 2007 ni el PGC PYMES, establecen sistemas de amortización, únicamente señalan que se deducirán las amortizaciones practicadas, las cuales habrán de establecerse sistemáticamente en función de la vida útil de los bienes, atendiendo a la depreciación que normalmente sufran por su funcionamiento, uso y disfrute.

La Resolución de ICAC del 1 de marzo de 2013 señala que se podrán utilizar aquellos métodos de amortización que de acuerdo a un criterio técnico-económico distribuyan los costes de amortización a lo largo de su vida útil (con independencia de consideraciones fiscales o de las condiciones de rentabilidad en las que se desenvuelva la empresa) (7) .

El artículo 12 de la LIS declara deducibles las cantidades amortizadas que "correspondan a la depreciación efectiva que sufran los distintos elementos por funcionamiento, uso, disfrute u obsolescencia", y establece como métodos de amortización, en los que en todos ellos considera que la depreciación es efectiva (8) , cuando:


	
a)  Sea el resultado de aplicar los coeficientes de amortización lineal establecidos en la tabla de amortización oficialmente aprobada, que recoge el artículo 12.1.a) de la LIS.

	
b)  Sea el resultado de aplicar un porcentaje constante sobre el valor pendiente de amortización.

	
c)  Sea el resultado de aplicar el método de los números dígitos.

	
d)  Se ajuste a un plan formulado por el contribuyente y aceptado por la Administración tributaria.

	
e)  El contribuyente justifique el importe de la depreciación.



En la consulta 8 del BOICAC nº115 de septiembre de 2018, el ICAC establece el criterio de amortización aplicable a una instalación hotelera, con aula taller, salón para conferencias, etc, que ha sido edificada en un terreno clasificado como suelo no urbanizable, previa autorización administrativa. 

Teniendo en cuenta los antecedentes, en el caso que nos ocupa, la vida útil de las instalaciones será la duración del plazo por el que se ha autorizado el uso o aprovechamiento del suelo, incluidas las posibles prórrogas legales cuando exista evidencia de que esta ampliación se va a producir, siempre que la citada duración sea inferior a la vida económica del activo. En caso contrario, se tomará esta última como plazo de amortización.

La razón que sostiene este criterio es identificar el período durante el cual la empresa espera razonablemente consumir los beneficios económicos incorporados o inherentes al activo,

6.1.  Amortización según la tabla de la LIS

6.1.1.  Criterios generales

El artículo 12.1.a) de la LIS -como hemos visto anteriormente- considera que la depreciación es efectiva cuando sea el resultado de aplicar los coeficientes de amortización lineal establecidos en la tabla recogida en este mismo artículo (9) .








	Tipo de elemento
	
Coeficiente

lineal máximo


	
Período de

años máximo






	Obra civil
	 
	 



	Obra civil general
	2 %
	100



	Pavimentos
	6 %
	34



	Infraestructuras y obras mineras
	7 %
	30



	Centrales
	 
	 



	Centrales hidráulicas
	2 %
	100



	Centrales nucleares
	3 %
	60



	Centrales de carbón
	4 %
	50



	Centrales renovables
	7 %
	30



	Otras centrales
	5 %
	40



	Edificios
	 
	 



	Edificios industriales
	3 %
	68



	Terrenos dedicados exclusivamente a escombreras
	4 %
	50



	Almacenes y depósitos (gaseosos, líquidos y sólidos)
	7 %
	30



	Edificios comerciales, administrativos, de servicios y viviendas
	2 %
	100



	Instalaciones
	 
	 



	Subestaciones. Redes de transporte y distribución de energía
	5 %
	40



	Cables
	7 %
	30



	Resto instalaciones
	10 %
	20



	Maquinaria
	12 %
	18



	Equipos médicos y asimilados
	15 %
	14



	Elementos de transporte
	 
	 



	Locomotoras, vagones y equipos de tracción
	8 %
	25



	Buques, aeronaves
	12 %
	20



	Elementos de transporte interno
	10 %
	20



	Elementos de transporte externo
	16 %
	14



	Autocamiones
	20 %
	10



	Mobiliario y enseres
	 
	 



	Mobiliario
	10 %
	20



	Lencería
	25 %
	8



	Cristalería
	50 %
	4



	Útiles y herramientas
	25 %
	8



	Moldes, matrices y modelos
	33 %
	6



	Otros enseres
	15 %
	14



	Equipos electrónicos e informáticos. Sistemas y programas
	 
	 



	Equipos electrónicos
	20 %
	10



	Equipos para procesos de información
	25 %
	8



	Sistemas y programas informáticos
	33 %
	6



	Producciones cinematográficas, fonográficas, videos y series audiovisuales
	33 %
	6



	Otros elementos
	10 %
	20





Estos coeficientes pueden aplicarse con un criterio lógico a cualquier elemento, aunque no esté exactamente recogido en la tabla de la LIS. La extraordinaria simplificación de la tabla de amortización respecto de la que se contemplaba en el anexo del Reglamento del Impuesto que desarrollaba el derogado TRLIS, ha suscitado numerosas dudas en cuanto a la calificación de determinados elementos. De hecho, se puede advertir que desde la entrada en vigor de la nueva tabla de amortización, la DGT se ha visto obligada a contestar numerosas consultas relacionadas con la calificación de elementos patrimoniales a efectos de su amortización. Dentro de estas podemos destacar las siguientes:


	
-  DGT V1488-16 de 08-04-2016.
	
○  Las cabezas tractoras pueden considerarse comprendidas en el término ≪autocamiones≫ a las que corresponde un coeficiente lineal máximo del 20 % y un período máximo de 10 años.

	
○  Los semirremolques pueden considerarse comprendidos en «elementos de transporte externo» con un coeficiente lineal máximo del 16 % y un período máximo de 14 años.





	
-  DGT V1504-16 de 12-04-2016.
	
○  Si bien los contenedores no se incluyen en el concepto de autocamión, se les puede atribuir el carácter de elemento de transporte, pues resultan necesarios para el transporte de los residuos que realiza la entidad consultante. Por tanto, se considerarán comprendidos en los "elementos de transporte externo" de la tabla de amortización de la letra a) del apartado 1 del artículo 12 de la LIS, con un coeficiente lineal máximo del 16 % y un período de años máximo de 14 años.

	
○  Considerando que, según se desprende de la información facilitada en el escrito de consulta y en la documentación que acompaña al mismo, los volteadores se utilizan para echar los residuos dentro de los compactadores, deben entenderse comprendidos en los "elementos de transporte externo" de la tabla de amortización de la letra a) del apartado 1 del artículo 12 de la LIS, con un coeficiente lineal máximo del 16 % y un período de años máximo de 14 años.

	
○  En lo que se refiere a los compactadores, de la información facilitada en el escrito de consulta y la documentación que acompaña al mismo, los compactadores móviles se consideran elementos de transporte, en el mismo sentido que se ha indicado anteriormente en relación a los contenedores, es decir, entendiendo que los compactadores móviles servirán para depositar (y en este caso compactar) los residuos del cliente, y transportar dichos residuos a su punto de destino, acoplando los compactadores móviles llenos en los camiones correspondientes. Del mismo modo, no puede considerarse que tengan la consideración de autocamiones o que puedan considerarse parte del autocamión. Por tanto, se considerarán comprendidos en los "elementos de transporte externo" de la tabla de amortización de la letra a) del apartado 1 del artículo 12 de la LIS, con un coeficiente lineal máximo del 16% y un período de años máximo de 14 años.

	
○  En cuanto a los compactadores estáticos, teniendo en cuenta su naturaleza, dado que no solo almacenan, sino que realizan una función de compactado, debieran considerarse comprendidos en la "maquinaria" de la tabla de amortización de la letra a) del apartado 1 del artículo 12 de la LIS, con un coeficiente lineal máximo del 12 % y un período de años máximo de 18 años.





	
-  DGT V1844-16 de 27-04-2016.Los activos que pretende amortizar la sociedad consultante son "árboles ornamentales". Con la información disponible, estos activos pueden clasificarse como "Otros elementos". A estos elementos les corresponde un coeficiente lineal máximo del 10% y un periodo máximo de 20 años.



	
-  DGT V1759-16 de 21-04-2016.El activo que pretende amortizar la sociedad consultante es "el ganado vacuno". Con la información disponible, el ganado vacuno puede clasificarse como otros elementos al que le corresponde un coeficiente lineal máximo del 10% y un periodo máximo de 20 años.



	
-  DGT V4296-16 de 06-10-2016, DGT V4297-16 de 06-10-2016 y DGT V4298-16 de 06-10-2016.La instalación de producción de energía eléctrica fotovoltaica a través de paneles solares puede considerarse comprendida dentro de las "centrales renovables" de la tabla de amortización de la letra a) del apartado 1 del artículo 12 de la LIS, con un coeficiente lineal máximo del 7 % y un período de años máximo de 30 años.



	
-  DGT V2291-15 de 20-07-2015.Los activos que pretende amortizar la sociedad consultante son "sistemas de aires acondicionados tipo ventana y splits", instalados en "módulos edificios prefabricados". Con la información disponible, estos activos pueden clasificarse como Resto de instalaciones en el grupo Instalaciones, o como Otros elementos en el grupo Equipos electrónicos. A los dos tipos de elementos les corresponde un coeficiente lineal máximo del 10 % y un periodo máximo de 20 años.



	
-   DGT V2697-19 de 2-10-2019También resulta de interés el criterio manifestado para la amortización de una nave logística, es decir, destinada al almacenamiento de mercancía para su posterior distribución. La DGT considera que el coeficiente lineal y período máximos establecidos al efecto para el concepto “Almacenes y depósitos (gaseosos, líquidos y sólidos)” es el que mejor se ajusta la naturaleza del elemento. Ello permite aplicar un coeficiente máximo de amortización del 7%, frente al 2% que se contempla para los edificios comerciales.





El artículo 4 del RIS, aprobado por el Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, con mayor precisión, establece que la depreciación se entenderá efectiva cuando sea el resultado de aplicar al precio de adquisición o coste de producción del elemento patrimonial del inmovilizado alguno de los siguientes coeficientes:


	
a)  El coeficiente de amortización lineal máximo establecido en la tabla de amortización de la LIS.

	
b)  El coeficiente de amortización lineal que se deriva del período máximo de amortización establecido en la tabla de amortización.

	
c)  Cualquier otro coeficiente de amortización lineal comprendido entre los dos anteriormente señalados.



En el caso de que la amortización contable difiera de unos ejercicios a otros, por variar la compañía los coeficientes de amortización dentro de los señalados en la tabla de la LIS, pero su importe resulte de aplicar cualquiera de los coeficientes correspondientes entre los de la tabla oficialmente aprobada, dicha amortización será fiscalmente deducible. Ello implica que cuando el contribuyente opta por el método de amortización según tablas, la vida útil del bien no tiene una duración única y fija, sino que puede oscilar en función del coeficiente de amortización aplicado en cada ejercicio si bien, en todo caso tiene que estar comprendida entre la vida útil resultante de la aplicación del coeficiente máximo de amortización y el período máximo contemplado en la tabla.

Exceso de amortización contabilizada en un período posterior.

El artículo 4.1 RIS 2015 señala que -a los efectos de aplicar lo previsto en el apartado 3.1º del artículo 11 de la LIS- cuando un elemento patrimonial se hubiese amortizado contablemente en algún período impositivo por un importe inferior al resultante de aplicar el coeficiente de amortización que se deriva del período máximo de amortización -letra b) anterior-, se entenderá que el exceso de las amortizaciones contabilizadas en posteriores períodos impositivos respecto de la cantidad resultante de la aplicación del coeficiente lineal máximo -letra a) anterior-, corresponde al período impositivo citado en primer lugar, hasta el importe de la amortización que hubiese correspondido por aplicación de lo dispuesto en la letra b) (10) .

Como sabemos, el artículo 11.3.1º de la LIS permite que un gasto contabilizado en un ejercicio posterior al de su devengo sea gasto fiscalmente deducible en el período de su contabilización siempre que de ello no se derive una tributación inferior a la que hubiera resultado en su día.

De la interpretación conjunta de ambas normas llegamos a la conclusión de que si una sociedad en un ejercicio hubiera amortizado una cantidad inferior a la resultante de aplicar el coeficiente mínimo de amortización, y en un ejercicio posterior contabiliza una cantidad por amortización mayor a la resultante de aplicar el coeficiente máximo, ese exceso puede ser considerado también fiscalmente deducible si corresponde el exceso a la menor amortización que se hizo en el ejercicio o ejercicios anteriores y siempre y cuando el ejercicio en que se produjo la menor contabilización del gasto no se encuentre prescrito cuando se produce la contabilización del exceso o, en general, de la imputación del gasto al ejercicio de su contabilización no se derive una menor tributación que si se imputara al ejercicio en que se devengó.

En relación con esta cuestión resulta de interés la consulta de la DGT V0915-13, de 21-03-2013 al establecer que "el exceso de amortización contabilizado en el ejercicio 2012, respecto de la amortización resultante de aplicar el coeficiente máximo de amortización según tablas, tendrá la consideración de gasto contable y fiscal del ejercicio 2012 siempre y cuando las cantidades imputadas en el ejercicio 2012, correspondientes a las menores amortizaciones dotadas en cada uno de los ejercicios anteriores (2009 a 2011) no superen la cantidad resultante de aplicar el coeficiente mínimo de amortización según tablas y siempre que, en todo caso, de todo ello no se derive una menor tributación con arreglo a lo dispuesto en el artículo 19.3 del TRLIS (actual artículo 11.3.1º LIS)".

Por tanto, la aplicación del precepto indicado únicamente procede cuando en un ejercicio se contabiliza una amortización superior a la resultante de aplicar el coeficiente máximo de amortización, y siempre y cuando previamente, en un ejercicio anterior, se haya contabilizado un importe de gasto inferior al que derive de aplicar el coeficiente resultante del período máximo de amortización (coeficiente mínimo).


Ejemplo:

La sociedad A adquiere por 60.000 euros un ascensor que queda instalado el día 2 de enero de 2018, siendo su periodo máximo de amortización de 20 años y su coeficiente máximo del 10 por 100.

Amortización "mínima": 60.000 /20 = 3.000 €.












	Ejercicio
	2018
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023



	Dot. amortiz.
	1.200
	1.200
	6.000
	7.500
	7.500
	7.500




Las amortizaciones practicadas en 2018 y 2019 son inferiores a las que corresponderían teniendo en cuenta el periodo máximo de años en que debe estar amortizado el bien.

La dotación a la amortización de 2020 corresponde a la aplicación del coeficiente máximo.

La amortización de 2021 supone una dotación superior en 1.500 euros a la resultante del coeficiente máximo. El exceso sobre la amortización máxima contabilizada en ese ejercicio (1.500 euros), se considera que se corresponde con la recuperación de parte de la amortización mínima que no se contabilizó en 2018 y será fiscalmente deducible siempre que imputándola fiscalmente al ejercicio 2021, no resulte una tributación inferior a la que resultaría de imputarla al ejercicio 2018.

La dotación efectuada en 2022, está excedida en 1.500 euros sobre la aplicación del coeficiente máximo. De dicho exceso, 300 euros corresponden a la recuperación de la amortización mínima no contabilizada en el ejercicio 2018, y los 1.200 euros restantes corresponden a la recuperación parcial de la amortización mínima no contabilizada en el ejercicio 2019. Tanto el gasto correspondiente al ejercicio 2018 (300 euros), como el que corresponde al ejercicio 2019 (1.200 euros), serán fiscalmente deducibles en el ejercicio 2022 siempre que de imputarlos a este ejercicio no resulte una tributación inferior a la que resultaría de imputar el gasto al ejercicio del devengo.

La dotación efectuada en 2023, está excedida en 1.500 euros sobre la aplicación del coeficiente máximo. De dicho exceso, 600 euros corresponden a la recuperación de la amortización mínima no contabilizada en el ejercicio 2019. El gasto de dicho exceso podrá deducirse fiscalmente en el ejercicio 2023 siempre que de imputarlo al ejercicio 2019 no resulte una tributación superior. Por el contrario, los 900 euros restantes del exceso se corresponden con la contabilización anticipada del gasto por amortización correspondiente al ejercicio 2023, no siendo fiscalmente deducible en el ejercicio 2023. El gasto de 900 euros se deducirá fiscalmente en el ejercicio 2023, en el que la sociedad debería contabilizar únicamente un gasto por amortización por importe de 5.100 euros.



No debemos olvidar, sin embargo, que la deducibilidad como gasto fiscal de la amortización contabilizada en un año posterior a su devengo está condicionada a que no produzca una tributación inferior a la que hubiera resultado en su día, lo que puede producirse en el caso de que una sociedad tenga deducciones pendientes que se perderían si se efectuase la amortización mínima, o porque en el ejercicio de contabilización se aplique un tipo impositivo superior al que resultó aplicable en el ejercicio del devengo, por lo que se decide no amortizar o hacerlo por debajo de la amortización mínima.

En el método de amortización según la tabla recogida en el artículo 12.1.a) de la LIS, la vida útil no podrá exceder del período de años máximo de amortización establecido en la misma.

Como todos los gastos, las amortizaciones deben estar contabilizadas para que sean deducibles, salvo los supuestos especialmente contemplados por la legislación fiscal como la libertad de amortización y las amortizaciones aceleradas o reforzadas.

Como puede apreciarse, la tabla tiene:







	Coeficiente lineal máximo %
	Período de años máximo



	Siendo el fijado en este apartado la mayor amortización anual que puede practicarse para cada elemento del inmovilizado.
	Constituye el tiempo máximo de vida útil, dentro del cual se puede amortizar.




La empresa puede elegir libremente la dotación de la amortización siempre que se encuentre entre el coeficiente máximo y el período de vida útil, pudiendo, asimismo, variarlo cada ejercicio, no siendo necesaria, según criterio expresado por la DGT el 26 de diciembre de 2003 en respuesta a la Consulta general 2477-03, al afirmar que los coeficientes de amortización podrán variarse de un ejercicio a otro, siempre y cuando los mismos se encuentren entre el coeficiente máximo y el que se deriva del período máximo de amortización. La consulta DGT V0816-12 de 18-04-2012 estimó que si debido a la revisión de la vida útil estimada de los activos se varía el porcentaje de amortización -dentro de los coeficientes mínimo y máximo- el nuevo porcentaje será deducible fiscalmente, sin que deba entenderse que se trata de un cambio de método de amortización (11) .

A nuestro juicio, los avances tecnológicos son tan rápidos que conviene siempre amortizar por el coeficiente máximo, con lo que no tendremos que preocuparnos del cálculo de la fórmula del período máximo de años en que podemos amortizar, pues no agotaremos nunca el número de años en los que podemos practicarla. No obstante, la posibilidad de amortizar los elementos cada ejercicio de manera independiente entre el porcentaje máximo de amortización y el mínimo, constituye una opción perfectamente válida para ajustar el resultado contable y fiscal de la empresa.

Se considera, de acuerdo con el artículo 12 de la LIS, que las dotaciones a la amortización según la tabla que recoge su apartado 1.a) cumplen siempre el requisito de que la depreciación sea efectiva. Si la dotación supera los coeficientes máximos de la tabla, se produce mayor base imponible por el Impuesto sobre Sociedades, salvo que se pruebe una depreciación efectiva superior y que además haya sido contabilizada. Lo que no puede hacerse es no contabilizar la depreciación por tabla y luego practicar un ajuste extracontable como diferencia temporaria imponible disminuyendo el resultado contable para hallar la base imponible porque faltaría el requisito de la contabilización del exceso para tener carácter de gasto fiscalmente deducible, salvo que exista una disposición fiscal que lo autorice expresamente, como hace la LIS cuando trata de la libertad de amortización y de las amortizaciones aceleradas para las empresas de reducida dimensión en las que no exige la contabilización del exceso sobre tabla para su consideración como gasto deducible.


Ejemplo:

La sociedad A adquiere en el ejercicio 2023 unos moldes para la fabricación de una colección de calzado por importe de 280.360 euros.

A pesar de que la amortización lineal máxima no permite amortizar los moldes más del 33 % anual, la sociedad, por entender que se trata de unos moldes para unos zapatos de moda que no tendrán vida más que durante una temporada decide amortizarlos en un año aunque no realiza ningún estudio para justificar la depreciación efectiva.

Procede efectuar un ajuste extracontable positivo diferencia temporaria deducible el primer ejercicio por la diferencia entre 280.360 euros amortizados contablemente en el año de adquisición y la dotación procedente que era sólo de 92.518,80 euros (280.360 x 33 %).

Asiento contable a efectuar el primer año por el efecto impositivo del ajuste positivo:













	46.960,30
	4740
	
ACTIVOS POR DIFERENCIAS

TEMPORARIAS DEDUCIBLES


	 
	 



	 
	a
	IMPUESTO DIFERIDO
	6301
	46.960,30



	187.841,20 x 25 % tipo de gravamen
	 
	 





En los dos ejercicios siguientes procederá un ajuste extracontable negativo.

Veámoslo:









	Ejercicio
	Dotación amortización
	Ajuste positivo
	Ajuste negativo




	2023
	280.360
	187.841,20
	 



	2024
	 
	 
	93.920,60



	2025
	 
	 
	93.920,60





Asiento por el ajuste negativo (2 años consecutivos)













	 
	 
	 
	 
	 



	23.480,00
	6301
	
IMPUESTO DIFERIDO

93.920 x 25 % tipo de gravamen


	 
	 



	 
	a
	ACTIVOS POR DIFERENCIAS TEMPORARIAS DEDUCIBLES
	4740
	23.480,00







La consulta DGT V0806-03 de 12-06-2003, a propósito de un acta levantada por la Inspección por entender que las amortizaciones practicadas por una empresa eran excesivas en relación a los coeficientes máximos señalados en la Tabla, afirma que "... el exceso de gasto contable sobre el fiscal correspondiente a las amortizaciones practicadas, será deducible en aquellos períodos impositivos que correspondan, de acuerdo con el criterio de imputación derivado del método de amortización de tablas, para lo cual deberá realizarse al resultado contable la corrección negativa que corresponda una vez que contablemente esté completamente amortizado el elemento", es decir los "excesos de amortización deben imputarse fiscalmente en ejercicios futuros, dentro del período de vida útil del elemento".

Los ajustes extracontables por diferencias temporarias deducibles se estudian en el apartado 2.4.1 del capítulo XXIX.

Dentro de la amortización según tabla, conviene hacer mención de las amortizaciones especiales que se estudian a continuación como sub-apartados.

Las adquisiciones de activos nuevos realizadas entre el 1 de enero de 2003 y el 31 de diciembre de 2004 aplicarán los coeficientes de amortización lineal máximos previstos multiplicados por 1,1.

La disposición transitoria decimotercera de la LIS, se dedica a la aplicación de la tabla de amortización en elementos patrimoniales adquiridos con anterioridad y a la libertad de amortización pendiente de aplicar, estableciendo que:


	
-  Los elementos patrimoniales para los que, en períodos impositivos iniciados con anterioridad a 1 de enero de 2015, se estuvieran aplicando un coeficiente de amortización distinto al que les correspondiese por aplicación de la tabla de amortización prevista en el artículo 12.1 de la LIS, se amortizarán durante los períodos impositivos que resten hasta completar su nueva vida útil, de acuerdo con la tabla sobre el valor neto fiscal del bien existente al inicio del primer período impositivo que comience a partir del 1 de enero de 2015.

	
-  Los contribuyentes que estuvieran aplicando un método de amortización distinto al resultante de aplicar los coeficientes de amortización lineal en períodos impositivos iniciados con anterioridad a 1 de enero de 2015 y, en aplicación de la tabla de amortización prevista en la LIS les correspondiere un plazo de amortización distinto, podrán optar por aplicar el método de amortización lineal en el período que reste hasta finalizar su nueva vida útil, sobre el valor neto fiscal existente al inicio del primer período impositivo que comience a partir de 1 de enero de 2015.En el apartado 7 de este capítulo se estudia más pormenorizadamente el régimen de la amortización de los elementos adquiridos antes del 1 de enero de 2015.



	
-  Los cambios en los coeficientes de amortización aplicados por los contribuyentes, se contabilizarán como un cambio de estimación contable.

	
-  Los contribuyentes que hubieran realizado inversiones hasta la entrada en vigor del Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, a las que haya resultado de aplicación la disposición adicional undécima del TRLIS vigente hasta 2014, dedicada a la libertad de amortización en elementos nuevos del activo material fijo, y tengan cantidades pendientes de aplicar, correspondientes a la referida libertad de amortización, podrán aplicar dichas cantidades en las condiciones allí establecidas.



6.1.2.  Amortización de elementos utilizados diariamente en más de un turno normal de trabajo

De acuerdo con el RIS, en su redacción dada por el Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, en su artículo 4.2, cuando un elemento patrimonial se utilice diariamente en más de un turno normal de trabajo, podrá amortizarse en función del coeficiente formado por la suma de:


	
a)  El coeficiente de amortización lineal que se deriva del período máximo de amortización, y

	
b)  El resultado de multiplicar la diferencia entre el coeficiente de amortización lineal máximo y el coeficiente de amortización lineal que se deriva del período máximo de amortización, por el cociente entre las horas diarias habitualmente trabajadas y ocho horas.



Esta modalidad no será de aplicación a aquellos elementos que por su naturaleza técnica deban ser utilizados de forma continuada, entendiéndose que, en principio, los coeficientes han sido establecidos tomando en consideración que los elementos se utilizan durante un turno de trabajo, excepto que por su naturaleza técnica deban ser utilizados de forma continuada, como por ejemplo edificios, sistemas de alarmas, cámaras frigoríficas, máquinas expendedoras, etc.

En consecuencia, solamente los elementos de inmovilizado que sean susceptibles de ser utilizados de forma interrumpida podrán ser amortizados por este método. A tal efecto resulta muy ilustrativa la consulta de la DGT V0755-18 de 21-03-2018 que al analizar los elementos afectos a una actividad de hipermercado que pueden aplicar la regla especial, concluye que la misma es aplicable a elementos tales como los equipos de aire acondicionado, maquinaria de puertas y de escaleras eléctricas, carretillas de transporte, maquinaria de envasado, de corte, de pesaje, de etiquetado, hornos, ordenadores, iluminación, estanterías, etc. Por el contrario, la regla especial no resulta aplicable a otros elementos como son los sistemas de alarmas, detección de incendios, equipos frigoríficos, etc.

Fórmula:









	 
	 
	 



	Coeficiente menor + [(coeficiente máximo - coeficiente menor) x
	horas trabajadas
	]


	8 horas


	 
	 
	 





El RIS no menciona el período máximo de amortización, tal vez por entender que al resultar un coeficiente superior al normal nunca dará lugar al agotamiento del período máximo.

Tomemos el ejemplo de una máquina que de acuerdo con la tabla publicada por la LIS tenga un coeficiente mínimo de 5,5, derivado del período máximo de amortización, y un máximo de 12, con 16 horas trabajadas.









	 
	 
	 



	5,5 + [(12-5,5) x
	16
	]


	8


	 
	 
	 





5,5 + (6,5 x 2) = 18,5 coeficiente máx. de amortización

Antes del Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE) existían unos recargos en la Licencia Fiscal del Impuesto Industrial para que las empresas, fiscalmente, pudiesen trabajar por turnos, lo que a veces dificultaba en la práctica que se pudiera aplicar dicha amortización; sin embargo el IAE no distingue, por lo que no existe problema salvo el mencionado anteriormente de que se trate de una actividad que habitualmente se desarrolle por turnos por las propias características de la fabricación: hornos de funcionamiento continuo, instalaciones frigoríficas, y todas aquellas que deban funcionar, necesariamente, en más de un turno normal de trabajo.

La DGT, en respuesta a la consulta V0755-18, de 21 de marzo de 2018, aclaró que la amortización por turnos no es aplicable al edificio en el que se desarrolla la actividad de residencia de la tercera edad.

La Sentencia de AN de 23 de febrero de 2011 (recurso 104/2008), entendió que un edificio comercial (supermercado) no experimenta una depreciación efectiva -a falta de prueba que no se intentó en el proceso- por el mero hecho de que su utilización con el horario de apertura al público sea superior a la de un turno de trabajo, por lo que da la razón a la Inspección y al TEAR, que no admitieron la modalidad de amortización por turnos.

También en relación con un supermercado pero refiriéndose a otros elementos, la DGT V0755-18, de 21 de marzo de 2018, admite la aplicación de la amortización por turnos a elementos tales como los equipos de aire acondicionado, maquinaria de puertas y de escaleras eléctricas, carretillas de transporte, maquinaria de envasado, de corte, de pesaje, de etiquetado, hornos, ordenadores, iluminación, estanterías, etc.

Aunque el RIS no limita a los elementos del inmovilizado material esta regla especial de la amortización de acuerdo a la tabla de la LIS que supone la amortización por turnos, no vemos cómo sería posible aplicarla a elementos del inmovilizado intangible.

La dotación a la amortización por turnos debe reflejarse contablemente. Ninguna norma fiscal autoriza que se asiente en contabilidad la amortización según tabla y la diferencia que se refleje como un ajuste extracontable diferencia temporal negativa al resultado contable.

La Resolución del TEAC de 8/9/2000 (recurso nº 489/1997, nº resolución 723/2000), -en relación al anterior texto de la LIS pero totalmente aplicable al del actual considera que "la admisibilidad a efectos fiscales de la aplicación de dichos coeficientes incrementados exige en todo caso que las dotaciones se hallen contabilizadas, no pudiendo deducirse la entidad las cantidades que resulten en exceso sobre las reflejadas en contabilidad, puesto que... la contabilidad constituye un requisito ineludible para la deducibilidad fiscal de las dotaciones a la amortización". Naturalmente habría que salvar los casos en que la propia Ley exceptúa la contabilización, como en las amortizaciones libres y en las aceleradas o reforzadas.

Las empresas de reducida dimensión que amorticen fiscalmente los bienes del inmovilizado material nuevo con arreglo a la Tabla de coeficientes de amortización de la LIS multiplicada por el coeficiente 2, podrán hacerlo sobre el resultante de aplicar las normas para la amortización por turnos, dado que ambas son compatibles.

6.1.3.  Amortización de elementos usados

El artículo 4.3 RIS, regula el cálculo de la amortización de los elementos patrimoniales del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias que se adquieran usados, es decir, que no sean puestos en condiciones de funcionamiento por primera vez, determinando que se efectuará de acuerdo con los siguientes criterios y a elección del contribuyente:

a) Sobre el precio de adquisición.

El coeficiente máximo podrá ser hasta el doble del que señala la tabla de la LIS para el coeficiente de amortización lineal máximo. El RIS no menciona el período máximo de amortización para los bienes usados por lo que estimamos que regirá el establecido en la Tabla de coeficientes de amortización del artículo 12 de la LIS.

Como ya dijimos anteriormente, cuando se opta por la aplicación del método lineal según tablas, el contribuyente puede aplicar indistintamente cualquier coeficiente comprendido entre el máximo y el mínimo contemplado en la tabla. Por tanto, cuando se opta por la aplicación de dicho método de amortización respecto de un elemento usado, lo que se está produciendo en definitiva, es una ampliación de la horquilla que marca la amortización máxima (doble del coeficiente máximo) y la amortización mínima (la resultante del período máximo). Y entendemos que dentro de dicho máximo y mínimo, el contribuyente puede aplicar cada ejercicio el coeficiente que estime oportuno.

Sin embargo debemos advertir que no lo entiende así el TEAC, que en Resolución de 16 de enero de 2020 (Rec. 3342/2016) deniega al contribuyente la posibilidad de aplicar el doble del coeficiente máximo de amortización a un elemento usado que, previamente y durante varios años, venía amortizándose mediante la aplicación del coeficiente máximo. A juicio del TEAC, no se pueden modificar los métodos de amortización a conveniencia del contribuyente, considerando que el contribuyente modificó el método de amortización inicialmente aplicado (lineal según tablas), por el método de amortización de elementos usados.

Discrepamos del criterio del TEAC porque, a nuestro juicio, no existe ningún método de amortización de elementos usados. Lo que existe es una regla especial para los elementos usados, dentro del método de amortización lineal según tablas que, además, entendemos que debería ser trasladable a los métodos de porcentaje constante y suma de dígitos.

En consecuencia y a nuestro juicio, cuando un contribuyente decida amortizar un elemento usado mediante la opción contemplada en el artículo 4.3.a) del RIS (hasta el doble del coeficiente máximo), siempre que la amortización de cada ejercicio esté comprendida entre el resultado de aplicar el coeficiente mínimo de amortización y el doble del coeficiente máximo, será fiscalmente deducible; sin que la modificación del coeficiente aplicado en cada ejercicio implique un cambio del método de amortización.


Ejemplo:

Una sociedad adquiere una máquina usada por 600 euros








	Coeficiente máximo de amortización según tablas
	12 %



	Período máximo de amortización
	18 años



	Coeficiente máximo bien usado
	12 % x 2 = 24 %





La cuota anual de amortización estará entre:









	 
	 
	 



	un máximo de
	24 x 600
	= 144 euros


	100


	 
	 
	 





y un mínimo de 600 : 18 = 33,33 euros



Se trata de un sistema sencillo y habitualmente empleado por las empresas que adquieren elementos del inmovilizado usados.

En los supuestos de fusión, escisión, total y parcial, y aportación, conforme a lo dispuesto en el artículo 3.6 RIS, deberá proseguirse para cada elemento patrimonial adquirido, el método de amortización a que estaba sujeto, excepto si el sujeto pasivo prefiere aplicar a los mismos su propio método de amortización, para lo cual deberá formular a la Administración tributaria un plan especial de amortización.

b) Sobre el precio de adquisición o coste de producción originario, si se conoce, que podría ser tomado como base para la aplicación del coeficiente de amortización lineal máximo.

La empresa aplicará en este caso el coeficiente de amortización lineal máximo sobre tabla y la base para la aplicación será el precio de adquisición o coste de producción originario. Naturalmente que las dotaciones a la amortización no podrán provocar que el saldo de la cuenta 281. Amortización acumulada del inmovilizado material, correspondiente al elemento usado supere el precio contabilizado de la adquisición.

c) Si no se conoce el precio de adquisición o coste de producción originario, el sujeto pasivo podrá determinar aquél pericialmente. Establecido dicho precio, este será la base para la aplicación del coeficiente máximo de amortización.

No creemos que este sistema sea muy utilizado por las empresas, fundamentalmente porque los transmitentes de bienes usados no suelen facilitar los valores originarios de los elementos vendidos y dado que es muy difícil imaginar que una compañía encargue un estudio pericial simplemente para fijar la base de la amortización de un elemento.

Tratándose de elementos patrimoniales usados adquiridos a entidades pertenecientes a un mismo grupo fiscal de sociedades (12)  la amortización se calculará sobre el valor originario (el de la letra b) anterior), excepto si el precio de adquisición hubiese sido superior a aquél, en cuyo caso la amortización deducible tendrá como límite el resultado de aplicar al precio de adquisición el coeficiente de amortización lineal máximo.

No se considerarán, a los efectos de este sistema de amortización, como elementos patrimoniales usados los edificios cuya antigüedad sea inferior a diez años. Debe matizarse que no se consideran usados solo y exclusivamente a los efectos de este sistema de amortización, pero no a otros efectos, como por ejemplo, a efectos de aplicar la libertad de amortización o la amortización acelerada prevista para las entidades de reducida dimensión en los artículos 102 y 103 de la LIS.

Los elementos patrimoniales adquiridos usados podrán amortizarse mediante el método de amortización según porcentaje constante (artículo 5.3 RIS); asimismo podrán amortizarse aplicando el porcentaje según números dígitos (artículo 6.3 RIS).

La disposición transitoria primera del RIS, aprobado por el Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, al igual que el RIS de 2004 –derogado–, establece que los elementos patrimoniales adquiridos usados que se estuvieron amortizando con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, continuarán amortizándose de acuerdo con las normas vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de la citada ley.

6.1.4.  Amortización de bienes revalorizados, regularizados o actualizados al amparo de leyes fiscales

La Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y al impulso de la actividad económica, estableció para los sujetos pasivos la opción de realizar una actualización de balances que estudiamos en el apartado 7 del capítulo III, habiéndose podido actualizar los elementos del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias, situados tanto en España como en el extranjero, siempre que no estuviesen fiscalmente amortizados en su totalidad, actualizándose los valores tanto de los elementos como de sus amortizaciones, debiéndose practicar la actualización de dichos elementos que figurasen en el primer balance cerrado con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, a través de la aplicación de unos coeficientes y siempre que el nuevo valor actualizado no excediese del valor de mercado y creándose una "reserva de revalorización de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre", debiéndose el incremento neto de la actualización amortizarse a partir del primer periodo impositivo que se inicie a partir del 1 de enero de 2015 durante aquellos que resten para completar la vida útil del elemento patrimonial, en los mismos términos que corresponden a las renovaciones, ampliaciones o mejoras.


Ejemplo de amortización de un bien actualizado:








	Valor máquina antes de actualización
	
100.000 €




	Amortización acumulada a 31-12-2012
	50.000 €



	Actualización Ley 16/2012
	
40.000 €




	Amortización 2013
	
10.000 €




	Amortización 2014
	
10.000 €




	Valor neto contable a 31-12-2014
	
30.000 €




	Coef. amortizac. elemento sin actualizar= 10.000 : 30.000
	0,33333



	Incremento neto actualizado por coeficiente = 40.000 x 0,33333
	
13.333 €















	Ejercicio
	
Valor contable amortización

sin actualizar


	
Incremento

valor


	Amortización




	 
	100.000
	 
	40.000
	 



	2008
	 
	10.000
	 
	 



	2009
	 
	10.000
	 
	 



	2010
	 
	10.000
	 
	 



	2011
	 
	10.000
	 
	 



	2012
	 
	10.000
	 
	 



	2013
	 
	10.000
	 
	 



	2014
	 
	10.000
	 
	 



	2015
	 
	10.000
	 
	13.333



	2016
	 
	10.000
	 
	13.333



	2017
	 
	10.000
	 
	13.334







Amortización de bienes revalorizados voluntariamente.

El TRLIS -derogado- estableció que la revalorización contable no surtiría efectos fiscalmente y que las amortizaciones de la parte revalorizada no se integrarían (negativamente) en la base imponible del IS, y todo ello en base a que no permitían que las revalorizaciones contables voluntarias del inmovilizado material supongan un mayor valor de los bienes revalorizados a efectos de las dotaciones a la amortización. Asimismo, no admitió ese valor regularizado voluntariamente como valor de cálculo en el caso de una transmisión o baja del bien en el activo de la compañía.

El artículo 17.1 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, establece que: "El importe de las revalorizaciones contables no se integrará en la base imponible, excepto cuando se lleven a cabo en virtud de normas legales o reglamentarias que obliguen a incluir su importe en la cuenta de pérdidas y ganancias. El importe de la revalorización no integrada en la base imponible no determinará un mayor valor, a efectos fiscales, de los elementos revalorizados".

Como consecuencia, la revalorización contable no surte efectos fiscalmente y las amortizaciones de la parte revalorizada no se integrarían (negativamente) en la base imponible del IS, y todo ello en base a que no se permite que las revalorizaciones contables voluntarias del inmovilizado material supongan un mayor valor de los bienes revalorizados a efectos de las dotaciones a la amortización. Asimismo, no se admite ese valor regularizado voluntariamente como valor de cálculo en el caso de una transmisión o baja del bien en el activo de la compañía.

Por tanto, si se dota una amortización sobre la parte revalorizada, la sociedad deberá practicar un ajuste extracontable permanente y positivo al resultado contable para hallar la base imponible del IS.


Ejemplo:

La sociedad A posee un inmueble comprado en el año 2012, cuyo precio de adquisición se eleva a la cifra -convertida en euros- de 40.000 euros, de los cuales corresponden al valor del suelo 10.000 euros y el resto a la construcción.

En enero del ejercicio actual, la compañía decide revalorizar voluntariamente el inmueble en 100.000 euros, por entender que su valor de mercado es superior, y comienza a practicar amortizaciones contables al 2 % sobre el 75 % del valor de la construcción revalorizada.

La revalorización no puede hacerse de acuerdo al PGC y debiera dar lugar a corrección contable, pero, si no se hiciese, la sociedad A deberá fiscalmente dejar la revalorización sin efecto mediante un ajuste extracontable negativo, y en cuanto a la amortización, que es el tema de este capítulo, procederá así:

Contabilización:













	2.100,00
	681
	AMORTIZACIÓN DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	 
	 



	 
	a
	AMORTIZACIÓN ACUMULADA DEL INMOVILIZADO MATERIAL
	281
	2.100,00



	(140.000 valor revalorizado x 75 % valor construcción al 2 %)
	 
	 





Pero deberá realizar un ajuste extracontable al resultado contable por 1.500 euros, correspondiente al 2 % de la revalorización efectuada en la construcción (75.000 x 2 %) que afectará como diferencia permanente positiva tanto a la cuota devengada como a la cuota a pagar.



6.1.5.  Amortización de bienes adquiridos mediante arrendamiento financiero

En el capítulo X se trata pormenorizadamente de la contabilización de las operaciones de "leasing", remitiéndonos al mismo en este tema de las amortizaciones de los arrendamientos financieros. Los elementos adquiridos por leasing serán objeto de contabilización de acuerdo con su naturaleza, según se trate de inmovilizado material, intangible o inversiones inmobiliarias.

6.1.6.  Amortización de las ampliaciones o mejoras y de las grandes reparaciones

Cuando las renovaciones, ampliaciones o mejoras de los elementos patrimoniales del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias se incorporen a dicho inmovilizado, dice el artículo 3.4 del RIS, el importe de las mismas se amortizará durante los períodos impositivos que resten para completar la vida útil de los elementos, imputándose a cada período impositivo el resultado de aplicar al importe de las renovaciones, ampliaciones o mejoras el coeficiente resultante de dividir la amortización contabilizada en cada período del elemento patrimonial (13)  entre el valor contable que éste tenía al inicio del período en que se realizaron las operaciones de renovación, ampliación o mejora, mientras que los elementos patrimoniales continuarán amortizándose según el método que se venía aplicando con anterioridad a la realización de las mismas.


Ejemplo:

La compañía A compró hace 6 años una máquina por importe de 7.200 euros, cuya vida útil de acuerdo al período de amortización es de doce años.

Al finalizar el sexto año, se realizan unas mejoras que no alargan la vida útil de la máquina, por importe de 1.800 euros. En ese momento la máquina tiene una amortización acumulada de 3.600 euros.









	 
	 
	 



	Amortización anual sobre el valor originario
	600
	x 100 = 16,66



	Valor neto contable de la máquina
	3.600



	 
	 
	 





Dotación amortización anual de la mejora: 1.800 x 16,66 % = 300 euros



Únicamente cuando las renovaciones, ampliaciones o mejoras, determinen un alargamiento de la vida útil estimada del activo, dicho alargamiento deberá tenerse en cuenta a los efectos de la amortización del elemento patrimonial y del importe de la renovación, ampliación o mejora.


Ejemplo:

La sociedad B adquirió un depósito para almacenaje de líquidos hace cuatro años por un valor de 6.010 euros. Tiene una amortización acumulada de 1.920 euros. Se le estima una vida útil de 12 años. Al comienzo del quinto año se le efectúa una mejora consistente en el impermeabilizado interior para evitar problemas de filtrado y que se estima alargará su vida útil en tres años y cuya mejora ha costado 1.200 euros.








	Valor adquisición
	
6.010 €




	Amortización acumulada
	
- 1.920 €




	Valor neto contable
	
4.090 €




	 
	 





Base de la amortización futura: 4.090 + 1.200 = 5.290 euros

Años de vida útil: 8 + 3 = 11

5.290 : 11 = 480,91 euros de amortización anual



6.1.7.  Amortización de los envases

Debemos distinguir:


	
a)  Envases retornables: Pueden ser objeto de amortización. Lo más sensato es calcular su período de vida útil en virtud de las posibles veces que puede ser reutilizable.

	
b)  Envases no retornables. No pueden amortizarse y se tratan como si fuesen una mercadería, practicándose recuento de los mismos al finalizar el ejercicio, figurando entre las existencias.



6.2.  Amortización degresiva

6.2.1.  Consideración general

A fin de aproximar la dotación por amortización fiscal a la depreciación real que se produce a consecuencia de los avances tecnológicos, la normativa derogada del Impuesto sobre Sociedades autorizó a los sujetos pasivos a aplicar la amortización por el sistema degresivo, en el que los primeros años son aquellos en que el porcentaje de amortización es superior, efectuándose dotaciones inferiores "degresivamente" en los ejercicios posteriores, de tal forma que este sistema es aconsejable para las empresas con beneficios de una cierta consideración y que habitualmente todos los años efectúen inversiones en inmovilizado, dado que permite diferir el pago del Impuesto sobre Sociedades.

El artículo 12 LIS admite, sin mencionarlos, como amortización degresiva, dos métodos de aplicación:


	
-  Porcentaje constante sobre el valor pendiente de amortización.


	
-  Método de los números dígitos.




En ambos métodos la LIS considera que la depreciación es efectiva, por lo que la totalidad de la dotación a la amortización admitida fiscalmente debe efectuarse contablemente, sin necesidad de proceder a ajustes extracontables. Lo que no se puede es amortizar contablemente según la tabla de amortización del artículo 12 LIS y la diferencia pretender que sea gasto fiscal por medio de un ajuste y sin contabilización, porque la amortización degresiva no se encuentra entre los supuestos en los que la Ley excepciona el principio de inscripción contable.

La LIS no determina si los bienes que podían acogerse a estos dos métodos de amortización debían ser nuevos o usados -el TRLIS vigente en 2014, derogado, tampoco lo hacía-, pero los artículos 5 y 6 del RIS establecen expresamente que los elementos patrimoniales adquiridos usados podrán amortizarse tanto por el método del porcentaje constante como por el de la suma de números dígitos, de acuerdo con lo establecido en el RIS para estas amortizaciones si bien en tal caso y a efectos de calcular el porcentaje constante o la suma de dígitos no se podrá multiplicar por dos el coeficiente máximo de amortización previsto en la tabla.
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		3. INFORMACIÓN SOBRE EL DETERIORO DEL VALOR DE LOS ACTIVOS FINANCIEROS A INCLUIR EN LA MEMORIA DE LAS CUENTAS ANUALES

		VII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo VIII Deterioro de créditos por insolvencias de los deudores		1. INSOLVENCIAS DEFINITIVAS

		2. SALDOS DE DUDOSO COBRO

		VIII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo IX Valoración de las existencias. Deterioro de su valor. La resolución del ICAC de 14 de abril de 2015		1. VALORACIÓN DE LAS EXISTENCIAS SEGÚN EL PGC, EL PGC PYMES Y LA RESOLUCIÓN DEL ICAC DE 14 DE ABRIL DE 2015

		2. VALORACIÓN DE LAS EXISTENCIAS SEGÚN LA LEGISLACIÓN FISCAL

		3. CONTABILIZACIÓN DE LAS EXISTENCIAS AL CIERRE DEL EJERCICIO

		4. VALORACIÓN POSTERIOR DE LAS EXISTENCIAS. LA RESOLUCIÓN DEL ICAC DE 18 DE SEPTIEMBRE DE 2013

		IX* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo X Arrendamientos financieros o leasing (activo no corriente) y renting		1. ARRENDAMIENTO FINANCIERO

		2. EL ARRENDAMIENTO FINANCIERO Y LAS MICROEMPRESAS

		3. CONCEPTO Y CONTABILIZACIÓN DEL "RENTING"

		X* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XI Contabilización del IVA		1. CONSIDERACIÓN GENERAL

		2. EL IVA DE LA FACTURACIÓN PENDIENTE DE RECIBIR AL CIERRE DEL EJERCICIO

		3. CONTABILIZACIÓN CUANDO SEA MAYOR EL IVA REPERCUTIDO QUE EL IVA SOPORTADO DEDUCIBLE

		4. CONTABILIZACIÓN CUANDO SEA MAYOR EL IVA SOPORTADO DEDUCIBLE QUE EL IVA REPERCUTIDO. SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN

		5. TRATAMIENTO CONTABLE DEL IVA EN LOS SUPUESTOS DE INVERSIÓN DEL SUJETO PASIVO

		6. TRATAMIENTO CONTABLE DEL IVA EN ENTREGAS Y ADQUISICIONES INTRACOMUNITARIAS

		7. CUOTAS SOPORTADAS CON ANTERIORIDAD AL COMIENZO DE LAS ACTIVIDADES

		8. LIMITACIÓN DEL DERECHO A DEDUCIR LAS CUOTAS SOPORTADAS DEL IVA

		9. REGLA DE PRORRATA

		XI* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XII Patrimonio neto y pasivo. Provisiones		1. PATRIMONIO NETO

		2. PASIVOS FINANCIEROS

		3. PROVISIONES

		XII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XIII Imputación de los gastos al devengo. Periodificación de los gastos y justificación documental del gasto. Gastos deducibles y no deducibles fiscalmente		1. IMPUTACIÓN DE LOS GASTOS AL DEVENGO

		2. PERIODIFICACIÓN DE LOS GASTOS

		3. JUSTIFICACIÓN FISCAL DEL GASTO

		4. GASTOS DEDUCIBLES Y NO DEDUCIBLES FISCALMENTE

		5. ASIMETRÍAS HÍBRIDAS

		6. OTRAS PARTIDAS DEDUCIBLES FISCALMENTE

		XIII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XIV Compras		1. CONCEPTO

		2. GASTOS ACCESORIOS DE LAS COMPRAS

		3. CONTABILIZACIÓN DE LAS COMPRAS

		4. DEVOLUCIONES DE COMPRAS Y OPERACIONES SIMILARES

		5. DESCUENTOS, BONIFICACIONES Y "RAPPELS" POR COMPRAS

		6. DESCUENTOS SOBRE COMPRAS POR PRONTO PAGO

		XIV* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XV Gastos de personal		1. SUELDOS Y SALARIOS

		2. OTROS GASTOS DE PERSONAL: GASTOS DE LOCOMOCIÓN, MANUTENCIÓN Y ESTANCIA

		3. LAS RETRIBUCIONES EN METÁLICO Y EN ESPECIE Y LA COTIZACIÓN A LA SEGURIDAD SOCIAL

		4. SEGURIDAD SOCIAL A CARGO DE LA EMPRESA

		5. INDEMNIZACIONES SATISFECHAS POR LA SUSPENSIÓN O RESCISIÓN DE RELACIONES LABORALES

		6. RETRIBUCIONES A LARGO PLAZO MEDIANTE SISTEMAS COMPLEMENTARIOS DE PENSIONES DE APORTACIÓN O PRESTACIÓN DEFINIDA

		7. TRANSACCIONES CON PAGOS BASADOS EN INSTRUMENTOS DE PATRIMONIO

		8. OTROS GASTOS SOCIALES

		9. OBLIGACIONES DE LA EMPRESA RETENEDORA Y DEL TRABAJADOR. ACTAS POR RETENCIONES NO PRACTICADAS

		XV* Se debe comprobar al cierre del ejercicio

		XV** Modelos relacionados con este título





		Capítulo XVI Tributos deducibles y no deducibles fiscalmente. Actas de inspección, cuota, sanción e intereses, su contabilización		1. TRIBUTOS QUE TIENEN EL CARÁCTER DE GASTO DEDUCIBLE EN EL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

		2. TRIBUTOS QUE NO TIENEN LA CONSIDERACIÓN DE GASTO DEDUCIBLE DE LOS INGRESOS

		3. LA CUOTA CAMERAL Y LA PERTENENCIA VOLUNTARIA A LAS CÁMARAS DE COMERCIO E INDUSTRIA

		XVI* Se debe comprobar al cierre del ejercicio

		XVI** Ley General Tributaria 58/2003

		XVI*** Ley General Tributaria (58/2003). Clasificación de las infracciones y sanciones tributarias





		Capítulo XVII Servicios exteriores		1. GASTOS EN INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO DEL EJERCICIO

		2. ARRENDAMIENTOS OPERATIVOS Y CÁNONES

		3. CANTIDADES DESTINADAS A LA CONSERVACIÓN Y REPARACIÓN DEL ACTIVO FIJO MATERIAL UTILIZADO POR LA EMPRESA

		4. CANTIDADES DEVENGADAS POR TERCEROS EN CONTRAPRESTACIÓN DE SERVICIOS RELACIONADOS CON LA ACTIVIDAD O EL PATRIMONIO DE LA EMPRESA

		5. TRANSPORTES Y FLETES

		6. PRIMAS DE SEGUROS

		7. SERVICIOS BANCARIOS Y SIMILARES

		8. MATERIAL DE OFICINA, COMUNICACIONES, RELACIONES PÚBLICAS, PUBLICIDAD Y PROPAGANDA Y GESTIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y CONTENCIOSOS

		9. COMPENSACIÓN DE GASTOS DERIVADOS DEL TRABAJO A DISTANCIA

		10. SUMINISTROS DE AGUA, GAS Y ELECTRICIDAD

		XVII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XVIII Gastos financieros. Limitación a la deducibilidad de los gastos financieros		1. PPGGCC Y LIS

		2. GASTOS FINANCIEROS DEVENGADOS Y NO VENCIDOS

		3. LIMITACIÓN A LA DEDUCIBILIDAD DE LOS GASTOS FINANCIEROS

		4. GASTOS FINANCIEROS NO DEDUCIBLES FISCALMENTE DERIVADOS DE DEUDAS CON ENTIDADES DEL GRUPO

		XVIII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XIX Ingresos computables por ventas y prestación de servicios. Imputación de los ingresos y su periodificación		1. INGRESOS COMPUTABLES POR VENTAS Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS

		2. REGLAS ESPECIALES

		3. IMPUTACIÓN DE LOS INGRESOS

		4. CONTABILIZACIÓN DE LOS INGRESOS: IVA REPERCUTIDO

		5. INGRESOS DEL SUBGRUPO 70 DE LOS PPGGCC

		6. INGRESOS ACCESORIOS A LA EXPLOTACIÓN

		7. ECOTASA O PUNTO VERDE

		8. TRABAJOS REALIZADOS PARA EL INMOVILIZADO

		9. INDEMNIZACIONES DEVENGADAS SOBRE OPERACIONES Y VALORES DE EXPLOTACIÓN

		10. PERIODIFICACIÓN DE LOS INGRESOS

		11. INFORMACIÓN A INCLUIR EN LA MEMORIA SOBRE INGRESOS

		XIX* Se debe comprobar al cierre del ejercicio

		XIX** Asimismo debemos recordar





		Capítulo XX Ingresos financieros. Obligación de retener e ingresar a cuenta		1. INGRESOS FINANCIEROS. CONCEPTO

		2. INTEGRACIÓN EN LA BASE IMPONIBLE DE LOS INGRESOS FINANCIEROS

		3. EL SUBGRUPO 76. INGRESOS FINANCIEROS

		4. INGRESOS FINANCIEROS POR PARTICIPACIONES EN CAPITAL, VALORES NEGOCIABLES, PRÉSTAMOS Y OTROS CRÉDITOS

		5. NORMAS SOBRE RETENCIÓN, TRANSMISIÓN Y OBLIGACIONES FORMALES RELATIVAS A ACTIVOS FINANCIEROS Y A OTROS VALORES MOBILIARIOS CON RENDIMIENTO IMPLÍCITO

		6. NO SON INGRESOS FINANCIEROS

		XX* Se debe comprobar al cierre del ejercicio

		XX** Asimismo debemos recordar





		Capítulo XXI Subvenciones		1. SUBVENCIONES DE CAPITAL OTORGADAS POR TERCERAS PERSONAS NO SOCIOS

		2. SUBVENCIONES A LA EXPLOTACIÓN

		3. SUBVENCIONES/APORTACIONES OTORGADAS POR LOS SOCIOS

		4. SUBVENCIONES QUE NO SE INTEGRAN EN LA BASE IMPONIBLE DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

		5. OBLIGACIONES DE INFORMACIÓN EN LA MEMORIA DE LAS CUENTAS ANUALES

		XXI* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXII Diferencias de cambio en moneda extranjera		1. CONSIDERACIONES GENERALES. MONEDA DISTINTA DE LA FUNCIONAL. PARTIDAS MONETARIAS Y NO MONETARIAS

		2. VALORACIÓN INICIAL DE LAS TRANSACCIONES EN MONEDA EXTRANJERA

		3. VALORACIÓN POSTERIOR: AL CIERRE DEL EJERCICIO Y A LA LIQUIDACIÓN DE LOS ELEMENTOS PATRIMONIALES

		4. CONVERSIÓN DE LAS CUENTAS ANUALES A LA MONEDA DE PRESENTACIÓN

		5. INFORMACIÓN A INCLUIR EN LA MEMORIA

		XXII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXIII Valoración de las rentas procedentes de transmisiones y operaciones societarias (Artículo 17 de la LIS). Operaciones con acciones o participaciones propias		1. CRITERIOS GENERALES Y METODOLOGÍA DE ESTUDIO

		2. TRANSMISIONES. LEGISLACIÓN CONTABLE Y FISCAL

		3. TRANSMISIONES U OPERACIONES SOCIETARIAS QUE DEBEN VALORARSE A VALOR DE MERCADO

		4. TRANSMISIÓN DE TÍTULOS DE SOCIEDADES QUE HAYAN TENIDO LA CONSIDERACIÓN DE TRANSPARENTES. RÉGIMEN TRANSITORIO

		5. RENTAS OBTENIDAS EN LA TRANSMISIÓN DE LA PARTICIPACIÓN EN SOCIEDADES QUE TENGAN RESERVAS QUE HAYAN TRIBUTADO EN EL REGIMEN SOCIEDADES PATRIMONIALES

		6. ADQUISICIÓN DE ACCIONES O PARTICIPACIONES PROPIAS. ENAJENACIÓN Y REDUCCIÓN DE CAPITAL PARA SU AMORTIZACIÓN

		XXIII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXIV Valoración de las operaciones vinculadas		1. ¿QUIENES SON PERSONAS O ENTIDADES VINCULADAS?

		2. VALORACIÓN DE LAS OPERACIONES VINCULADAS A VALOR DE MERCADO

		3. MÉTODOS DE DETERMINACIÓN DEL VALOR DE MERCADO EN LAS OPERACIONES VINCULADAS. ANÁLISIS DE COMPARABILIDAD

		4. COMPROBACIÓN FISCAL DEL VALOR DE MERCADO

		5. AJUSTES DE PRIMER NIVEL Y AJUSTES SECUNDARIOS

		6. PRESTACIÓN DE SERVICIOS Y REPARTO DE COSTES ENTRE VINCULADAS

		7. OBLIGACIONES DE DOCUMENTACIÓN DE LAS OPERACIONES VINCULADAS

		8. OBLIGACIONES DE DECLARACIÓN. MODELO 232

		9. SOLICITUD A LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA PARA LA VALORACIÓN PREVIA DE LAS OPERACIONES VINCULADAS

		10. INFRACCIONES TRIBUTARIAS EN QUE PUEDEN INCURRIR LAS PERSONAS O ENTIDADES VINCULADAS

		XXIV* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXV Fiscalidad de los bienes y derechos no contabilizados, revalorizados voluntariamente o comprobados administrativamente. Destino de la regularización especial de bienes o derechos del RDL 12/2012		1. BIENES Y DERECHOS NO CONTABILIZADOS O NO DECLARADOS. REGISTRO DEUDAS INEXISTENTES. PRESUNCIÓN DE OBTENCIÓN DE RENTAS. CONSIDERACIÓN ESPECIAL DE PRESUNCIÓN POR BIENES Y DERECHOS SITUADOS EN EL EXTRANJERO

		2. ELEMENTOS REVALORIZADOS VOLUNTARIAMENTE

		3. DESTINO DE LA REGULARIZACIÓN ESPECIAL DE BIENES O DERECHOS DEL REAL DECRETO-LEY 12/2012

		XXV* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXVI Exención para eliminar la doble imposición de las rentas de dividendos y plusvalías positivas, tanto internas como internacionales. Exención de rentas positivas de los establecimientos permanentes		1. INTRODUCCIÓN

		2. EXENCIÓN DE LOS DIVIDENDOS O PARTICIPACIONES EN BENEFICIOS DE ENTIDADES

		3. EXENCIÓN DE LA RENTA POSITIVA OBTENIDA EN LA TRANSMISIÓN DE LA PARTICIPACIÓN EN UNA ENTIDAD

		4. RENTAS NEGATIVAS OBTENIDAS EN LA TRANSMISIÓN DE LA PARTICIPACIÓN EN UNA ENTIDAD

		5. NO APLICACIÓN DE LAS EXENCIONES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 21 DE LA LIS PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN

		6. RÉGIMEN TRANSITORIO DE LAS RENTAS DERIVADAS DE LA TRANSMISIÓN DE PARTICIPACIONES

		7. EXENCIÓN DE LAS RENTAS POSITIVAS OBTENIDAS EN EL EXTRANJERO A TRAVÉS DE UN ESTABLECIMIENTO PERMANENTE. NO INTEGRACIÓN EN LA BASE DE LAS RENTAS NEGATIVAS

		XXVI* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXVII Reducciones en la base imponible. Reducción de las rentas procedentes de cesión de patentes. Reserva de capitalización. Exención parcial de rentas derivadas de la transmisión de determinados inmuebles		1. CONSIDERACIÓN GENERAL DE LAS REDUCCIONES EN LA BASE IMPONIBLE

		2. REDUCCIÓN EN LA BASE IMPONIBLE DE LAS RENTAS PROCEDENTES DE LA CESIÓN DE PATENTES Y OTROS ACTIVOS INTANGIBLES

		3. RESERVA DE CAPITALIZACIÓN

		4. EXENCIÓN DE RENTAS DERIVADAS DE LA TRANSMISIÓN DE DETERMINADOS INMUEBLES

		XXVII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXVIII Compensación de bases imponibles negativas		1. OBJETO DE LA COMPENSACIÓN

		2. LÍMITE DE LA COMPENSACIÓN

		3. MOMENTO DE REGISTRAR CONTABLEMENTE EL CRÉDITO POR COMPENSACIÓN

		4. COMPROBACIÓN INSPECTORA

		5. INCUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS

		6. CONTABILIZACIÓN

		7. BASES IMPONIBLES NEGATIVAS NO SUSCEPTIBLES DE COMPENSACIÓN POR ADQUISICIÓN DE SOCIEDADES INACTIVAS O PATRIMONIALES

		8. REGIMEN TRANSITORIO DE COMPENSACIÓN DE PÉRDIDAS EN SOCIEDADES TRANSPARENTES

		9. COMPENSACIÓN DE PÉRDIDAS EN SOCIEDADES PATRIMONIALES

		10. COMPENSACIÓN DE PÉRDIDAS EN GRUPOS EN CONSOLIDACIÓN FISCAL

		11. COMPENSACIÓN EN FUSIONES, ESCISIONES Y APORTACIONES DE ACTIVO

		12. COMPENSACIÓN EN COOPERATIVAS

		13. COMPENSACIÓN EN LAS AGRUPACIONES DE INTERÉS ECONÓMICO ESPAÑOLAS

		14. COMPENSACIÓN EN LAS UNIONES TEMPORALES DE EMPRESAS

		15. COMPENSACIÓN EN SOCIEDADES DE HIDROCARBUROS

		XXVIII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXIX La cuenta de pérdidas y ganancias y el estado de cambios en el patrimonio neto. Contabilización del impuesto sobre sociedades. Diferencias permanentes y temporarias. Distribución de resultados		1. LA CUENTA DE PÉRDIDAS Y GANANCIAS Y EL ESTADO DE CAMBIOS EN EL PATRIMONIO NETO

		2. CONTABILIZACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE BENEFICIOS Y DE LA CUOTA POR EL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

		3. DISTRIBUCIÓN DE RESULTADOS

		XXIX* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXX Cuota íntegra. Tipos de gravamen. Deducciones de la cuota		1. CUOTA ÍNTEGRA

		2. TIPOS DE GRAVAMEN VIGENTES PARA LOS PERÍODOS IMPOSITIVOS QUE SE INICIEN DENTRO DE 2023

		3. TIPO DE GRAVAMEN PARA LAS ENTIDADES DE NUEVA CREACIÓN

		4. TIPO DE GRAVAMEN PARA LAS EMPRESAS EMERGENTES

		5. DEDUCCIONES DE LA CUOTA

		6. CUOTA LÍQUIDA

		7. TRIBUTACIÓN MÍNIMA

		XXX* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXXI Eliminación de la deducción en la cuota para evitar la doble imposición interna. Régimen transitorio. Deducciones en la cuota para evitar la doble imposición internacional		1. ELIMINACIÓN DE LA DEDUCCIÓN EN LA CUOTA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN INTERNA

		2. DEDUCCIÓN EN LA CUOTA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN INTERNACIONAL

		3. DEDUCCIÓN PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN JURÍDICA INTERNACIONAL AL MISMO CONTRIBUYENTE (MÉTODO DE IMPUTACIÓN DEL ARTÍCULO 31 DE LA LIS). RENTAS NEGATIVAS DEL ESTABLECIMIENTO PERMANENTE

		4. DEDUCCIÓN PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN ECONOMICA INTERNACIONAL DE DIVIDENDOS DISTRIBUIDOS POR FILIALES EXTRANJERAS A SOCIEDADES ESPAÑOLAS (método de imputación del artículo 32 de la LIS)

		5. DEDUCCIÓN EN LA CUOTA EN EL CASO DE INCLUSIÓN OBLIGADA EN LA BASE IMPONIBLE DEL IMPUESTO DE SOCIEDADES DE DETERMINADAS RENTAS POSITIVAS OBTENIDAS POR ENTIDADES NO RESIDENTES

		6. LIMITES DE LAS DEDUCCIONES PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN PARA GRANDES EMPRESAS

		7. CONTABILIZACIÓN DE LOS IMPUESTOS EXTRANJEROS DE NATURALEZA SIMILAR AL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES Y OBLIGACIONES DE INFORMACIÓN

		8. PROCEDIMIENTOS AMISTOSOS EN MATERIA DE IMPOSICIÓN ENTRE ESTADOS PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN

		XXXI* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXXII Bonificaciones		1. BONIFICACIÓN POR RENTAS OBTENIDAS EN CEUTA Y MELILLA

		2. BONIFICACIONES EN LA CUOTA POR PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS LOCALES

		3. BONIFICACIÓN POR COOPERATIVA ESPECIALMENTE PROTEGIDA FISCALMENTE

		4. OTRAS BONIFICACIONES

		XXXII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXXIII Deducciones para incentivar la realización de determinadas actividades. Deducciones transitorias por reversión de medidas temporales		1. DEDUCCIONES PARA INCENTIVAR LA REALIZACIÓN DE DETERMINADAS ACTIVIDADES

		2. DEDUCCIONES POR ACTIVIDADES DE INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO E INNOVACIÓN TECNOLOGICA

		3. DEDUCCIÓN POR INVERSIONES EN PRODUCCIONES CINEMATOGRÁFICAS, SERIES AUDIOVISUALES Y ESPECTÁCULOS EN VIVO DE ARTES ESCÉNICAS Y MUSICALES

		4. DEDUCCIONES POR CREACIÓN DE EMPLEO POR CONTRATO DE TRABAJO POR TIEMPO INDEFINIDO DE APOYO A LOS EMPRENDEDORES

		5. DEDUCCIÓN POR CREACIÓN DE EMPLEO PARA TRABAJADORES CON DISCAPACIDAD

		6. DEDUCCIÓN POR INVERSIONES REALIZADAS POR LAS AUTORIDADES PORTUARIAS

		7. DEDUCCIÓN POR CONTRIBUCIONES EMPRESARIALES A SISTEMAS DE PREVISIÓN SOCIAL EMPRESARIAL

		8. DEDUCCIONES TRANSITORIAS EN LA CUOTA ÍNTEGRA DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES POR REVERSIÓN DE MEDIDAS TEMPORALES

		9. DEDUCCIONES ELIMINADAS POR LA LIS Y QUE ESTABAN VIGENTES EN PERIODOS IMPOSITIVOS ANTERIORES A 2015 PARA LAS QUE SE PREVÉ UN RÉGIMEN TRANSITORIO

		10. RÉGIMEN TRANSITORIO DE LAS DEDUCCIONES PARA INCENTIVAR LA REALIZACIÓN DE DETERMINADAS ACTIVIDADES PENDIENTES DE APLICAR EN EL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

		11. REGÍMENES ESPECIALES DE DEDUCCIÓN POR INVERSIONES

		12. FORMA DE APLICAR LAS DEDUCCIONES

		13. COMPROBACIÓN DE LAS DEDUCCIONES

		XXXIII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXXIV Deducciones por retenciones y pagos fraccionados. Cuota a ingresar o a devolver en el IS		1. DEDUCCIÓN POR RETENCIONES E INGRESOS A CUENTA

		2. DEDUCCIÓN DE LOS PAGOS FRACCIONADOS DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

		3. CUOTA A INGRESAR O A DEVOLVER. PRESENTACIÓN DE LA DECLARACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

		XXXIV* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXXV Régimen fiscal de entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas		1. ENTIDADES QUE PUEDEN ACOGERSE AL RÉGIMEN DE ARRENDAMIENTO DE VIVIENDAS

		2. BONIFICACIONES EN EL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

		3. DISTRIBUCIÓN DE RESULTADOS A LOS SOCIOS CON CARGO A LAS RENTAS BONIFICADAS

		4. TRANSMISIÓN DE PARTICIPACIONES DE LA SOCIEDAD ACOGIDA AL RÉGIMEN FISCAL DE ARRENDAMIENTO DE VIVIENDAS

		5. CONTABILIZACIÓN

		6. OPCIÓN POR EL RÉGIMEN

		XXXV* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXXVI Consolidación del grupo fiscal		1. "EMPRESAS DEL GRUPO" Y "EMPRESAS ASOCIADAS"

		2. DEFINICIÓN MERCANTIL DEL GRUPO

		3. CONSOLIDACIÓN CONTABLE

		4. CONSOLIDACIÓN FISCAL

		5. RESPONSABILIDAD DE LAS SOCIEDADES DEL GRUPO DEL PAGO DE LA DEUDA CONSOLIDADA

		6. EXTINCIÓN Y PÉRDIDA DEL RÉGIMEN DE CONSOLIDACIÓN FISCAL

		7. EFECTOS DE LA PÉRDIDA DEL RÉGIMEN DE CONSOLIDACIÓN O DE LA EXTINCIÓN DEL GRUPO FISCAL

		XXXVI* Se debe comprobar al cierre del ejercicio

		XXXVI** Asimismo debemos recordar





		Capítulo XXXVII Régimen de transparencia fiscal internacional. Régimen transitorio de transparencia fiscal. Régimen transitorio de sociedades patrimoniales		1. TRANSPARENCIA FISCAL INTERNACIONAL

		2. REGIMEN TRANSITORIO DEL DEROGADO RÉGIMEN DE TRANSPARENCIA FISCAL

		3. EL DEROGADO RÉGIMEN DE LAS SOCIEDADES PATRIMONIALES Y SU RÉGIMEN FISCAL TRANSITORIO

		XXXVII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXXVIII Otros regímenes tributarios especiales: AIE, UTE, Entidades de Capital Riesgo, SODI, Instituciones Inversión Colectiva, Regímenes Minería e Hidrocarburos y SOCIMI		1. AGRUPACIONES DE INTERÉS ECONÓMICO (AIE) Y UNIONES TEMPORALES DE EMPRESAS (UTE)

		2. SOCIEDADES Y FONDOS DE CAPITAL-RIESGO Y SOCIEDADES DE DESARROLLO INDUSTRIAL REGIONAL

		3. INSTITUCIONES DE INVERSIÓN COLECTIVA (IIC)

		4. RÉGIMEN FISCAL DE LA MINERÍA

		5. RÉGIMEN FISCAL DE LA INVESTIGACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE HIDROCARBUROS

		6. SOCIEDADES ANÓNIMAS COTIZADAS DE INVERSIÓN EN EL MERCADO INMOBILIARIO (SOCIMI)

		XXXVIII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XXXIX Régimen de las Entidades de Tenencia de Valores Extranjeros (ETVE)		1. ¿QUÉ SOCIEDADES SE CONSIDERAN DE TENENCIA DE VALORES EXTRANJEROS?

		2. REGULACIÓN FISCAL DE LAS RENTAS DERIVADAS DE LA TENENCIA POR LA ETVE DE VALORES REPRESENTATIVOS DEL CAPITAL O LOS FONDOS PROPIOS DE ENTIDADES NO RESIDENTES

		3. DISTRIBUCIÓN DE BENEFICIOS -POR LA ETVE- CON CARGO A LAS RENTAS EXENTAS

		4. CONTABILIZACIÓN DURANTE EL AÑO Y AL CIERRE DEL EJERCICIO POR LA RESIDENTE ESPAÑOLA

		5. TRANSMISIÓN DE LA PARTICIPACIÓN EN LA ETVE

		6. APLICACIÓN DEL RÉGIMEN DE LAS ETVE

		7. RÉGIMEN TRANSITORIO

		XXXIX* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XL Régimen de las entidades navieras en función del tonelaje		1. APROBACIÓN DEL RÉGIMEN

		2. SOCIEDADES QUE PUEDEN ACOGERSE AL RÉGIMEN

		3. DETERMINACIÓN DE LA BASE IMPONIBLE EN RÉGIMEN DE ESTIMACIÓN OBJETIVA

		4. TIPO DE GRAVAMEN Y CUOTA

		5. PAGOS FRACCIONADOS

		6. APLICACIÓN DEL RÉGIMEN

		XL* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XLI Régimen de incentivos fiscales para las entidades de reducida dimensión. Tipo de gravamen reducido por mantenimiento o creación de empleo. Tipo de gravamen para las entidades de nueva creación. Reserva de nivelación de bases imponibles		1. RÉGIMEN DE INCENTIVOS FISCALES PARA LAS ENTIDADES REDUCIDA DIMENSIÓN

		XLI* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XLII Sociedades cooperativas		1. NORMATIVA MERCANTIL

		2. APORTACIONES AL CAPITAL SOCIAL

		3. FONDOS DE RESERVA EN LAS COOPERATIVAS

		4. FONDO DE EDUCACIÓN, FORMACIÓN Y PROMOCIÓN

		5. NORMATIVA FISCAL

		6. CLASES DE COOPERATIVAS A EFECTOS FISCALES

		7. CAUSAS QUE PROVOCAN LA PÉRDIDA DE LA CONDICIÓN DE COOPERATIVA FISCALMENTE PROTEGIDA

		8. DETERMINACIÓN DE LA BASE IMPONIBLE DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

		9. TIPO DE GRAVAMEN Y CUOTA

		10. DIVIDENDOS PERCIBIDOS POR LA COOPERATIVA

		11. APLICACIÓN DE LOS EXCEDENTES

		12. DIVIDENDOS PERCIBIDOS POR LOS SOCIOS COOPERATIVISTAS. RETORNOS COOPERATIVOS

		13. COMPENSACIÓN DE CUOTAS NEGATIVAS EN COOPERATIVAS

		14. COMPATIBILIDAD CON OTROS REGÍMENES FISCALES

		15. LIBROS SOCIALES Y CONTABILIDAD

		XLII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio





		Capítulo XLIII Régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos. Incentivos fiscales al mecenazgo		1. RÉGIMEN FISCAL DE LAS ENTIDADES SIN FINES LUCRATIVOS

		2. INCENTIVOS FISCALES AL MECENAZGO. RÉGIMEN FISCAL DE LAS DONACIONES Y APORTACIONES

		3. RÉGIMEN FISCAL DE OTRAS FORMAS DE MECENAZGO

		XLIII* Se debe comprobar al cierre del ejercicio
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